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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick Piñera; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; de Desarrollo Social, señor Joaquín Lavín Infante y de Obras Públicas, señor Laurence Golborne Riveros. Asimismo, se encontraba presente, la Subsecretaria de Desarrollo Social, señora Soledad Arellano Schmidt. 

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 11ª, ordinaria, en 17 de abril del presente año; 12ª, especial, y 13ª, ordinaria, ambas en 18 de abril de 2012, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros da inicio a las siguientes iniciativas:



1.- La que crea el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile y le destina recursos (boletín N° 8.272-08) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía, y a la de Hacienda, en su caso.



2.- La que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa (boletín Nº 8.273-15) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06).



2.- Proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



3.- Proyecto que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (boletines Nos 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).

 

--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (boletín N° S 1.469-05) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que otorga, al personal de la atención primaria de salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.140-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los tres siguientes comunica que aprobó, en primer trámite constitucional, las siguientes iniciativas:



1.- La que autoriza al Banco Central para suscribir un aumento de la cuota correspondiente a Chile en el Fondo Monetario Internacional, FMI (boletín N° 8.217-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- La que regula la representación judicial de las organizaciones sindicales respecto de sus afiliados (boletín Nº 7.071-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



3.- La que modifica el artículo 109 de la ley N°18.290, de Tránsito, para establecer una regulación del concepto de “condición física o psíquica deficiente” (boletín Nº 8.202-15) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Tres de la Excelentísima Corte Suprema, con los que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer acerca de los proyectos de ley que se enumeran a continuación:



1.- De los Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martin y señor Muñoz Aburto, que modifica el Código Procesal Penal con el fin de autorizar a las policías para requerir directamente a las empresas de transporte los listados de pasajeros (boletín N° 8.193-07).



2.- Del Senador señor Letelier, que consagra el derecho a tutela judicial de la persona afectada por actos de discriminación o vulneración de su intimidad o privacidad en un proceso previo a la contratación laboral (boletín N° 8.199-13).



3.- Del Senador señor Navarro, que modifica la ley que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales a fin de fijar la competencia judicial para el caso comprendido en el literal b) de su artículo 69 (boletín N° 8.206-13).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (boletín N° 6.810-12).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Da respuesta a un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Pizarro y Sabag, sobre respaldo al Senador señor Horvath y solicitud de investigación para aclarar los hechos y las responsabilidades en el ataque a su vivienda familiar (boletín N° S 1.459-12).



Del señor Presidente del Banco Central:



Remite anexo, en respuesta a solicitud de antecedentes formulada en nombre de la Senadora señora Allende, sobre monto total de remesas enviadas por connacionales desde el exterior entre 2006 y 2012, desglosadas por país de procedencia; contribución porcentual que representan, y su tratamiento tributario.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde peticiones de información, remitidas en nombre de tres señores Senadores, respecto de las materias que en cada caso se indican:



1.- Del Senador señor Frei, sobre restitución a la Municipalidad de Lago Ranco de los gastos efectuados con ocasión de la emergencia suscitada por la erupción del cordón Caulle.



2.- Del Senador señor Muñoz Aburto, relativa a las acciones emprendidas durante el inicio del incendio que afectó al Parque Nacional Torres del Paine.



3.- Del Senador señor Navarro, para que se informe acerca del número de ciudadanos chinos ingresados a territorio nacional en los últimos dos años.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Da respuesta a un oficio referente al uso por el Ejecutivo del mecanismo de las urgencias, solicitado en nombre del Senador señor Escalona con ocasión del debate del proyecto de ley que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que señala (boletín N° 7.899-11).



Del señor Ministro de Educación:



Responde solicitud de información, formulada en nombre de la Senadora señora Rincón, acerca del estado de avance del proyecto de nuevo local para la Escuela María Ambrosia Tapia, de Paso Cunao, en la comuna de Longaví, y de la fecha estimada para su entrega.



Del señor Ministro de Salud:



Remplaza oficio anterior, remitido en respuesta a un acuerdo de la Cámara Alta, adoptado a proposición de los Senadores señor Navarro, señora Rincón y señores Gómez, Quintana, Sabag y Tuma, relativo a medidas a favor de los niños prematuros (boletín Nº S 1.404-12).



Atiende petición, cursada en nombre de los Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, para el estudio de un proyecto de ley que otorga facultades a la Superintendencia de Salud a los fines de ordenar homologaciones regulares de prestaciones médicas.



Contesta petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referente a factibilidad para adoptar medidas preventivas en conflicto en Hospital de Lebu, atribuido a exorbitancia de funciones por la Directora del Servicio de Salud Arauco.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Remite antecedentes, pedidos en nombre del Senador señor Escalona, sobre una intervención ilegal en el curso del río Gol Gol, que cruza las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos, y en el tratamiento de sus aguas.



Entrega información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, sobre pavimentación del camino que utilizan las empresas areneras que operan a orillas del río Biobío, en la comuna de Hualpén.



Atiende dos peticiones de información, cursadas en nombre de la Senadora señora Rincón, relacionadas con los siguientes asuntos: 



1.- Informe sobre soluciones suministradas en cuanto al estado de la autopista que une Retiro (acceso sur) con Parral y del tramo Linares-río Perquilauquén, en la Región del Maule.



2.- Medidas adoptadas ante el desplome del puente Curanipe para verificar la calidad de esa obra de reconstrucción.



Da respuesta a consulta, enviada en nombre del Senador señor Quintana, relativa al monto de inversión que irrogó la ejecución del contrato Reparación y Conservación Puente Cautín, en la comuna de Lautaro.



Del señor Ministro de Agricultura:



Responde solicitud de antecedentes, remitida en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre los fundamentos técnicos del incremento exiguo que tuvo el Programa 04 Áreas Silvestres Protegidas en el presupuesto de la Corporación Nacional Forestal no obstante las precarias condiciones de administración de dichos espacios.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Da respuesta a un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señores Navarro, Gómez y Lagos, relativo al desarrollo de políticas públicas referidas a Internet (boletín Nº S 1.419-12).



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Remite antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor Navarro, sobre solicitudes de concesión, venta o arrendamiento de inmuebles fiscales destinados a ejecutar grandes proyectos mineros en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta, y sobre la consideración en los procedimientos administrativos de su posible impacto en las comunidades indígenas. 



De la señora Ministra del Medio Ambiente:



Envía copia del informe que contiene la posición oficial de Chile ante la Conferencia de Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible Río+20, documento solicitado en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario de Deportes (Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes): 



Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, relacionada con el interés de los vecinos de la población Santa Olga, de Lo Espejo, para conocer si existen planes de inversión en el terreno ubicado entre las calles Guanajuato y Presidente Adolfo López Mateos, transferido por el Serviu pertinente.



De la señora Subsecretaria de Transportes:



Contesta petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a proyectos de evaluación de impacto ambiental presentados por Celulosa Arauco y Constitución en razón de las obras de ampliación y extensión de su Planta Arauco. 



Informa, en respuesta a una consulta remitida en nombre del Senador señor Ignacio Walker, acerca de las atribuciones del Metro Valparaíso S.A. para establecer servicios de transporte complementarios y adjudicar los contratos correspondientes. 



Del señor Director General de Aeronáutica Civil:



Remite antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Navarro, sobre el estado actual y las necesidades de mejoramiento del aeropuerto Carriel Sur, de la Región del Biobío.



De la señora Directora de Presupuestos:



Informa respecto a la utilización de los recursos que la ley N° 20.455 autorizó destinar a obras de reconstrucción en las Regiones afectadas por el terremoto y el maremoto de 2010, materia consultada por el Senador señor Escalona. 



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción:



Da respuesta a solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Quintana, con la adhesión del Senador señor Navarro, referente a la posibilidad de restablecer líneas de crédito para operar con Cuba.



Del señor Director Nacional de Pesca:



Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre los impactos adversos que provocaría, en especial a la recolección de algas, la actividad de las centrales termoeléctricas en la zona de Caleta Lo Rojas, comuna de Coronel.



De la señora Directora Nacional de Turismo (s):



Remite información estadística, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, sobre recalada de cruceros en el país durante los últimos cinco años.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:



Envía antecedentes, pedidos en nombre del Senador señor Navarro, acerca de resultados de mediciones de arsénico en el agua potable de la ciudad de Antofagasta.



Remite antecedentes, requeridos en nombre del Senador señor Prokurica, respecto de diversas materias concernientes a la prestación de servicios por la empresa Aguas Chañar S. A.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles:



Responde consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre fiscalizaciones que la Superintendencia del ramo ha efectuado a la Compañía General de Electricidad, acciones realizadas, medidas dispuestas y sanciones aplicadas.



De la señora Secretaria Ejecutiva de Planificación de Transporte:



Entrega información, solicitada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de medidas de mitigación que podrían adoptarse ante problemas de congestión en la Ruta 160, que une las ciudades de Lota y Coronel con Concepción.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:



Informa sobre el grado de cumplimiento de las normas y condiciones de la marcha blanca de las termoeléctricas Bocamina II y Santa María, de la Empresa Nacional de Electricidad S. A., materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Intendente del Biobío:



Remite información, requerida en nombre del Senador señor Navarro, concerniente a factibilidad de que el gobierno regional apruebe el proyecto de construcción de la sede vecinal de la población Foresta 2, en la comuna de Hualpén.



De la señora Secretaria Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Valparaíso:



Contesta petición, cursada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, en orden a modificar la resolución exenta N° 3.960, sobre restricción vehicular, para reducir esta de dos dígitos a solamente uno.



Del señor Jefe de la Oficina de Enlace con el Congreso Nacional, Ministerio de Relaciones Exteriores:



Transmite la intervención del Senador uruguayo don Carlos Baráibar, efectuada en las sesiones de los días 13 y 14 de marzo del año en curso, en el Senado de la República Oriental del Uruguay, relativas a su participación en el Seminario Internacional sobre Transparencia y Probidad.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de ellas (boletín N° 6.952-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9). 



Segundo informe de la Comisión de Agricultura recaído en el proyecto de ley que mejora la fiscalización para prevenir el delito de abigeato (boletín N° 7.411-01) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 10).


Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley que crea circunscripción senatorial de la Región de Arica y Parinacota (boletín N° 7.260-06) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el estudio que realizó sobre el sistema carcelario en Chile (boletín N° S 1.468-14) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Queda a disposición de Sus Señorías.

Mociones



Dos de los Senadores señora Alvear y señor Escalona, con las que dan inicio a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que regula los servicios de atención al consumidor prestados por agentes comerciales telefónicos (boletín N° 8.262-03) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Economía.



2.- Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín N° 8.263-13) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Senador señor Horvath, con la que se inicia un proyecto de ley relativo a las obligaciones de colocar cercos y proponer planes de esterilización con fines de manejo de especies de fauna silvestre y de dar resguardo a los ecosistemas silvestres protegidos (boletín N° 8.266-12) (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Senadores señores Horvath y Lagos, con la que se da inicio a un proyecto de ley que regula la operación de juegos de casinos en línea (boletín N° 8.267-05) (Véase en los Anexos, documento 16).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal y propone medidas para el tratamiento de jóvenes con problemas de dependencia de drogas y alcohol (boletín N° 8.268-07) (Véase en los Anexos, documento 17).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Tuma, Coloma, Kuschel, Letelier y Pizarro, relativo al tratamiento otorgado a ciudadanos chilenos a su ingreso al Estado de Israel (boletín N° S 1.463-12) (Véase en los Anexos, documento 18).


De los Senadores señores Prokurica y Chahuán, para incorporar a los sectores de taxis y de colectivos como beneficiarios del proyecto de ley que crea un subsidio nacional al transporte público de pasajeros (boletín N° S 1.464-12) (Véase en los Anexos, documento 19).


De los Senadores señores Chahuán y Prokurica, sobre destinación de recursos, en el proyecto de ley que aumenta subsidio para el sistema de transporte público del Gran Santiago, a los medios de locomoción regionales que indica (boletín N° S 1.465-12) (Véase en los Anexos, documento 20).


De los Senadores señoras Allende y Alvear y señores García, Larraín Fernández y Tuma, sobre creación de un Grupo Bicameral de Transparencia cuyo objetivo será impulsar las propuestas contenidas en la “Declaración de Santiago sobre Transparencia e Integridad en los Parlamentos y Partidos Políticos” (boletín N° S 1.466-12) (Véase en los Anexos, documento 21).


De los Senadores señores Ruiz-Esquide, Pérez Varela, Pizarro y Uriarte, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que otorgue a los tribunales de capital provincial la categoría de juzgado de asiento de Corte para todos los efectos legales (boletín N° S 1.467-12) (Véase en los Anexos, documento 22).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Senadores señores Frei y Pizarro para ausentarse del país a contar de hoy, y del Honorable señor Coloma, para ausentarse del territorio nacional a partir del 28 de abril último.



--Se accede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en la sesión 85ª de la Legislatura 359ª, celebrada el 3 de enero de este año, el Senado declaró inadmisible, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, una moción que presentamos con otros cuatro Senadores para establecer el beneficio de la sala cuna universal y crear un fondo solidario para el cuidado infantil.



Hoy el Primer Mandatario anunció que en los próximos días va a enviar al Parlamento un proyecto de ley sobre la materia. 



Por tanto, solicito recabar el acuerdo de la Sala para remitirle al Ejecutivo la iniciativa declarada inadmisible, a fin de que la considere.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Tratar en los tres primeros lugares del Orden del Día de la sesión de esta tarde, en el orden que se indica, el proyecto que crea el ingreso ético familiar (boletín Nº 7.992-06); el que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06), y el que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



2) Tratar en Fácil Despacho de la sesión del próximo martes, 8 de mayo, el proyecto signado con el número 13 en la tabla de hoy, mediante el cual se modifica la ley N° 19.539 con el objeto de permitirles a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional incorporarse a cajas de compensación de asignación familiar (boletín N° 7.441-13).


3) Citar a sesión especial de la Corporación para el miércoles 16 de mayo, de 12 a 14, con el fin de abordar la situación económica y administrativa en que se encuentra la Empresa Nacional del Petróleo.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE INGRESO ÉTICO FAMILIAR

El señor ESCALONA (Presidente).- En virtud de los acuerdos recién señalados, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el ingreso ético familiar, con informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7992-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 10 de abril de 2012.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas: sesión 13ª, en 18 de abril de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es crear el Subsistema de Protección y Promoción Social denominado “Seguridades y Oportunidades”, destinado a personas y familias vulnerables por encontrarse en situación de pobreza, con el propósito de brindarles posibilidades para promover su acceso a mejores condiciones de vida.



Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, aprobaron la idea de legislar por cinco votos a favor (Senadores señores Bianchi, García, Novoa, Orpis y Rossi) y cuatro abstenciones (Senadores señores Sabag y Zaldívar, como integrantes de ambos órganos técnicos).



Las Comisiones unidas dejan constancia de que el Ejecutivo propuso un protocolo de acuerdo donde se compromete a ciertos puntos con relación al documento entregado por los equipos técnicos de la Concertación acerca del proyecto.



El texto que se sugiere aprobar en general se transcribe en las páginas 29 a 45 del primer informe de las Comisiones unidas y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición en los computadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para permitir el ingreso de la Subsecretaria de Desarrollo Social, señora Soledad Arellano.



--Se autoriza.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



El primer inscrito para intervenir es el Senador señor Rossi, quien tiene la palabra.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, entregaré algunos datos de contexto acerca del proyecto en debate, que crea el ingreso ético familiar. 



Esta iniciativa busca atacar la extrema pobreza. En Chile, hoy día 170 mil familias, con un total de 640 mil personas, se encuentran en esa situación. 



Simplemente, quiero señalar que cuando hablamos de extrema pobreza nos estamos refiriendo a las familias con un ingreso per cápita inferior a 32 mil pesos mensuales, que sería el equivalente a lo requerido para garantizar una dieta de al menos 2 mil calorías diarias a cada integrante del núcleo familiar.



Así que se trata de una cifra importante.



Como porcentaje, uno dice: “Es bajo”. Pero -insisto- hay 640 mil personas que se hallan en una condición que ni siquiera les permite satisfacer los requerimientos nutricionales mínimos, expresados en calorías per cápita.



Por otro lado, un dato bien relevante -lo conversábamos en las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas, que se constituyeron con el propósito de analizar en general este proyecto- es el de que la pobreza y la extrema pobreza tienen rostro de niño y rostro de mujer.



Las cifras que nos entregaron indican que 24 por ciento de la población de entre 0 y 3 años está en situación de pobreza y que 48 por ciento de todos los hogares donde se vive bajo la línea de la pobreza (prácticamente la mitad) tienen como jefa a una mujer.



Por eso señalo que la pobreza tiene rostro de niño y rostro de mujer. Y eso explica por qué el énfasis del proyecto de ley sobre el ingreso ético familiar se ha puesto, básicamente, en esta última, especialmente en su capacidad de obtener empleo y de preservarlo a través de una capacitación continua y permanente.



Se dieron a conocer en la Comisión, también, algunos elementos determinados por el panel de expertos que se conformó en la materia y se señalaron cuatro factores de una gran incidencia en relación con la pobreza y la extrema pobreza: el precio de los alimentos, que provocó un incremento de ese sector entre 2006 y 2008; el empleo; el ingreso, por cierto, y las políticas sociales. Hoy día estamos haciendo referencia justamente a una de ellas que presenta dos antecesores: Chile Solidario y el Programa Puente, y la asignación social.



Lo importante, asimismo -y ello se discutió en el órgano técnico-, es que no sacamos nada con diseñar una política social solo sobre la base de transferencias monetarias, porque, al final, ese tipo de asistencialismo tiende más bien a perpetuar la condición de pobreza. Muy por el contrario, lo que se busca, como lo contempla el mensaje -a través de una intervención sociolaboral, psicosocial, con transferencias monetarias condicionadas y otras no condicionadas, lo que voy a explicar-, es sacar a las familias de la extrema pobreza y entregarles herramientas que les permitan salir adelante de manera permanente y no encontrarse en una situación precaria de vulnerabilidad.



Desde esa perspectiva, insisto en que a la mujer le corresponde un papel central y en que el empleo cumple un rol tremendamente importante.



Se ha discutido mucho en la Comisión el nombre de la iniciativa: creación del ingreso ético familiar. Quizás ello no refleja íntimamente lo que representa y provoca cierta confusión en la ciudadanía, que lo asocia al planteamiento de un salario ético por la Iglesia Católica hace dos años -en particular, por Monseñor Goic-, como una necesidad imperiosa en nuestro país. Entonces, tiende a suscitarse una confusión.



En definitiva, el proyecto exhibe tres pilares: el de la dignidad, constituido por las transferencias que mencioné como no condicionadas, las cuales se le entregan a la familia de acuerdo con el número de cargas; el que tiene que ver con ciertos deberes, y el relativo a los logros.



En el primer caso se trata de una transferencia no condicionada al cumplimiento de ningún deber ni logro. La transferencia familiar asciende a 13 mil pesos mensuales, y posteriormente, por cada integrante, a 6 mil mensuales, en promedio. Por eso, se estima que una familia de dos adultos y dos niños representaría unos 38 mil pesos mensuales.



Después se contempla un pilar con dos deberes estimados relevantes, en cuanto a la participación de los más pequeños: el control del niño sano en el consultorio, en la atención primaria, y la asistencia a clases. Las transferencias respectivas son condicionadas. Se trata de 8 mil pesos por hijo, que se suman a las del pilar anterior, no condicionadas.



Y finalmente se halla el pilar de los logros, relacionados con la educación y el empleo de la mujer.



Ahí se establece un bono al trabajo de esta última. Se considera un subsidio al empleo que va más allá de la extrema pobreza, pero que se focaliza fundamentalmente en este ámbito, y ha sido objeto de debate qué porcentaje se le entrega a la trabajadora y qué porcentaje al empleador. En el caso de los jóvenes, es de 20 por ciento para estos y de 10 para el empleador, en tanto que aquí se trata de 15 y 15 por ciento, cuestión que puede ser debatida, obviamente. Y también existe un bono a la excelencia académica.



Esos son los logros de más largo plazo.



Resulta significativo consignar igualmente, como dije en un comienzo, que se llevarán a cabo una intervención sociolaboral y otra psicosocial, y se efectuará un seguimiento de al menos 24 meses.



Se realizaron debates respecto de varios temas durante la discusión de la idea de legislar, pero se planteó con mucha fuerza -diría que por la mayoría de los miembros de la Comisión- la relevancia de que se determine como una garantía explícita, nítida, el derecho a acceder a estos beneficios si se cumplen ciertos requisitos. El órgano técnico, en general, manifestó cierta preocupación, porque las exigencias no quedarían claramente establecidas en la ley, sino más bien en un reglamento. Y se hace referencia, asimismo, a los recursos que se destinen en la Ley de Presupuestos. Entonces, como este es un programa dentro de un subsistema de seguridad y de oportunidades que forma parte del sistema intersectorial de protección social, lo importante es que se señale con total transparencia cuáles son las condiciones para poder gozar de la cobertura de los beneficios y que ello no quede al arbitrio de la autoridad de turno o del Presupuesto anual.



Es algo así como lo que ocurre en el AUGE, respecto del cual todos sabemos que, de presentarse una enfermedad en un paciente de ciertas características, este va a gozar de toda la protección necesaria, tanto financiera como desde el punto de vista de la oportunidad y la calidad de la atención. Lo mismo estamos pidiendo en este caso.



Diría que eso es lo más relevante del proyecto.

El señor BIANCHI.- Es un buen resumen.

El señor ROSSI.- Gracias.



La idea de legislar fue aprobada por los Senadores señores Bianchi, García, Novoa, Orpis y quien habla, con la abstención de los Honorables señores Sabag (dos votos) y Zaldívar (dos votos).



Eso es cuanto puedo informar, señor Presidente.

)------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que dio su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (boletín N° 7.854-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo comunica que aprobó el informe de la Comisión Mixta que resolvió las divergencias con relación al proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



--Queda para tabla.

)-------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro de Desarrollo Social, señor Joaquín Lavín.

El señor LAVÍN (Ministro de Desarrollo Social).- Señor Presidente, desde el punto de vista del Ejecutivo, esta es una iniciativa muy importante, porque apunta, esencialmente, a los sectores más vulnerables de la sociedad.



Tal como lo expresó el Presidente de las Comisiones unidas, Senador señor Rossi, la última encuesta CASEN -de ahora en adelante es anual, pero la última data de 2009- estableció que 640 mil personas, lo que equivale a 170 mil familias, viven en situación de pobreza extrema.



Esta última definición es bastante similar en todos los países, y, en el fondo, dice relación con la cantidad de dinero que requiere un individuo para comprar, durante un mes, los alimentos equivalentes a dos mil calorías al día. Ello supone que familias y personas en pobreza extrema únicamente subsisten, porque la cantidad de dinero con que cuentan les alcanza solo para el efecto señalado.



Se podría pensar que en Chile no las hay, pero no es así. Repito que 640 mil personas se encuentran en esa condición, lo que representa 170 mil familias y un 3,7 por ciento de la población.



La meta presidencial es que ese porcentaje baje a cero o a lo más cerca posible de cero -cero coma algo, pero no tres coma siete, como hoy- de aquí al año 2014. Y el llamado “ingreso ético familiar” esencialmente apunta hacia dicho sector. Algunos aspectos del proyecto se dirigen a otra población, a lo mejor no en extrema pobreza, mas sí pobre o de clase media vulnerable; pero su esencia apunta al mencionado 3,7 por ciento.



El ingreso ético familiar se construye sobre las políticas sociales anteriores, en especial el Chile Solidario, aun cuando agrega elementos nuevos. Básicamente, se compone de transferencias monetarias -o sea, entrega dinero-, en alguna parte condicionadas al cumplimiento de ciertos deberes o a ciertos logros, y en alguna otra no condicionadas, que se reciben solo por tratarse de una familia en pobreza extrema.



Y, simultáneamente -a nuestro juicio, es algo que reviste igual importancia-, se consideran las que podríamos llamar “habilitación social” y “habilitación laboral”, es decir, una labor directa con las familias para que alcancen determinadas aptitudes sociales y para que alguno de sus miembros encuentre después un trabajo.



Hoy día, Chile Solidario, como Sus Señorías bien saben, incluye transferencias monetarias no condicionadas y habilitación social. El ingreso ético familiar agrega transferencias monetarias condicionadas y habilitación laboral.



La iniciativa que nos ocupa incorpora tres experiencias claves de las políticas sociales en el mundo y en Chile.



Las explicaré muy brevemente.



Primero, se va más allá del asistencialismo. Es claro que este, solo, no basta para sacar a una familia de la pobreza. Se requiere que ella salga adelante con su propio esfuerzo.



Segundo, se reconoce un rol central de la mujer. Esta es el elemento clave de la política social. Si se quiere llegar con dinero a una familia, entre entregarlo a la mujer o al hombre es mejor optar por ella, porque está comprobado que así un mayor porcentaje llegará al hogar y a los hijos.



Entre paréntesis, el 49 por ciento de las familias en pobreza extrema se hallan a cargo de una jefa de hogar. Pero el proyecto le asigna el dinero a ella aun cuando exista una pareja.



Tercero, no hay manera de salir de la pobreza si la persona no consigue finalmente un trabajo. Por lo tanto, se incorpora un Subsidio al Empleo de la Mujer, en virtud del cual, si una de ellas en condición de pobreza extrema logra un empleo -diría que es hoy el caso de menos del 20 por ciento en ese estrato, si bien la participación laboral femenina está llegando al 50 por ciento a nivel nacional-, el Estado complementa su remuneración, como lo expuso el Senador señor Rossi, en un 15 por ciento. Y se otorga al empleador, al mismo tiempo, un subsidio por otro tanto. Por ejemplo, si la mujer es contratada por el ingreso mínimo de 182 mil pesos, se le agregará un 15 por ciento, con lo cual sumará un poco más de 200 mil, y se le restará el mismo porcentaje al empleador, quien pagará 160 mil, en definitiva.



Obviamente, los porcentajes pueden ser discutibles. De hecho, hay conversaciones sobre el punto. Pero lo central es que se premia el trabajo femenino.



El ingreso ético para una familia promedio de dos adultos y dos niños se calcula sobre la base de los pilares de dignidad y de deberes. El primero dice relación con las transferencias monetarias no condicionadas, por tratarse de una familia en situación de extrema pobreza, y el segundo corresponde a una cantidad de dinero que se entrega por hijo, en la medida en que este cumpla ciertos requisitos: si es chico, el control de niño sano al día, y si es más grande, una asistencia a clases de 90 por ciento en la enseñanza básica y de 85 por ciento en la enseñanza media. En la Cámara de Diputados se consideró cierta flexibilidad pensando en el invierno de zonas rurales, como en la Región de La Araucanía, donde no es tan fácil registrar esos porcentajes. Si se cumplen esas condiciones, se recibirá un promedio de 53 mil pesos.



Ahora, si la mujer trabaja, es preciso añadir el subsidio a que hice referencia, equivalente al 15 por ciento del sueldo, sobre la base de una escala.



Al mismo tiempo, se contempla un premio al desempeño escolar. Todos los alumnos correspondientes al mejor 30 por ciento del curso conseguirán un reconocimiento. Si se encuentran dentro del mejor 15 por ciento, obtendrán 50 mil pesos por una vez en el año -es algo que depende del ranking de educación-, y si se hallan en el 15 por ciento siguiente, 30 mil.



La iniciativa determina que el elemento de los logros, es decir, el Subsidio al Empleo de la Mujer y el reconocimiento del “logro escolar”, digámoslo así, se extiende más allá de la pobreza extrema, e incluso, de la pobreza, ascendente al 15,1 por ciento de los chilenos. Son dos millones y medio de personas, según la última encuesta CASEN. Los premios llegan hasta el 30 por ciento de la población más vulnerable.



Para terminar, debo hacer presente que se ha hecho un trabajo importante en las Comisiones unidas de Gobierno y de Hacienda y que se han verificado, a mi juicio, avances relevantes, los cuales se van a materializar en los próximos días en indicaciones del Ejecutivo.



Hemos tratado de alcanzar acuerdos con relación a tres puntos donde se han registrado diferencias.



En primer lugar, se nos pidió dejar menos elementos en los reglamentos e incorporar más en la ley en proyecto. Eso se ha acogido en parte, porque se requiere cierta flexibilidad. Por ejemplo, especificar en el texto legal que se va a premiar el control del niño sano es algo muy discutible. Ya el Ministro de Salud nos señala ahora que deberíamos incorporar el control del joven sano o determinados exámenes. Entonces, se quiere dejar cierta elasticidad con relación a determinados elementos. Como la pobreza se medirá todos los años, la idea es ir ajustando las políticas sociales a ello.



Por lo tanto, para no tener que cambiar la ley a cada rato, algunos aspectos están quedando en los reglamentos; pero estamos tratando de llegar a acuerdos para dejar lo más posible en la primera.



Un segundo motivo de discusión ha sido el de la lógica de los derechos garantizados. Aquí procuramos llegar a un consenso utilizando la misma que inspira el sistema del AUGE...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Ministro.



Dispone de un minuto más.

El señor LAVÍN (Ministro de Desarrollo Social).- Ya estoy concluyendo, señor Presidente.



Como decía, la idea ha sido utilizar la misma lógica del sistema del AUGE, es decir, definiéndose qué es una población en pobreza extrema y expresándose que en su totalidad tiene garantizado el derecho a quedar comprendida en el ingreso ético familiar, aun cuando no en forma simultánea. ¿Por qué razón? Porque no es posible atender al mismo tiempo a 170 mil familias que requieren habilitación social y habilitación laboral. Por eso, tiene que haber un flujo de entrada al sistema, entendiéndose que todas ellas quedarán comprendidas en este, finalmente, dentro de un plazo razonable.



Por último, también estamos tratando de avanzar, respecto del Subsidio al Empleo de la Mujer, en lo relativo a qué porcentaje le corresponde a ella y cuánto al empleador. Hemos planteado un 15 por ciento para cada uno y se ha registrado asimismo una discusión. Estamos tratando de llegar a un acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede redondear la idea, señor Ministro.

El señor LAVÍN (Ministro de Desarrollo Social).- Muchas gracias.



Solo deseo agregar que se han registrado avances suficientes, a mi juicio, no solo para la votación de la idea de legislar, sino también para pensar que el proyecto puede ser despachado en particular lo antes posible. Y ese sería nuestro deseo.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que las intervenciones del Presidente de las Comisiones unidas, Senador señor Rossi, y del Ministro nos entregan una versión bastante clara de la materia en debate.



El tema de la presente iniciativa se viene discutiendo incluso desde antes de la asunción de este Gobierno. Fue afrontado en la Administración del Presidente Lagos con el proyecto denominado “Chile Solidario”. Y luego, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, hubo perfeccionamientos al sistema. Fue ahí cuando se produjo una discusión provocada por la intervención del Obispo Goic relativa al establecimiento o reconocimiento en el país de lo que se llamaría un “ingreso ético”.



Esta materia fue recogida en la última campaña por los candidatos, incluido, por supuesto, por el que resultó elegido, que es el actual Presidente de la República.



Fue él precisamente, en su mensaje del 21 de mayo, quien nos habló de un compromiso en el sentido de establecer un ingreso ético familiar. Y nos señaló que era necesario considerar un ingreso ético familiar que él estimaba -seguramente, de acuerdo con los expertos que lo asesoraban- en 180 mil pesos. El que se había planteado en su momento, como aspiración, era del orden de los 250 mil pesos mensuales por familia, no como ingreso personal. No hay que confundir el ingreso ético familiar con el ingreso o salario mínimo.



Pues bien, me parece que la iniciativa que hoy se somete a conocimiento del Senado se enmarca dentro de esa filosofía y dentro de ese objetivo.



Yo planteé en las Comisiones -y lo reitero aquí, en la Sala- que hablar de “ingreso ético familiar” significa crear expectativas que van más allá de lo que ofrece realmente el proyecto. Este es positivo, pero también es bastante modesto. Las cifras entregadas respecto de los subsidios que recibirán las familias en extrema pobreza son muy bajas como para lograr el ingreso ético familiar del que se ha hablado tanto en el ámbito de la sociedad civil como en el propio Parlamento y el Ejecutivo.



Con todo, constituye un avance. Lo ha manifestado aquí el Ministro.



En las Comisiones nos abstuvimos con el Honorable señor Sabag -representando a los Senadores señor Frei y señora Rincón, quienes nos delegaron sus mandatos-, no porque estuviéramos en contra, sino porque le planteamos al Ministro que era necesario corregir el proyecto. Y se le hicieron doce observaciones, que habían sido formuladas también durante la tramitación en la Cámara de Diputados.



Para avanzar en esa materia, pusimos a trabajar a los grupos de expertos que nos asesoraban junto con los funcionarios del Ministerio. Y, efectivamente, se han logrado progresos.



Principalmente, se han sacado del proyecto varias normas que hacían referencia al reglamento y que dejaban mucho el otorgamiento de los beneficios a la discrecionalidad de la autoridad y no a razones más bien objetivas. Hemos llegado a bastantes acuerdos en ese sentido. Sin embargo, aún quedan temas pendientes. Nosotros dijimos que nos abstendríamos mientras no viéramos indicaciones concretas en las cuales se pudiera apreciar el logro de los objetivos que habíamos planteado.



El principal no es, por supuesto, el cambio de nombre. En mi concepto, esta iniciativa perfectamente podría llamarse “Chile Solidario 2” y no proyecto sobre “ingreso ético familiar”. Pero no es lo más importante.



El tema más relevante radica, primero, en que los derechos estén garantizados.



Acabamos de sostener una conversación con el Ministro donde le planteamos que todavía no tenemos claridad en cuanto a que estos derechos vayan a estar garantizados, como sucede con el AUGE. ¿Por qué? Porque la iniciativa viene propuesta sobre la base de cupos que se tendrían que otorgar a 170 mil familias. Creo que hablábamos del orden de 100 mil cupos para llevar adelante el proyecto.



El Ministro se ha abierto a conversar el punto a fin de encontrar una manera de lograr aquello. El Ejecutivo estaría redactando una indicación para establecer que el ingreso ético familiar pasaría a ser efectivo, en forma progresiva -al igual que en el AUGE-, para todas las personas, por razones objetivas, al contrario de lo que sucedía antiguamente con las pensiones asistenciales. Debemos recordar que estas tenían determinados cupos, distribuidos por las intendencias y las gobernaciones. Y así, mientras algunas personas lograban el beneficio, un gran número de familias quedaba sin él. Ello se corrigió con la reforma previsional llevada adelante durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, donde se estableció el derecho universal a la pensión asistencial para todas las personas que cumplieran ciertas condiciones.



Queremos que la entrega del ingreso ético familiar no quede a la discrecionalidad de la autoridad o a la distribución de cupos, sino que realmente se otorgue cuando se cumplan los requisitos necesarios para que las familias tengan acceso a este tipo de apoyo o subvención.



Esperamos que el Ministro entregue la redacción de esa indicación en las próximas horas. Sin perjuicio de ello, me ha manifestado que estaría elaborándose un pequeño protocolo, sobre el cual podríamos trabajar para avanzar en esa dirección.



También se ha hecho un planteamiento en lo concerniente al subsidio al empleo de la mujer, donde se dispone el beneficio de bonificación de 15/15, que es diferente al establecido en el caso de los jóvenes, que es 20/10: 20 por ciento para el joven, 10 por ciento para el empleador. En el caso de la mujer, como señalé, es 15/15. Y le hemos manifestado al Ministro la posibilidad de hacer equivalentes ambos sistemas.



Igualmente, hemos insistido en la necesidad de efectuar mayores aportes a capacitación, a fin de que las personas puedan tener un mejor acceso al mundo laboral.



Respecto a muchos temas que hacían referencia al reglamento, efectivamente se ha avanzado. Ya ha habido acuerdo en tal sentido y se han eliminado varias de las materias que se entregaban al reglamento, sin impedir la flexibilidad que el Ministro ha mencionado. Creemos que debe haber cierta flexibilidad dentro de un sistema de bastante objetividad en el otorgamiento de los beneficios.



Esperamos que, con todo esto, el proyecto pueda ser aprobado. Nuestra abstención la habíamos manifestado con el sentido indicado. Y pienso que se ha avanzado.



Ojalá que el Ministro nos entregue un protocolo que disponga que este será un mecanismo progresivo según el cual, en tres años, partiendo de determinado número de cupos, estará funcionando un sistema garantizado de derecho al ingreso ético familiar en una forma equivalente al Plan AUGE.



Esas son, señor Presidente, las razones por las cuales consideramos positivo aprobar en general el proyecto y abrir un espacio de indicaciones razonablemente breve, esperando -se lo digo al Ministro con toda franqueza- que los textos del protocolo y de las indicaciones anunciadas sean satisfactorios. Eso lo veremos, por supuesto, de aquí al próximo lunes, fecha comprometida para su conocimiento, a fin de darle curso al proyecto y que este se convierta en ley en el más breve plazo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, luego de escuchar al Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador señor Rossi, y al Honorable señor Zaldívar, uno no puede sino alegrarse de que este proyecto de ingreso ético familiar vaya a contar, seguramente, con el apoyo unánime de la Sala. Y creo que debe ser así, porque se trata de una iniciativa que nos tiene que convocar a todos en la reducción y ojalá en la eliminación de la extrema pobreza de aquí al 2014, como lo ha propuesto al país el Presidente Sebastián Piñera. 



Terminar con la extrema pobreza significa incluir en las potencialidades de desarrollo que tiene nuestro país a 620 mil personas que, como se ha dicho, no alcanzan a recibir un ingreso de 1.000 pesos diarios -¡1.000 pesos diarios!- para atender todas sus necesidades: de alimentación, de vestuario, de educación, de salud, de vivienda, consumos básicos, etcétera.



Este proyecto crea el Subsistema de Seguridades y Oportunidades, destinado a las familias en situación de pobreza y, al mismo tiempo, crea el Bono por Esfuerzo, para quienes pertenezcan al 30 por ciento socioeconómicamente más vulnerable de la población, y el Subsidio al Empleo de la Mujer, para trabajadoras dependientes e independientes que se ubiquen dentro del 40 por ciento socioeconómicamente más vulnerable.



Como lo han destacado quienes me han antecedido en el uso de la palabra, este es un esfuerzo del Estado chileno, pero que necesaria e inevitablemente tendrá que contar con la voluntad decidida de las familias que quieran salir de su situación de pobreza extrema. Si estas familias no contribuyen con su voluntad -cualesquiera que sean las razones-, desgraciadamente el fin no se va a lograr. Y habrá que avanzar con aquellas que sí muestren interés, que sí deseen salir, que sí quieran darles a sus hijos mejores oportunidades. 



Porque, como lo explicaba muy bien el Ministro Lavín, aquí no se trata solo de una transferencia de subsidios monetarios; se trata de una transferencia en función de logros, en función de la capacidad que vaya exhibiendo la familia para enviar a sus niños al colegio, para que estos obtengan altos rendimientos escolares; de la posibilidad de que la mujer jefa de hogar consiga un trabajo, formal o informal, pero remunerado, de tal manera que cuando algún día estas ayudas terminen, las familias integradas al programa del ingreso ético que hayan dejado atrás la extrema pobreza sean capaces de mantenerse fuera de ella y de sostenerse por sí mismas.



Por eso, señor Presidente, porque este es un proyecto convocante, que invita a la unidad nacional, en que el Estado hará un esfuerzo, pero donde, sin duda, el mayor esfuerzo provendrá de las propias familias a quienes se busca beneficiar, los Senadores de Renovación Nacional manifestamos con entusiasmo nuestro respaldo y anunciamos nuestros votos favorables.



Muchas gracias. 
El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, tal como se ha señalado en el curso del debate, se trata de 620 mil chilenos, agrupados en 170 mil familias, los que se encuentran en situación de pobreza extrema, lo cual se traduce, en la práctica, en que viven con menos de 1.000 pesos diarios por persona. 



Eso nos debería golpear fuertemente. 



De ahí que esta iniciativa sea tremendamente oportuna, porque de manera prioritaria apunta a focalizar este esfuerzo del ingreso ético familiar en aquellos compatriotas que se hallan en la extrema pobreza. 



La pobreza es un concepto relativo; la “extrema pobreza”, en cambio, es un concepto duro, que debería sacudir fuertemente nuestras conciencias. 



Colocando en perspectiva el proyecto que nos ocupa, debo señalar que históricamente ha existido la tentación de dar al problema de la extrema pobreza una visión de carácter más bien asistencialista, es decir, concentrando el grueso del esfuerzo en transferencias de carácter monetario. Sin embargo, ahora se hace algo diferente, porque se sale de esa concepción asistencialista. 



Creo que la normativa en estudio está muy bien pensada, muy bien estructurada, porque apunta a establecer dos elementos adicionales. Cuando solo se trata de transferencias monetarias, las personas no tienen ningún incentivo para salir de la extrema pobreza, porque al conseguirlo dejan de percibir esa ayuda. 



¿Qué hace este proyecto de ley, marcando una diferencia? Primero, sin excluir las transferencias monetarias, consagra la entrega de subsidios por dignidad. Yo creo que ahí está el reconocimiento a la condición de extrema pobreza. 



Pero, paralelamente a lo anterior, establece un conjunto de transferencias por deberes, pues lo mínimo que se debe asegurar es que las personas participen en programas de acompañamiento psicosocial, en áreas como la educación, la salud u otras, y que sus hijos cumplan, por ejemplo, con los controles del niño sano, con la asistencia a los establecimientos educacionales, para acceder a los beneficios. 



O sea, se exigen ciertos deberes. Y creo que las políticas sociales chilenas llegaron, en general, hasta aquí: transferencias monetarias más deberes. 



El mérito de este proyecto, entonces, radica en que, desde el punto de vista de su arquitectura, va más lejos, pues apunta al establecimiento de incentivos, es decir, a transferencias de bonos por cumplimiento de logros: en materia de educación, en materia de salud y en materia de empleo.



Y ese es, a mi juicio, el enfoque correcto de una política social: dignidad, deberes e incentivos. Yo resumiría este proyecto de ley, señor Presidente, en torno a estos tres conceptos. 



Aquí se pone un desafío tremendo: superar la extrema pobreza, a partir de este proyecto y de otras políticas sociales, de aquí al 2014. Eso significa que esta iniciativa, más allá de su carácter permanente, va a concentrar su esfuerzo de aquí hasta ese año, pues, atendiendo a la denominación del proyecto, no es ético que 170 mil familias o 620 mil personas vivan en la extrema pobreza. 



Por eso creo que el foco planteado por el Ministerio de Desarrollo Social en esta iniciativa, cuya arquitectura contempla los tres elementos ya mencionados (dignidad, deberes e incentivos), resulta prioritario. Por muchos años no contamos con una Cartera capaz de avanzar en el tema de las políticas sociales. Ahora estamos viendo un proyecto tremendamente bien concebido -una de las primeras iniciativas a partir de la creación de dicha Secretaría de Estado-, en el que, en mi opinión, existe bastante acuerdo para avanzar en la discusión particular. 



Este proyecto -repito-, de la manera en que fue ideado, representa un hito en materia de políticas sociales, por los tres conceptos que acabo de señalar. 



Por eso, me alegro de que esta iniciativa se vaya a aprobar, ojalá por unanimidad, y no tengo la menor duda de que en el análisis de su articulado se avanzará en aquellos aspectos en que ha habido diferencias. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).-Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, es indudable que este proyecto va dirigido a favorecer a las 640 mil personas -620 mil han dicho por ahí, pero, según los datos entregados por el Ministerio de Desarrollo Social, son 640 mil- que se hallan bajo la línea de pobreza, es decir, que viven con menos de 32 mil pesos mensuales.



Este proyecto crea lo que se denomina “ingreso ético familiar”. Pero nosotros no concordamos del todo con este nombre, porque cuando, en su oportunidad, monseñor Alejandro Goic habló de ingreso ético familiar, el entonces Senador Longueira lo tomó muy a pecho e hizo claras propuestas con respecto a cómo llegar a determinarlo.



Ahora el Gobierno envió esta iniciativa que, a nuestro juicio, debería llamarse “Chile Solidario 2”, porque es la continuación del Programa Chile Solidario 1.



No abundaré en lo que significa el articulado, pues ya lo hizo, muy detalladamente, el señor Ministro de Desarrollo Social y también el Presidente de las Comisiones unidas, Senador señor Rossi, sino que me referiré a otros aspectos que todavía no se han mencionado ahora.



Los beneficios que involucra el proyecto implican una inversión total, para el año 2012, de 195 mil millones de pesos, equivalentes a más o menos 412 millones de dólares, de los cuales ya en el Presupuesto del presente año, a través del Programa Chile Solidario, se consideran 212 millones de dólares. En consecuencia, el incremento será de solo 200 millones de dólares.



Por eso, en el año en curso, los Programas Chile Solidario 1 y Chile Solidario 2 se incrementarán en conjunto en 200 millones de dólares. Y al año 2015 habrá un aumento adicional total de 211 millones de dólares.



Lo anterior es, por supuesto, muy beneficioso. Va dirigido -como ya se señaló- a las familias más pobres y se condiciona al cumplimiento de ciertos deberes en educación y en salud. La idea es no tan solo apoyar a las personas y que estas sigan o no haciendo nada, o ni siquiera preocupándose de la salud y de la educación de sus hijos.



Por lo tanto, ese es un hecho muy relevante.



En las Comisiones unidas se hicieron presentes al señor Ministro algunas observaciones, varias de las cuales él, después de una pequeña interrupción de la sesión pertinente, acogió -diría- con muy buena voluntad. Y el resto quedó para verse, después de aprobada la idea de legislar por el Senado, en el trámite de segundo informe. Entonces, junto con las indicaciones que se formulen, se analizarán los demás aspectos que todavía nos merecen dudas a los Senadores de la Concertación.



Cabe expresar también que el texto propuesto constituye un esfuerzo que, si bien no es tan relevante en cuanto a la inversión que hará el Estado para favorecer a las familias más pobres, sí es importante. 



Aprovecho la oportunidad para destacar que Chile es una de las pocas naciones que destinan más del 70 por ciento de su Presupuesto a programas de desarrollo social en áreas como educación, salud, vivienda, a través del Ministerio de Desarrollo Social y del Ministerio del Interior. Lamentablemente, ninguno de los relevantes aportes destinados a la gente más pobre, a las familias más necesitadas, se toma en cuenta al establecer la distribución de la riqueza en el país. Y siempre vemos una brecha muy ancha entre los más pobres y los más ricos. ¿Por qué? Porque, de acuerdo con el sistema Gini, solo se consideran los ingresos producto del trabajo de las familias y no los subsidios ni los aportes fiscales.



En efecto, el Estado entrega a los pobres casas de 12 o 15 millones de pesos; les da a los niños educación, salud y alimentación gratis en las escuelas, y, en fin, otorga muchos otros subsidios, pero ninguno se considera al medir la desigualdad en los ingresos, a pesar de que -repito-  destinamos a ellos prácticamente el 70 por ciento del Presupuesto de la nación. Si en el sistema Gini se incluyeran todos estos beneficios dirigidos a las familias más necesitadas, la brecha entre los más ricos y los más pobres se reduciría de manera ostensible.



En todo caso, señor Presidente, junto con el Senador Andrés Zaldívar -como ya lo explicó él mismo- nos abstuvimos en la votación general del proyecto en las Comisiones unidas; pero ahora lo respaldaremos votándolo favorablemente. Y ojalá se fije un plazo corto para formular indicaciones, a fin de despacharlo a la mayor brevedad, por cuanto la gente más vulnerable requiere con urgencia estas ayudas y todos deseamos favorecer a los más necesitados.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, Chile se ha caracterizado y destacado en el Cono Sur y en el mundo entero por sus buenos resultados en el manejo macroeconómico, con cifras que otros países no han alcanzado.



De hecho, hoy día en Europa todo el mundo mira con preocupación la situación de crisis que la afecta. Y Estados Unidos también enfrenta un problema crucial desde el punto de vista de las finanzas, como asimismo, del desempleo. 



Sin embargo, nosotros hemos sido exitosos en materia de economía fiscal en los últimos 15 o 20 años. Por eso la OCDE nos invitó a participar en ese club de países distinguidos. 



Pero existe una contradicción, señor Presidente: las familias chilenas, en su mayoría, no son felices. 



¿Qué ocurre para que Chile muestre tan buenos resultados macroeconómicos y tan malos desde la perspectiva de la satisfacción ciudadana?



Ese es un tema que tiene que ver, entonces, con la desigualdad del ingreso, con políticas públicas que no atienden adecuadamente lo que las personas desean. 



Cabe precisar que uno de los éxitos de la Concertación en sus años de Gobierno fue reducir la pobreza de 45 a 15 por ciento. Pero ese 30 por ciento de chilenos que dejaron de ser pobres y pasaron a integrar la clase media tenían ya demandas de naturaleza distinta de las que requerían los instrumentos que ofrecían el Programa Puente o el Chile Solidario. Y creo que ese fue el motivo por el cual se decidió restar apoyo para la renovación de un Gobierno de la coalición que había logrado tanto éxito, sobre todo, en materia de superación de la pobreza.



No obstante, persiste la pobreza dura: más de medio millón de chilenos y chilenas viven angustiados bajo la línea de la pobreza, porque todavía no se cuenta con políticas públicas que permitan superarla. Quizás los instrumentos de que disponíamos fueron útiles para aquellos que estaban en la línea superior, pero no para los ubicados en la inferior.



Bueno, se han ido perfeccionando los programas. Y me alegro de que abordemos hoy uno que puede atender con eficacia o con mejor resultado las necesidades de la pobreza dura, poniendo incentivos de manera correcta, radicados especialmente en la mujer, que es la que lleva el peso de la mantención del hogar. Tal vez ella consiga mejores resultados. Y por esta razón se consignan allí los instrumentos y los incentivos en materia de capacitación, de búsqueda de plazas de trabajo o de oportunidades de obtener mayores ingresos o alguna entrada. 



En definitiva, creo que el país está apuntando en la dirección correcta para  atender a ese sector, lo que debe ser prioritario. Porque, a pesar de los resultados macroeconómicos que exhibimos y que son bien valorados en el ámbito internacional, la situación de estas familias, para nosotros y para toda la ciudadanía, debe ser un tema preferente.



Señor Presidente, junto con celebrar la presentación de la iniciativa y el análisis desarrollado por los colegas en las Comisiones unidas, quiero exponer algunas inquietudes que me embargan.



Mi primera preocupación es que los recursos destinados a este proyecto no se usen discrecionalmente; que puedan llegar a las familias que más los necesitan en la forma establecida y con el espíritu no solo con que el Ejecutivo lo presentó, sino también con el que se ha efectuado su debate, el que continuará para hacer las correcciones.



Esperamos que el articulado se perfeccione mediante las indicaciones que se formularán en la discusión particular, luego de que lo aprobemos en general, ojalá por unanimidad.



Mi segunda preocupación tiene que ver con los derechos garantizados: que los beneficios pudieren estar condicionados a la disponibilidad de recursos y de cupos.



Otros señores Senadores y representantes del Ejecutivo ya se han referido a esta situación y a cómo resolver el tema de los derechos garantizados. Pero, en todo caso, la resolución correspondiente se hará de manera gradual, con una meta y en un plazo razonable. Espero que en el intertanto podamos establecer prioridades y destinar recursos, especialmente, donde haya mayor concentración de población en extrema pobreza.



Debemos, entonces, recoger el planteamiento de regionalizar la priorización de recursos, porque hay sectores con mayor cantidad de familias en extrema pobreza. Es muy probable que, si no se considera el planteamiento de regionalización y de actuar donde se concentran los más pobres, estos esperarán hasta el fin del período para que les llegue la oportunidad de hacer uso de los beneficios.



Por eso, he solicitado al señor Ministro poner atención en el destino y ejecución de este programa y en lo que ocurre con los bolsones de pobreza en determinadas Regiones.



Mi tercera preocupación dice relación a la expectativa que se crea con el título del proyecto -“Crea el Ingreso Ético Familiar”-, porque podría relacionarse -como ya lo han señalado algunos señores Senadores- con lo que manifestó la Iglesia, en orden a que aquel debería tener un piso de 250 mil pesos. De modo que con el título de la iniciativa podría ocasionarse una distorsión en la percepción de los ciudadanos en cuanto a lo que estamos aprobando, a lo que significa y a sus alcances.



Por esa razón, sin prejuicio de que, en general, carece de mucha importancia el nombre del proyecto, porque lo que la gente quiere es solución a sus problemas, estimo que, desde el punto de vista de la percepción -y la política son percepciones-, es imprescindible corregir y precisar que los beneficios de la iniciativa no llegarán a 250 mil pesos y que esta no tiene que ver con lo que la ciudadanía entendió por Ingreso Ético Familiar. Por tanto, al programa debiéramos darle el nombre que corresponde. 



Estamos ante un gran programa que requiere un enorme esfuerzo, ya que está destinado a ayudar a las familias más necesitadas a salir de la pobreza dura, tarea en la cual la mayoría de la sociedad no  les ha dado las oportunidades que otras sí han tenido.



En consecuencia, señor Presidente, con entusiasmo voy a aprobar la idea de legislar. Las indicaciones que se presenten -como han dicho algunos señores Senadores en las Comisiones unidas- van a mejorar el proyecto. Ojalá lo aprobemos en el más breve plazo, a fin de que la ley sea una realidad para las más de 600 mil personas que viven en la extrema pobreza en Chile.

El señor ESCALONA (Presidente).- Me alegra mucho el entusiasmo con que Su Señoría apoya la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, se recordaban acá las palabras que años atrás emitió sobre el particular Monseñor Goic, quien fue un visionario.



Desgraciadamente, en el fondo, el hecho de que tengamos 600 mil chilenos -170 mil familias- en situación de extrema pobreza o  en la indigencia, es un escándalo, una vergüenza. Por lo tanto, que el proyecto de ley aborde tal problema nos parece muy importante.



¡Cómo es posible que, pese al actual nivel de desarrollo del país, todavía haya niños que no reciban 2 mil calorías al día para alimentarse, sobrevivir o vivir dignamente!



A mi juicio, resulta relevante esta iniciativa legal. Algunos sostienen que la solución que entrega puede crear dependencia, desincentivo a la superación personal, al esfuerzo. Sin embargo, considero muy trascendente destacar que aquí hay un pilar que concede recursos garantizados, asegurados. En ese sentido, cabe recordar las palabras del ex Presidente de Brasil, Lula da Silva, quien señaló que es muy fácil criticar las transferencias monetarias cuando no se ha tenido hambre, porque entonces, naturalmente, la situación es distinta.



De manera que es interesante entregar, incondicionalmente, a esas 170 mil familias -640 mil personas-, 13 mil pesos al mes, más 6 mil por integrante.



También es positiva la existencia de incentivos, “zanahorias”, verdaderos estímulos para que las familias se superen. Siempre se habla del “garrote” y la “zanahoria”. En este caso, se trata de la zanahoria para que aquellas logren una superación real.



Entonces, es muy relevante incentivar la asistencia escolar, y exigir 90 por ciento de ella a la enseñanza básica y 85 por ciento a la enseñanza media. Si embargo, debemos pedir al Ejecutivo que considere la realidad de las zonas rurales y, también, la de sectores aislados. Porque en Aysén, por ejemplo, debido a la lluvia, la nieve y las inclemencias del tiempo, muchas veces los niños, no obstante caminar horas para ir a la escuela, no alcanzan a llegar. Naturalmente, las cifras tienen que flexibilizarse en función de la realidad de cada Región.



Me parece esencial no dejar fuera a la clase media empobrecida. Por eso destaco las transferencias condicionadas dirigidas al 30 por ciento de las familias de menores ingresos;  es decir, a la clase media vulnerable que, ante cualquier contingencia, pasa a ser pobre y requiere apoyo adicional.



No voy a dar detalles de los ingresos que se establecen en el proyecto.



Solo cabe resaltar que el centro de esta política social es la familia, especialmente la mujer. Todos sabemos que esta, si recibe transferencias monetarias, esos recursos los destina a los niños, a la alimentación, a la familia, y no a otro tipo de gastos. Por lo tanto, deseo destacar ese hecho en el análisis del proyecto en debate.



Sin embargo, debemos tomar en cuenta lo sostenido por los especialistas. Me refiero a personas con autoridad en la materia, los señores Benito Baranda y Rodrigo Jordán.



Ellos señalaron que si se opta por una política de ingresos complementarios a través de transferencias monetarias, estas deben responder a los estándares propuestos por las Naciones Unidas, pues se corre el riesgo de provocar importantes externalidades negativas, como es el desincentivo para buscar trabajo, la sensación de inseguridad, la dependencia o el debilitamiento del capital social comunitario. Tal política -decían-, en caso de implementarse, deberá cumplir con exigentes estándares de transferencia, de no discriminación, duración, oportunidad, calidad, simplicidad, adaptación, reclamo, participación y actualización, en un marco normativo institucional y presupuestario adecuado, y en condiciones claras y estructuradas hacia el núcleo del sistema de políticas de superación de la pobreza.



Es decir, algo que no puede quedar al azar. Para ello se debe establecer una política de Estado en una ley y no en un reglamento.



Todos estamos de acuerdo en que este sistema opere gradualmente, como ocurre con el Plan Auge. Como dijo el Senador Andrés Zaldívar, nos parece razonable un plazo de 3 años, pero con criterios objetivos y que ojalá figuren en la ley y no en un reglamento, porque se puede prestar para abusos por parte de la autoridad política de turno.



Por eso, señor Presidente, anuncio mi voto favorable, esperando que las indicaciones que se presenten recojan buena parte de los planteamientos entregados en esta discusión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha solicitado a la Mesa abrir la votación.

El señor BIANCHI.- ¿Cuántos faltan por intervenir?

El señor ESCALONA (Presidente).- Quedan varios inscritos todavía.



¿Habría acuerdo en acceder a lo solicitado?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, las intervenciones de los Honorables colegas que me han antecedido en el uso de la palabra y lo sostenido por el propio señor Ministro me ahorran muchos comentarios.



Por mi parte, entre otras cosas, valoro la extraordinaria disposición de la señora Subsecretaria y del Ministro señor Lavín por establecer una mesa de trabajo donde la Concertación, representantes de la Alianza y parlamentarios ligados al mundo independiente, trabajamos en conjunto con el fin de intentar llegar cuanto antes a acuerdos y, de esa manera, avanzar velozmente en lo que nos convoca: la búsqueda de mecanismos que nos ayuden a superar la extrema pobreza en el país.



Escuché atentamente lo mencionado respecto a las jefas de hogar, a las mujeres, a los niños. Pero acá falta referirse a algo tremendamente importante. ¿Qué pasa con nuestros adultos mayores que viven en situación de pobreza y de extrema pobreza? Porque ellos no pueden quedar ausentes de este debate que llevamos a cabo hoy día, donde lo que preocupa al Gobierno y al Parlamento es, precisamente, encontrar mecanismos para superar la extrema pobreza. Y, por desgracia, en nuestro país hay miles de adultos mayores en esa condición, con la agravante de que no pueden buscar trabajo y no disponen de alternativas para poder mitigar en parte la situación de dolor, de hambre, de pobreza por la que atraviesan.



En esa línea, señor Presidente, el Ministro se allanó absolutamente a perseguir la forma de explicitar en el texto del proyecto las garantías al adulto mayor, a fin de que pueda determinar libremente su participación en el ámbito socio-laboral, sin que eso afecte su ingreso final, con el objeto de no hacer taxativos los casos de mayor aporte con cargo a la transferencia fija.



En seguida, la iniciativa de ley promueve el trabajo de la mujer. Y se dan porcentajes que permiten entregar, tanto al empleador como a la trabajadora, incentivos económicos, tema que nosotros hemos venido reclamando en la Región de Magallanes, en la Patagonia y en otras Regiones extremas por mucho, mucho tiempo. De hecho, el llamado “ex decreto ley N° 889”, que incentiva la contratación de mano de obra, el cual se halla detenido aún en la Cámara de Diputados -no se sancionó para este año-, es uno de los instrumentos más importantes para que se registren los bajos índices de cesantía que se observan en las Regiones extremas, como la que represento.



Sin embargo, se da un hecho muy particular. Aquí el incentivo -y me alegro de que así sea- va directamente a la trabajadora, a la mujer: un 15 por ciento. Estamos discutiendo si se da un 20 por ciento a ella y un 10 al empleador. Pero la idea es que el beneficio sea de 30 por ciento en total. Según el proyecto, un 15 por ciento va directo a la trabajadora, en sintonía con lo que hemos venido sosteniendo durante largo tiempo. A nuestro juicio, los incentivos del ex decreto ley N° 889 deben ir a los trabajadores, no solo al empleador. De esa manera, se puede lograr que existan sueldos diferenciados, fundamentalmente para las Regiones extremas.



Por lo tanto, me alegra que el articulado que estamos votando hoy apunte a eso: a que el incentivo del Estado vaya directamente a la trabajadora y, luego, también al empleador, de modo de superar la situación de extrema pobreza que afecta a más de 170 mil familias en nuestro país.



Otro de los temas que hemos venido trabajando y donde alcanzamos -yo diría- importantes acuerdos con el Ministerio y con la gente ligada a él es la situación del trabajador informal. Hay muchas personas que no van a tener la posibilidad de acceder a los incentivos del 15 y 15 por ciento, porque trabajan de manera informal. Venden productos -empanadas, tortas, en fin- o realizan otras actividades, pero lo hacen de manera informal, y, por lo tanto, no van a recibir ningún incentivo estatal.



Por eso, le pedí al Ministro que viera la forma de que el Estado acompañe a esa trabajadora, a ese trabajador, a esa familia en el camino hacia la formalidad; vale decir, que motive a esas personas a tener un ahorro previsional. Pero la idea es que este sea, a lo menos el primer año, de cargo del Estado, para que esa trabajadora que se encuentra en la informalidad formalice su situación y adquiera el hábito, la costumbre de realizar cotizaciones previsionales, tema que, sin lugar a dudas, vamos a lograr consensuar dentro del trabajo que estamos efectuando en conjunto con el Ministerio.



Otro aspecto importante es distinguir una doble dimensión en el ámbito de la educación: no solo debe hacerse un aporte al mejor alumno, al más destacado, incentivo que nos parece realmente extraordinario, sino también a aquel que es capaz de mantener un comportamiento social relevante, de tal suerte que sea parte de nuestra sociedad, que no se sienta ajeno a ella. Y es otra de las indicaciones que estamos formulando en el trabajo con el Ejecutivo a que he hecho mención.



Eso sí, hay un tema que nos preocupa a todos: lo que ocurre con la Ficha de Protección Social. Sinceramente, es un problema grave. El Ministro lo sabe. La Ficha está congelada al alza. Puede bajar, no subir. Así nos lo ha explicado él. Pero llama la atención que en muchos de estos proyectos sociales no participe todo el gran universo que debiera hacerlo. Y la razón es una sola: a mucha gente se les ha disparado los puntajes de la Ficha de Protección Social y ha quedado fuera de todos los programas.



Entonces, es necesario revisar qué ocurre con estos porcentajes que se han elevado de manera extraordinaria; en algunos casos, pasaron de 4 mil puntos a 14 mil. Porque, si bien por un lado existen los programas, por el otro las personas no pueden acceder a ellos porque quedan fuera de los puntajes de postulación, lo que, por supuesto, llama poderosamente la atención. Dentro de algunos días, le haré llegar en persona al Ministro, en un próximo encuentro que espero tener, los antecedentes con que cuento para poder demostrarle, con las fichas y los nombres de los afectados, cómo, sin explicación alguna, se les han disparado los puntajes, con el claro perjuicio que eso conlleva para la gente que desea postular a muchos de estos programas sociales y que queda absolutamente al margen de ellos.



Estamos avanzando. Me alegro de haber votado a favor en la Comisión. Y hoy día, por supuesto, aprobaré la idea de legislar en la Sala. Felicito el que haya habido un trabajo armónico, en conjunto entre el Ministro, la Subsecretaria, el grupo de profesionales que los asesoran y la gente nuestra. Veo un ánimo y una voluntad positivos, lo que nos invita a tener listas las indicaciones lo antes posible, para despachar el proyecto en particular y disponer pronto de buenas noticias para las familias de extrema pobreza en nuestro país.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, la verdad es que se ha trabajado arduamente en esta iniciativa de ley y se han conformado equipos técnicos para revisar cada uno de los puntos que preocupaban a los Senadores integrantes de las Comisiones unidas. Y es bueno escuchar en las intervenciones de los colegas y del propio Ministro que se avanza en el perfeccionamiento de un proyecto que obviamente es importante para nuestro país.



Quizás una de las preocupaciones más relevantes que compartían los Senadores en las Comisiones unidas tenía que ver con la posibilidad de que se estableciera este beneficio no como una política asistencial desde el Gobierno, sino como un derecho garantizado, algo que durante los últimos años se había venido haciendo en las distintas políticas públicas y que recogía la lógica de fijar parámetros, requisitos, condiciones para asegurar a la población diversos beneficios.



Eso se le hizo ver al Ministro. Yo, en particular, se lo señalé porque me tocó durante mis años como Superintendenta de Seguridad Social conocer el manejo de la administración de las pensiones asistenciales, las famosas PASIS, que se conformaban en los distintos municipios a través de listas de espera que eran remitidas al nivel central y que se respondían de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria que cada mes existiera en el país. Obviamente, ello se transformaba en algo casi odioso para el alcalde, que era quien recibía las solicitudes; para los intendentes, que las recopilaban, y para la autoridad a nivel central, sin ningún tipo de garantía ni certeza para la población. Había gente que pasaba meses y años postulando en estos listados y, a pesar de hallarse en una situación de precariedad, muchas veces no calificaba y, literalmente, moría esperando.



Ese punto se le hizo ver al Ministro, y entiendo que existe un acuerdo para recoger tal inquietud. Obviamente, esto nos parece importante, y se va a hacer bajo la lógica utilizada en otras iniciativas legales, en el sentido de entregar el beneficio en forma escalonada hasta llegar a determinado porcentaje de cobertura en la población beneficiaria.



Creo que, sin lugar a dudas, eso es relevante.



Sé que se han acortado diferencias en otras materias; por cierto, el tema de la discrecionalidad es importante, e incorporar tales aspectos en este debate resulta tremendamente significativo.



En atención a ello, señor Presidente, vamos a aprobar la idea de legislar, con el objeto de abrir un plazo para formular las indicaciones necesarias -la mayoría son resorte, única y exclusivamente, del Ejecutivo, dada la materia de que se trata- y despachar en el menor tiempo posible esta iniciativa.



Asimismo, quiero dejar consignado en la presente discusión un punto no menor: el nombre del proyecto. Lo digo porque, lamentablemente, entre todos creamos expectativas -Gobierno y Oposición- y, al final, si no somos capaces de explicitar de manera adecuada los beneficios que creamos a través de la legislación, se generará frustración.



Sobre el tema del ingreso ético habló Monseñor Goic hace ya bastantes años en el país. Este se entendió, en el contexto en que él lo dijo, como la remuneración adecuada al trabajo. Y hoy día, con el correr de los años, después de la última campaña presidencial, cuando el Presidente Sebastián Piñera se pronunció al respecto, no es admisible dar una idea falsa.



En esta iniciativa no estamos hablando de un sueldo mínimo ni de la remuneración justa del trabajador, sino de un ingreso asegurado para las familias, lo cual es distinto. Por ello, a fin de evitar confusiones y frustraciones, pido que eso quede claramente establecido. Nosotros hicimos ver el problema del nombre del beneficio, justamente para impedir equivocaciones y frustraciones en la ciudadanía.



Por todo lo dicho, señor Presidente, vamos a respaldar la idea de legislar respecto de este proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en forma muy breve, deseo destacar tres aspectos del proyecto que me parecen sumamente importantes.



En primer lugar, la iniciativa pone énfasis en el empleo. Lo que interesa es que las personas que se hallan en el círculo de la extrema pobreza superen, en lo posible autónomamente, esa situación; que estén capacitadas para obtener empleos estables y dignos y, de esa forma, salgan de manera permanente del círculo de la extrema pobreza.



En segundo término, y en la misma línea, se estimulan y se dan más condiciones para que la mujer obtenga empleo. En nuestro país, el índice de empleabilidad es bajo, particularmente en el caso del trabajo femenino, el cual es inferior al promedio de América Latina (no nos estamos comparando con los países desarrollados, sino con los de nuestro continente). Y resulta evidente que la falta de posibilidades y de capacidad para enfrentar el mundo laboral afecta fundamentalmente a las familias más pobres.



Y el tercer punto -a mi juicio el más importante- es que el proyecto pretende favorecer el desarrollo del capital humano, al orientarse esencialmente a establecer exigencias para que los niños de las familias en extrema pobreza cumplan con su ciclo educacional.



Quiero destacar que tales aspectos -promoción del empleo y, de alguna forma, incremento del desarrollo educacional, del capital humano de los niños que hoy día viven en extrema pobreza- resultan fundamentales.



Nosotros nos conmovemos y nos preocupamos frente a la desigualdad existente en Chile, pero muchas veces no reparamos de manera adecuada en el principal origen del problema que, en los tiempos actuales, radica en la diferente capacidad para generar ingresos, en las distintas posibilidades que tienen las personas para enfrentar el mundo moderno y en su disímil nivel educacional. Y, si no corregimos esa situación -en el caso de los niños que viven en extrema pobreza debemos tratar de abordarla desde la cuna-, será imposible superar los índices de desigualdad.



En esta materia, más efectivos que las políticas redistributivas son los mecanismos que tienden a generar empleos estables, a mejorar la educación que reciben los alumnos y, fundamentalmente, a poner a los niños de las familias que viven en extrema pobreza en un pie de igualdad con relación a aquellos que pertenecen a sectores sociales más beneficiados y que han tenido la suerte de nacer en hogares donde se les ha brindado un mayor nivel educacional.



Por eso, señor Presidente, creo importante que este proyecto sea aprobado en general, por cuanto significa un avance significativo, sin perjuicio, por supuesto, de los perfeccionamientos que se le puedan hacer durante la discusión en particular.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero partir manifestando que no votaré a favor de esta iniciativa, porque no soy partidario de que se apruebe un proyecto que puede resultar inconducente considerando la imagen que se ha formado la gente a su respecto.



Aquí no se garantiza un ingreso mínimo ético para los pobres ni tampoco el término de la extrema pobreza, menos de aquí al 2014. ¡Y aquel que así lo sostenga se autoengaña!



El problema de la pobreza dura, como fenómeno social, constituye un desafío que la humanidad en su conjunto no ha logrado resolver. Y todos los que estamos en esta Sala queremos enfrentarlo. No deseo, por tanto, poner en discusión las voluntades, sino los instrumentos que aquí se proponen.



Esto no es un ingreso ético familiar, sino el “Programa Puente 3.0”. Inicialmente, fue el Programa Puente; después, el Chile Solidario, y ahora es la tercera versión de un sistema de protección social que, en tanto fija un plazo de 24 meses para resolver los problemas de la extrema pobreza, no hace más que anunciar anticipadamente el hecho de que no seremos capaces de solucionarlos.



Después de veintitantos años como parlamentario, conociendo mi Región y los fenómenos de la pobreza dura, al igual que el Senador García, quien en el oficialismo siempre se ha preocupado de estos temas, quiero dejar constancia de que este instrumento no me convence, por lo siguiente:



Primero, porque si habláramos de ingreso per cápita en nuestro país y hubiera una verdadera igualdad, se debería garantizar a cada familia de cuatro integrantes un ingreso mensual de 2 millones 425 mil pesos. Si dicho indicador llevara a una distribución real entre las chilenas y chilenos, un grupo familiar compuesto por cuatro miembros recibiría ese monto.



Lo que ocurre es que existen -como se ha dicho aquí- más de 600 mil personas en extrema pobreza. Y este programa, por la forma como se plantean los cupos, no alcanzará a cubrir a todos en los próximos dos años.



Este no es un sistema de derechos garantizados. 



A mí me gustaría saber cuál es la cifra que se invierte en gastos de operación versus el costo de la transferencia efectiva. Yo tengo la impresión de que este es un programa caro en lo que respecta al personal que se contratará y a los instrumentos que se utilizarán.



Pero, a la vez, señor Presidente, tengo dificultades con ciertos conceptos que figuran en el proyecto. En particular, me surgen tremendas inquietudes con la expresión “deberes-logros”. No creo que haya que premiar a las madres que llevan a sus hijos al control de niños sanos, pues considero que esa es su obligación. Y porque es su obligación muchas veces los tribunales de familia les quitan los niños a aquellas que no son capaces de cumplir con un requisito mínimo.



No estoy llamando a que dichos órganos les quiten los hijos a esas madres. Sin embargo, no me parece que esa sea una señal correcta, que el Estado tenga que decir: “Mire, porque usted no lleva a su niño la voy a bonificar para que lo haga”. Eso, a mi juicio, no es correcto, así como tampoco lo es respecto del tema de los estudios.



Si hay algo de lo que yo me arrepiento, en particular con normativas que he votado en el Congreso, cuando fui Diputado, tiene que ver con aquel proyecto donde no se determinó como sanción o falta el que los niños no permanecieran en clases y estuvieran libres en la calle. En ese momento hubo una razón que no entendí del todo y que hoy día entiendo mejor: que debía contemplarse en una ley de la República que era responsabilidad de Carabineros, si pillaba a un niño en la calle, llevarlo a clases obligadamente.



En la actualidad, el Estado no tiene ese instrumento, y no se sanciona a los padres que no mandan a sus hijos al colegio, ¡no se los sanciona!



Por eso, considero que los hábitos que aquí se pretenden construir, por desgracia, hay que repensarlos. Pero no como se está haciendo: bonificar a la mamá que mande a sus hijos al colegio, o a la que los lleve al control de niños sanos.



Tengo dificultades con el concepto inserto en ese sentido.



De la misma forma, si bien comparto que pueda haber una transferencia de ingresos para las mujeres jefas de hogar que caen dentro de índices de pobreza y que ganan el sueldo mínimo, ¡no entiendo por qué -y lo digo siendo yo un representante de una zona rural, donde a ellas muchas veces se les paga el salario mínimo- se le va a abaratar la mano de obra al empresario que contrate mujeres! ¡Por qué crear ese incentivo cuando está demostrado que las mujeres, de acuerdo con muchos estudios internacionales, son más productivas que los hombres y menos falleras que estos! 



¡No entiendo por qué se requiere generar un subsidio para aquellas empresas que las contraten!



 Lo que debe hacerse es sancionar a las empresas que no contratan a mujeres o que no les pagan los mismos sueldos que reciben los hombres cuando desarrollan igual trabajo.



Tengo una dificultad con la lógica que aplica este proyecto sobre el particular.



Señor Presidente -reitero: no estoy discutiendo lo relativo a la voluntad para enfrentar el tema-, no sé si la lógica con la cual se ha construido esta iniciativa, los incentivos o ciertas transferencias que se consignan, en algo va a cambiar el problema de la pobreza dura que existe en Chile. Yo no tengo esa convicción. No sé si lo que se necesita es, en verdad, un debate más a fondo. 



A mí me molesta que se hable de “ingreso mínimo solidario” en este proyecto, porque no es eso lo que se establecerá; no es lo que dijo Monseñor Goic. Al respecto, debo señalar que me siento muy honrado ante lo expresado por el Obispo que pertenece a la Región que represento acá. Su postura era que resultaba inmoral que una familia percibiera un ingreso de menos de 250 mil pesos. Asimismo, se refirió a otro aspecto que no se ha mencionado aquí y que algunos lo hemos escuchado: ¡que es igualmente inmoral que en nuestro país haya personas que ganen los niveles de sueldo que a veces se observan y que, junto con el salario mínimo ético, debería establecerse también un sueldo máximo ético! 



A esa parte no se alude mucho.



Yo, señor Presidente, tengo dudas sobre cómo está construida esta iniciativa. El Programa Puente o el Programa Chile Solidario 2.0 no consagran un ingreso mínimo garantizado per secula para nadie, solo generan una transferencia durante dos años como plazo máximo. No se asegura que después de ese lapso se va a salir de la extrema pobreza, ni está claro que el otorgamiento de incentivos -a las madres se les va a dar un premio porque lleven a sus hijos al consultorio o porque los manden al colegio- sea correcto.



Me he ido convenciendo de que, más que estímulos, se deben contemplar sanciones para quienes no lo hacen.



Considero que traer un niño al mundo constituye una tremenda responsabilidad. Y a las personas que deciden traerlo es preciso enseñarles que asuman su responsabilidad y no premiar la irresponsabilidad.



Esto lo he preguntado en numerosas reuniones que he celebrado con familias de trabajo, ¡en muchas! No creen que sea una buena señal premiar a las madres que lleven a sus hijos a control o que los envíen al colegio.



Señor Presidente, junto con lo anterior -y, por su intermedio, le pido al señor Ministro que, por lo menos, pueda compartir un oído, una oreja, pues sé que el Senador Larraín está hablando cosas muy importantes con él-, deseo señalar que, en relación con la Ficha de Protección Social y en materia de políticas sociales, lo que está haciendo el Gobierno es reducir el ámbito donde ellas se focalizan. El ejemplo más claro es Vivienda. En el decreto supremo número 49, siendo un país que privilegiaba y tenía como beneficiarios de la vivienda social a los dos quintiles de más esfuerzo, eso lo redujeron al primer quintil, ¡al primer quintil! Al segundo quintil lo transformaron en clase media y ahora las personas comprendidas en él requieren de un ahorro de 650 mil pesos para postular al subsidio.



Este proyecto no sé a quién va a apuntar,...

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa le concede un minuto más, señor Senador.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



... porque el Ministro hablaba de que los premios eran hasta el 30 por ciento de la población o para quienes se hallan en el sistema. Pero, ¿con qué ficha de protección social? ¿Con la que se aplica a la gente a quien yo represento, que quedó terremoteada, que ahora está viviendo en mediaguas y a la que automáticamente le aumentó el puntaje sin que se cambiara de casa? ¡Perdón: de mediagua!



No sé cómo vamos a medir cuál va a ser el público objetivo a ese efecto.



En todo caso, hay algo que nos inquieta a todos: que los recursos públicos se utilicen bien. Y en esto no responsabilizo ni a la Cartera del ramo que encabeza el Ministro Lavín, ni a la Subsecretaria. Pero tenemos un problema de focalización de las políticas sociales, debido a la distorsión en la Ficha de Protección Social, lo que es gravísimo a nivel de las comunas, ¡gravísimo!



Y tengo el temor de que este instrumento termine en lo mismo.



Siento, a veces, que en otros países los programas han sido más eficaces para enfrentar ciertas dificultades, y con un costo per cápita de solución menor del que puede significar este.



Estoy muy interesado en saber cuánto cuesta este programa, más allá de las transferencias, de toda la burocracia que se va a mantener. No tengo la convicción de que sea barato. Me da la impresión de que determinados programas hechos en Brasil han sido más económicos.



Por todas esas dudas, señor Presidente, no votaré a favor de esta iniciativa.



Hay problemas más estructurales respecto a la extrema pobreza, que tienen que ver con que en nuestro país no se permite la sindicalización ni existe un instrumento de redistribución que sea eficaz.



Como dije, tengo mis dudas en ese sentido, más aún cuando el Gobierno ha insistido en mantener el concepto de “ingreso solidario mínimo”, que esta iniciativa no garantiza.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, compartiendo gran parte del razonamiento que hizo el Senador Letelier, anuncio que me pronunciaré a favor de la idea de legislar, principalmente porque este es un proyecto que el Gobierno comprometió en su campaña. Y, por lo tanto, cuando se gana un Gobierno legítimamente, se tiene el derecho a implementar las cosas que se prometieron. Distinto es el caso de aquellos temas acerca de los cuales no se formuló un compromiso durante la campaña, como puede ser la reforma tributaria, que se ha anunciado mucho estos días. Al respecto, se llama “reforma tributaria” a algo que, en mi opinión, es una adecuación tributaria -podríamos, incluso, hablar de una “ilusión óptica”- que no responde a la esencia de un cambio en el esquema de la carga tributaria.



En consecuencia, voy a votar a favor por lo que estoy señalando. 



Al Gobierno le asiste el derecho a implementar esta política, más todavía porque se trata de los pobres. Y si los pobres no pueden esperar, menos aún les es dable hacerlo a los extremadamente pobres (la extrema pobreza).
Tal como han señalado varios colegas -entre ellos la Senadora señora Rincón y el Honorable señor Letelier-, aquí tenemos un problema serio de expectativas, pues lo que se planteó durante la campaña claramente no es lo que hoy día se halla expresado en un proyecto de ley. Lo que se dijo entonces, obviamente, sedujo a muchos chilenos, porque se pensaba que los 250 mil pesos -los cuales no tenían nada que ver con lo manifestado por Monseñor Goic, que por sí solo ya originaba confusión, ni tampoco con lo que ahora señala la CUT, cuando pide un ingreso mínimo por dicho monto- eran para todas las familias pobres. Y esto generó confusión, porque en su oportunidad el actual Gobierno (la Alianza de la época) dijo en su campaña que se iban a conceder los 250 mil pesos a las familias pobres. 



La verdad es que siempre se sostuvo: “Vamos a derrotar la pobreza”. Así como en mi zona se señaló: “Vamos a poner de pie la agricultura”, también se dijo claramente: “Vamos a derrotar la pobreza”. Ahora se habla de la extrema pobreza, pero en lo que respecta a esta tampoco alcanzan las fuerzas, la energía, ni los recursos para enfrentarla. Y me refiero a 170 mil familias u hogares pobres. 



Coincido con lo que señaló el Senador Letelier, porque el proyecto en comento tiene mucho parecido con la filosofía del Programa Puente, del Programa Chile Solidario: ¡Es idéntico! Detrás se encuentra la misma filosofía. Por eso es que nombres más, nombres menos, o bastante grandilocuencia dan lo mismo. Eso sí, hay mucho ingenio de parte de los asesores del Ministerio de Desarrollo Social. Y yo espero que no sea esa la razón por la cual tuvieron que contratar a tanto personal. Pero hay mucho ingenio: ponen frases muy atractivas.



En definitiva, aquí existe una meta autoimpuesta que es bastante alta: abordar a estas familias en el plazo de dos años. Tengo serias dudas de que vayamos a resolver el problema de la extrema pobreza en ese lapso, porque se trata de una cuestión más bien estructural. De ahí, entonces, lo que mencionó el Senador Tuma con relación a la Región que represento, la de La Araucanía. Y me sumo a lo que se le pidió al Ministro Lavín, en el sentido de que como esto va a ser gradual que se considere a aquellas Regiones donde existe pobreza estructural originada por diversas causas para que, efectivamente, esos territorios sean incorporados desde el comienzo. 



También quiero reiterar lo que mencionó el Senador Zaldívar, en cuanto a que aquí no puede haber espacio alguno para la discrecionalidad. ¡Perdónenme, pero en años electorales como los que se nos vienen cualquiera se pone mal pensado!



Convengo en que es preciso incorporar en la ley en proyecto lo que más se pueda, todas aquellas cosas vagas de la reglamentación para que quede muy claro cuáles serán las familias beneficiadas y cómo pueden incorporarse a estos programas.



Insisto: me parece bien el pilar de dignidad, así como también el de los deberes y el de los logros, que han sido cuestionados. Respecto de este último debo señalar que no es nuevo, pues data de hace mucho tiempo.



La tercera razón que da el Gobierno -entiendo que la entregó el Ministro- para postergar la entrada en vigencia de esta normativa tiene que ver con que se agregan otros componentes. Se habla de la habilitación social, de la habilitación laboral. Pero eso es del ámbito de los asistentes sociales -el señor Ministro lo sabe- que deben visitar a las familias. Y los resultados de aquello quedan un poco a la suerte. Nunca se sabe. Es bastante subjetivo el trabajo que se va a realizar ahí.



Y lo anterior tampoco es nuevo, porque se implementó en el Programa Chile Solidario, dependiente del Ministerio de Vivienda, que tuvo como propósito ayudar a superar la pobreza con relación a los espacios de habitabilidad y optimizar las viviendas que carecían de servicios básicos.



Voy a votar a favor del proyecto por las razones que he dado a conocer y porque los pobres no pueden esperar. No obstante, debo hacer presente que mis expectativas, al igual que la de cientos de miles de chilenos, son bastante bajas acerca de esta iniciativa, porque si uno se remite al anuncio, verá que hay letra chica: no es lo que se prometió -¡es mucho menos de lo que se prometió!- más allá de la grandilocuencia de las expresiones y del fraseo. 



Respecto del 15 por ciento del subsidio, tanto a la trabajadora como al empleador, en el caso del incentivo a la contratación de mano de obra femenina, me parece bien. Sin embargo, tampoco es algo nuevo porque ya se hallaba consignado en el subsidio que se daba a la Contratación de Mano de Obra Joven de los programas del SENCE, donde un 20 por ciento era para el trabajador y un 10 por ciento para el empleador. Yo pediría que volviéramos a este último umbral.



En definitiva, señor Presidente, echo de menos que este debate no lo hayamos vinculado -me hubiese gustado- con el tema de la reforma tributaria, con lo que se conoce como reforma tributaria. Porque cuando se habla de una reforma tributaria en cualquier país del mundo, lo que se persigue también es lograr efectos distributivos. Y una razón por la cual tengo serias dudas para aprobar lo que se plantea como reforma tributaria es porque no hay tales efectos distributivos, no se va a mejorar en nada la equidad con las medidas que se proyectan para la clase media, según la entiende el Gobierno, que es la que gana cinco millones de pesos. Claramente, esa no es la clase media en Chile.



Entonces, creo que el proyecto que nos ocupa no constituirá la panacea ni el remedio que va a curar todos los males, pero va a permitir que el Estado cuente con instrumentos, con herramientas, para seguir atendiendo a los sectores más pobres de Chile, tal como lo inició el Presidente Lagos en su oportunidad, con la creación del Programa Puente, del Programa Chile Solidario, y como lo hizo en general la Concertación, que hoy tiene muchas dificultades por cosas que no se hicieron bien. Sin embargo, durante 20 años -y de eso no hay ninguna duda- propició la ostensible baja de la pobreza y la superación de la extrema pobreza.



Por eso, señor Presidente, y además por la convicción que ha puesto el Ministro Lavín en su actuar con relación a esta materia, vamos a respaldar el proyecto en general.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley, que es de suma importancia y que forma parte del programa de Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, pretende dotar a las familias más pobres del país con recursos y herramientas que les permitan superar en forma permanente su condición de pobreza.



El Ingreso Ético Familiar posibilitará terminar con la indigencia, también denominada “pobreza dura”, en un plazo relativamente breve, sin necesidad de que dicho sector tan postergado y vulnerable siga dependiendo del asistencialismo. 



Se basa en los principios de seguridades y oportunidades, y en ese contexto su diseño es totalmente acertado, al fundarse en dos ejes. Por una parte, las transferencias monetarias a las personas que viven en la extrema pobreza, y por otra, en el fomento del desarrollo de diversas habilidades para que las familias que se encuentran en esta situación la superen por sí mismas y en forma estable. 



No deja de ser importante el rol que esta iniciativa le atribuye a la mujer, pues se le va a permitir que reciba las transferencias premiándose su inserción en el mercado laboral, lo que constituye un estímulo por la obtención de este logro.



Las transferencias que se proponen en el proyecto en examen se pueden dividir en las que se efectúan por motivos de dignidad, las que se entregan por cumplimiento de deberes y las que se otorgan por obtención de logros. 



De acuerdo a lo que nos plantea la iniciativa, es esperable que al incentivar el empleo de las personas menos calificadas logremos importantes avances en la calidad de vida de las familias de menores ingresos y mejoras sustantivas en materias de desigualdad.



Es necesario destacar, por otra parte, que el espíritu que anima al proyecto que se nos propone es ir en ayuda de las familias de los sectores más vulnerables, pero con el objetivo de que una parte del ingreso que obtengan sea generado por ellas mismas, y no solo por ayudas del Estado, lo cual reducirá la dependencia y evitará perpetuar su situación de vulnerabilidad.



Durante su debate en general, en las Comisiones de Hacienda y de Gobierno, unidas, se han suscitado dudas y generado inquietudes, todas muy atendibles, las cuales fueron acogidas por el Ministro de Desarrollo Social   -quiero felicitar, por su intermedio, señor Presidente, al señor Joaquín Lavín-, con el objeto de mejorar sus disposiciones e, incluso, se ha suscrito un compromiso que consta en el informe que hoy se nos presenta. 



De esta forma, resulta indudable que muchas de sus disposiciones podrán ser mejoradas durante el debate en particular, mediante las indicaciones pertinentes.



Sin embargo, lo importante es que estas medidas que se introducen en nuestra legislación van en el sentido correcto de obtener una real y efectiva superación de la pobreza. Porque como bien se nos señala en el mensaje, después de dos siglos de vida independiente, con un país de extenso territorio, fértil en recursos naturales, que ha obtenido importantes avances en materias económica y de desarrollo en el marco de un Estado de Derecho plenamente consolidado, ¿cómo es posible que aún no nos sea factible desprendernos del flagelo de la injusta distribución de la riqueza en nuestro país, que afecta a tantas familias?



Señor Presidente, la pobreza dura es una realidad indesmentible. Solo como ejemplo, debo mencionar que en la ciudad de Viña del Mar (la represento en el Senado), la de mayor carácter turístico de Chile, existen aún muchos campamentos, los cuales no están a la vista de los turistas que nos visitan constantemente. Las familias viven allí en condiciones infrahumanas, y deben salir cuanto antes de tal situación, que atenta contra su dignidad.



La Región de Valparaíso congrega a un tercio de los campamentos de Chile. Yo me relaciono a diario con ellos. Hemos estado trabajando con esa realidad desde los 14 años. En definitiva, debemos hacernos cargo de ese problema. Es una misión de carácter ético insoslayable para el Gobierno del Presidente Piñera.



Como legisladores, estamos obligados a ayudar a que quienes viven en extrema pobreza salgan de esta condición. De otro modo no se cumpliría el mandato constitucional de igualdad en derechos y dignidad.



La brecha aún es muy grande, y se hace necesario no solo disminuirla, sino cerrarla definitivamente, para terminar con la desigualdad.



El proyecto que nos ocupa esta tarde constituye, sin lugar a dudas, un avance significativo en tal sentido. De modo que, estando orientado en la dirección correcta, debemos darle nuestro respaldo, sin perjuicio de procurar perfeccionar sus normas durante la discusión particular.



Tal como dijo el Papa Juan Pablo II en su recordada visita a Chile, hace exactamente 25 años -y así lo recoge el mensaje en su fundamentación-, “Los pobres no pueden esperar”.



Por lo tanto, felicito por esta iniciativa a mi Gobierno, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, y, por supuesto, al Ministro de Desarrollo Social, Joaquín Lavín. Y espero que sea realidad cuanto antes esta normativa, tan anhelada por los sectores que viven bajo la línea de la pobreza.



Por consiguiente, daré mi voto favorable a la idea de legislar.



Es en extremo necesario y urgente terminar con los tres Chiles que coexisten: el de las cifras macroeconómicas; el de la tremenda y penosa desigualdad en la distribución del ingreso, y ese otro al que ni siquiera le alcanza para sentirse Chile: el de las zonas extremas, las que también viven con gran desigualdad.



Por ello, señor Presidente, voto a favor de la iniciativa en general. Y anuncio el pronunciamiento afirmativo de los Senadores de la Coalición por el Cambio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Voy a votar que no, señor Presidente. Y lo haré porque me parece que existe una contradicción brutal entre el contenido del proyecto y su título.



Alguien podrá decir que es irrelevante que haya o no concordancia entre el título de una iniciativa y su contenido. Sin embargo, a mí me gusta que sobre el particular exista coincidencia plena, para que, en política, las palabras sean lo que realmente son.



No me parece, pues, adecuada la forma como se presentó este proyecto.



Además, señor Presidente -y trataré de ser lo más breve posible en mis comentarios-, en él no se pone el énfasis en lo que debe entregárseles a las personas más vulnerables, sino en decirles: “Se les dará tal beneficio, siempre y cuando cumplan determinadas condiciones”.



He conversado al respecto con el señor Ministro de Desarrollo Social. Le he manifestado que, en mi opinión, esa es una manera inadecuada de tratar la materia, pues implica imponerles requisitos a quienes menos tienen, a aquellos que sufren la pobreza dura por no haber conseguido lo que lograron muchas otras personas. 



Violenta a mi conciencia el que mediante determinados artículos se le diga a alguien: “Si usted se compromete y le va bien en el colegio, se le dará lo que necesita, porque es un premio”.



¡Aquí no estamos tratando con personas susceptibles de ser premiadas o no!



Pero la concepción de dar conforme al rendimiento de las personas llega hasta la exageración cuando se aborda lo concerniente a la salud.



Señor Presidente, la mamá debe llevar a sus niños a los controles sanitarios. Pero en algunas ocasiones no lo hace, entre otras cosas porque muchas veces no hay centros suficientes para atenderlos o porque viven lejos de los existentes.



Ahora, no se trata de un problema del actual Gobierno: es un problema de Chile desde tiempos inmemoriales. Y todos hemos participado en la búsqueda de soluciones.



Pero a esa persona vulnerable se le dice en la parte pertinente del articulado: “Si cumple con esto, le doy la plata. Si no cumple, no se la doy”.



Señor Presidente, cuando observamos la diferencia de ingresos existente en nuestro país; cuando se presenta una reforma tributaria; cuando les hemos clamado a muchos Ministros diciéndoles “Por favor, financien cosas que el país requiere con un exceso de utilidades de instituciones que no es tolerable porque en su obtención ha mediado la usura”, cabe preguntar por qué no se toca el punto aludido ni en la reforma que viene ni en el proyecto que nos ocupa en este momento.



Cuando les damos garantías a esos sectores, claro, estamos construyendo para que haya productividad y empleo. 



Pero “Si no hace eso, usted no tiene derecho a recibir el beneficio”.



Señor Presidente, aquello es antiético. Y lo digo con mucho dolor.



Yo no quiero que este Gobierno fracase -se lo he expresado con mucha franqueza a todos los Ministros y al Presidente de la República-, porque si tal ocurre fracasa la democracia en Chile.



Tengo certeza al respecto. Esa es mi impresión. Por lo tanto, no quiero que aquello suceda.



No obstante, tampoco puedo aprobar algo que me revienta y que repugna a mi conciencia.



Y lo he hecho saber, y he actuado en consecuencia, y lo he dicho, y he dado mi firma, y he votado desde que estoy en el Parlamento.



Tuve dificultades con mi Gobierno. En su momento dije que había cosas que no me gustaban. Y lo he repetido. Creo que cometimos errores. Quizá, si no los hubiéramos cometido, podría haber pasado lo mismo. Pero no es ese el punto.



Aquí no estoy adhiriendo a determinada manera de proceder. No se trata de si lo hizo o no lo hizo el Gobierno de la señora Bachelet o el de cualquier otro Presidente. Simplemente estoy diciendo que esto de que para darle un beneficio a una familia se le exija que se comporte de determinada manera no lo habíamos visto en ningún proyecto, por lo menos desde el año 90 en adelante. 



¡Si lo que estamos haciendo con esta iniciativa es entregarles recursos a esas personas porque no han podido conseguir nada más!



Ahora, si me dijeran “Para financiar el beneficio vamos a reducir de alguna manera la diferencia de ingresos que hay en Chile; vamos a tocar en cierto modo las ganancias que -repito-, en porcentajes usurarios, perciben 6, 7 u 8 instituciones”, yo podría hacer caso omiso a mi conciencia.



A veces en política tenemos que proceder así. Pero no es este el caso.



Señor Presidente, hay un argumento que me parece razonable aducir para votar que no: la notoria diferencia existente en el país en materia de ingresos.



Tal vez haya que pedir un esfuerzo a quienes pueden -y podemos- pagar más. De hecho, hemos pagado caras algunas cosas.



Eso es posible, señor Presidente. Porque en Chile algunas personas tienen un patrimonio de 5 mil millones de dólares, mientras otras no reciben más que un salario exiguo.



El Gobierno, por boca de la señora Ministra del Trabajo, declaró que no se puede llegar a un sueldo mínimo de 250 mil pesos.



Eso puede ser razonable.



¿Pero por qué no hacemos en este proyecto cambios que nos permitan al menos en el 2014, como se ha expresado aquí, terminar con la pobreza? 



La fórmula propuesta no me parece adecuada. Es insuficiente, y no toca los altos ingresos.



Por eso, tengo un problema real de conciencia, de diferencias en cuanto a las tareas que deben llevarse a cabo para enfrentar la pobreza. Porque la solución no reside solo en dar más.



Me alegra que se entreguen los beneficios en comento.



¡Por favor! ¡Si no podemos ser tan torpes como para no entender que hay que hacerlo! Pero a la hora de votar, sopesando que eso equipararía los errores de que adolece el articulado, voy a pronunciarme en contra, porque mi planteamiento en términos económicos nunca ha sido el que se contiene en este proyecto.



Voto que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a diferencia de quien me antecedió en el uso de la palabra, voy a votar a favor.



A decir verdad, no me pronunciaría nunca en contra de un proyecto que tendiera a ayudar a la reducción de la pobreza; más todavía, de la extrema pobreza.



Cuando uno vota, el dilema entre alcanzar siempre lo óptimo o, de lo contrario, rechazar las iniciativas resulta políticamente inviable.



Lo mejor es enemigo de lo bueno. Por tanto, cuando existe algo bueno, no cabe la menor duda de que hay que apoyarlo.



Eso se aplica también a otras materias, que veremos más adelante. Pero en esta, al menos, considero importante reafirmar ciertos criterios que se están planteando.



Porque no cabe duda de que la reducción de la pobreza, y sobre todo de sus márgenes más extremos, requiere soluciones cada vez más complejas.



Quienes están en la extrema pobreza se encuentran muy lejanos del mundo cultural, del ámbito educativo, de la forma como se va desarrollando la sociedad; e incorporarlos a esta resulta extremadamente difícil.



De un lado, los casos que uno conoce en la zona por la cual es Senador son siempre motivo de escándalo. Pero de otro, cuando uno piensa en la solución del problema, ella nunca se ve fácil. Y no se trata solo de la entrega de mayores recursos económicos.



Por eso, la combinación de elementos que trae la propuesta que nos ocupa -realización de intervenciones que estimulen la búsqueda de empleo, que incentiven el desarrollo educativo del grupo familiar, que se ocupen en cuestiones de salud-, en mi concepto, invita a mirar el problema en una dimensión múltiple, más variada.



Ahora, uno piensa, por una parte, en si los tiempos que acompañan a este proyecto son suficientes -probablemente se requiere que sean mayores-, y por otra, en si los montos de los beneficios van a ayudar. Porque si una persona tiene empleo y gana el sueldo mínimo, obviamente, con los recursos complementarios va a percibir una renta superior a los 250 pesos mensuales que se han mencionado aquí como ingreso ético familiar. Pero si está desocupada, simplemente obtendrá del orden de los 53 mil pesos, con lo cual no se resolverá su problema central.



Por eso, aquí hay algo que probablemente se podrá estudiar y discutir más, para asegurar los objetivos del proyecto.



El Presidente Piñera, cuando era candidato, se comprometió a que en cuatro años se iba a eliminar la extrema pobreza. Y este es el principal instrumente para lograr esa finalidad.



Queda la mitad de su Gobierno. Por lo tanto, se necesita un esfuerzo especial. El año pasado ya se hizo uno de carácter económico que complementó los ingresos de los sectores más pobres. Y el de ahora está llamado a ayudar a alcanzar aquel objetivo, tarea que, sin duda -repito-, resulta bastante difícil, pues el problema es extremadamente complejo. 



La multivariedad de situaciones que viven las personas que se encuentran en la condición señalada hace pensar que el esfuerzo debe ser muchísimo más grande.



Como aquí ya se ha señalado, se necesita no solo mayor desarrollo económico del país, sino además ir a la raíz de los problemas que afectan a nuestra sociedad. Y eso pasa por educación y por trabajo digno y decente.



Mientras no tengamos estabilidad en esos dos factores, será difícil pensar que Chile va a superar los actuales niveles de dificultades socioeconómicas que tocan a muchas familias.



En esta normativa se está haciendo un esfuerzo que, por cierto, ha tenido en consideración el programa Puente y, en general, los programas de Chile Solidario. Pero se trata de un esfuerzo distinto, renovado, que requiere nuestro respaldo para lograr que con la intervención social y con las transferencias que se proponen se les haga un aporte significativo a quienes se encuentran en aquellos niveles de dificultades.



Yo no sé si va a ser suficiente. Al cabo de algún tiempo podremos evaluar cuán suficiente ha sido. Pero no podemos dejar de realizar todos los esfuerzos posibles para erradicar de Chile la pobreza, y en forma prioritaria, la extrema pobreza.



Así que, en tal sentido, y esperando que logre fructificar el trabajo efectuado por el Ministerio de Desarrollo Social, que le ha asignado especial primacía a esta iniciativa, vamos a aprobar la idea de legislar.



Sí, invitamos al propio Ejecutivo a una evaluación bastante pormenorizada para ver el avance en la consecución de los logros, tanto más cuanto que muchas veces, por tratar de resolver demasiadas variables simultáneamente, se termina yendo un poco más adelante que la asistencialidad. Fue quizás lo que les pasó a los programas de Chile Solidario, como el programa Puente: al final, fueron muy asistencialistas.



Necesitamos salir del asistencialismo, para llegar a caminos que les permitan a las personas, por sí mismas, ser autosuficientes.



En esta iniciativa hay un intento por potenciar esos factores. Ojalá los resultados sean favorables.



A la espera de que así ocurra, vamos a darle nuestro respaldo.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Estaba inscrita la Senadora señora Allende, pero no se halla en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, trataré de ser bien breve, pues creo que, en general, todas las intervenciones apuntan a resaltar las bondades del proyecto y su dirección correcta.



Esta iniciativa tiene como objetivo, a corto plazo, derrotar la pobreza extrema, y a mediano y largo plazos, sentar las bases para terminar con la pobreza en Chile.



Sin embargo, y dejando de lado la cuestión del nombre del proyecto -puedo entender al Senador Mariano Ruiz-Esquide y a otros colegas-, debo señalar que el ingreso ético familiar sí genera una dificultad.



Esa idea surge el año 2009, en medio de las campañas presidencial y parlamentaria.



Durante los comicios de tal índole existe la tendencia a plantear propuestas que capturen la atención de la ciudadanía; ni siquiera digo que se hagan de mala fe. 



Pues bien, en el contexto de una movilización social creciente en Chile, una persona muy respetada, con mucho ascendiente, dijo que en nuestro país debería haber un ingreso ético familiar de 250 mil pesos. Y tuvo la gracia de ponerle una cifra.



Todos hablábamos de la necesidad de que existieran mejores ingresos. Pero Monseñor Goic tuvo la valentía o el tino político (dirán unos u otros; una Senadora que se sentaba en las bancas de enfrente y que hoy día es Ministra del Trabajo expresó: “Obispo Goic no tiene idea de economía”) de colocar un guarismo, con lo cual capturó la atención de la ciudadanía.



Eso hizo que durante la campaña presidencial, legítimamente, alguien manifestara: “Yo me propongo terminar con la extrema pobreza y seguir reduciendo la pobreza en Chile”. Y para eso planteó el ingreso ético familiar.



Sin embargo, la gran mayoría de los chilenos, y sobre todo quienes están en condiciones muy vulnerables, entienden que a los beneficiarios les va a entrar un cheque por 250 mil pesos o se les procurará un empleo -a ellos, no a sus familias- por tal cantidad. 



Eso hay que decirlo. Y es responsabilidad nuestra aclararlo. Porque la clase política cae en descrédito cuando ofrece algo que después no se lleva a cabo. La ciudadanía se confunde. Y somos todos responsables cuando no se hacen las cosas bien.



Quiero asociar esto, además, con otra promesa de campaña (lo recuerdo cada vez que puedo al Ministro Lavín, a los demás Secretarios de Estado de este Gobierno y al oficialismo): simultáneamente con plantear el ingreso ético familiar, se habló del bono de marzo. En junio de 2009, cuando todavía había optimismo para pensar que se ganaba la elección, catorce meses antes, se expresó: “Se va a requerir un bono de emergencia”, acto de populismo completamente abyecto en el cual se “patinaron” 400 millones de dólares que después se necesitarían para reconstruir Chile. Porque, claro, cuando se promete, con catorce meses de anticipación...

El señor LARRAÍN.- Nueve.

El señor LAGOS.-... -o nueve-, un bono representativo de 400 millones de dólares, un terremoto posterior deja corto de recursos y es preciso desarrollar toda una inventiva para recolectar más. ¿Por qué? Porque nadie en su sano juicio puede plantear, ocho o nueve meses antes, que se precisará un bono para marzo.



Dicho esto, y dejando de lado la cuestión del nombre, que motiva una confusión -y ese sí que es un descrédito para la clase política, porque los chilenos vulnerables van a creer que existirá un sueldo de 250 mil pesos para cada uno de los que se encuentren en situación más precaria, en circunstancias de que no constituye una transferencia monetaria-, anuncio que votaré a favor de la idea de legislar, porque no se trata sino de lo que realizamos durante los últimos quince años de la Concertación: políticas públicas focalizadas, que pasaban de un mero asistencialismo a buscar cada vez más cómo reducir la pobreza y la extrema pobreza.



El Programa Puente y el Chile Solidario no solo descansaron entonces en la idea de que el crecimiento económico iba a sacar a las personas de dicha situación como efecto del chorreo. Lo que hicimos con tales proyectos fue acercarnos a esos chilenos, ya pobres de completa solemnidad, y manifestarles a cada uno: “Usted, mi amigo, va a estar en el sistema. Usted no cuenta ni con carné de identidad. ¡Qué va a tener ficha de protección social, si carece de todo!”. Lo que se haría ahora es profundizar aquello, y, con razón, hay que apoyarlo.



Otra cosa es, como se le ha expuesto al Ministro de Desarrollo Social en múltiples oportunidades, si la forma en que se halla estructurada la iniciativa corresponde a la mejor política pública a la que podemos aspirar, dados nuestro nivel de desarrollo y nuestros recursos. Por eso se planteó la cuestión del diseño, de cómo asegurarnos de quiénes son los beneficiarios, de cuál es la cobertura, de los recursos necesarios.



Al ingresar el proyecto, ¿qué señala el informe financiero en enero? Solo se hace referencia al financiamiento para el año en que se apruebe, para el primer año. No se sabe lo que ocurre después.



A mi Honorable colega Orpis, señor Presidente, cuya presentación escuché atentamente y compartí en buena parte, le formulo solo un alcance, no una corrección. En lo relativo al presupuesto y al derecho garantizado, se registra precisamente una profundización, como nunca, de las políticas públicas. Porque asistencialismo significa: “En la medida en que tenga recursos, pago”; pero un derecho garantizado requiere una visión de más largo plazo y plantearse financiamientos permanentes para hacerse cargo de una situación que, eventualmente, terminará en el tiempo. Mas es preciso ponerse en el universo de lo máximo por obtener.



Eso es lo que hizo el AUGE. Eso es lo que hace la pensión básica solidaria. Y hay que incorporarle al proyecto ese elemento para mejorarlo, no para boicotearlo.



Y me alegro de que, en conversaciones que están teniendo lugar con el Ministro señor Lavín, se haya planteado la posibilidad, según entiendo -y no sé si es algo secreto, o reservado, o se tiene que confirmar con alguien-, de ponernos en el caso de asegurar que se va a disponer de los recursos necesarios por un plazo equis, el cual no tiene por qué ser de un año, ya que podemos darnos tres o cuatro. Así, todo el universo de las 170 mil familias, o sea, de 640 mil chilenos, van a quedar comprendidas en la propuesta. Y, en consecuencia, se va a contar con financiamiento y sí va a ser un derecho garantizado.



Le encuentro sentido, señor Presidente, a lo expresado por el Senador señor Ruiz-Esquide respecto a las exigencias que se les pueden hacer a quienes se desea favorecer. ¿Por qué lo digo? Porque muchos beneficios implican contraprestaciones o condiciones para ser otorgados. En el caso de algunos subsidios, no es posible vender la casa de inmediato, por ejemplo. Se contemplan ciertas restricciones. Pero aquí se trata de chilenos que no están en el sistema. Por lo tanto, comprendiendo el sentido que se halla detrás de decir: “Generemos un incentivo para que la persona lleve a los hijos a vacunarse o para que estos saquen buenas notas a fin de obtener 50 mil o 30 mil pesos, según su ubicación entre los mejores alumnos del curso”, creo que, cuando es gente tan desamparada, es difícil exigirle siquiera un comportamiento determinado. A mi juicio, sería necesario garantizarle un mínimo civilizatorio.



Y, por último, me llamó la atención que mi colega de circunscripción, Pancho Chahuán, con quien estamos trabajando mucho en la Región de Valparaíso y conocemos bien la situación de los campamentos, dijera algo que no quiero, en buena, dejar pasar. Expresó: “Desde los 14 años trabajo en relación con la extrema pobreza, y ahora, con el Gobierno del Presidente Piñera, se le va a poner término”.



Le recuerdo a Su Señoría, quien nació en 1971 y tiene, por lo tanto, 41 años, que hace como 26 años, cuanto tuvo 14, la pobreza era superior al 47 por ciento y la extrema pobreza rondaba el 20 por ciento. Deseo hacerle presente, entonces, que con la actual Administración nos queda únicamente reducir el 3 por ciento de la extrema pobreza y el 14 o 15 por ciento de la pobreza. O sea, su contribución de los 14 años ha operado. Pero han sido políticas focalizadas, y no solo crecimiento económico, lo que nos ha permitido dar cuenta del problema.



El proyecto se encuentra muy bien encaminado, de modo que lo vamos a apoyar, pero es preciso mejorarlo para terminar con la discrecionalidad y tener derechos garantizados a firme.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me viene a la memoria que, cuando se discutía la Escuela Nacional Unificada y en la primera página se señalaba que esta tenía que formar al hombre nuevo, ahí terminó el debate. Y no se llevó a cabo debido a que, en la época de los setenta, se desató un enfrentamiento.



Porque, en definitiva, en el título se expresaba algo que muchos interpretaban de un modo diverso. ¿Qué era el hombre nuevo? ¿Cómo la educación iba a estar a su servicio? ¿Era el hombre revolucionario? ¿Era el hombre de fe?



La verdad es que el señor Ministro o todos debiéramos hacer un esfuerzo por aclarar el concepto de “ingreso ético familiar”. Porque no constituye un ingreso: será un subsidio; será un regalo; será una transferencia, en un lenguaje macroeconómico brutal para los que tan poco tienen. Pero el empleo de la expresión va a confundir mucho. Y estimo que ello tendrá que ser corregido en el estudio que se lleve cabo y en la manera como informamos a la ciudadanía de lo que estamos aprobando. Porque esto es cualquier cosa menos un ingreso. No es fruto de un esfuerzo de la familia para un tercero por un servicio prestado. No. Es un subsidio estatal directo.



Si se pretende ligar el ingreso ético a una remuneración de 250 mil pesos, vamos a meternos en un gran lío. Porque he percibido de la ciudadanía que muchos están pensando en ello. Lo ha expresado el Senador señor Lagos. Y vamos a tener que hacer un esfuerzo para explicar que este no es el salario ético planteado por Monseñor Goic, lo que llevó a la actual Ministra del Trabajo a señalarle que no sabía nada de economía. Ello, cuando lo que hizo Monseñor Goic al plantear los 250 mil pesos fue un acto de contrición desde el ámbito de la fe, de la Iglesia. Fue una manifestación de un deseo, de una voluntad positiva. Allí no mediaba la economía, sino una demanda social.



Entonces, señor Presidente, me parece que para el señor Ministro sería muy bueno que pudiéramos clarificar el concepto en lo venidero, y si no, que lo hiciésemos desaparecer, ya que si permanece -y es algo que expuso el Senador señor Ruiz-Esquide- solo nos va a acarrear dificultades. Porque ingreso no es.



El proyecto se refiere a un acompañamiento psicosocial y un acompañamiento sociolaboral. Y encontré que el informe define lo que ello significa. Porque es la base de las transferencias. Se expresa que el primero consiste en “la realización de un número determinado de sesiones de trabajo con la familia en su domicilio por parte de un profesional o técnico especializado, además de actividades grupales.”.



Me preocupa la expresión. Porque, en definitiva, las familias que se encuentran en ese caso requieren acompañamiento de gente que sepa, no de egresados que mantengan sus propios problemas. Y no sé cuánto es el dinero que se va a destinar a profesionales capaces de enfrentar el drama psicosocial al interior de los hogares pobres, que no se resuelve con estudiantes de servicio social, de psicología, sino con una intervención fuerte, decidida, permanente y altamente profesional. Cuando median situaciones de violación, de alcoholismo, de subsistencia, ello no se supera con una charla grupal. Por lo tanto, tendremos que aclarar la definición durante el debate de la iniciativa.



A su vez, el acompañamiento sociolaboral es “la construcción de un vínculo sistemático de confianza, orientación a la acción y reflexión conjunta entre el usuario y un funcionario calificado, en sesiones individuales y grupales de trabajo y con actividades aplicadas de desarrollo de la empleabilidad”.



Estimo que aquí se requerirá también una opinión de los empresarios.



El acompañamiento sociolaboral se va a interpretar como que vamos a conseguirle una pega a la persona. Eso nos piden a diario a los parlamentarios: que le proporcionemos una a la hija, al marido. Si vamos a manifestar que se construirá “un vínculo sistemático de confianza”, si aludiremos a una “orientación a la acción y reflexión conjunta entre el usuario y un funcionario calificado”, digámoslo claro: ello no significará conseguir trabajo. Se trata de generar lo que la educación no ha hecho, lo que el medio no ha dado.



Conozco las capacidades del Ministro señor Lavín, quien es un gran comunicador, pero, cuando el texto se refiere a “Transferencias Monetarias”, ello suena a transacciones bancarias, a lenguaje de la macroeconomía.



Y en el informe se explica que ellas -¡“monetarias”!- se crean de tres tipos. Incluyen las que dicen relación con la dignidad -no sé cómo vamos a asimilarlas a ese otro concepto-: transferencia base, bono de protección y otros subsidios; las correspondientes a deberes, y las concernientes a logros.



Me quiero detener en estas últimas, porque creo en la meritocracia, en que el esfuerzo es la base del desarrollo; pero se menciona un Bono por Egreso Anticipado del Programa Sociolaboral y completar 4° medio de enseñanza para mayores de 25 años.



Integré durante 12 años la Comisión de Trabajo en la Cámara de Diputados y, cuando aprobamos los esfuerzos para poder financiar la conclusión del 4° medio, ¿qué pasó con la ficha social? Se dispararon los puntajes. Me han reclamado permanentemente que cuando la gente egresa tiene lugar ese efecto y queda fuera de todos los subsidios. Eso es así. Y aquí estamos diciendo que tendrá lugar una transferencia por logros para poder terminar ese nivel de la enseñanza, y no hemos resuelto el hecho de que, en esa medida, suben los puntajes y cae, entonces, el acceso a beneficios.



Si eso se mantiene, será un incentivo perverso, porque se estará diciendo: “Saca el 4° medio y después pierde los subsidios que entregamos sobre la base de que ello se encuentra pendiente.”.



Resulta claro que el señor Ministro tiene que dictar un conjunto de reglamentos importantes. He leído el informe y se contempla una orientación general, pero prestaría mucha atención en que esas normativas interpretaran el sentido de la ley y no la desvirtuasen.



El empleo para la mujer está creciendo, pero requiere políticas focalizadas, no solo el presente programa.



Recuerdo haber llegado hasta el Ministerio del Trabajo para hacer presente que la Federación de Taxibuses de la Región del Biobío ofrecía 300 cupos de ocupación inmediata para conductoras y nos costó “un kilo” convencer al Gobierno anterior -y también al actual- de que había que generar subsidios a través del SENCE para la capacitación femenina.



El programa que nos ocupa va a fracasar -y nadie lo quiere así- si solo se dedica a los subsidios que se contemplan. Tiene que existir una política integrada de todo el sector público destinada a fortalecer estos vínculos.



El presupuesto no queda del todo claro, por cuanto es de duración anual y con un máximo de 24 meses. 



Deseo advertir sobre algo que deberemos resolver en el transcurso del debate. Cuando en Lota, Coronel, Arauco, Lebu entregamos un subsidio de cesantía, un empleo del Estado, lo que hacemos es establecer una ocupación permanente, y la iniciativa en debate fija un máximo de 24 meses. ¿Después de ese lapso vamos a dejar sola a la persona? ¿Vamos a abandonarla? Si no se han cumplido los objetivos, ¿vamos a decirle que cesan todos los subsidios?



Es obvio que en muchos casos se va a requerir más de 24 meses. Ese término tendrá que ser revisado. No puede haber un plazo, sino el cumplimiento de una meta, de un objetivo, que es la resolución del problema sociofamiliar, de la empleabilidad. Porque, a medio camino, el abandono solo agravará la situación.



Del mismo modo, las características regionales son muy distintas. Me parece que, en materia de apoyo del empleo estatal, es preciso un reestudio, y los planes y programas que hemos arrastrado tienen que ser corregidos. En algunos lugares de la Región que represento hay gente que no quiere abandonar los cupos -lo digo con dolor y preocupación- y trasladarse al trabajo que ofrece un empresario, por el ingreso mínimo. Y ello pasa a configurar una conducta permanente.



Juzgo que un programa como este tiene que superar la experiencia que ya registramos en las plazas de empleo del Estado. Y si vamos a efectuar una transferencia desde aquí hacia allá, se registrará un fracaso. El gran éxito, tratándose de un Gobierno con una afinidad mayor respecto de los empresarios, radicaría en que muchos de los programas de acompañamiento psicolaboral pasaran al área privada para que se brindasen más oportunidades.



Voy a votar a favor del proyecto, con las aprensiones que he mencionado, en la esperanza de que podamos determinar cuándo se cumplirán los 170 mil cupos. Como estamos entregando un subsidio y no un ingreso, con una cantidad eventual, pero no asegurada en el tiempo, y por un máximo de 24 meses, todos aspiramos a que el programa siga en el próximo Gobierno, que no está garantizado que sea del mismo signo.



Por lo tanto, ¿cuándo se cumplen los plazos y cuántos son los recursos anuales que se van a destinar? Ello no se contempla en la reforma tributaria. Cuando la discutamos, muchos vamos a plantear el asunto, porque es preciso asegurar que el programa, si queremos su éxito, sea permanente.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Seré muy breve, señor Presidente, porque entiendo que quedan importantes asuntos en tabla.



Simplemente, quiero felicitar al Gobierno por la iniciativa legal en debate: al Presidente Piñera, al Ministro Lavín, y también a los parlamentarios de la Concertación que han contribuido a que se pueda perfeccionar.



A mi juicio, el proyecto apunta en la dirección correcta de cómo un Estado moderno, solidario, debe ir en auxilio y ayuda de las familias que viven en pobreza extrema, porque, en el fondo, plantea una alianza estratégica entre ambos. Creo que este es un giro de extraordinaria importancia para lograr que ellas se sientan parte del apoyo que el Estado les está brindando.



Cuando consideramos los tres pilares a que han hecho referencia algunos señores parlamentarios: dignidad, deberes y logros, nos damos cuenta de que, en virtud del primero de ellos -básicamente, consiste en la entrega de 13 mil pesos mensuales por familia, más 6 mil pesos por integrante, de tal manera que un hogar de dos adultos y dos niños recibe cerca de 38 mil pesos por ese solo concepto-, se proporciona una suma de dinero, sin otra exigencia o condición dramática que vivir en extrema pobreza.



Y cuando pasamos a los deberes, la realidad es que estos contribuyen a mejorar la calidad de vida de las familias. Al contemplarse, en el área de la salud, el carné de niño sano para el menor de seis años, les estamos creando la conciencia de la necesidad del control médico de sus hijos. Es completamente razonable que se pueda perfeccionar la norma, pero me parece que constituye un eje muy positivo en el debate que ellas se involucren, asimismo, en colaborar para que las condiciones de salud de sus niños sean buenas.



En educación, cuando se señala que se requerirá un 90 por ciento de asistencia en educación básica para los mayores de 6 años y un 85 por ciento en enseñanza media, lo cual significará un aporte de 8 mil pesos por hijo, esa también constituye una forma de comprometer a la familia con otro de los aspectos básicos de la manera como se derrota la pobreza: la educación. Ello se suma a lo anterior.



Si vamos a los logros, podemos observar un avance de suma importancia. Porque, en materia de educación, ya no solo se beneficiará a las familias más pobres, sino igualmente al 30 por ciento de las más vulnerables. Es decir, se entra a un segmento mayor que “las más pobres” del país.



En cuanto al subsidio al empleo de la mujer, este dice relación derechamente con un segmento de la clase media en el que se halla involucrado el 40 por ciento de las familias más vulnerables.



Por lo tanto, señor Presidente, estimo que el proyecto es de una enorme relevancia, porque representa una carta de navegación de cómo el Estado debe enfrentar la cuestión de ayudar en la derrota de la pobreza.



Uno de los caminos es decirles a las personas que viven en extrema pobreza que el Estado les va a entregar los recursos sin ningún compromiso de su parte en cuanto a cumplir ciertas metas y objetivos que se encuentran al alcance de la mano, en la medida que se exija un mínimo de sentido de responsabilidad. Una cosa es ser una persona humilde, pobre, que vive en extrema pobreza, y otra es ser una persona sin capacidad de tener conciencia de que ella debe colaborar para salir del estado dramático en que se halla.



Por esas consideraciones, señor Presidente, creo que nos encontramos ante un muy buen proyecto. Me alegra mucho que gran parte del debate que he escuchado se haya hecho en un tono constructivo, propositivo. Me parece que estas son políticas que se han ido perfeccionando con los años, como lo fueron el Chile Solidario o el programa Puente. Aquí se hace un giro importante respecto de ellos, porque compromete a las familias para los efectos de recibir estos beneficios de parte del Estado, y genera, como dije, una alianza estratégica.



Por esas razones, nuestro voto es a favor. Y esperamos que la iniciativa pueda ser despachada a la mayor brevedad, pues su aplicación práctica, desde que se apruebe en el Parlamento, tomará un tiempo que tenemos que acortar al máximo.



Y finalmente, una consideración, señor Presidente.



En el Congreso -y esto deberíamos analizarlo en detalle en los Comités- se nos está produciendo una situación que no se vivía años atrás. Esta consiste en que los tiempos ciudadanos no están coincidiendo con los tiempos legislativos. En un mundo globalizado, donde la información llega a toda velocidad, a una cantidad de ciudadanos muy superior a la de hace poco tiempo -hablamos de millones de personas-, la reacción del Parlamento a los temas legislativos ha de ser mucho más rápida que en la actualidad.



Hay expectativas generadas por la ciudadanía respecto de iniciativas legales de enorme importancia, como la que estamos debatiendo. Pero pasan y pasan las semanas y los meses y no las despachamos. Entonces, aun cuando después saquemos una buena ley, la ciudadanía va a criticar la tardanza y la demora en hacerlo.



No estoy señalando que las leyes deban tramitarse en forma improvisada, sin estudio, sin análisis y de manera irresponsable. Pero creo que sufrimos un desfase gigantesco. Mientras hoy día existen Internet, las comunicaciones globales, nosotros seguimos con un mecanismo de trabajo que no se encuentra a la altura de la velocidad que la ciudadanía espera para el despacho de las iniciativas.



Vemos lo que ocurre con este proyecto, así como con los relativos a la violencia en los estadios; con la iniciativa contra la discriminación; con el proyecto sobre primarias; con el atinente al brazalete electrónico, y tantos otros que se demoran meses y meses en salir.



Por lo tanto, uno de los procesos de modernización que tenemos que llevar adelante en el Congreso apunta a agilizar la tramitación de los proyectos de ley. Ello no significa no discutirlos a fondo. Pero a veces una buena ley pierde sentido de oportunidad -lo que es clave para la ciudadanía- cuando se arrastra por meses y a veces por años sin ser despachada.



Siento que este es un tema -se lo planteo a usted, señor Presidente, que conduce el Senado- que debiera ser objeto de análisis. No tengo una solución concreta. Pero creo que tendría que efectuarse un estudio por parte de los Comités, que Su Señoría encabeza como titular de la Corporación, para llegar a un proceso legislativo donde se puedan debatir las ideas abiertamente, exponer los puntos de vista, reflexionar, pero a una velocidad muy superior a la actual. Porque nos estamos quedando desfasados respecto a las expectativas y a la celeridad que la ciudadanía espera del Parlamento para aprobar o rechazar una iniciativa. Insisto: para aprobarla o rechazarla.



Por las razones expuestas, señor Presidente, y sin perjuicio de la consideración final, voto a favor del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra a la Senadora señora Allende. 



No se encuentra en la Sala.



No hay más inscritos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos a favor y uno en contra).



Votaron a favor las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó en contra el señor Ruiz-Esquide.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones. Existe un acuerdo con el Ejecutivo en orden a establecerlo hasta el término del lunes 7, de manera que todo ese día esté disponible para formular indicaciones y así la Comisión de Hacienda pueda tratar la iniciativa el martes.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Economía.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, he hablado con algunos señores Senadores y me gustaría saber si es posible que el proyecto que se encuentra en tercer lugar -conforme a los acuerdos de Comités- pasara al segundo lugar. 



Se trata de un proyecto de Economía cuyas modificaciones fueron aprobadas todas por unanimidad. Sería una sola votación. Si hubiese voluntad, me encantaría que pudiésemos despacharlo hoy antes del relativo a las primarias. Se trata de una sola votación, porque ninguna norma -lo puede acreditar la Secretaría- viene con votación dividida.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

SIMPLIFICACIÓN DE RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN 

Y DISOLUCIÓN DE SOCIEDADES COMERCIALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo recién acordado, corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, con segundo informe de la Comisión de Economía, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7328-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 70ª, en 30 de noviembre de 2010.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.



Economía (segundo): sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.



Hacienda: sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.



Discusión:



Sesión 85ª, en 3 de enero de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general por la Sala en su sesión de 3 de enero del año en curso.



La Comisión de Economía deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El mismo órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas unánimemente.



A su vez, la Comisión de Hacienda realizó una serie de modificaciones al texto despachado por la de Economía, las que también aprobó por unanimidad.



Cabe tener presente que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado en que se consignan, en la segunda y en la tercera columnas, las modificaciones introducidas por las Comisiones mencionadas.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



La tiene el señor Ministro de Economía.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, las indicaciones presentadas por los señores Senadores recogieron las inquietudes planteadas en la discusión tanto en la Comisión de Economía como en la de Hacienda. 



La iniciativa, y las posteriores indicaciones, buscan que el nuevo registro que vamos a contemplar para la constitución, modificación y disolución de sociedades en el país nos permita ser líderes en materia de emprendimiento. Así, a través de este registro electrónico, los emprendedores podrán constituir sociedades en un solo día y a cero peso.



Las indicaciones, básicamente, provinieron de los señores Senadores de la Comisión de Economía, donde se mejoró la seguridad y la certeza jurídica del proyecto y, consiguientemente, de las sociedades que se constituyan a través del registro.



Tal como lo informamos en la Comisión de Hacienda, un país líder en esta materia es Nueva Zelanda, nación que tiene los mejores indicadores del mundo en materia de emprendimiento y que implementó hace muchos años esta plataforma. Por eso, la visitaremos con los equipos técnicos del Ministerio a fin de conocer bien esa plataforma, lo que nos permitirá contar con un registro electrónico que nos pondrá a la vanguardia junto a aquellos países que ya lo han adoptado. En la región ya lo han hecho Colombia y otras naciones. Así, al poder constituir sociedades mediante un registro electrónico, Chile se convertirá en un país líder en este campo.



Todas las indicaciones, como ya señalé, apuntaron a perfeccionar definiciones, a mejorar la certeza jurídica, a garantizar que las personas y los emprendedores que quieran usar el nuevo registro tengan la mayor seguridad jurídica.



No está de más decir que este tipo de registro nos permite mejores resguardos y también mejores certezas para aquellos que lo usen. Y por eso todas las indicaciones fueron acordadas unánimemente en el trámite de la Comisión de Economía e igualmente en el de la Comisión de Hacienda, que se efectuó esta mañana.



El informe financiero del proyecto considera dos ítems. Uno corresponde a implementación original, referida a desarrollos y hardware para contar con el sistema electrónico. Se estima una inversión, por una sola vez, de alrededor de 294 millones de pesos. Y se contempla un costo permanente anual de aproximadamente 137 millones de pesos por concepto de mantención del registro de sociedades, cuya administración se modificó, a petición de todos los señores Senadores, porque originalmente el proyecto planteaba que ella quedara en manos del Servicio de Impuestos Internos, pero,  dado que él representa más bien una instancia de fiscalización, se estableció que fuera el Ministerio de Economía el que la tuviera a su cargo, igual como ocurre con los relativos a las cooperativas y las asociaciones gremiales. 



Antes de terminar, quiero agradecer la voluntad del Senado para despachar este proyecto hoy día y, también, la de los Senadores pertenecientes a las Comisiones de Economía y de Hacienda, que a través de innumerables indicaciones fueron perfeccionándolo, lo cual nos permitirá contar con un gran registro electrónico, que pondrá a Chile a la vanguardia en materia de emprendimiento. 



Asimismo, debo adelantar que esta iniciativa se vincula con el “Año del Emprendimiento” impulsado en el Ministerio de Economía, por lo que se verá complementada con dos proyectos de ley muy importantes que vamos a ingresar durante el transcurso de este mes, uno de los cuales se refiere a la reorganización y liquidación de empresas, que establece mecanismos modernos para tratar en nuestro país la quiebra -que es la contrapartida al emprendimiento-, tan habitual en esta actividad. 



Todas estas iniciativas apuntan, básicamente, a convertir a Chile en una plataforma para el emprendimiento. Y la que ahora nos ocupa permitirá convertir a nuestro país en líder en la constitución de sociedades, en un solo día y a cero costo para todos los emprendedores. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Las enmiendas fueron acordadas de manera unánime, por lo que corresponde pronunciarse sobre ellas en una sola votación. 



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Por 21 votos a favor, se aprueban las enmiendas acogidas por unanimidad en las Comisiones de Economía y de Hacienda, y queda despachado el proyecto en particular.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto positivo de los Senadores señores Bianchi y Novoa. 

ELECCIONES PRIMARIAS PARA NOMINACIÓN DE CANDIDATOS A PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, PARLAMENTARIOS Y ALCALDES

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, corresponde continuar la discusión general del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7911-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 86ª, en 4 de enero de 2012.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 11ª, en 17 de abril de 2012.



Discusión:



Sesión 13ª, en 18 de abril de 2012 (queda pendiente la discusión general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario

El señor LABBÉ (Secretario General).- Informo a la Sala que en la sesión anterior quedaron inscritos para intervenir, en el siguiente orden, los Senadores señores Gómez, Quintana, Pérez Varela, señora Von Baer y señores Sabag, Pizarro, Navarro, Tuma, Escalona, Muñoz Aburto y Lagos. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Continúa la discusión general del proyecto.

El señor LARRAÍN.- ¿Por qué no se funda el voto, señor Presidente?

El señor ESPINA.- Pido la palabra. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solo deseo solicitarle que abra la votación. 



Tenemos una Comisión Mixta a las 19:30, donde se verá el proyecto sobre discriminación. Además, es probable que otros organismos también funcionen. 



Por eso, se podría proceder de esa forma, pues, de lo contrario, fracasaría dicha Comisión, lo que provocaría un problema. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, hay una lista con alrededor de diez Senadores inscritos para intervenir.

El señor ESPINA.- Pero se podría abrir la votación.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- No alcanzaríamos, porque habría que respetar el derecho de todos los señores Senadores. 



De cualquier modo, consulto a la Sala respecto de la solicitud que se ha formulado para abrir la votación a partir de este momento. 



No existe unanimidad y, en todo caso, yo tampoco la daría. 

El señor ESPINA.- Siendo así, señor Presidente, quiero hacer notar que no podrá funcionar la Comisión Mixta que tratará el proyecto sobre discriminación.



Lo digo únicamente para que después, cuando lleguemos a la discusión de esa iniciativa y se postergue la votación, no lo planteemos como un problema. 



Para mí, abrir la votación ahora es una solución. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Reglamentariamente, si hay diez o quince inscritos, la discusión puede extenderse por dos horas y tanto, a lo menos. 



Por consiguiente, no podemos abrir la votación. Porque desde ese momento tendríamos que sesionar hasta el término de las intervenciones, sin considerar que además podría haber fundamentaciones de voto. 



Yo entiendo lo interesante que es el proyecto y la urgencia para su despacho. Hemos participado con bastante fuerza para sacarlo adelante, pero el realismo es el que tiene que llevarnos a cómo debe ser tratado. 



Podemos comenzar el debate ahora y continuarlo en la próxima sesión. Con eso ya avanzaríamos. Pero abrir la votación ahora resulta imposible: significaría de tres a tres horas y media más de sesión. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- La Mesa concuerda con lo expuesto por el Senador señor Zaldívar. 



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Está bien, señor Presidente, pero, si usted abre la votación y otorga el tiempo de fundamentación de voto a quienes se han inscrito, zanjamos la inquietud planteada por el Senador Zaldívar, que tiene razón si se aplica el procedimiento normal. 



Sin embargo, de utilizarse el procedimiento que he sugerido, bien podríamos despachar el proyecto, sobre el cual ya tuvimos una larga discusión en la sesión pasada. 



La efectividad, desde el punto de vista del trabajo del Senado, se ve favorecida en la medida que vayamos despachando los proyectos que ya se han debatido. Porque, si esta fuera la primera vez que tratamos esta iniciativa, yo le encontraría razón al colega Zaldívar. Pero, habiéndola ya analizado, los que quedan inscritos podrían fundamentar su voto, con lo cual daríamos tiempo para resolver otras materias. Y en la próxima sesión podríamos trabajar más. 



Existe la propuesta de un señor Senador para aumentar el trabajo legislativo con más días de sesiones. Yo creo que nuestra labor sería más efectiva si no nos repitiéramos tanto en los discursos y nos concentráramos, en este caso, en la fundamentación del voto. 



Yo sugiero abrir la votación y dar los cinco minutos para la fundamentación del voto a los que se hallan inscritos. Y creo que con eso zanjamos el problema. 

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, como se ha dicho, hay once inscritos, y la verdad es que los tiempos no dan. 



Tendríamos que someter su propuesta a votación, si usted o algún Comité así lo solicita. Sin embargo, como ya indicó el Senador señor Zaldívar, en ese caso tendríamos que quedarnos hasta agotar la votación, para lo cual no creo que exista consenso en la Sala. 



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, yo soy una de las personas que desean intervenir. Soy miembro de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pero no estoy en el primer lugar, sino en uno de los últimos. 



Entonces, lo propuesto me obligaría a permanecer en la Sala para fundamentar mi voto, lo cual resulta incompatible con mi calidad de integrante de la Comisión de Constitución, ya que en tal condición asumimos el compromiso de despachar en el día de hoy el proyecto antidiscriminación en la respectiva Comisión Mixta. 



Por lo tanto, considero que lo lógico sería continuar con las intervenciones de los Senadores inscritos y el próximo martes proceder a votar la iniciativa, sin perjuicio de dar la posibilidad de intervenir a quienes no lo podamos hacer hoy día.



De lo contrario -repito-, me tendría que quedar “pegada” aquí, en la Sala. Así que, por favor, pido que hagamos lo correcto: continuar el debate y permitirnos funcionar en la Comisión Mixta para despachar la iniciativa mencionada.



El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Así se hará, señora Senadora.



No hay acuerdo para abrir la votación.



Conforme a la lista de inscritos, le corresponde intervenir al Senador señor Gómez, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me parece bien la decisión adoptada en orden a votar en general el proyecto la próxima semana y no alterar los tiempos de los oradores en esta discusión, dada la importancia que aquel reviste.



La Concertación viene saliendo de un proceso de elecciones primarias y bien vale la pena compartir acá esa experiencia. 



Hace tan solo tres años esa labor era realizada por el nivel central de la coalición, probablemente con el criterio conocido como uti possidetis (el que tiene, mantiene), de tal manera que no había gran participación de los partidos ni mucho menos de la gente. 



Por lo tanto, las elecciones primarias efectuadas el 1° de abril último constituyeron un sistema ejemplar, acerca del cual naturalmente hay que sacar lecciones. 



Fue un proceso en que hubo comunas donde la participación del padrón electoral alcanzó 46 por ciento de los inscritos, sin aplicar la proyección hecha hace poco por el SERVEL y que el país ha conocido, sobre los inscritos en relación con la inscripción automática y el voto voluntario.



Creo que la Concertación deberá ver cómo recoge los aspectos más importantes de las elecciones primarias, llevadas adelante mediante un sistema convencional privado. De ahí la relevancia y la legitimidad del acto realizado, el que, por cierto, no estuvo exento de dificultades.



En algunas comunas del sur hubo gran aglomeración de personas y problemas con los padrones. Sin embargo,  ello se resolvió en forma óptima, pues finalmente entre los vocales de mesa se impuso el sentido común y dividieron los padrones con el fin de hacer más ejecutivo el proceso.



Pero debemos recoger ese acto exitoso, por un lado, y por otro, experiencias como las primarias, también convencionales privadas, que realizamos para definir la candidatura presidencial pasada, que no fue un mecanismo muy afortunado, como han señalado distintos sectores de la Concertación.



Estimo que es preciso considerar lo esencial de esas experiencias y ver cómo las podemos insertar durante la discusión particular de este proyecto.



Respecto a la elección primaria para la nominación de candidatos al cargo de alcalde, que también se incluye en la iniciativa, al igual que la de Presidente de la República y de parlamentarios, me asaltan un par de dudas sobre la efectuada recientemente por la Concertación en más de 140 comunas. Ellas tienen que ver, por una parte, con la facilidad para realizar el acto mismo. Porque bastaban unas pocas firmas para que un candidato desafiara al alcalde. Pero, como se sabe, la inmensa mayoría de los alcaldes triunfó, salvo 14 casos en el país, en que los desafiantes ganaron a los que se encuentran en ejercicio.



Entonces, sugeriría revisar la extremada facilidad con que se pudo participar en las elecciones primarias. Y por eso es necesario incorporar en el proyecto que ellas serán un proceso “voluntario”.



Me parece que ese es un elemento muy importante, porque quizás existan otros mecanismos para resolver las candidaturas. Puede que en  determinada situación sea posible despejar el asunto a través de una negociación o de cualquier otro sistema convencional. En consecuencia, no es conveniente dejar las primarias como un recurso de última ratio. ¡No! Si efectivamente creemos que son necesarias y un partido establece un pacto o un subpacto con otras colectividades, bueno, deberá someterse a ellas. Y ahí radica la importancia del carácter voluntario del proceso.



Por otra parte, su carácter vinculante es fundamental. Porque, con relación a las recientes primarias de la Concertación, a mí no me cabe duda alguna de que la gran mayoría de los candidatos que perdieron van a respetar el resultado, porque previamente hubo un compromiso notarial de los partidos, independiente de quienes suscribieron los pactos. 



Sin embargo, hoy día nada dificultaría que pudiera surgir un personaje que, habiendo perdido, dijera: “Igual voy a participar en la elección”, aunque deshonre su palabra y todo lo que eso significa.



Por lo tanto, es imprescindible cautelar bien ese aspecto. Y ello se logra en la forma como está planteado el proyecto: un postulante que pierda en las primarias, por ninguna circunstancia podrá inscribir después su candidatura, porque el que gane quedará automáticamente inscrito -así lo dispone la iniciativa- para la elección correspondiente.



Hay un punto que me llama la atención y que no se halla debidamente resuelto: el de situaciones eventuales o fortuitas que puedan ocurrir. Por ejemplo, el que un candidato gane la elección primaria y luego presente  problemas de salud o de inhabilidad o incompatibilidad que tal vez no se advirtieron al momento de la inscripción, pero que sí repercutirán en el momento de la elección pública. Eso no se despeja en el texto.



¿Qué sucederá en tal caso? ¿Será el candidato perdedor el que participe en la elección pública correspondiente? El asunto no es de fácil resolución. Y también se presenta con el reemplazo de los independientes. 



El Ministro Larroulet me está mirando. Seguramente ya tiene en mente alguna solución. La conversaremos.



Entonces, dejo planteado el punto como un tema por abordar.



Desde luego, con relación a esta herramienta que hoy estamos consagrando, la de elecciones primarias voluntarias, el financiamiento no es algo menor. Y va a quedar a cargo del SERVEL. 



El que las primarias sean para alcaldes, parlamentarios y Presidente de la República, obviamente es algo que está dentro de lo razonable. 



Lo digo, porque a propósito de la elección de concejales que se aproxima, en muchos lugares del país los candidatos estiman que los cupos son pocos -en la Oposición tendremos dos listas- y desearían también elecciones primarias. Pienso que ello sería muy difícil de lograr. Y el que fueran simultáneas constituiría otro problema, sobre todo cuando por ahí se han conocido algunas denuncias en cuanto a que personas de la Alianza por el Cambio, de la Derecha, habrían apoyado a candidatos de la Oposición. 



En verdad, eso es absurdo. Y, para ser muy serios en este debate, no creo que en las recientes primarias haya habido algún candidato, ganador o perdedor, que no tuviera entre sus votantes a algún piñerista o a alguien que en los últimos comicios apoyó a la Alianza.



El acuerdo lo permitía. Lo que no admitía era que militantes de partidos ajenos a la Concertación -que en este caso realizó la primaria-, pudiesen votar, por ejemplo de la UDI o de Renovación Nacional. Y eso se logró a cabalidad. No se encuentra en discusión.



Expreso lo anterior, porque con lo que sí hubo problemas en dichas primarias fue con los mecanismos de resolución ante impugnaciones. Y voy a poner, con todas sus letras, el ejemplo de Purín, donde sucedió una cosa absurda: hubo un ganador claro, por 12 o 14 votos, o los que hayan sido. Algunos señores objetaron el proceso manifestando: “No, es que aquí hubo gente de Derecha que votó por él”. Pero ningún militante de partidos de la Derecha pudo haber votado por el ganador. Era absolutamente inadmisible que ocurriera eso, porque en el padrón no aparecía el nombre. 



Y todavía no se resuelve el problema, porque se arguye que no coinciden los números ni los padrones. Y las cajas respectivas todavía permanecen en los buses, en Santiago.



En consecuencia, ante hechos subjetivos como ese, se requieren mecanismos de resolución. Y es fundamental que pongamos atención a ello, pues aquí, naturalmente, está involucrada la fe pública en un proceso nada menos que de elecciones primarias, donde el postulante que pierde se va para la casa, por lo cual aquella debe quedar debidamente resguardada.



El que las primarias sean vinculantes -repito- es de suma trascendencia, para que quien gane sea el candidato que pase al proceso definitorio, que es la elección pública. 



Y el hecho de que sean simultáneas significa que la totalidad de los partidos y todas las coaliciones participarán en el mismo momento.



Señor Presidente, estamos frente a un proyecto que le hace bien a la democracia -me alegro de que el Gobierno le haya puesto “suma urgencia”- y que data de hace mucho tiempo. 



Y en materia de elecciones primarias presidenciales, tenemos que ser capaces de resguardar la participación de los candidatos independientes, pero no de cualesquiera, sino de aquellos que compartan el ideario, la doctrina, el programa de la coalición o de la colectividad con la cual suscriba el pacto o subpacto que lo incluya. No pueden ser primarias que terminen excluyendo a candidatos, sino sumándolos; pero -insisto- no a cualquier independiente.



Por todo lo expuesto, señor Presidente, votaré a favor del proyecto, porque es una buena noticia para la democracia que los partidos políticos se desprendan de poder. 



En efecto, en cualquier elección primaria dichas colectividades entregan poder. Y aparece tremendamente
sano para la democracia el que estén dispuestos a salir de las cuatro manzanas de Santiago; de oficinas con harto humo -ahora ya no se puede fumar en ellas-, donde se tomaban este tipo de decisiones y “se despostaba el animal” -para hablar clarito-, y en que se decía “tal Partido, tal comuna”. Y eso nunca más, porque a contar de hoy día esa decisión quedará radicada en los ciudadanos.



Pienso que ese es un tema tremendamente importante en materia de calidad de la política.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- De acuerdo al estricto orden de inscritos, le corresponde hacer uso de la palabra al Honorable señor Gómez; sin embargo, hago presente que estamos a cuatro minutos del término del Orden del Día y, por tanto, el señor Senador no alcanzará a cumplir el tiempo reglamentario de diez minutos que le corresponden para su intervención.



En consecuencia, sugiero que el resto de los inscritos -los enumero: Senadores señores Gómez, Pérez Varela, Sabag, Pizarro, Navarro, Tuma, Escalona, Muñoz Aburto y Lagos- queden pendientes para la próxima sesión en que continúe la discusión general del proyecto.

El señor GÓMEZ.- No tengo inconveniente, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Entonces, así se procederá.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES 

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A la señora Directora del Trabajo, requiriéndole información en cuanto a ESTADO DE INVESTIGACIÓN SOBRE ACTUACIONES IRREGULARES DE BARRICK SERVICIOS MINEROS LTDA. DENUNCIADAS ANTE INSPECCIÓN DE VALLENAR. Al señor Director General de Aeronáutica Civil, solicitándole RESULTADO DE INDAGACIONES EN TORNO A IRREGULARIDADES EN VUELOS DE AERONAVES DE BARRICK SERVICIOS MINEROS LTDA.


Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de pedir SUBSIDIO PARA REGULARIZACIÓN DE AUTOCONSTRUCCIÓN EN DUODÉCIMA REGIÓN Y POSTULACIÓN A FINANCIAMIENTO PARA TERMOAISLACIÓN. Al señor Ministro de Energía, referente a EXTENSIÓN A DUODÉCIMA REGIÓN DE CAMPAÑA DE AHORRO ENERGÉTICO DE AMPOLLETAS DE BAJO CONSUMO. Al señor Vicepresidente de la República Argentina, planteándole la posibilidad de establecer una NUEVA ETAPA DE INTEGRACIÓN PATAGÓNICA ENTRE CHILE Y ARGENTINA A TRAVÉS DE REFINERÍA SAN GREGORIO, y al señor Director del Hospital Clínico de Magallanes, pidiéndole PRIORIDAD DE ATENCIÓN PARA PACIENTES DERIVADOS DE COMUNAS DE PUERTO NATALES, PUERTO WILLIAMS Y PORVENIR (ambos de la Duodécima Región).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de pedirle que considere predios que se indican para AMPLIACIÓN DE PLANES DE URBANIZACIÓN EN COMUNA DE AYSÉN.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, para que Carabineros de Chile informe sobre CUANTIFICACIÓN Y VALORACIÓN DE CARGA LABORAL DE CARABINEROS, SEGÚN EDAD, TAREA ESPECÍFICA, REGIÓN Y GRADO EN  ÚLTIMOS CINCO AÑOS. Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitándole que la Dirección Nacional de Fronteras y Límites remita información sobre APLICACIÓN DE DECRETO LEY RELATIVO A REGULARIZACIÓN DE POSESIÓN Y CONSTITUCIÓN DE DOMINIO DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ EN COMUNAS DE PINTO Y COIHUECO, y al señor Ministro de Salud, para que remita antecedentes sobre FALTA DE ATENCIÓN MÉDICA A PACIENTES DE GASTROENTEROLOGÍA EN HOSPITAL REGIONAL DE CONCEPCIÓN.

)------------(

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

HOMENAJE EN MEMORIA DE PROFESORA SEÑORA ANA MARÍA DÍAZ PÉREZ. COMUNICACIÓN

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, he intervenido en muchas ocasiones a lo largo de estos años en la Cámara de Diputados y en el Senado, pero pocas veces lo he hecho por una motivación tan triste: ha fallecido Ana María Díaz Pérez, destacada maestra y militante socialista de Punta Arenas.



Profesora de castellano, ejerció como docente a partir del año 1976 en el Liceo Luis Alberto Barrera de nuestra ciudad. Realizó, además, clases en el Instituto Nacional de Capacitación (INACAP), en el Liceo Sara Braun y en el Centro de Educación Integral de Adultos (CEIA).



En esa condición contribuyó a la formación de muchas generaciones de estudiantes, quienes apreciaron su capacidad y, por sobre todo, su vocación, su dedicación y amor al servicio público y su entrega incondicional a los niños y jóvenes.



Como docente tuvo especial preocupación por las condiciones de trabajo de sus colegas. Ello le valió ser elegida primero como Presidenta del Consejo Gremial del Liceo Sara Braun ante el Colegio de Profesores; luego Vicepresidenta del profesorado a nivel regional y, posteriormente, Presidenta de la orden, responsabilidad que también ejerció en la comuna de Punta Arenas.



Destacó también su rol como dirigente de la Central Unitaria de Trabajadores en representación del Magisterio.



Esta larga y fructífera trayectoria gremial nos muestra su faceta social, en la que destacó por su transparencia, por la firmeza de sus convicciones y también por su capacidad de diálogo, condición indispensable para buscar acuerdos y conseguir avances en las justas reivindicaciones de los maestros. 



En lo político, Ana María Díaz fue una socialista durante  toda su vida. Presidió la Brigada de Profesores Socialistas y se comprometió decididamente con la lucha por el retorno de nuestro país a la democracia.



Una vez conseguido este logro, tuvo un rol activo tanto en nuestro partido como en la comunidad, siendo elegida como concejala de la comuna de Punta Arenas y después como Gobernadora Provincial de Magallanes, donde permaneció desde 2003 al 2008. Posteriormente, postuló sin éxito a la Cámara de Diputados como candidata por el Distrito 60 en las últimas elecciones parlamentarias.



En esa labor pública mostró las enormes condiciones humanas y profesionales que ya se le reconocían, ejerciendo dichos cargos con una corrección a toda prueba y buscando siempre el progreso de nuestra ciudad, particularmente el de sus pobladores más postergados.



La vida de Ana María Díaz es la historia de una mujer valiente y de coraje; es la historia de una maestra que dedicó sus mejores esfuerzos al servicio de tantas generaciones de estudiantes; es la historia de una dirigente social que destacó siempre por su búsqueda de la unidad y por el cumplimiento cabal del mandato de sus representados, y es la historia de una luchadora socialista que se jugó siempre por sus ideales.



Tuve la enorme suerte de contar con la amistad de Ana María Díaz por largos años. Nos unieron muchas luchas y esfuerzos, compartimos amigos comunes y trabajamos en diversas causas y proyectos. Allí aprecié su generosidad sin límites, su responsabilidad, su entrega, su sencillez y, por sobre todo, esa amabilidad y sana alegría que la caracterizaban.



Ciertamente, fue un honor y un inmenso regalo haber podido compartir tantos momentos alegres.



Ana María Díaz Pérez ya no está con nosotros. Una triste, dolorosa y cruel enfermedad la mantenía en grave estado desde hace algunos meses y se la llevó en forma muy temprana. A sus 59 años, siento que aún tenía mucho que entregar a los niños y jóvenes, a sus familiares y amigos y, por cierto, a sus queridos colegas y a la comunidad toda.



Su recuerdo permanecerá para siempre en quienes pudimos compartir con ella, en las causas que ella emprendió y, especialmente, en tantos hombres y mujeres que le deben el maravilloso don de la palabra y la escritura que ella les legó con el esfuerzo y la dedicación de su trabajo como profesora de castellano.



Por último, desde esta tribuna quiero expresar mis condolencias a sus familiares -padres, hermanos, sobrinos- y amigos con la certeza de que Ana María seguirá viviendo en nuestros recuerdos en forma imperecedera.



En tal sentido, solicito que esta intervención sea enviada a su familia.



He dicho.



--Se anuncia el envío de la comunicación solicitada, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, ¿me concedería los minutos que restan de su Comité para intervenir más adelante?

El señor MUÑOZ ABURTO.- Cómo no, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Muchas gracias.



En el tiempo del Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

IRREGULARIDADES LABORALES EN EMPRESAS CONTRATADAS POR JUNAEB. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito enviar un oficio a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB), organismo dependiente del Ministerio de Educación, con el objeto de que informe acerca del tema que detallaré a continuación.



Cuando discutimos la partida presupuestaria correspondiente a dicha entidad en octubre del año pasado, varios Senadores advertimos a las autoridades del MINEDUC, particularmente a las de la JUNAEB, sobre los riesgos que involucraban los cambios en el tipo de licitaciones que se estaban llevando adelante mediante las cuales se exigían garantías mucho más cuantiosas.



Eso significó, como varios señores Senadores de distintas bancadas lo plantearon, un daño a empresas regionales y microempresas, porque finalmente, en virtud del nuevo tipo de licitación que se implementó, solo pudieron participar consorcios internacionales y grandes empresas del rubro, algunas de las cuales tienen muy poco conocimiento de la realidad en las Regiones.



Este panorama hoy día está generando dificultades en términos laborales con relación a los despidos y a las condiciones de contratación que tales empresas imponen a sus trabajadores, los cuales muchas veces son finiquitados o deben renunciar a sus respectivos sindicatos.



Naturalmente, dichas prácticas atentan contra los compromisos internacionales que Chile ha suscrito en la materia. Los países de la OCDE resguardan los derechos de los trabajadores y la verdad es que nunca antes, ni en el actual Gobierno ni en los anteriores, se habían presentado situaciones como las descritas.



Algunos directivos de la JUNAEB sostienen que este es un problema entre privados. En mi opinión ello no es así, porque los recursos involucrados -no son menores; estamos hablando de dos millones de raciones alimenticias al día- se entregan íntegramente por el Estado, y las irregularidades mencionadas ponen a nuestro país en un escenario bastante complejo.



Debo hacer presente que hay jurisprudencia sobre el particular. Varios fallos o resoluciones de las inspecciones del trabajo en distintas Regiones del país confirman que aquí se ha incurrido en malas prácticas laborales, las cuales ya estarían acreditadas y son objeto de varios juicios en curso.



Quiero decir, con mucha claridad, que he recibido cuestionamientos contra DIPRALSA en la Región de La Araucanía y NUTRAPLUS en la de Los Ríos y también en la de Los Lagos, en el sentido de que estas empresas están exigiendo como condición a los trabajadores que prestaban servicios en las pequeñas empresas, para ser contratados por ellas, la renuncia inmediata al respectivo sindicato.



Señor Presidente, a mi juicio, nadie puede tolerar esta situación, por cuanto no figura en la agenda del actual Gobierno, ni siquiera en la mirada de los más conservadores anti sindicalistas, razón por la cual dichas prácticas deben terminarse de raíz.



No resulta admisible que las autoridades de la JUNAEB sigan entregando como respuesta que este es un problema entre privados y que los trabajadores afectados deben acudir a la Inspección del Trabajo o a los tribunales. Aquí debe haber un pronunciamiento.



Se hizo esta advertencia en su oportunidad a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y creo que el camino que se está tomando no es el adecuado.



Insisto: aquí hablamos de despidos a dirigentes, a trabajadores que gozaban de fuero, o de la imposibilidad de que personas que hayan tenido vinculación sindical sean contratadas. Y lo que parece más grave es que la condición para ser contratado sea no asociarse al sindicato respectivo.



Eso, señor Presidente, entiendo que usted también lo ha denunciado en el caso de la Región del Biobío. Por lo tanto, quiero sumar mis acciones y mi oficio en el mismo sentido. Y ojalá la Sala pudiera aprobar esto por unanimidad, para que hechos como los referidos no sigan ocurriendo y la intervención de la JUNAEB sea algo más activa que la que hemos conocido hasta ahora.



Hay trabajadores despedidos, supervisores que no cumplen bien su labor y, en algunos casos, se está desnaturalizando la función propia de las manipuladoras, porque se las obliga a preparar almuerzos, comidas para autoridades -alcaldes, en fin- y otro tipo de actores que no son los niños. Y, a veces, cuando alguien denuncia situaciones como estas se encuentra con las penas del infierno.



Entonces, la persecución a estas empresas de alimentos tiene que terminar. Aquí hay un subsidio altísimo, enorme del Estado; probablemente el más grande que entrega el Ministerio de Educación, y, por lo tanto, tenemos todo el derecho a exigir condiciones laborales mínimas para estos trabajadores y, fundamentalmente, trabajadoras.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

HOMENAJE A CARABINEROS DE CHILE EN SU OCTOGÉSIMO QUINTO ANIVERSARIO

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero hoy enviar un saludo a Carabineros de Chile, que la semana pasada cumplió 85 años desde su fundación. Y, para eso, me tomaré la libertad de leer una carta anónima que recibí, que lleva por título “Por qué elegí ser carabinero”. 



Ella dice:



“Porque he aprendido a mirar a las personas de otra manera...



“Porque tengo el gran valor de la responsabilidad...



“Tal vez porque soy masoquista, y me gusta que la gente me falte el respeto...



“O porque me gusta desayunar cuando los demás almuerzan; almorzar cuando cenan y cenar mientras los demás duermen...



“Porque cuando la gente disfruta en un partido de fútbol, yo estoy  formado bajo el inclemente sol, con 20 kg de equipo antidisturbios en mi espalda, 5 horas antes de que comience el evento y 3 horas después que termine...



“Porque en las marchas o protestas, debo estar de pie por más de 8 horas, defendiéndome de miles de piedras o bombas incendiarias, que algunos vándalos desadaptados sociales (jóvenes idealistas o marginales), me lanzan al son de los cánticos en contra de mi Institución.



“O tal vez sea porque me gusta trabajar a doble turno, cuando la gente disfruta de las vacaciones en las sierras o en la costa, intensificando los operativos de control en carreteras y sitios turísticos, para protegerlas a ellas mismas.



“Porque puedo comer lo incomible y no me hará daño...



“Porque necesitaba saber cuánto café puedo soportar, cuánto tiempo puedo aguantar sin comer, sin dormir y sin tomar agua...



“Porque nadie entenderá nunca que nuestro trabajo requiere en muchas ocasiones de las 24 horas del día. Más difícil aún, resulta poder explicar el significado de un Acuartelamiento de Primer Grado, cuando es preciso resguardar la tranquilidad y los bienes de los ciudadanos de mi País...



“Porque es interesante ir de vacaciones cuando todo el mundo viene de vuelta y los rayos del sol ya no calientan como en verano. Y más interesante resulta trabajar cuando todos los demás están de vacaciones...



“Porque tus ojos brillarán de una forma diferente cuando ves a tus amigos y piensas que anoche viste a su mujer con otro, o a su hijo drogándose, o a su hermana borracha en un auto con tres tipos...



“Tal vez sea por esa ingrata sensación de sacar a alguien de un auto destrozado, o un ciclista de entre las ruedas de un camión, o un bebé de un tacho de basura, o rescatar a una mujer de un marido borracho que la golpea, con el único consuelo, de que por la paz de la familia, alguien debe hacer ese trabajo.



“O por la interrogante del por qué a tu costado silban balas disparadas por algún ´joven desadaptado´, sin que tú ni siquiera lo conozcas.



“Porque he visto todas las películas policiales filmadas y sé que ninguna de éstas, se asemejan a la realidad de mis calles...



“Porque no pocas veces, tuve que mentir y contenerme frente a la víctima desesperada, diciéndole que la justicia se encargará ´de hacer su trabajo´, en cuanto a la muerte de su padre, hermano, esposo o hijo, en manos de un delincuente drogado, que había salido en libertad hace apenas un mes.



“Porque en mis 30 años de servicio, ojalá llegue si Dios quiere, pueda asistir un parto sin complicaciones, a escasos metros de un basural y sin la higiene requerida.



“Porque las horas que les deberás a tu familia y amigos, no las recuperarás jamás...



“Porque ante la falta de recursos para ejercer mi profesión, aumenta mi creatividad para solucionar los problemas...



“Créanme que peor aún, es tomar la mano de un moribundo y decirle que pronto llegará la ambulancia (a sabiendas que esta tardará) y ver cómo el brillo de sus ojos colapsa bajo la penumbra de la noche.



“O porque ya me acostumbré a no poder acompañar a mi hijo, a la celebración del Día de la Madre de su Colegio, pese a que éste siempre ha tenido el papel principal de la Obra.



“Porque me encanta cenar cuando veo amanecer...



“O porque estoy dispuesto a poner mi pecho entre un delincuente despiadado que empuña su arma, y ustedes.



“Porque la mejor paga no está en tu sueldo, sino en el rostro de una víctima satisfecha y en el estrechar sincero de sus manos con las mías...



“Porque para ti los días buenos y malos han cambiado: un día bueno es cuando no mataron a tu compañero, has podido hacer varias detenciones, y mucha prevención, sin que te acusen, denuncien o salgas herido...



“Porque al despedirme de mi familia para tomar mi turno, no me importa que mi hijo se enoje cuando lo despeino, porque pese a la sonrisa que hay en mi cara, nunca sabré si volveré a verlo...



“Porque desde hace un tiempo a la fecha, vengo guardando en el cajón de mi velador, una carta dirigida a mi hijo, en la cual le digo cuánto lo amo.



“Porque en los cientos de ceremonias de CAÍDOS EN ACTOS DEL SERVICIO, nunca vi a los ´Organismos de DD.HH.´ acompañando a sus viudas...



“Tal vez sea, porque Carabineros como yo, estamos dispuestos a vivir 30 años de los peores minutos de vuestras vidas.



“Porque después de leer esto, sin duda tú estrecharás aún más fuerte la mano de un Carabinero...



 “PORQUE VALEMOS MUCHO MÁS DE LO QUE ALGUNOS PIENSAN Y HACEMOS MUCHO MÁS DE LO QUE USTEDES SABEN...



“¡POR ESO QUISE SER CARABINERO!”.



Señor Presidente, me impactó esta carta, porque refleja a ese carabinero anónimo que sufre, que es un ser humano igual que nosotros y que tiene la responsabilidad de resguardar la seguridad y la vida de todos los chilenos. Y quise rendir este homenaje a Carabineros de Chile con esta carta anónima que me llegó, la cual creo que habla muy bien, justamente, de la vida que llevan nuestros carabineros.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero adherir a la carta leída por el Senador señor García-Huidobro y a las expresiones manifestadas por él respecto a Carabineros.

ANIVERSARIO DE COMUNAS DE REGIÓN LOS LAGOS. COMUNICACIONES

El señor KUSCHEL.- En segundo lugar, quiero enviar también mis saludos a algunas comunas -represento a 30, y varias han estado de cumpleaños-, pero particularmente a Calbuco, que cumple 410 años. Nadie imagina que en el sur existan diversas comunas tan antiguas.



Asimismo, Fresia y Purranque celebraron recientemente su aniversario.



Así que, señor Presidente, si es posible, pido que se remita una carta de saludo a cada uno de esos alcaldes y a sus respectivos concejos municipales.



--Se anuncia el envío de las comunicaciones solicitadas, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


MEDIDAS PARA RECUPERACIÓN DE HABITABILIDAD DE CHAITÉN. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, hoy se cumplen cuatro años de la erupción del volcán Chaitén, con el daño ocasionado, las consecuencias que se han vivido y las coincidencias que hicieron que se produjera esa tragedia. Porque, en realidad, casi todos los lugares de nuestro país se hallan cerca de volcanes o sobre estos. Así es Chile. Pero nosotros experimentamos por lo menos diez coincidencias: la propia erupción; el tipo y la cantidad de material expulsado; la fase lunar por la que se pasaba en ese momento, que provocó una clase de marea en particular; el viento, que, agregado a las mareas y a las corrientes del agua, generó condiciones especiales; la hora en que ocurrió el fenómeno; el comportamiento de los ríos, en especial el río Blanco; y la lluvia, porque estaba lloviendo.



Hay un estudio de riesgo preparado para Chaitén que ha limitado bastante. Lo ha usado el Gobierno -o, mejor dicho, las distintas Administraciones- para actuar en esa ciudad. A mi juicio, ese análisis no representa bien la realidad de la zona porque son muchas las coincidencias que se dieron en esa ocasión, y es difícil que se repitan a futuro.



En el fondo, quiero agradecerle al Gobierno por los trabajos que se están realizando. Chaitén se ha ido recuperando, en especial en la parte norte, y también en el lado sur. Aquí prácticamente está prohibido el desarrollo de cualquier actividad, pero ya se encuentran viviendo, según mis estimaciones, cerca de 200 familias. Y creo que será preciso preocuparse de esta situación.



Señor Presidente, solicito que se oficie a todos los Ministerios que tienen que ver directamente con Chaitén, con el objeto de que informen qué están haciendo y en qué etapa se hallan sus trabajos para devolver la capital de la provincia de Palena a Chaitén. Como usted sabe, muchas de las actividades de esta ciudad se trasladaron a Futaleufú, otras a la comuna de Palena y algunas a Hornopirén, que es la principal localidad de la comuna de Hualaihué y agrupa a la mitad de la población de la provincia de Palena. Y, en el caso de que aún no estén obrando en tal sentido, pido que se indique cuáles son las fechas consideradas para ese efecto por las reparticiones, los Ministerios, los distintos organismos públicos, porque efectivamente Chaitén ha resucitado, tiene vigor y aquello es necesario.



También deseo expresar, una vez más, nuestra satisfacción porque, en el caso de la Carretera Austral, hay cuatro tramos que ya se están pavimentando, con seguridad. Y dependiendo de cómo lo consideremos, podemos decir que son cinco: dos en la zona continental de Puerto Montt, particularmente de Chaicas a La Arena; una entre Puelche y Contao, y después vendrá la de Pichicolo a Hornopirén, y dos en la zona de Palena misma: hasta Puerto Cárdenas y desde La Junta hasta casi llegar a Puerto Ramírez.



Y existen otras zonas donde también se está pavimentando. Según entiendo, incluso más al sur de la Décima Región.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que, por favor, se envíen los oficios a todos los Ministerios antes mencionados, porque lo mejor que podemos hacer para ayudar a Chaitén es recuperar su habitabilidad y, especialmente, la actividad del Gobierno en la zona.



Este año Chaitén ha tenido un auge turístico sin precedentes. Y el mismo volcán -que, como dicen ellos, “ahora parece un curanto tapado”, porque echa un humo que se ve hasta amistoso- constituye una importante atracción turística y se ha convertido en un paseo. La Municipalidad y otros organismos han habilitado senderos; se puede subir prácticamente hasta la cima del volcán y ver el humo. No es posible acercarse mucho, pero resulta interesante apreciarlo.



Ahora bien, todas las cabañas y casas de Chaitén se encuentran ocupadas. Incluso la gente habita en la parte sur, donde está prohibido hacerlo. Dicen que hay estudios de riesgo que así lo justifican. Y el Gobierno todavía no habilita las poblaciones necesarias para esta ciudad, que ha recuperado gran parte de su vigor.



Es todo, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Kuschel asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor Kuschel, en calidad de Presidente accidental.

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

SOLICITUD DE AMBULANCIA PARA HOSPITAL DE COMUNA DE SANTA JUANA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo agradecerles a los Comités Demócrata Cristiano y Socialista por los minutos que me han concedido.



En seguida, pido que se envíe un oficio al Ministerio de Salud, a fin de que acoja la solicitud que le hizo la Municipalidad de Santa Juana.



En esa comuna hay un hospital tipo 4, el cual cuenta solo con dos ambulancias en correcto funcionamiento. Y en varios accidentes han debido trasladar de manera simultánea a las personas, dejando a la localidad sin ambulancia.



Santa Juana está a 45 kilómetros de Concepción, y en ella se han presentado situaciones críticas en donde la ausencia de una ambulancia casi le costó la vida a una persona. Es el caso particular de Camilo Inostroza, quien estuvo a punto de morir. Todos sabemos que él sufrió un accidente. Sin embargo, el hecho de que la ambulancia no llegara, por no estar disponible, pudo haber significado que lo sucedido a ese menor de cinco años, quien fue atropellado en las afueras de su establecimiento educacional y trasladado al hospital por parientes, funcionarios y apoderados, tuviera trágicas consecuencias.



Santa Juana requiere un número superior de ambulancias. Y se ha solicitado el apoyo del Ministerio de Salud a fin de contar con más de dos. Actualmente hay tres, pero una de ellas se encuentra en muy mal estado y no alcanza a cubrir las necesidades de la población, que sigue creciendo.



Por tanto, pido que se oficie al Ministerio de Salud; al Servicio de Salud de Concepción, donde pertenece Santa Juana; a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con el objeto de ver la disposición de recursos que le permita al hospital de esa comuna adquirir una ambulancia.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PETICIÓN DE INFORME A CONAF SOBRE MUERTE DE BRIGADISTAS EN COMBATE A INCENDIOS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- En seguida, señor Presidente, quiero solicitarle al Ministerio de Agricultura, particularmente a la CONAF, el envío de un informe en que se indique cuál es el número de brigadistas de combate de incendios forestales fallecidos en los últimos diez años. La idea es tener acceso a las causales de su muerte, al detalle de la capacitación que ellos tenían -es decir, a su calificación-, al nombre de las empresas donde estaban contratados y a las circunstancias en que se produjeron tales decesos.



La CONAF, en mi opinión, debiera tener esa información. Y habría que hacer un esfuerzo colectivo para recabarla tanto de las empresas que se han visto involucradas en esos incendios forestales como también de la Corporación Nacional Forestal. Ello, dado que el verano pasado sufrimos la pérdida de seis brigadistas, varios de los cuales eran jóvenes, que contaban con dos semanas de capacitación para el combate del fuego.



La prensa y, lamentablemente, algunos gerentes de Forestal Mininco hablaron del fallecimiento de seis profesionales del fuego. Pero no es así. ¡Esos jóvenes tenían dos semanas de capacitación! Así lo señalaron las familias. ¡No estaban capacitados! ¡Se los llevó a la muerte!



La verdad es que, si no queremos que estos casos fatales vuelvan a ocurrir, es preciso que existan una política de Estado y una política del sector privado para la prevención de esos hechos.



Es necesario combatir los incendios forestales porque ponen en riesgo la vida de las personas, las viviendas, los bosques. Pero no se puede hacer con jóvenes que no cuentan con la capacitación ni los equipos adecuados. 



En este caso, señor Presidente, las estadísticas que estoy pidiendo son sumamente necesarias. Tiene que haber una calificación especial en el Código del Trabajo para los brigadistas forestales. Ellos cumplen una labor extraordinaria que requiere condiciones particulares previas en cuanto a su ejecución. Claramente, estas brigadas deben estar al mando de gente muy experimentada. Ningún brigadista puede carecer de una experiencia mínima, básica, que habrá que determinar de acuerdo a parámetros nacionales e internacionales.



Lo que la sociedad chilena no debiera permitir es que a jóvenes que necesitan un trabajo se les envíe a combatir el fuego, sin tener experiencia, para encontrar la muerte.



Es menester saber qué ha ocurrido en los últimos años, las condiciones en que se ha desarrollado esta labor. 



Estamos elaborando un proyecto de ley que busca regular esta actividad, establecer condiciones mínimas y exigencias a las empresas que contratan a estas personas. Y para ello la información que estoy solicitando va a ser muy adecuada.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CIERRE DE UNIDAD DE ENDOSONOGRAFÍA EN HOSPITAL REGIONAL DE CONCEPCIÓN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar al Ministerio de Salud, particularmente al Servicio de Salud de Concepción, a fin de que se nos informe de manera detallada acerca de la decisión adoptada por el Hospital Regional Guillermo Grant Benavente de poner término a la Unidad de Endosonografía -uno de los establecimientos más grandes de Chile en este ámbito-, donde se desempeñaba el especialista doctor Fernando Kawaguchi. 



El médico Kawaguchi fue separado de sus funciones. Más de 140 pacientes han protestado e interpuesto un recurso de protección en la Corte de Apelaciones, porque sus tratamientos han quedado abandonados. 



Yo quiero que se nos informe respecto de la continuidad y prolongación de estos últimos, de la entrega de medicamentos, caso a caso.



Hay seis o siete pacientes que han recurrido a los tribunales, porque se encuentran en riesgo de muerte. Algunos padecen distintos cánceres: al páncreas, gastrointestinal, al hígado. Cierto número de enfermos, según he podido conversar con ellos, son tratados por el doctor Kawaguchi desde 2004 mediante una metodología conocida como endosonografía, la cual ha dado extraordinarios resultados. 



Nadie logra comprender por qué el Director del Hospital Guillermo Grant Benavente puso término a la prestación de dicho servicio, alegando trámites administrativos de reconocimiento del título del doctor Kawaguchi como gastroenterólogo. Él estudió en Japón mediante una beca pagada por el Estado chileno, tiene veinte años de ejercicio de la profesión y goza del mayor y más profundo prestigio, no solo de parte de sus pacientes, sino también de la comunidad médica. No obstante, junto con despedirlo abruptamente, se cierra la unidad y se retiran los equipos. En verdad, es incomprensible.



A mi juicio, se trata de una acción carente de toda racionalidad  que merece ser aclarada. Porque hoy día los pacientes están en riesgo y el Estado no puede transferir recursos y proteger la salud de los afectados. Lo que sí está meridianamente claro es que ahora les van a pasar cuchillo. Con el método del doctor Kawaguchi -la endosonografía- habían disminuido las intervenciones quirúrgicas. Los cirujanos no estaban operando. 



Por favor, no me quiero convencer y me niego a aceptar que, tal como han afirmado los propios pacientes, el motivo del cierre de la Unidad se deba a que, dado que los médicos no operaban, surgió un celo profesional que desembocó en esta actitud.



Señor Presidente, yo vi a los enfermos. Una mujer se quiso prender fuego a lo bonzo. Están desesperados. Muchos me relataban: “Estuvimos con muchos médicos. Mi situación y mi salud iban en franco deterioro y durante los últimos seis o siete años el doctor Kawaguchi me ha mantenido vivo”. 



Hoy día esos pacientes y sus familias experimentan un gran drama emocional, una crisis psicológica, situación que tendrá que ser evaluada por los responsables.



Yo espero que haya una muy buena explicación por parte del Hospital Regional de Concepción. 



El Ministerio de Salud y el Estado tienen el deber de atender, de proteger la salud y la vida de los pacientes. A veces llego a pensar que hay quienes quieren pasar todo al sector privado: licitar, comprar los exámenes de laboratorio, y que siga teniendo utilidades magníficas. Hace un año, 500 mil millones de pesos fueron traspasados desde FONASA al sector privado, a través de laboratorios y prestaciones de servicios. 



La Unidad de Endosonografía funcionaba adecuadamente. Y para no incurrir en errores lo que necesitamos es una explicación técnica, médica, social, que permita aclarar la actual situación. Todos esperamos que el problema se resuelva a la brevedad para que dicha Unidad vuelva a funcionar, el doctor Kawaguchi reanude su labor, los pacientes retomen sus tratamientos y los enfermos dispongan de los medicamentos que requieren.



En definitiva, se trata de que el Hospital Regional de Concepción vuelva a la normalidad, sobre todo por los más de 140 pacientes cuyas vidas hoy día se hallan en riesgo, porque no han encontrado alternativa y solo se les ha ofrecido operación: ¡Bisturí!



Ellos han estado seis o siete años -reitero- sin necesidad de ser intervenidos y reclaman -en mi opinión, legítimamente- la apertura de la Unidad, pues los motivos que han originado su cierre no están claros.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
INCIERTO FUTURO DE TRABAJADORES ANTE TRASPASO DE RUTA 

DE LA MADERA AL ESTADO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero que se oficie al Ministerio de Obras Públicas a fin de que nos pueda informar cuáles son los avances en la compra de la Ruta de la Madera. 



Hemos insistido de manera reiterada sobre el particular, toda vez que la Ruta de la Madera es la más cara de Chile, la más peligrosa. 



El Ministerio ha anunciado su compra en más de 721 mil UF, pese a que el ex Ministro Bitar había pactado su adquisición en 320 mil UF. Es decir, ha habido un alza increíble de más de 100 por ciento. Pero independientemente de estos hechos, que tendrán que ser investigados adecuadamente, quiero señalar que los trabajadores de la Ruta de la Madera (más de 70 de ellos llevan 10, 14 y hasta 16 años) van a quedar cesantes. O sea, la exigencia es: “Cambiamos al administrador, pero hay que mantener a los operarios, a la gente especializada, a los que han laborado por largo tiempo allí”.



Hemos tomado una decisión junto con el municipio de Santa Juana. No vamos a aceptar que haya un traspaso desde la empresa privada al Fisco si hay despido de trabajadores, porque además nadie va a garantizar la experiencia de estos y las condiciones laborales en que se han desempeñado. En efecto, de la nada y con muy pocos instrumentos, con muy poco material, con muy poco apoyo de parte de la empresa concesionaria de la Ruta de la Madera, han realizado los mejores esfuerzos, lo cual me consta en mi calidad de usuario de dicha vía.



Por lo tanto, solicito que el Ministerio de Obras Públicas clarifique cuál es el método, el procedimiento, que va a permitir que estos trabajadores tengan continuidad laboral. No pueden ser despedidos. La idea era mejorar las condiciones, no agravarlas. En definitiva, su fuente de ocupación tiene que estar garantizada, más aún si se toma en cuenta el precio de que se habla.



Se había fijado un límite máximo de 11 sueldos por concepto de indemnizaciones, lo cual debemos evaluar. Por cierto, la empresa Ruta de la Madera está haciendo un muy buen negocio, pero los trabajadores siguen lamentablemente ganando lo mismo. Y se les ofrecen 11 meses como tope, aun cuando ellos llevan muchos más años.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

EVENTUALES IRREGULARIDADES EN FUNCIONAMIENTO

 DE CAJAS DE COMPENSACIÓN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar a la Superintendencia de Seguridad Social toda la información que posea respecto de la Caja de Compensación Los Héroes. 



Vamos a celebrar una sesión especial el 9 de mayo sobre el particular. Cabe recordar que la ley N° 18.883, de fecha 13 de septiembre de 1989, estableció el estatuto legal para las cajas de compensación, que son “corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro,” -no sé si les suena: ¡sin fines de lucro!- “cuyo objeto es la administración de prestaciones de seguridad social”.



Las cajas de compensación actualmente registran 4,6 millones de afiliados -¡4,6 millones!-, más unos 2 millones de cargas familiares, de los cuales 1 millón 376 mil 728 son pensionados a agosto de 2011, según las últimas estadísticas publicadas en el sitio web “www.cajasdechile.cl”. Es decir, las cajas impactan, directa o indirectamente, en la vida de casi 8 millones de chilenos. 



Hoy existen cinco Cajas de Compensación en Chile: 18 de Septiembre, Gabriela Mistral, La Araucana, Los Andes y Los Héroes. En conjunto tienen más de 200 oficinas en todo el país y cuentan con casi 80 mil empresas afiliadas.



Las cajas son reguladas y fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social en cuanto a su función y por la Contraloría en lo que respecta a la administración de los recursos fiscales. Por cierto, también deben someterse a la Ley del Consumidor.



Según la Asociación Gremial de Cajas de Compensación, entre sus principales “logros” en el tiempo están: la posibilidad de que las cajas administren cuentas de ahorro para la vivienda (1993); ingreso de los pensionados al sistema (1998); ingreso de los funcionarios públicos al sistema (2007); aumento del plazo de restitución de los créditos sociales de cinco a siete años (2008); autorización para que las cajas emitan mutuos hipotecarios endosables (2009); ingreso del proyecto de ley que permite la futura afiliación de los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA, iniciativa que actualmente se halla en trámite en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados. 



El artículo 21 de la ley N° 18.883 establece que el régimen de crédito de las cajas de compensación, llamados “créditos sociales”, consiste en otorgar a sus afiliados, sean trabajadores o pensionados, préstamos en dinero destinados a financiar, por una parte, bienes de consumo, trabajo, educación, recreación, y otras necesidades de distinta naturaleza, y por otra, la adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, y el refinanciamiento de mutuos hipotecarios. 



En definitiva, se trata de créditos sociales, entre comillas.



Los plazos máximos -hasta antes de la última circular anunciada por el Ministerio del Trabajo y la Superintendencia de Seguridad Social el 17 de abril pasado- por los cuales se podían entregar créditos sociales son: de siete años para los primeros (ampliables a 15 años solo para el ítem de educación) y de cuarenta para los segundos.



Para algunos ejecutivos de las cajas, la diferencia entre estas y la banca es que “las cajas no discriminan por riesgo”. ¡Claro que no discriminan por riesgo, señor Presidente, si son capaces de entregar un crédito a siete años a una beneficiaria de pensión básica solidaria, quien recibe 67 mil pesos, 80 mil pesos, con una edad de 84 años, descontándosele más del 20 por ciento de su jubilación!



¿Por qué las cajas de compensación son un “buen negocio”? 



Porque, además del número de afiliados y de empresas adheridas, administran 266 mil cuentas de ahorro para la vivienda.



Porque el sistema de cajas es el número uno en prestaciones dentales en el país.



Porque en conjunto las cajas participan de 243 mil atenciones médicas y exámenes anuales.



Porque es la primera cadena hotelera y de centros recreacionales de Chile, gracias a más de 133 centros turísticos y deportivos propios.



Y porque es la quinta organización en el “negocio de la educación” del país, de acuerdo con su red de colegios e institutos.



En agosto de 2008, las cajas de compensación debieron devolver -¡esto es increíble!- alrededor de 4 mil millones de pesos a los afiliados que hubieran pagado créditos sociales por duplicado, luego de que la SUSESO detectara el exceso y obligara el inicio inmediato del reembolso.



En diciembre de 2009, las cajas de compensación fueron obligadas, de nuevo por la Superintendencia, a devolver a sus afiliados la suma de 2 mil 800 millones de pesos por concepto de “pagos en exceso de cuotas de créditos sociales”. Los beneficiarios de dicha medida fueron 115 mil 853 personas, con un promedio de reintegro de 24 mil 543 pesos, aunque en algunos casos el monto devuelto llegó al millón de pesos.

 

Señor Presidente, ¡pagos en exceso de un millón de pesos que afectan a gente que fue en busca de apoyo y solidaridad! ¡Esas son las cajas de compensación!



En definitiva, las personas piden créditos y pagan más de lo debido.



Con fecha 23 de septiembre de 2010, la Dirección del Trabajo emitió el dictamen Nº 4185/071, que reconsidera dictámenes anteriores que señalaban la necesidad de que, al momento de suscribir el finiquito, el trabajador ratificara nuevamente su voluntad para que se le hicieran los descuentos del crédito en las indemnizaciones legales.



¡Este es un negocio redondo! Como efectivamente se descuenta de las indemnizaciones todo lo que se debe, hay cero riesgo.



Los gerentes de las cajas dicen: “Nosotros entregamos créditos con un interés más bajo que el de la banca, porque no diferenciamos el riesgo”. ¡Y claro que no diferencian! Los trabajadores afiliados no representan riesgo para ellos porque todo lo que se les presta al final se les descuenta de las indemnizaciones. De hecho, hay casos en que tal descuento equivale al 80 por ciento de la indemnización.



Algunos ejemplos de irregularidades, señor Presidente:



“Tengo un préstamo en la Caja de Compensación Los Andes, que no pude pagar porque estuve cesante casi un año, y ahora que estoy en condiciones de regularizar mi situación, me presenté en la caja con mi contrato de trabajo y mis tres últimas liquidaciones, y como mi contrato todavía no es indefinido, no me aceptaron la repactación; y cuando llegó fin de mes me descontaron una letra normal y otra con el 100% de interés, lo que originó que yo sacara 80 mil pesos de sueldo, con lo cual no pude pagar arriendo y tampoco pude mandarle el pago de arriendo a mi hijo que vive en Iquique, y menos pude viajar a verlo, como todos los meses”.



Berta Vega, de 74 años de edad, con una pensión de 59 mil 311 pesos mensuales, pidió un crédito por 305 mil 498 pesos. Le dieron el préstamo a 84 meses; es decir, a siete años. Cada cuota quedó en 8 mil 906 pesos. Ella terminará pagando por su crédito la suma de 748 mil 104 pesos; o sea, una diferencia de 442 mil 606 pesos en intereses. Con el descuento, su pensión quedó reducida a 45 mil 860 pesos, monto con el que tendrá que vivir durante siete años.



Respecto de Los Héroes, señor Presidente, que hasta hace poco presidía la Asociación Gremial de Cajas de Compensación...

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le daré un minuto adicional para que termine.

El señor NAVARRO.- Agradezco su solidaridad, señor Presidente.



Decía que, respecto de la Caja Los Héroes, hay otro testimonio: “Pedí un préstamo; no lo quería a muy largo plazo. Como tengo Parkinson, me pongo nerviosa aumentando el temblor, por lo que firmé. Al darme cuenta, luego regresé, pero la niña que me atendió dijo que no se podía hacer nada pues ya había firmado. Me prestaron $1.369.562 pagados en 84 cuotas, cada cuota de $48.042. Al final pagaré $4.035.528. Creo que cuando termine de pagar estaré muerta. Habría sido más razonable a unos 36 meses, pues, al ser la cuota del mismo valor, se pagaría solo $1.729.512; de todas maneras estarían ganando bastante. ¿Qué puedo hacer en este caso?”. 



Señor Presidente, los líos que existen con las cajas de compensación son tremendos.



Los Héroes abusó de su condición de caja pagadora de pensiones a lo largo de todo Chile. Había operadores que les metían créditos a nuestros ancianos, a la gente de la tercera edad. A la fuerza, todos ellos salían con algún préstamo. Yo creo que ese fue el motivo por lo cual a dicha Caja se le quitó la presidencia de la Asociación Gremial. 



Esperamos que la Superintendencia de Seguridad Social y el SERNAC reciban las denuncias. De hecho, con el Servicio Nacional del Consumidor estamos preparando una demanda colectiva y también, por cierto, una presentación a la Contraloría. Porque los gerentes de las cajas de compensación reciben sueldos superiores a los 16 millones de pesos mensuales, violando flagrantemente la ley que creó estas instituciones.



Señor Presidente, pido que mi intervención se haga llegar a la Superintendencia de Seguridad Social, al SERNAC y también a la señora Ministra del Trabajo. La situación descrita tiene que terminar.



Estamos trabajando con muchos de los afectados para hacer las denuncias. Los vamos a acompañar jurídicamente en esta lucha por justicia.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:12.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE CREA Y DESTINA RECURSOS PARA EL FONDO DE DESARROLLO DEL NORTE Y DE LAS COMUNAS MINERAS DE CHILE (8272-08

 SANTIAGO, abril 30 de 2012.-

MENSAJE Nº 057- 360/

Honorable Senado:


Tengo el honor de someter a su consideración un proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile.

I.
FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA
1. Un justo reconocimiento para las     comunas mineras de nuestro país
Las comunas mineras de nuestro país merecen un especial reconocimiento en virtud del fundamental aporte que han realizado al desarrollo económico y social de nuestra Nación. Si bien desde los albores de nuestra historia es factible identificar la explotación de recursos minerales en distintas regiones de nuestro país, no es sino hasta la segunda mitad del siglo XIX donde esta industria se comienza a masificar transformándose en uno de los pilares de nuestra economía. El camino que hemos recorrido para transformar a Chile en el mayor productor mundial actual de cobre es una ruta que reconoce de manera cercana nuestra historia: desde el auge en la explotación del salitre a partir de 1830 hasta su posterior decadencia a fines de la Primera Guerra Mundial, pasando por las discusiones legislativas de los años sesenta y setenta, y concluyendo con la profunda transformación que exhibe actualmente este sector productivo de nuestra economía.

Con el avenimiento del siglo XX, la explotación de la gran minería del cobre fue tomando una importancia vital en respuesta al sostenido incremento de la demanda mundial por este metal, siendo acompañada de una importante inversión realizada con capitales nacionales y extranjeros. De esta forma, durante los últimos 20 años hemos presenciado un crecimiento económico y minero sin precedentes en nuestra historia. De hecho, la participación de las exportaciones de cobre en relación al total de envíos de Chile sigue siendo la más importante de nuestra economía.

Es en este contexto de desarrollo y pujanza minera en el que nuestro Gobierno ha decidido destacar y reconocer la labor que han jugado los gobiernos locales de las regiones mineras de nuestro país. Las riquezas que se encuentran en sus subsuelos han posibilitado un crecimiento nacional que todos esperamos se proyecte en el tiempo. Es, entonces, el momento de que como Nación efectuemos un justo reconocimiento al papel por ellos desempeñado retribuyéndoles el bienestar que en conjunto hemos alcanzado.

2.
Nuevos recursos para invertir en el desarrollo de las comunas mineras
Tal como lo señalé durante la última contienda presidencial, las regiones mineras le han aportado mucho a Chile desde hace muchos años y no han recibido en justicia lo que les corresponde. Es necesario que parte de la riqueza que se genera en las regiones mineras regrese a dichos lugares para que se creen las riquezas necesarias para el futuro y no nos ocurra lo que sucedió con el salitre. De esta forma, el proyecto que hoy tengo el honor de presentar ante el Honorable Senado de la República es parte integral de mi programa de gobierno constituyendo una aspiración antigua y anhelada por los más diversos sectores sociales de nuestro país.

Nuestro Gobierno ya se ha hecho cargo en estos dos años de mandato del desafío de promover el crecimiento y desarrollo de las regiones que ostentan una marcada identidad minera, a través de la presentación de un proyecto de ley que gracias al decidido apoyo del Honorable Congreso Nacional hoy es ley de la República: las modificaciones a la tributación de la actividad minera que se plasmaron en la ley N° 20.469, dentro de cuyo articulado incluimos un Fondo de Inversión y Reconversión Regional (denominado FIRR) que dotó de US$ 400 millones de dólares a las regiones mineras y no mineras entre los años 2010 y 2014, asegurando su financiamiento permanente para los años futuros a través de la ley de presupuestos de sector público. Cabe señalar que un tercio de dichos montos se han transferido a proyectos de inversión tanto de los gobiernos regionales como de las comunas de dichas regiones en la medida que la región respectiva tenga un índice de importancia de la actividad minera igual o superior a 2,5%.

Dicho indicador permite que - a la fecha de la última estadística reportada por el Banco Central de Chile correspondiente al año 2010 y utilizando los criterios establecidos para tales efectos en el decreto supremo N° 746 del Ministerio de Hacienda del año 2011 – sean consideradas regiones mineras las de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Coquimbo, Valparaíso, del Libertador General Bernardo O´Higgins, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y  de la Antártica Chilena.

Ha llegado el momento de beneficiar directamente a los municipios mineros. He querido honrar mi compromiso programático de la descentralización fiscal, impulsando mayores espacios de autonomía comunal creando este Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile, el que permitirá a las municipalidades mineras total libertad para decidir qué hacer con estos nuevos recursos en la medida que los proyectos de inversión financiados cuenten con una correcta evaluación técnica económica. 

Estos recursos que recibirán los municipios mineros – entendiéndose por tales aquellos en los cuales las patentes de amparo de concesiones mineras a las que se refieren los párrafos 1° y 2° del Título X del Código de Minería, signifiquen un porcentaje igual o superior al 2,5 por ciento del  total anual de sus ingresos propios permanentes – no serán considerados como ingresos propios permanentes, de modo que en ningún caso afectarán su respectiva participación en los montos que por Fondo Común Municipal les corresponda percibir.

Como Gobierno, estamos convencidos de que resulta indispensable promover una legislación como la que vengo en presentar, que permita  a los municipios mineros de nuestro país escoger los proyectos y obras de inversión destinadas a su  propio desarrollo integral. De esta manera, posibilitaremos que estas comunas marquen un verdadero hito en sus historias de desarrollo local al recibir recursos que la Nación toda les destina como reconocimiento a su aporte al bienestar que juntos hemos construido.

3.
Monto del Fondo, su duración, distribución y elementos de las comunas mineras beneficiarias
Nuestro Gobierno compromete, a través del presente proyecto de ley, la cifra total de US$ 208.350.000 (doscientos ocho millones trecientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) como recursos para ser aplicados al Fondo a razón de US$ 16.700.000 (dieciséis millones setecientos mil dólares de los Estados Unidos de América) entre los años 2013 y 2025 inclusive, sin perjuicio de que reciba otros aportes de diversa fuente durante su vigencia.

Estos recursos que se distribuirán durante los próximos 13 años – y que excepcionalmente para el año 2012 consideran una suma extra de US$ 8.350.000 (ocho millones trescientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) – beneficiarán a los municipios mineros ubicados en regiones mineras, considerando a las primeras como aquellas cuyo giro de patentes de amparo minero de las establecidas en los párrafos 1º y 2º del Título X del Código de Minería representen una cifra igual o superior al 2,5 por ciento del total anual de sus respectivos ingresos propios permanentes.

Este criterio facilitará la identificación de aquellas comunas en las cuales la actividad de exploración y explotación minera significa un porcentaje que aunque pequeño en su número, es significativo desde la perspectiva de los montos de los ingresos totales permanentes municipales. Ello permite insertar un criterio de justicia en esta distribución de recursos posibilitando que las comunas pequeñas accedan a este Fondo. 

Para conocer el total que le corresponderá recibir a cada comuna de las denominadas mineras, se aplicará un ponderador de población comunal cuyos detalles estarán contenidos en uno o más decretos supremos otorgados por el Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

El límite que este proyecto de ley establece en relación con el aporte que recibirán anualmente las comunas ya indicadas es de US$ 3.000.000 (tres millones de dólares de los Estados Unidos de América) por cada una, lo cual permitirá que exista una mayor proporcionalidad entre las comunas de baja población y los centros urbanos mineros de mayor tamaño.

 De esta forma, el grupo de comunas mineras que se verán beneficiadas con estos nuevos recursos provenientes del erario público representan a las regiones donde se desarrolla el 98% de la actividad minera nacional, medido según los datos del PIB del año 2010.

Finalmente, es necesario explicitar el transversal apoyo de la sociedad chilena y especialmente de las zonas beneficiadas con este Fondo a una medida como la expuesta, donde los municipios mineros aumentarán de manera considerable sus ingresos permitiendo la concreción de proyectos y obras de inversión local por tantos años anheladas.

II.
CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY 


El Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile propuesto en la presente iniciativa, se estructura sobre la base de beneficiar a las comunas mineras definiéndolas como aquellas que, estando ubicadas en una región minera, cumplen con el requisito de que los giros provenientes de patentes de amparo de concesiones mineras, a que se refieren los párrafos 1° y 2° del Título X del Código de Minería, representen al menos un 2,5 por ciento de sus ingresos propios permanentes.



Por región minera se entienden aquellas que cumplen con el requisito establecido en el inciso segundo del artículo primero transitorio del Decreto Supremo Nº 746 del Ministerio de Hacienda de 2011, esto es, aquellas cuyo indicador de importancia de la actividad minera sea superior a 2,5 por ciento. Este indicador equivale al cociente entre el producto interno bruto minero regional, incluyendo a la minería del petróleo y gas natural, y el producto interno bruto regional, ambas cifras de acuerdo a la última estadística reportada por el Banco Central de Chile.



Será la Tesorería General de la República y el Servicio Nacional de Geología y Minería, quienes deberán proporcionar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la información relativa a los giros que por este concepto correspondan a los municipios de las regiones mineras del país.



Asimismo, se establecen los recursos con los cuales estará constituido el Fondo, el que considera un aporte fiscal de US$ 225.450.000 (doscientos veinticinco millones cuatrocientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América)por un plazo de 13 años contados desde el año 2013 al año 2025, inclusive, y repartiéndose anualmente para tales efectos la suma de $ 16.700.000 (dieciséis millones setecientos mil dólares de los Estados Unidos de América) entre los municipios mineros. En forma excepcional se considera para el año 2012 la entrega entre dichos municipios de US$ 8.350.000 (ocho millones trescientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América). Adicionalmente, el Fondo se constituirá por otros aportes que reciba dentro de su período de vigencia y con las donaciones de particulares al Fondo que contarán con los beneficios establecidos en la letra b) del artículo en comento.



Al efecto, se señalan los criterios de distribución, operación y las condiciones del Fondo. En primer lugar se indica que el criterio de distribución entre las comunas mineras que se encuentren ubicadas en una región minera y cumplan con el condicionante antes señalado será el elemento poblacional. Para tales efectos se reglamentará su aplicación en uno o más decretos supremos otorgado por el Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. En todo caso, este artículo establece la limitación de que ninguna comuna minera podrá recibir anualmente recursos en virtud del presente Fondo por una cifra superior a US$ 3.000.000 (tres millones de dólares) o su equivalente en moneda nacional.



El encargado de asignar y transferir anualmente el monto de recursos que corresponda a cada municipio minera será la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución que dicte al efecto.



Por otra parte, se dispone el tipo de programa o proyectos de inversión que podrán financiarse por parte de los municipios beneficiarios con este Fondo. Se define que serán aquellos que cumplan con las normas sobre evaluación contempladas en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, así como con los requisitos establecidos en el artículo 75 de la ley N° 19.175 que establece la ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional. 



Adicionalmente, se indica que estos proyectos a ser financiados por el presente Fondo deberán contar con la aprobación del Concejo Municipal respectivo, de acuerdo a lo indicado en el artículo 65 de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.


Se explicita, además, que las normas que se refieran al ámbito municipal establecidas en el presente proyecto de ley estarán sujetas a lo indicado en el Párrafo 7° del Título I de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, normas que se refieren a la fiscalización de los actos municipales.


De esta forma, se pretende apoyar a los municipios mineros beneficiarios de este Fondo a través de transferencias que puede realizarles la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con cargo a la suma que anualmente recibirá cada una de ellas, con el objetivo de fortalecer la capacidad de las municipalidades para generar planes y carteras de proyectos para ser presentados a este Fondo. Se señala que estas transferencias no podrán exceder del 5 por ciento del total de recursos asignados anualmente al respectivo municipio.


Luego, se indica lo ya señalado en el sentido de que los proyectos y obras de inversión deberán contar con una evaluación técnica económica favorable según los dos cuerpos legislativos anteriormente citados. Adicionalmente, se hace la salvedad que lo anterior es sin perjuicio de lo que establecerán en su momento los Ministerios de Hacienda y  Desarrollo Social, los cuales en forma conjunta establecerán directrices de las iniciativas de inversión a las cuales no se les hará exigible el informe técnico económico correspondiente.

Al respecto, se establece que cualquier parte del Fondo transferido a los municipios mineros en razón del presente proyecto de ley no será considerado como ingresos propios permanentes, lo que permitirá que las municipalidades beneficiarias no se vean afectadas en el monto del Fondo Común Municipal que les corresponde en conformidad al artículo 38 del decreto N° 2.385 de 1996 del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que fija el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales. 



Finalmente, se indica los mecanismos establecidos para que se efectúe una correcta rendición de cuentas tanto por parte de los municipios beneficiarios a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, como por parte de esta última al Honorable Congreso Nacional. En el caso de los municipios, una vez al año deberán rendir a la Subsecretaría señalada la información sobre los proyectos financiados con estos recursos, así como los montos, plazos y estado de ejecución de los mismos.



Asimismo, dicha Subsecretaría deberá enviar dentro del primer trimestre de cada año a las comisiones de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados y del Honorable Senado, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre el estado del Fondo, señalando los montos transferidos a las respectivas municipalidades y el estado de avance de los proyectos financiados.



Mediante una disposición transitoria del presente proyecto de ley, se  establece que  los US$ 8.350.000 (ocho millones trescientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) que se destinarán al Fondo y con ello a las comunas mineras de nuestro país durante el año 2012, se financiarán con cargo a la partida del Tesoro Público de la ley de presupuestos del sector público.

En consecuencia, tengo el honor de someter a su consideración, el siguiente
 PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- 
Del Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile. Créase el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile, en adelante el Fondo, cuyos recursos se aplicarán al financiamiento de proyectos y obras de inversión destinadas al desarrollo de las comunas mineras del país de acuerdo a lo establecido en la presente ley. 

                
Para efectos de esta ley, por comuna minera se entenderá todo aquel municipio que se encuentre en una región minera y cuyos giros anuales provenientes de patentes de amparo de concesiones mineras, a que se refieren los párrafos 1° y 2° del Título X del Código de Minería, representen una cifra igual o superior al 2,5 por ciento del total anual de sus respectivos ingresos propios permanentes. La Tesorería General de la República y el Servicio Nacional de Geología y Minería deberán proporcionar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la información relativa a los giros que por este concepto correspondan a los municipios de las regiones mineras del país.

                
Por regiones mineras se entenderán todas aquellas cuyo indicador de importancia de la actividad minera sea superior a 2,5 por ciento. Dicho indicador equivale al cociente entre el producto interno bruto minero regional, incluyendo la minería del petróleo y gas natural, y el producto interno bruto regional, ambas cifras de acuerdo a la última estadística reportada por el Banco Central de Chile. 

Artículo 2°.- 
Constitución del Fondo. El Fondo a que se refiere esta ley estará constituido por los siguientes recursos:


1) La suma de US$ 225.450.000 (doscientos veinticinco millones cuatrocientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), los que se aportarán anualmente en razón de US$ 16.700.000 (dieciséis millones setecientos mil dólares de los Estados Unidos de América) a partir del año 2013 y hasta el año 2025 inclusive. Lo anterior, sin perjuicio de otros aportes que reciba durante ese mismo período. Asimismo, en 2012 se realizará un aporte de US$ 8.350.000 (ocho millones trescientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América).

2)
Los que provengan de donaciones que le efectúen particulares al Fondo, las cuales estarán exentas del trámite de insinuación judicial que establece el artículo 1401 del Código Civil y del Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones establecido en la ley N° 16.271. 
Artículo 3°.- 
Distribución, operación y condiciones del Fondo. Los recursos del Fondo se distribuirán entre todos los municipios que cumplan con lo indicado en el inciso segundo  del artículo 1° de la presente ley, con un tope máximo anual de US$ 3.000.000(tres millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional para cada comuna, aplicándose para determinar la suma específica a enterar a cada municipalidad los  criterios de población que se especifiquen para tal efecto en uno o más decretos supremos otorgado por el Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 

                
En dichos decretos supremos deberán contenerse todas las normas necesarias para la adecuada implementación del Fondo, asegurando por parte de los municipios beneficiarios la correcta y oportuna ejecución de los recursos entregados en virtud de la presente ley.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante resolución, deberá asignar y transferir anualmente el monto de recursos que corresponda a cada municipalidad según lo señalado en la presente ley.

Artículo 4°.-  Tipo de proyecto o programa de inversión a financiar. 
           
Los recursos que se transfieran a las municipalidades según lo dispuesto en la presente ley, deberán financiar todo tipo de proyectos y obras de inversión destinadas al desarrollo comunal, siempre que cumplan con lo establecido en el artículo 6° de la presente ley.


Los proyectos a financiarse deberán contar con la aprobación del Concejo Municipal respectivo de acuerdo a lo indicado en el artículo 65 de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.


El cumplimiento de las normas establecidas en la presente ley, en lo relativo al ámbito municipal,  estará sujeto a lo indicado en el Párrafo 7° del Título I de la ley N° 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Artículo 5°.-
Fortalecimiento de la capacidad de los municipios para generar planes y carteras para ser presentados a este Fondo. Con cargo al monto de los recursos asignados a las comunas según lo establecido en el artículo 3° de la presente ley, los municipios podrán solicitar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, transferencias de recursos con el objeto de fortalecer la capacidad de generar planes y carteras de proyectos para ser financiados por el presente Fondo. La Subsecretaría mencionada, mediante resolución, dispondrá las condiciones de estas transferencias, las que no podrán exceder del 5 por ciento del total de recursos asignados anualmente a la respectiva municipalidad.
Artículo 6°.-  
Evaluación técnica económica de los proyectos a financiarse y cumplimiento de otras normas. Los proyectos de inversión a financiarse por este Fondo deberán cumplir con las normas sobre evaluación contempladas en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, así como con los requisitos establecidos en el artículo 75 de la ley N° 19.175. Lo anterior, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3° letra g), incisos segundo y tercero de la ley N° 20.530. 

Artículo 7°.-  
Calificación de los montos transferidos a las municipalidades en razón de este Fondo. Para  los efectos de lo establecido en el artículo 38 del decreto N° 2.385 de 1996 del Ministerio del Interior y Seguridad Pública que fija el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, no se considerarán como ingresos propios permanentes cualquiera de los montos que reciban las comunas en razón del presente Fondo.

Artículo 8°.-   
Rendición de cuentas e informe sobre el uso de recursos del Fondo. Las municipalidades beneficiarias deberán entregar anualmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública la individualización de los proyectos financiados con estos recursos, así como los montos, plazos y estado de ejecución de los mismos.

Asimismo, la mencionada Subsecretaría deberá enviar dentro del primer trimestre de cada año a las comisiones de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados y del Honorable Senado, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre el estado del Fondo, señalando los montos transferidos a las respectivas municipalidades y el estado de avance de los proyectos financiados. 

Disposiciones Transitorias

Artículo Transitorio.-  Transferencia de recursos al Fondo durante 2012. Los recursos a destinarse al Fondo durante el año 2012, de acuerdo a lo indicado en la letra a) del artículo 2º de la presente ley, se financiarán con cargo a la partida del Tesoro Público de la ley de presupuestos del sector público.”.

Dios guarde a V.E., 


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán,
Ministro de Hacienda.-Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Hernán de Solminihac Tampier, Ministro de Minería.
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.132, DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE, AMPLIANDO EL GIRO DE LA EMPRESA 

(8273-15)

SANTIAGO, 02 de mayo de 2012.-

MENSAJE Nº 061-360/
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile.

I. Antecedentes.

La Constitución Política, en su artículo 19°, sobre garantías constitucionales, autoriza en su número 12 al Estado a  establecer, operar y mantener estaciones de televisión.

A la luz de esta disposición,  la Ley N° 19.132, publicada el 8 de enero de 1992, crea Televisión Nacional de Chile como empresa autónoma del Estado que se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas y con la obligación de autofinanciarse. 
Bajo este modelo, Televisión Nacional de Chile presta un servicio de información, entretención y desarrollo cultural pluralista e independiente en un escenario cada vez más competitivo dado la incorporación de nuevos actores económicos en la industria. 

II. fundamentos.

El presente proyecto tiene por objeto fortalecer el modelo de Televisión pública autónoma, pluralista y autofinanciada permitiendo que Televisión Nacional pueda cumplir con su función en las mismas condiciones que los demás canales de televisión. 

El vertiginoso desarrollo tecnológico que afecta a esta industria, muy distinto al que existía al momento de la dictación de la ley 19.132, provoca un replanteamiento del modelo de negocios. La digitalización de la televisión representará nuevas oportunidades y desafíos de los cuales Televisión Nacional no puede quedar excluida debido a la estrecha conceptualización legal del objeto de la empresa actual. La convergencia tecnológica como fenómeno que permite la difusión de contenidos digitales por múltiples medios o plataformas es una tendencia mundial y nuestro país avanza rápidamente en esa dirección. La masividad o alcance de la información se multiplicará y la experiencia mundial evidencia que la industria de la televisión evoluciona en este sentido, siendo para Televisión Nacional parte de su misión contactar a todos los chilenos en todo momento y lugar. 

Actualmente el Honorable Senado de la República discute en segundo trámite constitucional el proyecto de ley por el que se persigue introducir en Chile la Televisión Digital Terrestre. En este contexto es preciso que Televisión Nacional pueda aprovechar las oportunidades que se crean de la misma forma que las demás concesionarias de televisión. 

Ante este escenario, tecnológico y de mercado, resulta necesario hacer ciertos ajustes a la Ley N° 19.132, a fin de que Televisión Nacional de Chile pueda cumplir eficientemente con su Misión. En consecuencia, se estima necesario la ampliación del giro de la empresa a fin de fortalecer el modelo de TV pública autónoma, pluralista y autofinanciada. 

III. Contenido del Proyecto.

El contenido del presente proyecto de ley es el siguiente:
1. Giro de la empresa.

Se propone ampliar el giro de la empresa, definido en su artículo 2º, para permitirle a Televisión Nacional de Chile cumplir con su Misión a través de los múltiples medios que el desarrollo tecnológico posibilite desarrollando actividades vinculadas estrechamente a la producción emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.

En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de televisión y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.

2. Se corrige un error en la remisión legal al Estatuto Administrativo.

El tercer numeral del artículo 5° de la Ley N° 19.132 se remite erróneamente al artículo 80 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo, debiendo remitirse al artículo 86 del Estatuto Administrativo.

En mérito de lo anterior, someto a vuestra consideración, el siguiente

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile:


1)
Reemplázase el Art. 2° por el siguiente:




“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.




En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de televisión y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.


2)
Reemplázase en el artículo 5°, número 3, la expresión “artículo 80 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo”, por la expresión “el artículo 86 del Estatuto Administrativo”.“.

Dios guarde a V.E.,



(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, 
Ministro de Hacienda.-Andrés Chadwick Piñera, Ministro Secretario General de Gobierno
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES EN HAITÍ

(S 1469-05)

Santiago, 24 de abril de 2012

DE 
: PRESIDENTE DE LA REPUBLICA

A
: SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO


  HONORABLE SENADOR CAMILO ESCALONA MEDINA

1.- Como es del conocimiento de esa Honorable Corporación, Chile participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su política nacional de participación en Operaciones de Paz y dentro del marco jurídico dispuesto por la ley 19.067 y por el decreto N°75 y demás normas que regulan dicha participación nacional en estas operaciones.

2.- Mediante Resolución citada en el número 6) de los antecedentes, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, prorrogó el mandato de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 1944, 1927 (2010), 908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1702 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004), 1542 (2004), 1529 (2004), reafirmando el compromiso de la Organización con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.

3.- Como también es su conocimiento, el H. Senado de la República autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas chilenas en Haití, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante Oficio citado en el número 7) de los antecedentes.

4.- La labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de Naciones Unidas.

5.- Asimismo, acuerdos expresados en el seno del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para permitir la reconstrucción y el desarrollo de ese país, así coma el consenso alcanzado en la región sudamericana respecto de que cualquier iniciativa de disminución de la fuerza militar de MINUSTAH debe ser gradual, flexible y proyectarse en el mediano plazo, señalan la necesidad de mantener la presencia militar en la Misión de Naciones Unidas en Haití.

6.- Por lo anterior, y siendo fundamental para continuar con nuestra contribución en la referida misión de paz y de conformidad con las normas constitucionales y legales en .vigor, vengo en solicitar el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° inciso segundo de la ley N° 19.067.

7.- En uso de la facultad que me confiere el inciso segundo del número 5) del Artículo 53 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho del acuerdo que recabo.

Saluda a V.E. 

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Andrés Allamand Zavala, Ministro de Defensa Nacional.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE AUTORIZA AL BANCO CENTRAL SUSCRIBIR UN AUMENTO DE LA CUOTA CORRESPONDIENTE A CHILE EN EL FONDO MONETARIO INTERNACIONAL, FMI 

(8217-05)


Oficio Nº 10130   


VALPARAÍSO, 18 de abril 2012


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8217-05. 

                  PROYECTO DE LEY:

"Artículo Único.-
 Autorízase al Banco Central de Chile para suscribir, con cargo a su disponibilidad de reservas, el aumento de cuota que le corresponde a Chile en el Fondo Monetario Internacional, hasta completar la cantidad de 1.744.300.000 Derechos Especiales de Giro, contenido en la Resolución Nº 66-2 "Aumento en las Cuotas de los Miembros del Fondo y Reforma al Directorio Ejecutivo – Décimo Cuarta Revisión", adoptada por la Junta de Gobernadores del Fondo Monetario Internacional el 15 de diciembre de 2010.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA LA REPRESENTACIÓN JUDICIAL DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES RESPECTO DE SUS AFILIADOS 

(7071-13)

                  Oficio Nº 10.134   


VALPARAÍSO, 19 de abril de 2012


Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7071-13.

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Intercálase en el numeral 2 del artículo 220 del Código del Trabajo, a continuación de su primer punto seguido (.), que pasa a ser punto aparte (.), los siguientes párrafos segundo y tercero, pasando el texto restante de dicho numeral,  a ser su párrafo cuarto:

"Sin perjuicio de lo anterior, en caso de derechos emanados del contrato individual de trabajo, podrán presentar acciones sin previo requerimiento del respectivo trabajador, pero en este caso, para que el tribunal admita a tramitación la respectiva acción, deberán cumplirse conjuntamente los siguientes requisitos: 

a.- El tribunal deberá notificar al respectivo trabajador, por carta certificada, el hecho de haberse presentado una acción judicial en su nombre.

b.- El trabajador deberá ratificar la representación y el contenido de la acción, dentro del plazo de 10 días a contar de la notificación indicada en el literal anterior. Si el trabajador no realiza esta ratificación, la demanda se entenderá como no presentada para todos los efectos legales.

En todo caso, las costas que irrogue esta representación serán de cargo exclusivo de la respectiva organización sindical, salvo que el trabajador manifieste por escrito lo contrario.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados

6

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 109 DE LA LEY N° 18.290 DE TRÁNSITO, ESTABLECIENDO UNA REGULACIÓN DEL CONCEPTO DE CONDICIÓN FÍSICA O PSÍQUICA DEFICIENTE (8202-15)


Oficio Nº 10.135   


VALPARAÍSO, 19 de abril 2012


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8202-15. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 109 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:

“No se entenderá, para efectos de esta ley, como condición física o psíquica deficiente, arrojar en el informe de alcoholemia o en el resultado de la prueba respiratoria que hubiere sido practicada por Carabineros de Chile, una dosificación igual o inferior a 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre.”.”.    
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados

7

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE SIMPLIFICA EL RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES 

(7328-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía presenta su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. 


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 30 de noviembre de 2010, pasando a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso. 


El Senado aprobó en general el proyecto en sesión de 3 de enero de 2012, y fijó como plazo para presentar indicaciones, el 23 de enero de 2012.


El Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho de esta iniciativa, calificándola de “discusión inmediata”. 


A una o más de las sesiones celebradas por la Comisión asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.


Asistieron también las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Subsecretario, señor Tomás Flores Jaña; la Asesora del Subsecretario, señora Paula Santa María; el Jefe de la División Jurídica, señor Alejandro Arriagada Ríos; el Jefe de la División Empresas de Menor Tamaño, señor Patricio Cortés Durán; y los Asesores, señores Gabriel Jiménez y Julio Alonso Ducci. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Omar Pinto Peña.


Del Instituto Libertad, señor Guillermo Ready.


Del Instituto Libertad y Desarrollo, del Programa Legislativo y Judicial, el abogado, señor Daniel Montalva Armanet.


Del Instituto Igualdad, el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán Mora.


De Cieplan, el Abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic Jeldres.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, los Analistas, señora  Annette Hafner y señor James Wilkins Binder.  


Los Asesores, señores Benjamín Pilasi Marinovich (Honorable Senador Espina), Cristián Beltrán Gacitúa (Honorable Senador Tuma) y Toni Matthías Metzen (Comité Demócrata Cristiano).

- - - - - - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: No hay.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 15, 16, 19, 20, 23, 25, 29, 33 y 43.


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 1, 10, 11, 14, 17, 18, 21, 30, 31 y 42.


4.- Indicaciones rechazadas: N°s  2, 3, 4, 5, 6, 7, 12, 13, 22, 28, 32, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41


5.- Indicaciones retiradas: N°s 26 y 27.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: N°s 8, 9 y 24.

- - - - - - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


Cabe tener presente que, durante la discusión general del proyecto, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva de su texto, que la Comisión, no obstante haber sido autorizada para discutir el proyecto en general y en particular con ocasión del primer informe, acordó tratar a propósito del segundo informe.


En cuanto a las restantes indicaciones presentadas, algunas de ellas se encuentran referidas al texto de la indicación sustitutiva, por lo que las mencionaremos al tratar dicha indicación, y las restantes modifican el texto aprobado en general por el Senado. 


La Comisión discutió respecto de la forma de abordar la discusión particular de este proyecto, teniendo presente que, tal como fue señalado precedentemente, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva de la totalidad de su texto, y Honorables Senadores formularon indicaciones referidas a este nuevo texto propuesto.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que la manera más adecuada de llevar adelante esta discusión particular es a partir del nuevo texto del Ejecutivo, resolviendo donde corresponda en relación a las indicaciones parlamentarias. La Comisión estuvo de acuerdo con el procedimiento señalado.


Resuelto lo anterior se plantearon algunos temas generales en relación a esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó, tal como lo hiciera durante la discusión general, que si bien el sistema propuesto en el proyecto para simplificar el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales, puede ser más expedito y económico, se afecta en su parecer la seguridad jurídica, y las modificaciones planteadas en la indicación sustitutiva no resuelven en forma satisfactoria este punto. Es partidario de modernizar el sistema existente.


Por otra parte, si lo que se quiere es beneficiar a la pequeña empresa, debiera tratarse de un sistema especialmente dirigido a ella, y no un sistema general como plantea el proyecto.


En tercer lugar, reiteró la conveniencia de que esta legislación fuera aplicable, al menos en una primera instancia, sólo a determinados tipos de sociedad, las de uso más frecuente. De acuerdo a los estudios que ha tenido a la vista, casi el 90% de las sociedades son Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada, Sociedades de Responsabilidad Limitada o Sociedades Colectivas Comerciales; por ello una experiencia reducida que luego se puede ampliar a tipos de sociedades más complejas o de menor uso parece lo más razonable. Presentó una indicación en este sentido.


Por todo lo anterior, manifestó que al momento de votar, al menos en relación a estos aspectos, se abstendrá.


Finalmente consideró que el abaratamiento de costos y la disminución de los tiempos de tramitación que supuestamente conllevará este nuevo sistema no será tal, y que, probablemente se recurra de todas formas a la asesoría de abogados. En cuanto al tiempo que actualmente toma constituir una sociedad, señaló que es el Servicio de Impuestos Internos el que genera las mayores demoras, en los trámites de otorgamiento de RUT e iniciación de actividades, aspectos que no mejora el proyecto.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó que una de sus principales preocupaciones en relación a esta iniciativa es el poco uso que tiene actualmente la firma electrónica avanzada. En el proyecto en discusión, su uso será fundamental para acreditar, por ejemplo, las identidades de los socios. Quien no tenga firma electrónica tendrá que recurrir a la intervención de un ministro de fe, un notario, por lo que el ahorro de dinero y de tiempo no será tal. 


El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, señaló que es un punto que preocupa al Ejecutivo y se han analizado formas de tender a universalizar el uso de la firma electrónica. La ley de firma electrónica, en sus casi diez años de vigencia, no ha logrado generar su uso masivo, por lo que el Ministerio presentará un proyecto de ley para modificarla. Asimismo se ha captado que su reglamento está en gran medida obsoleto, por lo que ya se encuentran sus modificaciones en la Contraloría General de la República para el trámite de toma de razón. Desde otra perspectiva, por medio de Sercotec se han iniciado cursos para que 25 mil microempresarios puedan tener factura electrónica, y ello conlleva, precisamente, entregarles firma electrónica. Finalmente, hay otra iniciativa, del Servicio de Registro Civil e Identificación, con el nuevo carnet de identidad, que considera una firma electrónica en el documento.


El propio Ministerio de Economía ha migrado hacia este mecanismo, y la idea es que todos los organismos del Estado lo hagan.


Se trata de masificar el uso de la firma electrónica no sólo a través del cambio regulatorio, sino de iniciativas concretas y capacitación masiva.


El señor Alejandro Arriagada, en la línea de lo planteado por el señor Subsecretario, señaló que es necesario fortalecer la penetración de la firma electrónica, y estimó que con las modificaciones propuestas habrá un mayor nivel de participación de mercado de las compañías certificadoras de firma electrónica. Se persigue bajar la barrera del precio hasta niveles aceptables. Además habrá un proceso educativo de la población que será vital para lograr su uso masivo.


Destacó las ventajas de la firma electrónica: permite sellar los documentos en el tiempo, dar certeza jurídica respecto de su fecha, del momento en que se otorgó y respecto de la mutabilidad de su contenido, lo que tiene relación directa con la veracidad del dato incorporado en el documento electrónico.


Se trata de una lógica de política pública que complementa el proyecto.


El Honorable Senador señor Tuma consideró que, al tiempo de dictar la ley,  es necesario, de un modo simultáneo, realizar una campaña de masificación del uso de la firma electrónica.


El Honorable Senador señor Pérez hizo presente que su impresión en relación a este punto es distinta. Sin duda que el avance tecnológico, y el establecer mecanismos que incentiven el uso de la firma electrónica avanzada, es muy importante. Es posible que este proyecto sea la puerta de entrada para que muchas personas empiecen a usar la firma electrónica, porque genera un incentivo para ello, lo que va unido a las políticas públicas en esta materia anunciadas por el señor Subsecretario.


El Honorable Senador señor Espina señaló que, en términos generales, está de acuerdo con el proyecto. No obstante, consideró indispensable que la fe pública se resguarde debidamente. Recordó que la cultura y forma de operar  de países anglosajones, de los que se recoge el modelo, es muy distinta a la nuestra.

INDICACIÓN N° 1 SUSTITUTIVA


El Presidente de la República presentó una indicación para sustituir el texto del Mensaje, que fue posteriormente aprobado en general por el Senado. El texto de esta indicación, tal como señala el primer informe de la Comisión, recoge en gran medida los planteamientos de los distintos intervinientes durante la discusión general, es el siguiente:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1°


“Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el artículo siguiente podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas, cumpliendo solamente con las solemnidades establecidas para estos efectos en la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta ley, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las establecen y regulan, según corresponda a su singular naturaleza jurídica.


Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no le serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar reiteró en relación a este artículo, las aprensiones manifestadas respecto a la totalidad del proyecto. Por esa razón anunció su abstención.


- En votación el artículo 1°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República,  fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Pérez y Tuma, y una abstención del Honorable Senador señor Zaldívar.

ARTÍCULO 2°


“Artículo 2°.- Las personas jurídicas que pueden acogerse a la presente ley son las siguientes:


1. La empresa individual de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;


2. La sociedad de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;


3. La sociedad anónima cerrada, establecidas en la ley N° 18.046;


4. La sociedad anónima de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;


5. La sociedad colectiva comercial, establecida en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


6. La sociedad por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


7. La sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y


8. La sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.”.


En este punto, cabe indicar que se presentaron las siguientes indicaciones al artículo 2° propuesto por la indicación sustitutiva:


Indicación N° 12, del Honorable Senador señor Zaldívar, para reemplazar su encabezado por el siguiente:


“Artículo 2°.- Se podrán acoger a la presente ley las personas jurídicas a las que se le aplique la ley Nº 20.416 y que estén constituidas en alguna de las maneras siguientes:”.


Indicación N° 13, también del Honorable Senador señor Zaldívar, para eliminar los numerales 3, 4, 6, 7 y 8.


En discusión la indicación N° 12, se tuvo presente que la ley N° 20.416 define, en su artículo 2°, a las Empresas de Menor Tamaño, indicando qué se entenderá por empresas de menor tamaño las microempresas, pequeñas empresas y medianas empresas, en atención a sus ingresos anuales.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que su indicación busca focalizar el proyecto en las empresas de menor tamaño, para que beneficie efectivamente a la pequeña empresa, y no que se trate de una normativa general, como plantea el proyecto del Ejecutivo. En su opinión, de todas formas la mediana empresa, y sin duda la gran empresa, seguirá operando conforme al sistema actual, recurriendo a la intervención de abogados.


El Honorable Senador señor Tuma tuvo una posición distinta. El proyecto apunta a simplificar la constitución y la modificación de las sociedades y no ve razón para discriminar y aplicar la ley sólo a las Empresas de Menor Tamaño, sino que debe  extenderse a todas aquellas sociedades de simple constitución. Serán las partes, en el ejercicio de su voluntad, las que opten por uno u otro sistema.


En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Espina.


El Subsecretario de Economía, señor Tomás Flores, dio a conocer su postura contraria a restringir la aplicación de la ley sólo a las Empresas de Menor Tamaño. Agregó que se pueden generar una serie de problemas prácticos, a modo de ejemplo, que un emprendedor, al constituir su empresa, obviamente no tiene ventas y probablemente su capital sea inferior a cinco mil UF,  caso en el cual ésta será calificada como de menor tamaño, pero con el pasar del tiempo, la empresa  sea exitosa y salga de esta categoría. Al no ser ya una empresa de menor tamaño,  si, por ejemplo, quiere modificarla, deberá migrar al otro sistema. La dinámica de estas empresas ha demostrado que fenómenos como el indicado son de habitual ocurrencia.


- En votación la indicación N° 12, fue rechazada por la  mayoría de los miembros de la Comisión presentes, por cuatro votos en contra de los Honorables Senadores señores García, Espina Pérez y Tuma, y un voto a favor del Honorable Senador señor Zaldívar.


Respecto a la indicación N° 13, el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que persigue limitar la aplicación de estas normas a los tipos societarios que son los más usados, representan el 95% de las sociedades que se constituyen en el país. Una vez que el sistema se encuentre consolidado, en una segunda etapa, podría abrirse esta posibilidad a otros tipos societarios. Insistió en que lo óptimo hubiese sido modificar y fortalecer el sistema actual. Desechada esa alternativa, afirmó que la entrada en vigencia gradual del nuevo sistema, comenzando por los tipos societarios más simples y de mayor frecuencia en su uso, como las sociedades de responsabilidad limitada, sería muy positivo. Permitiría evaluar el funcionamiento del sistema. Acá no solo se trata de la libertad y voluntad de las personas, sino también de la fe pública y de la seguridad jurídica.


El Honorable Senador señor Tuma estimó que puede resultar positivo considerar, al menos en un principio, un ámbito de aplicación de la ley a tipos societarios más comunes, como las sociedades de responsabilidad limitada.


El Honorable Senador señor Pérez Varela realzó el carácter voluntario que tendrá el sistema que se propone. Las personas, en el ejercicio de su voluntad, optarán por uno u otro sistema. Si personas que quieren constituir una sociedad en comandita por acciones, conociendo la complejidad de la misma, optan por este nuevo sistema, en su parecer lo deben poder hacer libremente. En razón de lo anterior no comparte la idea de restringir, por ley, quienes pueden o no usar este mecanismo.


El Subsecretario de Economía manifestó que el Ejecutivo estaría de acuerdo con establecer una entrada en vigencia posterior tratándose de las sociedades indicadas en los numerales 7 y 8, que presentan una complejidad mayor, a saber, la sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y la sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.


El Honorable Senador señor García consideró plausibles los argumentos expresados por el Honorable Senador señor Zaldívar. Más aun considerando que cierto tipo de sociedades que se mencionan en el artículo 2°, como las sociedades de garantía recíproca, son más bien marginales en cuanto al número, pero llevan consigo una enorme responsabilidad ante la ciudadanía.


El Honorable Senador señor Tuma reiteró su opinión en orden a que excluir a ciertos tipos societarios, de uso menos frecuente, poniendo en marcha este nuevo sistema con sociedades de tipo más simple, puede ser positivo para probar y perfeccionar el sistema, y constatar si otorga la debida seguridad jurídica. Puso de relieve que su preocupación no se centra en la naturaleza electrónica del registro, sino en la veracidad o falsedad de la información que se incorpora en él, dado que no existirá como ocurre actualmente la intervención de un Ministro de Fe.


En su opinión, el 95% de las sociedades que se constituyen a diario, no corresponden a las que la indicación propone excluir.


El señor Ministro de Economía se mostró contrario a la indicación. El proyecto establece un sistema alternativo para la constitución, modificación, fusión y división de sociedades, no suprime el sistema registral actualmente vigente; las personas optarán en forma libre por acogerse a una u otra legislación, por lo que no ve razón alguna para excluir a priori los tipos de sociedades mencionados en la indicación.


Observó que se ha efectuado una verdadera campaña tendiente a convencer a la gente que el sistema digital electrónico genera inseguridad, afirmación que no resiste análisis. No se puede sostener que un régimen en papel es más seguro que uno electrónico. Adicionalmente el sistema electrónico introduce mucha transparencia.


Este proyecto fue sometido a la consulta ciudadana y la gran mayoría de las opiniones fueron favorables, es una iniciativa con una gran sintonía ciudadana. Ello no obsta que, al tratarse de un sistema alternativo, resulte probable que sociedades más complejas opten por acogerse al sistema registral tradicional en lugar del registro electrónico.


Desde un punto de vista técnico no hay razón alguna para excluir de la posibilidad de acogerse a esta ley a las sociedades anónimas cerradas, las en comandita, u otras de las que se propone. Sólo podría compartir una cierta transitoriedad en el caso de las en comandita, pero sin que queden excluidas de este Registro Electrónico que nos pondrá a la vanguardia en esta materia. Eliminar los cinco numerales que se propone, desnaturalizaría el proyecto que persigue crear un Registro Electrónico de Sociedades.


Está convencido que el Registro otorgará certeza jurídica. De otro modo, sin duda plantearía una implementación gradual o excluiría cierto tipo de sociedades.


El  Honorable Senador señor Novoa consideró que, desde el punto de vista de la seguridad, hoy en día un régimen electrónico es tanto o más seguro, y es más fácil de mantener, que un sistema manual y en papel. En su parecer, el artículo 2° es acertado al comprender todos los tipos societarios, con casi la sola excepción de las Sociedades Anónimas Abiertas, lo que resulta comprensible pues ofrecen sus valores al público, a diferencia de los otros tipos de sociedad donde los socios y quienes contraten con ellos son los únicos interesados, por lo que deben poder optar libremente. Agregó que sociedades como las anónimas cerradas, contrariamente a lo que se ha afirmado, son de muy frecuente utilización.


Llamó a no confundir entre la naturaleza jurídica de una sociedad y su tamaño o entidad, porque puede existir una sociedad anónima cerrada constituida por dos personas, y una sociedad de responsabilidad limitada que es en definitiva una gran empresa, en cuanto a su capital, patrimonio, trabajadores contratados. No hay razón lógica para excluir una e incluir a la otra.


En su parecer, este proyecto representa un gran avance en materia de facilidad, pero particularmente de transparencia, pues con solo ingresar al registro a través de la web podrá un particular saber, por ejemplo, quienes son los socios de una sociedad determinada, lo que hoy tarda bastante tiempo e involucra un trabajo no menor. Va existir una mayor transparencia y facilidades de acceso, con un Registro Electrónico cuyas posibilidades de desarrollo son enormes. Al día de hoy los Notarios dan fe de que las personas que firman son quienes señalan, y de la fecha, pero no respecto de que la sociedad esté bien hecha, se hayan efectuado los aportes de capital, ni siquiera de si los títulos se ajustan a derecho o no. Si el proyecto resguarda debidamente que la identidad de los constituyentes o socios sea veraz, no advierte perjuicio.


El Honorable Senador señor García reiteró que, en las sociedades de garantía recíproca, que son pocas, también está la fe pública comprometida, por lo que podrían ser excluidas de esta normativa. Consultó al señor Ministro si la incorporación de todos los tipos de sociedades enunciadas en el artículo 2° es determinante para efectos de la ubicación de nuestro país en los rankings que elaboran anualmente la OCDE u otros organismos internacionales, en los que sin duda para nuestro país es importante aparecer bien situado, como un país que facilita la constitución de negocios y el emprendimiento.


Al respecto el Ministro de Economía, señor Pablo Longueira, afirmó que sin duda esta norma nos situaría en el ranking junto a los países más avanzados, que no han excluido ningún tipo societario. Nueva Zelanda, por ejemplo, un país que ha servido de modelo y que ha ido perfeccionando mucho su sistema.


El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve la importancia de la certeza jurídica. Actualmente, la intervención de abogados en la redacción de las escrituras de constitución no es baladí, persigue que el contrato y sus cláusulas se ajusten a derecho, y tiende a evitar nulidades; la intervención del Notario como Ministro de Fe da mayor garantía a los terceros que contraten con esa sociedad. Nuestra cultura jurídica difiere enormemente de la anglosajona, de la que se ha tomado este modelo.


Abaratar costos de dinero y tiempo, que parece ser el principal objetivo de este proyecto, también se puede lograr introduciendo modificaciones al sistema actual. Adicionalmente, dado que el uso de la firma electrónica aún no está masificado, ello implicará que de cualquier modo intervendrá un Notario, y lo más probable es que para completar el denominado “formulario”, los constituyentes recurran a abogados.


Es de la idea de modernizar el actual sistema, reduciendo sus costos, obligando a las notarías y conservadores incorporar en sus actuaciones la tecnología. Atendido que la posición mayoritaria es partidaria a establecer este sistema paralelo, no se niega a hacer la experiencia, pero consideró que la indicación permite poner a prueba el registro que se cree, detectar sus falencias, ir gradualmente implementándolo. Se trata de comenzar con las tres sociedades que más se usan, sobretodo por los medianos y pequeños.


Por las razones que ha expuesto, anunció su abstención en los artículos que digan relación con este punto, pues persiste en su idea que el mejor camino era otro.


El Honorable Senador señor Espina manifestó haber hecho un estudio acabado respecto del contenido del proyecto, después del cual ha llegado a la convicción que está bien estructurado y que se han superado las falencias que, en su momento, le generaron dudas.


La transición de un sistema a otro, la gradualidad, está incorporada a este proyecto, al tratarse el nuevo Registro Electrónico de un sistema registral alternativo y voluntario. En un primer momento, y dada la exigencia de firma electrónica avanzada para la suscripción de los formularios o, en su defecto, la concurrencia ante un Notario, la intervención de estos funcionarios está asegurada en la gran mayoría de los casos.


Por otra parte, recordó que al día de hoy, el rol de los Notarios se circunscribe a verificar la identidad de quienes suscriben el contrato social, y la fecha. Pero el Notario no verifica, por ejemplo, que los aportes efectivamente se hayan hecho. Y tratándose del aporte de bienes inmuebles, tanto actualmente como en la legislación que se propone, se deberá cumplir con las formalidades propias de su transferencia, escritura pública e inscripción en el Conservador de Bienes Raíces, lo mismo ocurre con la inscripción de las hipotecas, medidas cautelares, y otras. La iniciativa crea un Registro nuevo, para la constitución, modificación, fusión y disolución de sociedades, pero siempre con la alternativa del sistema antiguo. En ese sentido, el proyecto podrá servir de incentivo a los Conservadores de Bienes Raíces para mejorar su gestión y agilizar los trámites.


En relación a lo planteado por la indicación, salvo el caso de las sociedades anónimas abiertas y por las razones que se han señalado, no es partidario de excluir tipos societarios. Si se quiere tomar mayores cautelas, cabe hacerlo perfeccionando cada una de las normas de la iniciativa.


El señor Ministro coincidió con lo expresado por algunos señores Senadores en cuanto a que el Registro tiene una transitoriedad natural. El Ministerio está poniendo todos los incentivos para que el país tienda a una modernización que tiene sólo virtudes, certeza jurídica, transparencia. Destacó que este proyecto de ley se inserta dentro de un conjunto de iniciativas que forman parte de la Agenda de Impulso Competitivo, como por ejemplo el establecimiento de plazos para que las empresas obtengan facturas electrónicas, incentivar la masificación de la firma electrónica, mayor competencia a Transbank, entre otras.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó que, no obstante los argumentos dados, persiste en su idea de excluir al menos en un primer momento determinados tipos de sociedad. Consultó si existiría voluntad del Ejecutivo en orden a retardar la entrada en vigencia de este nuevo sistema respecto de algunas sociedades, por un período determinado, seis meses o un año, ante lo que el Ministro señaló que podría considerarse una norma transitoria en ese sentido, considerando plazos breves, la que acordaron discutir cuando sea procedente.


- En votación la indicación N° 13, fue rechazada por la  mayoría de los miembros de la Comisión presentes, por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores García, Espina y Novoa, y dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar.


- En votación el artículo 2°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado por la  mayoría de los miembros de la Comisión presentes, por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Espina, Novoa y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Zaldívar.

ARTÍCULO 3°


“Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley los siguientes términos, en singular o plural, con mayúscula o minúscula, tendrán los significados que a continuación se indican:


1. Personas jurídicas: Aquellas enumeradas en el Artículo 2°;


2. Formulario: El documento que debe suscribir el constituyente, socios o accionistas de las personas jurídicas, para manifestar su voluntad en orden a constituirlas, modificarlas, fusionarlas, dividirlas, transformarlas, ponerles término, disolverlas o migrar al sistema que establece esta ley, según sea el acto jurídico que se pretenda celebrar;


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos;


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título IV de esta ley;


5. Migración: acto por el cual una persona jurídica se acoge a la presente ley, o bien deja de regirse por ésta;


6. Certificado de vigencia para migración: certificado de vigencia que debe emitir el Registro de Comercio del Conservador respectivo, o por el Registro, en su caso, y que desde su emisión, impide cualquier anotación, inscripción o subinscripción, o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica; y


7. Reglamento: Decreto dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regulará todas las materias señaladas por esta ley como propias de dicho cuerpo normativo.”.


Respecto de este artículo propuesto, se formularon las siguientes indicaciones:


Indicación N° 14, del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituir el numeral 6 por el siguiente:


“6. Certificado para migración: documento electrónico o en papel emitido, según sea el caso, por el Conservador de Bienes Raíces o por el administrador del Registro de Empresas y Sociedades regulado en esta ley, destinado a acreditar la vigencia de la persona jurídica correspondiente y cuyo objeto es permitir la migración de un sistema de registro al otro.”.


Indicación N° 15, del Honorable Senador señor Zaldívar, para eliminar el numeral 7.


En discusión, el Honorable Senador señor García llamó la atención respecto del párrafo primero, del inciso primero, del artículo 3° propuesto por la indicación sustitutiva del Ejecutivo, el que estimó de redacción muy compleja y detallista. La Comisión estuvo de acuerdo y acordó simplificarla, del siguiente modo: “Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por:”.


El Honorable Senador señor Zaldívar llamó la atención en relación a la definición de “formulario”, que hace el numeral 2). Estimó que, para darle la connotación que debe tener este instrumento, sería mejor denominarlo “escritura”, que es la figura a la que corresponde de acuerdo al sistema jurídico chileno, una escritura privada, o “contrato incorporado al formulario”. 


Asimismo es muy importante dotar a este instrumento de fuerza jurídica, y comenzar llamándolo “formulario” no va en esa línea. A este respecto, el profesor Arturo Prado también hizo llegar algunos comentarios, agregó.


El señor Alejandro Arriagada manifestó que, más adelante en la indicación se señala expresamente que el formulario tiene el valor de una escritura pública, y existe un reenvío normativo a la legislación pertinente.


El Honorable Senador señor Tuma propuso hablar del “documento electrónico que contiene el contrato”.


El Honorable Senador señor Novoa estuvo de acuerdo con esa denominación, y destacó que el artículo 5° indica expresamente que en el formulario de constitución constarán tanto el contrato social como el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley.


Se consensuó la siguiente definición:


2. Formulario: El documento electrónico que contiene el contrato social y sus modificaciones. 


En relación al numeral 5), el Honorable Senador señor Tuma dio a conocer una observación que hizo llegar a la Comisión el señor Arturo Prado, profesor de Derecho Comercial de la Universidad de Chile, conforme a la que el término “migración” estaría mal usado, pues: “Tal palabra se utiliza para definir el paso de una persona de un país a otro, la cual tiene pleno alcance jurídico. Además se utiliza en el ámbito zoológico al utilizarse para graficar el viaje periódico de aves u animales, peces, etc. Finalmente en el ámbito geográfico para describir el desplazamiento de seres humanos de un territorio a otro. La palabra correcta debiera ser “traslado”, “desplazamiento” o “arraigo”.”.


Al respecto, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, señaló que el término “migración” es un tecnolecto utilizado habitualmente en el mundo informático, para referirse efectivamente al traslado de datos de un lado hacia otro, de un sistema de soporte hacia otro, y de acuerdo a las normas interpretativas de nuestro Código Civil, las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que profesan la misma ciencia o arte.


El Honorable Senador señor Novoa precisó que, de acuerdo a las normas del Código Civil ya mencionadas, cuando el legislador haya definido expresamente para ciertas materias una palabra, se le dará en éstas su significado legal.


El Honorable Senador señor Tuma agregó que, en este artículo, no se trata de migración de datos, sino de personas jurídicas de un sistema a otro, por lo que no coincide con el término informático indicado.


Existió consenso entre los Senadores presentes que la definición contenida en la indicación no es buena, pues no se trata que una persona jurídica se acoja a esta ley, sino que se traslada de un sistema a otro.


En razón de lo expuesto, se consideró la siguiente nueva redacción para la definición del término “migración”:


Migración: Tránsito de alguna persona jurídica mencionada en el artículo 2° del sistema registral conservatorio al establecido en la presente ley, y viceversa, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VII.


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía estuvo de acuerdo con la redacción, y consideró adecuado complementarla con una referencia expresa a los datos y demás accesorios que tenga la persona jurídica de que se trata, pues no sólo es el traslado de la persona sino de todos los datos constitutivos de la misma, pueden estar, vinculadas, a modo de ejemplo, prendas, hipotecas.


Propuso agregar en la definición la siguiente frase final: “y de todos aquellos datos que sean de su esencia, naturaleza o accidentales, que pueden estar vinculados con ellas, y todo lo que acceda a dicha información.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró que el concepto debiera mantener la mención al “acto” de que se trata, a fin de confundir personas con hechos.


En razón de lo expuesto, se concordó en la siguiente definición:


“Migración: Acto por el cual alguna persona jurídica mencionada en el artículo 2° transita desde el sistema registral conservatorio al sistema establecido en la presente ley, y viceversa, junto con todos aquellos datos que sean de su esencia, naturaleza o accidentales, vinculados con ella, y con todo lo que acceda a esta información, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VII”.


Respecto a la indicación N° 14, referida al numeral 6), el señor Ministro manifestó estar de acuerdo con ella, efectivamente mejora la redacción. Sin embargo, es muy importante mantener la segunda parte de la definición propuesta por la indicación sustitutiva, en cuanto a los efectos de la emisión del certificado para migración.


El Honorable Senador señor Espina solicitó se precise en el concepto que la emisión del certificado para migración impide cualquier anotación, inscripción, sólo en lo que se refiere al Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces, y no respecto de los otros Registros, como el de Propiedad. A modo de ejemplo, se podría dar el caso de una sociedad que migre al sistema nuevo, pero se tengan que hacer anotaciones marginales respecto de un bien inmueble del que ella es propietaria.  


El Honorable Senador señor Zaldívar explicó la indicación N° 15, que propone suprimir el numeral 7) por innecesario, ya que “Reglamento” se encuentra definido hace largo tiempo en la legislación, reiterarlo no aporta nada y puede incluso confundir. Ello no obstante que más adelante en el proyecto se precise que al dictarse un determinado reglamento, se requerirá la firma de tal o cual Ministro.


El señor Ministro estuvo de acuerdo con lo planteado.


- En votación la indicación N° 14, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- En votación la indicación N° 15, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.


 - En votación el artículo 3°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Novoa, Tuma y Zaldívar.

ARTÍCULO 4°


“Artículo 4°.- Las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, el que deberá incorporarse en el Registro.


En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la de la incorporación del formulario de que se trate al Registro.”.


Las indicaciones N°s 2, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 3, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, se formularon al artículo 4° del texto aprobado en general por el Senado, pero las tratamos acá por referirse a la misma materia, pues proponen sustituir el inciso segundo de ese artículo por el siguiente:


“En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la indicada en el formulario y la fecha de inscripción del acto en el Registro será aquella en que ésta efectivamente se produjo.”.


La indicación N° 16, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:


“En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la fecha en que firme el formulario el primero de los socios o accionistas o el constituyente según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, el acto solo se entenderá incorporado al Registro cuando hubieren firmado todos los que hubieren comparecido al acto.”.


El Ministro de Economía estimó ambas indicaciones parlamentarias apuntan en el mismo sentido, pero la redacción de la indicación N° 16 es mejor.


- En votación la indicación N° 16, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Zaldívar.


- En votación las indicaciones N°s 2 y 3, fueron rechazadas,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Zaldívar.


- En votación el artículo 4°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Zaldívar.

ARTÍCULO 5°


“Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, será aquél que conste en el formulario de constitución, y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda.


En el silencio de esta ley, del acto constitutivo, del contrato social o del estatuto social, las personas jurídicas se regirán por las normas que le sean aplicables conforme a su especie. No se admitirá prueba de ninguna especie entre las partes que suscriban el formulario o de la persona jurídica de que se trate contra el tenor del formulario incorporado al Registro en cumplimiento de las normas establecidas por esta ley, ni aún para justificar la existencia de estipulaciones, pactos o acuerdos no expresados en éste.”.


Respecto a este artículo 5° también se formularon indicaciones:


Indicación N° 17, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para suprimir la frase “del acto constitutivo, del contrato social o del estatuto social” y la coma (,) que le sigue.


Indicación N° 18, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para reemplazar la oración “No se admitirá prueba de ninguna especie entre las partes que suscriban el formulario o de la persona jurídica de que se trate contra el tenor del formulario incorporado al Registro, ni aún para justificar la existencia de estipulaciones, pactos o acuerdos no expresados en éste”, por la oración “El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley, tendrá valor probatorio equivalente a una escritura pública”.


Respecto a la indicación N° 17, la Comisión consideró que apunta en la línea correcta y mejora la redacción.


En discusión la indicación N° 18, el Honorable Senador señor Tuma estuvo por mantener el texto de la indicación sustitutiva, que en su parecer consagra la autonomía de la voluntad, la que constituye la esencia del proyecto.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que con la indicación, se le da fuerza de escritura pública al formulario, y se remite a las normas del Código Civil en cuanto a su valor probatorio. Recordó que conforme a estas normas,  para los terceros no son oponibles, en cuanto a su veracidad, las estipulaciones entre las partes, sólo otorga plena fe en cuanto al otorgamiento por quienes se indica y a su fecha.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo le confiere al formulario un valor distinto, incluso superior, lo que no corresponde y traería consigo un sinnúmero de dificultades. Nadie, ni aun la ley, se puede hacer cargo respecto al contenido de lo que dos personas firman.


El Honorable Senador señor Zaldívar insistió en su aprensión en cuanto a que el texto del proyecto no establece en forma clara que el formulario tenga fuerza de escritura pública. Hay que buscar una redacción que lo consagre en forma expresa.


Los Honorables Senadores manifestaron que debe explicitarse que el formulario tendrá el valor de una escritura pública, no sólo en el ámbito probatorio, sino para todos los efectos legales, incluido el ser un título ejecutivo.


En una sesión posterior se precisaron algunos aspectos.


En relación a la primera parte del inciso segundo, que la indicación N° 17 propone modificar, el Honorable Senador señor Tuma consideró que, de acuerdo a las normas generales, si la ley guarda silencio en determinada materia rigen las normas supletorias. En consecuencia no es necesario establecerlo, lo que sí hay que señalar expresamente es lo relativo al acto constitutivo.


 Los Honorables Senadores estuvieron de acuerdo en que las normas que rijan según cada especie de sociedad deben ser supletorias ante el silencio tanto de la ley como del acto constitutivo, pero que sólo esto último es necesario establecerlo explícitamente.


Respecto al inciso segundo, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio, señor Alejandro Arriagada, recogiendo lo planteado en orden a la necesidad que el formulario tenga no solo el valor probatorio, sino también la fuerza ejecutiva de una escritura pública, propuso aprobar esta indicación con modificaciones, agregando al final una oración que señale expresamente que para todos los efectos legales el formulario constituirá título ejecutivo. De este modo las obligaciones contenidas en él se podrían cobrar en un juicio ejecutivo, sin necesidad de un juicio declarativo previo.


- En votación la indicación N° 17, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Uriarte.


- En votación la indicación N° 18, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Uriarte.


- En votación el artículo 5°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Zaldívar.

TÍTULO II

De los Formularios


“Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. En los casos en que algunos de los campos correspondientes a dichas menciones no fueren completados total o parcialmente, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias que tales leyes disponen, si las hubiere. En todo caso deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio y los demás que señale el Reglamento.


Asimismo, los Formularios deberán contener todos los campos que sean necesarios para efectos de obtener el Rol Único Tributario y la iniciación de actividades ante el Servicio, según lo dispone el Artículo 12, así como todos los campos necesarios para los efectos señalados en los Títulos VI y VII de esta ley.


El constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrán incorporar dentro del formulario de constitución cualquier otra estipulación, pacto o acuerdo ya sea al momento de la constitución misma o con posterioridad a ésta. Tales estipulaciones, pactos o acuerdos podrán también constar en un documento separado, siempre que no se refieran a materias señaladas en los incisos anteriores. En este caso, una copia digital íntegra del documento deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica, de acuerdo a lo señalado en el Título IV de esta ley.


El Reglamento, establecerá las menciones, condiciones y términos que hayan de contemplarse en los formularios respectivos. De igual modo, para el caso de migración, señalará además la información que deberá requerir el formulario para la adecuada identificación y continuidad de la persona jurídica de que se trata.”.


Este artículo 6° propuesto por la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue objeto de la indicación N° 19, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar estimó que la redacción de la indicación N° 19 es más completa que la contenida en la indicación sustitutiva.


En relación con este tema, manifestó su preocupación, pues sin una modificación a la normativa sobre iniciación de actividades ante el Servicio de Impuestos Internos, particularmente en lo referente a la necesidad de verificación de domicilio por parte de los fiscalizadores del Servicio, no se va a producir una real agilización en la constitución de sociedades; es ahí donde se producen las mayores demoras y por ende es indispensable facilitar ese trámite, lo que se podría lograr, a modo de ejemplo, con que fuese suficiente una declaración jurada respecto del domicilio del contribuyente. Esto ocurre particularmente con los contribuyentes de IVA.


El señor Arriagada hizo presente que se avanzó en esta materia con la dictación de la ley N° 20.494, que agiliza trámites para el inicio de actividades de nuevas empresas, en la que se estableció la figura de la factura de inicio, permitiendo el cambio del agente retenedor del IVA; se ha ido masificando de a poco por la dificultad del cambio cultural de los contadores y otros agentes que intervienen. También se modificó la situación tratándose de facturas electrónicas, donde sólo se exige una la declaración jurada de domicilio.


El Honorable Senador señor Tuma estimó que una modificación en el sentido propuesto le daría fuerza a este proyecto y solicitó al Ejecutivo analizarla, ante lo que el señor Fiscal manifestó que haría la consulta tanto al Ministerio de Hacienda como al Servicio de Impuestos Internos.


El Honorable Senador señor Espina señaló que es plausible lo planteado, pero en aras a avanzar en la tramitación de este proyecto, propuso aprobar la indicación y este aspecto dejarlo pendiente.


- En votación la indicación N° 19, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma, Uriarte y Zaldívar.


- En votación el artículo 6°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

ARTÍCULO 7°


“Artículo 7°.- Los formularios deberán estar siempre a disposición de los interesados en el sitio de Internet del Registro y sus campos sólo podrán ser completados electrónicamente en dicho sitio.”.


El Honorable Senador señor García consideró que la parte final del artículo es reiterativa, pues el propósito de un registro electrónico es precisamente que los campos de los formularios que se incorporan al mismo sean llenados en forma electrónica.


La Comisión estuvo de acuerdo en suprimir la frase “y sus campos sólo podrán ser completados electrónicamente en dicho sitio.”.


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, sugirió realizar dos modificaciones a esta norma: cambiar la palabra “siempre” por “permanentemente”, respecto de la disposición de los formularios en la web, pues puede haber hechos ajenos a la voluntad del Ministerio o del administrador del registro, por ejemplo, la mantención del sistema, que impliquen una suspensión, lo que “permanentemente” admite pues significa permanencia en el tiempo; y sustituir el término “sitio de Internet” por “sitio electrónico”, pues dados los avances tecnológicos es posible que no sea en el futuro internet la plataforma.


- En votación el artículo 7°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma Uriarte y Zaldívar.

ARTÍCULO 8°


“Artículo 8°.- Sin perjuicio que se cumpla en el Formulario con la mención al capital, según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a aquéllas.”.


En relación a esta disposición, el Honorable Senador señor Zaldívar presentó la indicación signada con el N° 20, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, las estipulaciones, pactos o acuerdos que establezcan los interesados no producirán efectos frente a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que a este respecto dispongan las leyes que establecen y regulan a las respectivas personas jurídicas.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la indicación precisa la norma.


El señor Arriagada estuvo de acuerdo, y ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, explicó que este efecto que explicita la indicación, es una derivación de la normativa que rige a ciertos actos, que no son oponibles a terceros sin el previo cumplimiento de formalidades por via de publicidad, o no se perfeccionan sin antes cumplir con ciertas solemnidades que la misma ley establece. La inoponibilidad es un efecto propio del derecho.


- En votación la indicación N° 20, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma, Uriarte y Zaldívar.


- En votación el artículo 8°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

TÍTULO III

De la Suscripción de los Formularios

ARTÍCULO 9°


“Artículo 9°.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en forma electrónica en el sitio de Internet del Registro, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el Reglamento.


La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.


El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario. En este caso, el notario  deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos. Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrá concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de representante legal o de apoderado. En este último caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante un notario, quien deberá verificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el Reglamento, y dejar constancia del instrumento en el que consta la personería en virtud de la cual actúa el apoderado, o del documento que acredita dicha representación, según sea el caso. Una copia digital íntegra de ésta o de aquel, según sea el caso, deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva.


En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción. El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar en estos casos, la firma de los formularios por parte del constituyente, socios o accionistas, o su apoderado o representante legal, según sea el caso.


Los notarios sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.”.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que en este artículo se evidencia uno de sus principales temores en relación a esta normativa, esto es, que sólo beneficiará en términos de tiempo y costo a quienes cuenten con firma electrónica avanzada, pues el resto de las personas para poder suscribir estos formularios electrónicos tendrán que concurrir ante un notario que estampe su firma electrónica avanzada, es decir, la misma situación del día de hoy.


Entiende que hay una política del Ejecutivo tendiente a masificar el uso de la firma electrónica, no obstante, ello toma tiempo, y le preocupa que el tiempo de implementación en definitiva impida que el impacto de esta ley sea el esperado.


El señor Arriagada explicó que varias de las políticas para fomentar el uso de la firma electrónica avanzada ya están en marcha, y otras como el proyecto del Servicio de Registro Civil e Identificación se implementarán en el próximo tiempo. Recordó que aún quedan varias fases legislativas que cumplir, luego 6 meses para la entrada en vigencia del proyecto, por lo que convergerán todos los proyectos que apuntan en el mismo sentido y se están trabajando simultáneamente al día de hoy.


- En votación el artículo 9°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Uriarte.

ARTÍCULO 10


“Artículo 10.- La suscripción de los formularios por todos los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la firma por el primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título V de esta ley.”.

 
El Honorable Senador señor Zaldívar  consultó, en relación a este artículo, la manera como se va a fiscalizar que se cumpla efectivamente con este plazo máximo de 60 días. La firma del formulario es un momento privado.


El Fiscal del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, explicó que al suscribir un formulario con firma electrónica avanzada, una vez que ello se certifica en el sistema se producen dos efectos: la certificación de la firma y el “sellado de tiempo” que es inalterable.


El Honorable Senador señor García consultó si todos los Notarios cuentan con firma electrónica avanzada. Asimismo llamó la atención en la necesidad de concordar esta norma con la nomenclatura ya aprobada.


El Honorable Senador señor Uriarte manifestó que, de acuerdo a su experiencia, gran parte de los Notarios de provincia no cuentan con ella.


El Fiscal del Ministerio de Economía explicó que, según lo informado en su momento, después de la dictación de la ley de firma electrónica, y dado que los documentos suscritos con firma electrónica avanzada tienen valor probatorio, se hizo entrega de ella a todos los Notarios. Lo mismo señaló  la Asociación de Notarios. Y si hay algunos que aún no la tienen, este cambio legislativo va a generar la necesidad y la van a adquirir.


El Honorable Senador señor Espina consideró que la norma está bien redactada, y contempla tres situaciones claramente diferenciables: la de aquel que cuenta con firma electrónica avanzada, la de quien no la tiene, y finalmente, aquel caso en que una persona actúa por medio de un apoderado, en que se toma el debido resguardo de exigir el mandato o el documento habilitante.


- En votación el artículo 10°, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Espina, Tuma y Uriarte.

TÍTULO IV

Del Registro de Empresas y Sociedades

ARTÍCULO 11


“Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio de Internet, y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acogen a esta ley, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.


Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es esencialmente público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio de Internet, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información  incorporada en él. La información que conste en el Registro hará plena fe en contra de las personas jurídicas incorporadas en él y de quienes han suscrito los formularios incorporados a éste.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas.”. 


Los Honorables Senadores señores Espina y García proponen, en la indicación N° 21, reemplazar la oración “La información que conste en el registro hará plena fe en contra de las personas jurídicas incorporadas en él y de quienes han suscrito los formularios incorporados a éste”, por la oración “La información que conste en el Registro tendrá valor probatorio equivalente a una escritura pública”.  


Por su parte, la indicación N° 22 del Honorable Senador señor Zaldívar, es para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, la empresa u organismo que administre el Registro en virtud del ejercicio de la facultad de licitar del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo indicada en el inciso anterior, será responsable civilmente en los mismos términos y por las mismas situaciones que Notarios y Conservadores lo son, respecto de las actuaciones que esta ley autoriza efectuar electrónicamente.”.


El Honorable Senador señor Espina puso de relieve que en el inciso segundo de la norma que se propone, se señala que este Registro es “esencialmente” público,  y no comprende la razón de ello.


El Fiscal del Ministerio de Economía estuvo de acuerdo con eliminar la palabra “esencialmente” pues carece de toda relevancia y se puede prestar para confusión.


- En votación, esta supresión fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Uriarte.


En discusión la indicación N° 21, la Comisión consideró que está en sintonía con otras ya aprobadas, que establecen el valor probatorio del formulario.


- En votación la indicación N° 21, fue aprobada, con una modificación formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Uriarte.


Respecto a la indicación N° 22, el Honorable Senador señor Espina manifestó comprender el objetivo al que apunta, que no es otro que dejar establecida la responsabilidad de los administradores del Registro, y agregó que en su parecer no lo logra y más aún, puede traducirse en acotar la responsabilidad de estas entidades. Existen una serie de actos propios del nuevo sistema, de los que no responden Notarios y Conservadores, pues son funcionarios responsables de determinados actos en el ejercicio de sus funciones, por ejemplo responsabilidad respecto de que en el registro exista información que no es fidedigna pues fallaron los softwares, o relativa a la entrega de la información.


El Fiscal del Ministerio de Economía consideró que el administrador del Registro debe someterse a las normas propias de la responsabilidad, en este caso de una persona que administra un bien público. Ante una observación del Honorable Senador señor Tuma, que estimó conveniente establecer que la culpa de que responderán será la culpa levísima, manifestó que lo habitual es responder de la culpa leve, exigir la diligencia de la levísima es excesivo.


Se tuvo presente que la responsabilidad de los notarios es de tres tipos: civil, funcionaria y penal. Solo en estas dos últimas tienen normas especiales. En materia de responsabilidad civil responden como cualquier profesional en el ejercicio de sus funciones. 


En relación a la responsabilidad de quienes administren el Registro, el Fiscal del Ministerio de Economía hizo presente que estarán sometidos a las normas de derecho común en materia de responsabilidad civil, y adicionalmente, tratándose de un registro que desarrolla una función pública que ha sido delegada por el Ministerio en virtud de una licitación, también puede existir responsabilidad del Estado por falta de servicio.


La indicación del Honorable Senador señor Zaldívar no innova, y más aún, su interpretación podría eventualmente ser restrictiva en esta materia, entendiendo que al existir una norma específica que establece la responsabilidad de un registro licitado del Estado, debe ser ésta la que se aplique y excluir la responsabilidad del Estado por falta de servicio.


- En votación la indicación N° 22, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto en contra de los Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Sabag.


- En votación el artículo 11, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Sabag.

ARTÍCULO 12


“Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.”.


Este artículo 12, que forma parte del texto de la indicación sustitutiva que presentó el Ejecutivo, fue objeto de dos indicaciones:


Indicación N° 23, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para intercalar, a continuación de la expresión “formulario” la frase “por todos quienes hubieren comparecido al acto”.


Indicación N° 24, del Honorable Senador señor Zaldívar, para incorporar después del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “El responsable de administrar el Registro deberá, además, al momento de publicar las actuaciones indicadas y sin necesidad de más trámites o solicitud alguna, enviar la misma información al Diario Oficial, para que éste a su vez, efectúe la correspondiente publicación, debiendo indicarse expresamente que se ha efectuado al amparo de las normas de esta ley.”.


Respecto a la indicación N° 23, el Honorable Senador señor Tuma consideró que se precisa la norma.


El Honorable Senador señor García agregó que ello es concordante con la indicación N° 16 ya aprobada, que expresa que el acto constitutivo sólo se incorporará al Registro cuando hubieren firmado el formulario todos los que hubieren comparecido al acto.


- En votación la indicación N° 23, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.


Respecto a la indicación N° 24, el Honorable Senador señor Novoa consideró que es inadmisible, por imponer una nueva función al Registro, y una carga económica, lo que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, con lo que estuvo de acuerdo el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma.


El señor Arriagada expresó que el Ejecutivo comparte la consideración de la inadmisibilidad y agregó que, en cuanto al fondo, rechazan la indicación por ser contraria al espíritu del proyecto, tendiente a simplificar los trámites de constitución de una sociedad. La indicación propone hacer pública la constitución de la sociedad vía web, lo que no es más que una réplica de la publicidad intrínseca del Registro electrónico, se agrega un trámite que en realidad no aporta nada nuevo. 


- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, declaró inadmisible la indicación N° 24, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


- En votación el artículo 12, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 13


“Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, le asignará el Servicio un Rol Único Tributario. Para el caso de las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, les reconocerá el Servicio aquél que le haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio.


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá establecerse entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.”.


La indicación N° 25, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar la oración “Para el caso de las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, les reconocerá el Servicio aquél que le haya asignado previamente”, por la oración “Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente”.


La Comisión estuvo de acuerdo en que la indicación mejora la redacción de la norma.


- En votación la indicación N° 25, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.


- En votación el artículo 13, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

TÍTULO V

De la Modificación, Transformación, Fusión, División, Terminación y Disolución de las Personas Jurídicas Acogidas a esta Ley


“Artículo 14.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley serán modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.


La suscripción de esos formularios será realizada por el titular o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso, debiendo para tales efectos sujetarse a lo señalado en el Título III de esta ley.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.”.


La indicación N° 26, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar la frase “o por quienes corresponda según sea el caso” por la frase “o por la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de la sociedad”.


La indicación N° 27, de los Honorables Senadores señores Espina y García, propone agregar el siguiente inciso final, nuevo: “Para todos los efectos de esta ley, son accionistas los que consten en el registro de accionistas y hayan sido certificados por el gerente general o el directorio de la sociedad, de la forma que determine el Reglamento.”.


Los Honorables Senadores autores de estas indicaciones optaron por retirarlas, por estimar que su referencia está restringida a las sociedades por acciones, en circunstancias que también puede haber sociedades de personas que faculten a alguien. Además la norma ya contiene las hipótesis respectivas.


Las indicaciones N°s 26 y 27 fueron retiradas por sus autores.


- En votación el artículo 14, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 15

“Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.


En caso de división de una persona jurídica a la cual se le aplica la presente ley, la nueva persona jurídica que se constituya al efecto deberá acogerse a las disposiciones de esta ley, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.”.


- En votación el artículo 15, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

TÍTULO VI

Del Saneamiento de la Nulidad de las Personas Jurídicas a que se Refiere esta Ley

ARTÍCULO 16


“Artículo 16.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus representantes o apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción señaladas en el Título III de esta ley.


Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre el saneamiento de la nulidad a que se refiere este artículo se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de aquella deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que sea contrario a la presente ley, respecto de las personas jurídicas regidas por ésta.”.


- En votación el artículo 16, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 17


“Artículo 17.- La nulidad de que trata este Título, no podrá hacerse valer una vez transcurridos dos años desde la fecha de incorporación al Registro del formulario en que consta el vicio. “.


Este artículo propuesto por la indicación sustitutiva, fue objeto de la indicación N° 28, del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- En todo caso, la nulidad de que trata este título se regirá por las reglas generales establecidas en el Título XX del Libro Cuarto del Código Civil.”.


El Honorable Senador señor Espina reiteró su posición en orden a no modificar en este proyecto normas generales vigentes, sean civiles o comerciales, como es el caso de la nulidad. No ve razón para acortar el plazo de prescripción de la nulidad tratándose de sociedades constituidas conforme al nuevo sistema.


El señor Arriagada expresó que, en este caso particular, el proyecto busca excepcionarse de la normativa general y establecer un plazo de prescripción especial. Sin embargo no se trata de un aspecto esencial para el proyecto.


Los Honorables Senadores presentes estuvieron de acuerdo con lo manifestado por el Honorable Senador señor Espina; es preferible no innovar en la materia y remitirse a la aplicación de las normas generales, lo que no es necesario explicitar en el texto.


- En votación la indicación N° 28 fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.


- En votación el artículo 17, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue rechazado, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 18


“Artículo 18.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto  retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.”.


- En votación el artículo 18, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.

TITULO VII

De la Migración

ARTÍCULO 19


“Artículo 19.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, o sus apoderados o representantes legales, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado de vigencia para migración. Una vez emitido dicho certificado, deberá dejarse constancia de la migración al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán hacer anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta. 


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia del certificado antes indicado. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, según sea el caso, o  por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. Una copia digital íntegra de dicho certificado deberá ser incorporada al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica de que se trate. Desde la fecha de la incorporación al Registro, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta Ley.


Si nada dijeren el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no se considerará una modificación social. 


El Reglamento establecerá la forma y condiciones como deberá acreditarse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo, la caducidad del certificado de vigencia para migración, pasados treinta días sin que se hubiere suscrito el correspondiente formulario de migración a régimen simplificado. Acreditada la caducidad de aquél, desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subinscripciones a que hubiere lugar en el Registro de Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.”.


En discusión el artículo, el Honorable Senador señor Novoa estimó que su redacción no es la mejor, pues se observa un desorden en relación al orden cronológico que tienen las distintas fases de la migración.


En ese sentido, consideró que el inciso cuarto, que se refiere al acuerdo que adopta una sociedad para migrar del sistema actual al nuevo, debe ir al principio del artículo, como inciso segundo. Temporalmente corresponde también reubicar el inciso quinto que trata de la suscripción del formulario de migración.


Las siguientes indicaciones se refieren a esta disposición.


La indicación N° 29, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado de vigencia para migración. Dicho certificado contendrá el extracto de los estatutos sociales, el extracto de las modificaciones de que ha sido objeto la sociedad y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado de vigencia para migración, deberá dejar constancia de la migración al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán hacer anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.”. 


El Honorable Senador señor Espina estimó importante que sea la ley la que establezca los requisitos mínimos del certificado de migración.


- En votación la indicación N° 29,  fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.


Indicación N° 30, del Honorable Senador señor Zaldívar, para eliminar en el inciso segundo, la frase “de vigencia” entre “certificado” y “para migración”.


La Comisión estimó que la indicación es concordante con la modificación que se introdujo al artículo 3°, por lo que cabe aprobarla, introduciendo la modificación en el texto propuesto por la indicación N° 29 y aprobado por la Comisión.


- En votación la indicación N° 30, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Sabag y Tuma.


La indicación N° 31, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar la oración, para reemplazar, en el inciso tercero, la oración “Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado””, por la oración “Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión de dicho certificado, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, o la sociedad a través de su representante según corresponda, deberá suscribir el formulario de migración al régimen simplificado”; para reemplazar la expresión “certificado antes indicado” por “certificado de vigencia para migración”; y para eliminar la oración “Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, según sea el caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas” y el punto seguido (.) que se encuentra a continuación.


El Honorable Senador señor Novoa llamó a tener presente que la sociedad es una persona jurídica distinta de los socios.


El Honorable Senador señor Espina expresó que el sentido de la primera de las modificaciones que plantea la indicación es que la suscripción del formulario de migración se pueda efectuar tanto por los titulares como por sus representantes. Coincidió en que la expresión utilizada no refleja el objetivo.


La Comisión estuvo de acuerdo en aprobar la indicación, sustituyendo la frase “o la sociedad a través de su representante legal según corresponda” por la posibilidad que sean los titulares “por sí o a través de sus representantes” los que suscriban el formulario.


- En votación la indicación N° 31, fue aprobada, con modificaciones,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa y Tuma.


El inciso quinto de este artículo fue objeto de dos indicaciones:


Indicación N° 32, del Honorable Senador señor Zaldívar, para reemplazar la frase “ministro de fe” por “Notario”, y eliminar la oración que sigue a continuación del punto seguido (.).


El Honorable Senador señor Espina reiteró el criterio expresado en relación a otras disposiciones, en cuanto a no innovar respecto a las normas de aplicación general.


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía complementó lo anterior recordando que, si bien en la mayoría de las oportunidades el Ministro de Fe será un Notario, puede ocurrir, por ejemplo, que en ciertas comunas no haya Notario haga las veces de tal el Oficial de Registro Civil.


- En votación la indicación N° 32,  fue rechazada,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa y Tuma.


Indicación N° 33, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para reemplazar, la frase “no se considerará una modificación social”, por la frase “no será una modificación social”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la indicación no apunta al fondo, sino que es un asunto de redacción. La migración no es una modificación social, no es sólo que no se considere como tal.


- En votación la indicación N° 33, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa y Tuma.


El inciso sexto de este artículo propuesto por la indicación sustitutiva fue objeto de las siguientes indicaciones:


La indicación N° 34, del Honorable Senador señor Zaldívar, propone eliminar el inciso sexto de este artículo.


Por su parte, la indicación N° 35, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar, en el inciso sexto, la frase “la caducidad del certificado de vigencia para migración, pasados treinta días sin que se hubiere suscrito el correspondiente formulario de migración a régimen simplificado”, por la oración “la caducidad de dicho certificado. Este certificado tendrá una vigencia de treinta días, pasados los cuales se entenderá caducado”.


Respecto a la caducidad, el Honorable Senador señor Novoa estimó que la disposición es confusa. Transcurridos 30 días, se indica que quien haya solicitado el certificado deberá acreditar ante el Registro de Comercio la caducidad del mismo, lo que en su parecer es una materia que no puede quedar entregada a la voluntad de los particulares. 


El señor Arriagada señaló que el establecimiento de plazos de vigencia de certificados es común en la práctica jurídica, por ejemplo, en los certificados de dominio que emite el Conservador de Bienes Raíces. Otorga mayor seguridad el hecho que un certificado sea de fecha más “reciente”.


El Honorable Senador señor Novoa insistió en que, a fin de otorgar certeza, debe necesariamente quedar constancia en el Registro de Comercio lo que ocurrió con el certificado para migración. Deben ser los Registros los que se comuniquen, informando el Registro electrónico al Conservatorio de la migración de una sociedad al nuevo sistema.


Los Honorables Senadores presentes estuvieron de acuerdo con lo señalado, especialmente en que se trata de una materia que no puede quedar entregada a la voluntad de los particulares.


El Fiscal del Ministerio de Economía, analizando el escenario, coincidió en que existe un eslabón que falta para garantizar la certeza, evitar que sociedades queden ad eternum registradas en el Registro de Comercio, pero sin poder efectuar ningún tipo de anotaciones, subinscripciones, y precaver la posibilidad de fraude por duplicidad de inscripciones de una sociedad.


Finalmente, la indicación N° 36, de los Honorables Senadores señores Espina y García, para agregar el siguiente inciso séptimo, nuevo:


“En caso de discrepancia entre el contenido del formulario de migración al régimen simplificado y el certificado de vigencia para migración, primará el contenido de este último certificado.”.


El siguiente texto recoge las inquietudes planteadas en el seno de la Comisión y las indicaciones aprobadas:


“Artículo 19.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Si nada señalare el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representantes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado para migración. Dicho certificado deberá ser emitido por el Conservador respectivo y contendrá el extracto de los estatutos sociales y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado de vigencia para migración, deberá dejar constancia de ésta al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán efectuar anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión del certificado referido en el inciso anterior, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia de dicho certificado. Una vez suscrito el formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y las demás materias que señale el Reglamento. Este certificado será enviado electrónicamente dentro del día siguiente hábil por el Registro de Empresas y Sociedades que dispone el Título IV de la presente Ley al Conservador respectivo, quien tendrá el plazo de un día hábil  para anotar marginalmente a la inscripción del Registro de Comercio de la Persona Jurídica migrada que ésta se encuentra inscrita en el Registro Electrónico. 


Trascurridos treinta días contados desde la emisión del certificado para migración sin que se haya comunicado la incorporación al registro electrónico de la sociedad migrada al Conservador respectivo, caducará dicho certificado y desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subincripciones a que hubiere lugar el Registro del Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no se considerará una modificación social.”.


- En votación el artículo 19, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, con las modificaciones incorporadas a su texto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.


- En votación las indicaciones N°s 34, 35 y 36, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

ARTÍCULO 20


“Artículo 20.- Las personas jurídicas que se rijan por las disposiciones de la presente ley, podrán en cualquier momento anterior a su terminación o disolución, migrar al sistema  general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva, para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta Ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. 


La migración antes señalada será obligatoria para las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a alguna de las indicadas en el Artículo 2°. Para estos casos, en el plazo de sesenta días contados desde que se produjo el hecho por el cual se dejaron de cumplir los requisitos antes mencionados, se deberá migrar al sistema general conforme a lo indicado en los incisos anteriores.”.


Respecto a esta disposición, la indicación N° 37, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general””, por la frase “accionistas, o la sociedad a través de su representante”, deberán suscribir el formulario de migración al régimen general”; y para eliminar la oración “Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas” y el punto seguido (.) que se encuentra a continuación.


La indicación N° 38, de los Honorables Senadores señores Espina y García, se refiere al inciso cuarto de esta norma, para reemplazar, en su primera parte, la oración “que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento”, por la oración “que contendrá un extracto de los estatutos sociales, un extracto de las modificaciones sociales de que hubiere sido objeto la sociedad y las demás materias que determine el Reglamento”.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó sus reparos respecto a esta disposición. Sin duda está de acuerdo en que se permita el tránsito del sistema actual al nuevo sistema electrónico, pero autorizar el tránsito del nuevo sistema al antiguo, e ilimitadamente de un sistema al otro, no le parece adecuado. El sentido de este proyecto es que, a futuro, el registro electrónico sea el que quede vigente.


El Fiscal del Ministerio de Economía manifestó que, sin perjuicio de compartir el análisis, es necesario que se autorice el tránsito tratándose de personas jurídicas que dejen de corresponder a alguna de las señaladas en el artículo 2°.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Tuma. Se persigue establecer un sistema rápido y expedito, que sea el que prime en adelante. No ve la lógica de permitir migrar de un sistema a otro en forma ilimitada. Si una sociedad opta por migrar al nuevo registro, debe permanecer en él, concluyó.

Recogiendo lo expresado, se propuso la siguiente nueva redacción al artículo 20 de la indicación sustitutiva del Ejecutivo:


“Artículo 20.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a algunas de las indicadas en el artículo 2 deberán migrar, dentro del plazo de 60 días contados desde que se produjo el hecho por el cual dejaron de cumplir los requisitos dispuestos por la presente ley, al sistema general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta Ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros.”.


- En votación las indicaciones N°s 37 y 38, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.


 - En votación el artículo 20, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, con el texto indicado,  fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.


ARTÍCULO 21


“Artículo 21.- Una vez emitido el certificado digital de migración por el Registro, no se podrán incorporar formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica respectiva. Desde el momento de su migración al régimen general, todos los actos relativos a su modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica. La migración desde el Registro de esta ley al Registro de Comercio efectuada en conformidad al presente Título no se considerará una modificación social.


El Reglamento establecerá la forma y condiciones como deberá acreditarse en el Registro, la caducidad del certificado digital de migración, pasados treinta días sin que se hubiere inscrito en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesario, publicado en el Diario Oficial. Acreditada la caducidad, desde esa fecha podrán incorporarse al Registro todos los actos a que hubiere lugar, de conformidad a esta Ley. “.


Se presentaron tres indicaciones referidas a este artículo 21.


La indicación N° 39, del Honorable Senador señor Zaldívar, para sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 21.- Una vez emitido el certificado para migración, durante el plazo en que éste se encuentre vigente no se podrán efectuar en el Registro de origen las anotaciones, inscripciones y subinscripciones, o, en su caso, incorporar los formularios, relativos a la modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución de la persona jurídica correspondiente. La vigencia de estos certificados será treinta días. Finalizada la migración, se aplicarán las respectivas normas legales de cada sistema de Registro. Transcurrido el plazo indicado sin que se proceda a finalizar la migración, el certificado caducará de pleno derecho. Acreditada la caducidad del certificado se entenderá que la migración ha fracasado, debiendo iniciarse todo el procedimiento nuevamente. Desde el momento de su migración, todos los actos indicados previamente deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica y se deberán efectuar de acuerdo a las normas que regulan cada sistema de registro. Las migraciones entre el Registro de esta ley y el Registro de Comercio, efectuadas en conformidad al presente Título no se considerarán una modificación social.”.


La indicación N° 40, del Honorable Senador señor Zaldívar, se refiere al inciso segundo, para reemplazar “como deberá acreditarse en el Registro, la caducidad del certificado digital de migración, pasados treinta días sin que se hubiere inscrito en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesario, publicado en el Diario Oficial. Acreditada la caducidad, desde esa fecha podrán incorporarse al Registro todos los actos a que hubiere lugar, de conformidad a esta Ley.”, por lo siguiente: “que deberá cumplir el certificado para migración, digital y en papel, y cómo deberá acreditarse su caducidad, incluyendo la manera en que deberá publicarse en el Registro que regula esta ley y en el Diario Oficial.”.


La indicación N° 41, de los Honorables Senadores señores Espina y García, también formulada al inciso segundo, es para reemplazar, la oración “la caducidad del certificado digital de migración, pasados treinta días sin que se hubiere inscrito en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesario, publicado en el Diario Oficial”, por la oración “la caducidad de dicho certificado. Este certificado tendrá una vigencia de treinta días, pasados los cuales se entenderá caducado”.


En relación a este artículo, y en armonía con lo ya despachado, la Comisión acordó suprimir su inciso segundo.


Asimismo, la unanimidad de sus miembros presentes estuvieron contestes en sustituir la frase “no se considerará una modificación social” por “no será una modificación social”, del modo que se hizo en el artículo 19.


- En votación las indicaciones N°s 39, 40 y 41, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.


 - En votación el artículo 21, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, con las modificaciones señaladas, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

TÍTULO VIII

Disposiciones Finales

ARTÍCULO 22


“Artículo 22.- Toda vez que las leyes exijan una anotación o inscripción en el Registro de Comercio o una publicación en el Diario Oficial, en relación con las actos señalados en el Artículo 1° respecto de las personas jurídicas acogidas a este ley, esas formalidades se entenderán cumplidas y reemplazadas, en su caso, por la incorporación en el Registro del formulario que da cuenta del acto respectivo.”.


- En votación el artículo 22 de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 23


“Artículo 23.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro, tendrán el valor probatorio de un instrumento público.  Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.”.


La Indicación N° 42, de los Honorables Senadores señores Espina y García, es para reemplazar las expresiones “de un instrumento público”, por las expresiones “equivalente a una escritura pública”.


El Honorable Senador señor Espina puso de relieve que esta indicación va en la misma línea que otras ya aprobadas, que dotan al formulario de la misma fuerza probatoria que una escritura pública. Consideró necesario ajustar el texto de la indicación eliminando la expresión “equivalente”.


- En votación la indicación N° 42, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.


- En votación el artículo 23, de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTÍCULO 24


“Artículo 24.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo suscrito, además, por el Ministro de Hacienda. “.


- En votación el artículo 24 de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Sabag y Tuma.

ARTICULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


“Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia diez meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.


Los Honorables Senadores presentes estimaron que el plazo de diez meses consagrado en esta disposición es excesivo. Acordaron fijar la entrada en vigencia de la ley en un plazo de 6 meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial.


- En votación el artículo primero transitorio, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO


“Artículo Segundo Transitorio.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de seis meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.”.


En concordancia con la modificación de plazo de entrada en vigencia de la ley, los Honorables Senadores presentes consideraron necesario reducir el plazo establecido para la dictación del reglamento. Se acordó fijarlo en 3 meses contados desde la publicación de la ley en el Diario Oficial.


- En votación el artículo segundo transitorio, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO


“Artículo Tercero Transitorio.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrá acogerse a la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, las sociedades de responsabilidad limitada y empresas individuales de responsabilidad limitada, podrán constituirse de conformidad a esta ley en forma inmediata una vez que esta haya entrado en vigencia.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar, propone en la indicación N° 43, eliminar el texto que comienza con “Sin perjuicio de lo anterior” y termina con “entrado en vigencia.”.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó su acuerdo con la indicación. De este modo, se entrega al Reglamento el establecimiento de las fechas a partir de las que personas jurídicas señaladas en el artículo 2 podrán acogerse a esta ley, salvo tratándose de las sociedades en comandita. Respecto a estas últimas, el Ejecutivo ha manifestado su disposición de establecer en la propia ley un plazo de dos años contado desde que la ley entre en vigencia.


El Fiscal del Ministerio de Economía, señor Alejandro Arriagada, estuvo de acuerdo con lo señalado.


Respecto a las sociedades en comandita, los Honorables Senadores concordaron incorporar un inciso segundo, nuevo, que contemple esta hipótesis. Atendido que las indicaciones N°s 10 y 11, formuladas al texto aprobado en general por el Senado, se refieren a esta materia, los Honorables Senadores presentes resolvieron aprobarlas, con modificaciones, tal como se consagra más adelante en este informe.


En razón de lo anterior, se incorporó un inciso segundo del siguiente tenor:

 
“Las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo segundo de la presente ley sólo podrán someterse a esta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.”.


- En votación la indicación N° 43, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.


- En votación el artículo tercero transitorio, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

ARTÍCULO CUARTO TRANSITORIO


“Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.”.


- En votación el artículo cuarto transitorio, de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

- - - - - - -

INDICACIONES FORMULADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO.

ARTÍCULO 4°

Inciso segundo


Indicaciones N°s 2, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 3, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para sustituirlo por el siguiente:


“En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la indicada en el formulario y la fecha de inscripción del acto en el Registro será aquella en que ésta efectivamente se produjo.”.


El inciso segundo del artículo 4°, del texto aprobado en general por el Senado, es el siguiente:


“La fecha del acto jurídico respectivo celebrado por alguna de las personas jurídicas que se acojan a la presente ley será la de la incorporación del formulario al Registro.”.


La Comisión resolvió rechazar estas indicaciones, a propósito de la discusión del artículo 4° de la indicación sustitutiva del Ejecutivo, como se señaló precedentemente en el informe.

o o o

ARTÍCULO 27, nuevo


Las indicaciones N°s 4, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 5, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, proponen agregar el siguiente artículo 27, nuevo:


“Artículo 27.- Las personas jurídicas que migren del Registro contemplado en esta ley al Registro del Conservador de Bienes Raíces o bien, que migren de este último al Registro contemplado en esta ley, no podrán migrar nuevamente dentro de los 12 meses consecutivos siguientes. Con todo, el número total de migraciones entre registros no podrá ser superior a tres, salvo que la persona jurídica ya no pueda acogerse a este ley y deba obligatoriamente migrar al Registro del Conservador de Bienes Raíces.”.


- En votación las indicaciones N°s 4 y 5, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

o o o

ARTÍCULO 28, nuevo


Las indicaciones N°s 6, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 7, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para incorporar el siguiente artículo 28, nuevo:


“Artículo 28.- Se extenderán a los funcionarios encargados de los formularios y de efectuar las inscripciones en el Registro, en cuanto sean adaptables a ellos, las normas de responsabilidad y las sanciones aplicables a los notarios y conservadores, sin perjuicio de la responsabilidades que competan a dichos funcionarios y al Estado y demás sanciones que les sean aplicables conforme a las reglas generales.”.


La Comisión estimó que esta materia ya fue resuelta por lo que cabe rechazar las indicaciones.


- En votación las indicaciones N°s 6 y 7, fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

o o o

ARTÍCULO 29, nuevo


Las indicaciones N°s 8, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 9, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, proponen agregar el siguiente artículo 29, nuevo:


“Artículo 29.- Los trámites para llenar los formularios e inscribir los mismos en el Registro sólo podrán ser gratuitos para las empresas cuyas ventas anuales no superen las veinticinco mil unidades de fomento.”.


- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, resolvió que estas indicaciones son inadmisibles, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


El artículo primero transitorio del texto despachado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

o o o

Inciso segundo, nuevo


Las indicaciones N°s 10, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y 11, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, son para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Con todo, las personas jurídicas a las que se hace referencia en los números 3, 4, 6 y 8 del artículo 2º de la presente ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos 4 años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.”.


La Comisión, como se consignó precedentemente en este informe, estuvo de acuerdo con la idea de establecer en la ley un plazo especial para que ciertas sociedades puedan someterse a ella. Específicamente se acogió esta posibilidad tratándose de las sociedades en comandita, tanto simples como por acciones.


Atendido que la Comisión optó por trabajar en base a la indicación sustitutiva del texto presentada por el Ejecutivo, lo propuesto por estas indicaciones, en los términos indicados, se incorporó a la indicación sustitutiva, como inciso segundo, del artículo tercero transitorio.


- En votación las indicaciones N°s 10 y 11, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Tuma.

- - - - - - - 

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Economía, tiene a honra proponeros la sustitución del texto aprobado en general por el Senado, por el siguiente:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el artículo siguiente podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas, cumpliendo solamente con las solemnidades establecidas para estos efectos en la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta ley, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las establecen y regulan, según corresponda a su singular naturaleza jurídica.

Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no le serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.


Artículo 2°.- Las personas jurídicas que pueden acogerse a la presente ley son las siguientes:


1. La empresa individual de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;


2. La sociedad de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;


3. La sociedad anónima cerrada, establecidas en la ley N° 18.046;


4. La sociedad anónima de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;


5. La sociedad colectiva comercial, establecida en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


6. La sociedad por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


7. La sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y

8. La sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.


Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por:


1. Personas jurídicas: Aquellas enumeradas en el Artículo 2°;


2. Formulario: El documento electrónico que contiene el contrato social y sus modificaciones.


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos.


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título IV de esta ley.


5.  Migración: Acto por el cual alguna persona jurídica mencionada en el artículo 2° transita desde el sistema registral conservatorio al sistema establecido en la presente ley, y viceversa, junto con todos aquellos datos que sean de su esencia, naturaleza o accidentales, vinculados con ella, y con todo lo que acceda a esta información, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VII, y


6. Certificado para migración: Documento electrónico o en papel emitido, según sea el caso, por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces o por el administrador del Registro de Empresas y Sociedades regulado en esta ley, destinado a acreditar la vigencia de la persona jurídica correspondiente y cuyo objeto es permitir la migración de un sistema de registro al otro, y que desde su emisión, impide cualquier anotación, inscripción o subinscripción, o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica.


Artículo 4°.- Las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, el que deberá incorporarse en el Registro. 


En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la fecha en que firme el formulario el primero de los socios o accionistas o el constituyente según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, el acto solo se entenderá incorporado al Registro cuando hubieren firmado todos los que hubieren comparecido al acto.


Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, será aquél que conste en el formulario de constitución, y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda.


En el silencio del acto constitutivo, las personas jurídicas se regirán por las normas que le sean aplicables conforme a su especie. El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley, tendrá valor probatorio de una escritura pública, y para todos los efectos legales constituirá título ejecutivo.

TÍTULO II

De los Formularios


Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.


Artículo 7°.- Los formularios deberán estar permanentemente a disposición de los interesados en el sitio electrónico del Registro. 


Artículo 8°.- Sin perjuicio que se cumpla en el Formulario con la mención al capital, según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a aquéllas.


Mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, las estipulaciones, pactos o acuerdos que establezcan los interesados no producirán efectos frente a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que a este respecto dispongan las leyes que establecen y regulan a las respectivas personas jurídicas.

Título III

De la Suscripción de los Formularios


Artículo 9°.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en el sitio electrónico del Registro, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el Reglamento.


La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.


El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario. En este caso, el notario  deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos. Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrá concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de representante legal o de apoderado. En este último caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante un notario, quien deberá verificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el Reglamento, y dejar constancia del instrumento en el que consta la personería en virtud de la cual actúa el apoderado, o del documento que acredita dicha representación, según sea el caso. Una copia digital íntegra de ésta o de aquél, según sea el caso, deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. 


En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción. El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar en estos casos, la firma de los formularios por parte del constituyente, socios o accionistas, o su apoderado o representante legal, según sea el caso.


Los notarios sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 10.- La suscripción de los formularios por todos los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la firma por el primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título V de esta ley.

TÍTULO IV

Del Registro de Empresas y Sociedades


Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio electrónico, y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acogen a esta ley, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.


Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio electrónico, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. La información que conste en el Registro tendrá el valor probatorio de una escritura pública.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. 


Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario por todos quienes hubieren comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.


Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, le asignará el Servicio un Rol Único Tributario. Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio. 


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá establecerse entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.

TÍTULO V

De la Modificación, Transformación, Fusión, División, Terminación y Disolución de las Personas Jurídicas Acogidas a esta Ley


Artículo 14.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley serán modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.


La suscripción de esos formularios será realizada por el titular o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso, debiendo para tales efectos sujetarse a lo señalado en el Título III de esta ley.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.


En caso de división de una persona jurídica a la cual se le aplica la presente ley, la nueva persona jurídica que se constituya al efecto deberá acogerse a las disposiciones de esta ley, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.

TÍTULO VI

Del Saneamiento de la Nulidad de las Personas Jurídicas a que se Refiere esta Ley


Artículo 16.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus representantes o apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción señaladas en el Título III de esta ley.


Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre el saneamiento de la nulidad a que se refiere este artículo se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de aquella deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que sea contrario a la presente ley, respecto de las personas jurídicas regidas por ésta. 


Artículo 17.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto  retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.

Título VII

De la Migración


Artículo 18.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Si nada señalare el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de ésta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representantes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado para migración. Dicho certificado deberá ser emitido por el Conservador respectivo y contendrá el extracto de los estatutos sociales y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado para migración, deberá dejar constancia de ésta al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán efectuar anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión del certificado referido en el inciso anterior, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia de dicho certificado. Una vez suscrito el formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y las demás materias que señale el Reglamento. Este certificado será enviado electrónicamente dentro del día siguiente hábil por el Registro de Empresas y Sociedades que dispone el Título IV de la presente Ley al Conservador respectivo, quien tendrá el plazo de un día hábil  para anotar marginalmente a la inscripción del Registro de Comercio de la Persona Jurídica migrada que ésta se encuentra inscrita en el Registro Electrónico. 


Trascurridos treinta días contados desde la emisión del certificado de vigencia para migración sin que se haya comunicado la incorporación al registro electrónico de la sociedad migrada al Conservador respectivo, caducará dicho certificado y desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subincripciones a que hubiere lugar el Registro del Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no será una modificación social. 


Artículo 19.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a algunas de las indicadas en el artículo 2 deberán migrar, dentro del plazo de 60 días contados desde que se produjo el hecho por el cual dejaron de cumplir los requisitos dispuestos por la presente ley, al sistema general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. 


Artículo 20.- Una vez emitido el certificado digital de migración por el Registro, no se podrán incorporar formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica respectiva. Desde el momento de su migración al régimen general, todos los actos relativos a su modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica. La migración desde el Registro de esta ley al Registro de Comercio efectuada en conformidad al presente Título no será una modificación social.

TÍTULO VIII

Disposiciones Finales


Artículo 21.- Toda vez que las leyes exijan una anotación o inscripción en el Registro de Comercio o una publicación en el Diario Oficial, en relación con las actos señalados en el Artículo 1° respecto de las personas jurídicas acogidas a esta ley, esas formalidades se entenderán cumplidas y reemplazadas, en su caso, por la incorporación en el Registro del formulario que da cuenta del acto respectivo.


Artículo 22.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro, tendrán el valor probatorio de una escritura pública.  Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.


Artículo 23.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo Transitorio.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de tres meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Tercero Transitorio.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrá acogerse a la presente ley. 


Las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo 2° de la presente ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.”. (Indicaciones N°s 1
, de Su Excelencia el Presidente de la República sustitutiva de la totalidad del proyecto, con modificaciones; 10 y 11, con modificaciones, unanimidad, 3x0; 14 con modificaciones, unanimidad, 5x0; 15, unanimidad, 5x0; 16 unanimidad, 4x0, 17 y 18, con modificaciones, unanimidad, 3x0; 19 y 20, unanimidad, 5x0; 21, con modificaciones, unanimidad, 4X0; 23, unanimidad, 4x0; 25 y 29, unanimidad, 5x0; 30, unanimidad, 5x0; 31, con modificaciones, unanimidad, 4x0; 33, unanimidad, 4x0; 42, con modificaciones, 4x0, y 43, unanimidad, 3x0).

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el artículo siguiente podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas, cumpliendo solamente con las solemnidades establecidas para estos efectos en la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta ley, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las establecen y regulan, según corresponda a su singular naturaleza jurídica.


Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no le serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.


Artículo 2°.- Las personas jurídicas que pueden acogerse a la presente ley son las siguientes:


1. La empresa individual de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;


2. La sociedad de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;


3. La sociedad anónima cerrada, establecidas en la ley N° 18.046;


4. La sociedad anónima de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;


5. La sociedad colectiva comercial, establecida en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


6. La sociedad por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


7. La sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y


8. La sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.


Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por:


1. Personas jurídicas: Aquellas enumeradas en el Artículo 2°;


2. Formulario: El documento electrónico que contiene el contrato social y sus modificaciones.


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos.


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título IV de esta ley.


5.  Migración: Acto por el cual alguna persona jurídica mencionada en el artículo 2° transita desde el sistema registral conservatorio al sistema establecido en la presente ley, y viceversa, junto con todos aquellos datos que sean de su esencia, naturaleza o accidentales, vinculados con ella, y con todo lo que acceda a esta información, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VII, y


6. Certificado para migración: Documento electrónico o en papel emitido, según sea el caso, por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces o por el administrador del Registro de Empresas y Sociedades regulado en esta ley, destinado a acreditar la vigencia de la persona jurídica correspondiente y cuyo objeto es permitir la migración de un sistema de registro al otro, y que desde su emisión, impide cualquier anotación, inscripción o subinscripción, o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica.


Artículo 4°.- Las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, el que deberá incorporarse en el Registro. 


En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la fecha en que firme el formulario el primero de los socios o accionistas o el constituyente según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, el acto solo se entenderá incorporado al Registro cuando hubieren firmado todos los que hubieren comparecido al acto.


Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, será aquél que conste en el formulario de constitución, y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda.


En el silencio del acto constitutivo, las personas jurídicas se regirán por las normas que le sean aplicables conforme a su especie. El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley, tendrá valor probatorio de una escritura pública, y para todos los efectos legales constituirá título ejecutivo.

TÍTULO II

De los Formularios


Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.


Artículo 7°.- Los formularios deberán estar permanentemente a disposición de los interesados en el sitio electrónico del Registro. 


Artículo 8°.- Sin perjuicio que se cumpla en el Formulario con la mención al capital, según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a aquéllas.


Mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, las estipulaciones, pactos o acuerdos que establezcan los interesados no producirán efectos frente a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que a este respecto dispongan las leyes que establecen y regulan a las respectivas personas jurídicas.

Título III

De la Suscripción de los Formularios


Artículo 9°.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en el sitio electrónico del Registro, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el Reglamento.


La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.


El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario. En este caso, el notario  deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos. Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrá concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de representante legal o de apoderado. En este último caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante un notario, quien deberá verificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el Reglamento, y dejar constancia del instrumento en el que consta la personería en virtud de la cual actúa el apoderado, o del documento que acredita dicha representación, según sea el caso. Una copia digital íntegra de ésta o de aquél, según sea el caso, deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. 


En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción. El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar en estos casos, la firma de los formularios por parte del constituyente, socios o accionistas, o su apoderado o representante legal, según sea el caso.


Los notarios sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 10.- La suscripción de los formularios por todos los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la firma por el primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título V de esta ley.

TÍTULO IV

Del Registro de Empresas y Sociedades


Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio electrónico, y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acogen a esta ley, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.


Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio electrónico, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. La información que conste en el Registro tendrá el valor probatorio de una escritura pública.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. 


Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario por todos quienes hubieren comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.


Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, le asignará el Servicio un Rol Único Tributario. Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio. 


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá establecerse entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.

TÍTULO V

De la Modificación, Transformación, Fusión, División, Terminación y Disolución de las Personas Jurídicas Acogidas a esta Ley


Artículo 14.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley serán modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.


La suscripción de esos formularios será realizada por el titular o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso, debiendo para tales efectos sujetarse a lo señalado en el Título III de esta ley.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.


En caso de división de una persona jurídica a la cual se le aplica la presente ley, la nueva persona jurídica que se constituya al efecto deberá acogerse a las disposiciones de esta ley, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.

TÍTULO VI

Del Saneamiento de la Nulidad de las Personas Jurídicas a que se Refiere esta Ley


Artículo 16.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus representantes o apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción señaladas en el Título III de esta ley.


Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre el saneamiento de la nulidad a que se refiere este artículo se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de aquella deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que sea contrario a la presente ley, respecto de las personas jurídicas regidas por ésta. 


Artículo 17.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto  retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.

Título VII

De la Migración


Artículo 18.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Si nada señalare el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de ésta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representantes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado para migración. Dicho certificado deberá ser emitido por el Conservador respectivo y contendrá el extracto de los estatutos sociales y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado para migración, deberá dejar constancia de ésta al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán efectuar anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión del certificado referido en el inciso anterior, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia de dicho certificado. Una vez suscrito el formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y las demás materias que señale el Reglamento. Este certificado será enviado electrónicamente dentro del día siguiente hábil por el Registro de Empresas y Sociedades que dispone el Título IV de la presente Ley al Conservador respectivo, quien tendrá el plazo de un día hábil  para anotar marginalmente a la inscripción del Registro de Comercio de la Persona Jurídica migrada que ésta se encuentra inscrita en el Registro Electrónico. 


Trascurridos treinta días contados desde la emisión del certificado de vigencia para migración sin que se haya comunicado la incorporación al registro electrónico de la sociedad migrada al Conservador respectivo, caducará dicho certificado y desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subincripciones a que hubiere lugar el Registro del Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no será una modificación social. 


Artículo 19.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a algunas de las indicadas en el artículo 2 deberán migrar, dentro del plazo de 60 días contados desde que se produjo el hecho por el cual dejaron de cumplir los requisitos dispuestos por la presente ley, al sistema general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. 


Artículo 20.- Una vez emitido el certificado digital de migración por el Registro, no se podrán incorporar formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica respectiva. Desde el momento de su migración al régimen general, todos los actos relativos a su modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica. La migración desde el Registro de esta ley al Registro de Comercio efectuada en conformidad al presente Título no será una modificación social.

TÍTULO VIII

Disposiciones Finales


Artículo 21.- Toda vez que las leyes exijan una anotación o inscripción en el Registro de Comercio o una publicación en el Diario Oficial, en relación con las actos señalados en el Artículo 1° respecto de las personas jurídicas acogidas a esta ley, esas formalidades se entenderán cumplidas y reemplazadas, en su caso, por la incorporación en el Registro del formulario que da cuenta del acto respectivo.


Artículo 22.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro, tendrán el valor probatorio de una escritura pública.  Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.


Artículo 23.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo Transitorio.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de tres meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo Tercero Transitorio.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrá acogerse a la presente ley. 


Las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo 2° de la presente ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.”. 

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 14 de marzo, y 11 y 18 de abril, todos de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente) y señores Alberto Espina Otero, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez (Víctor Pérez Varela, Gonzalo Uriarte Herrera) y Andrés Zaldívar Larraín (Hossain Sabag Castillo).


Sala de la Comisión, a 20 de abril de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,

Abogado Secretario de la Comisión

.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE SIMPLIFICA EL RÉGIMEN DE CONSTITUCIÓN, MODIFICACIÓN Y DISOLUCIÓN DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES (7328-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


 A la sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, los siguientes invitados:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Ministro, señor Pablo Longueira; el Subsecretario, señor Tomás Flores; y el Jefe de la División Jurídica, señor Alejandro Arriagada. 


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), el Abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic.

- - -


Se hace presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Economía, en segundo informe.

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda sólo realizó enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Economía en su segundo informe: artículos 7°, 9°, 18 y cuarto transitorio. En todos los casos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento de la Corporación.

Cabe señalar que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Economía, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo a la discusión de las iniciativas de competencia de la Comisión, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira, destacó la importancia que la iniciativa reviste en materia de emprendimiento, por la agilización que supondrá para el funcionamiento de las sociedades comerciales. 


En términos generales el modelo que se ha tenido a la vista es el implementado por Nueva Zelanda, país líder en la materia. Con el objeto de conocer más acabadamente su funcionamiento, señaló, próximamente técnicos del Ministerio viajarán a dicho país.


Enseguida, el Subsecretario de Economía, Fomento y Turismo, señor Tomás Flores, efectuó una presentación del siguiente tenor:

Régimen simplificado para la constitución, modificación, división, fusión, terminación y disolución de empresas y sociedades.

Es crucial apoyar a los emprendedores

Meta: Facilitar y estimular la creación de empresas. Para ello han sido necesarias dos iniciativas legales: la ley N° 20.494, sobre Agilización de Trámites, y el proyecto de ley sobre constitución de empresas actualmente en discusión.
Gracias a la Ley N° 20.494, de enero de 2011, se dio un gran paso, de lo que da cuenta el siguiente cuadro:

[image: image2.emf]Apertura de un negocio 2011 2012

Var 

12/11

Ranking 62 27 -35

Procedimiento (número) 8 7 -1

Tiempo (días) 22 7 -15 días

Costo (% del ingreso per Cápita) 6,8% 5,1% -25%


Fuente: Banco Mundial

A través de la simplificación de trámites, se  facilitó la constitución y funcionamiento de nuevas empresas.

Componentes fundamentales de la ley:

- Sustituye la publicación en el Diario Oficial de la constitución, modificación y disolución de sociedades, por su publicación en la página web del mismo Diario Oficial de manera gratuita.

- Establece la obligación de las Municipalidades de entregar inmediatamente una patente al contribuyente.

- Establece la obligación del Servicio de Impuestos Internos de autorizar el uso de factura electrónica y factura de inicio, en forma inmediata al trámite de inicio de actividades. 

El efecto fue inmediato: 35% de aumento

A partir de entrada en vigencia de la ley 20.494, la constitución de sociedades en el Diario Oficial ha aumentado en un 35% promedio respecto del año anterior. Anualmente se generará un ahorro de US$ 15 millones para la sociedad.
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Fuente: Diario Oficial

Proyecto de Ley sobre Constitución de Empresas

- Chile liderará el indicador apertura de un negocio. El objetivo es llegar a un día, un trámite y costo cero.

- Sistema totalmente electrónico para:
I. Constitución de empresas y sociedades en forma simple, gratuita y optativa al actualmente existente.
II. Registro de Empresas y Sociedades electrónico de acceso público, gratuito y de fácil administración para usuarios.
III. Obtención de Rut e Iniciación de Actividades ante el SII es automático.
IV. Modificación, transformación, fusión, división, disolución y terminación de empresas y sociedades es de simple administración, barato y rápido.
- Migración del sistema antiguo al nuevo es simple y rápido.
Costo 

Registro Electrónico: 
- Se encargará a un tercero el desarrollo del software específico. La mantención y operación serán efectuados por el Ministerio de Economía. 
- Los costos se estiman en un total de $431.316 miles anuales, de los cuales M$294.137 corresponden a gastos por una vez (desarrollos y hardware) y M$137.180 a gastos permanentes, asociados a personal y enlaces.

Hizo presente, del mismo modo, que para el caso de las sociedades en comandita simple y por acciones se ha previsto, en el artículo tercero transitorio del proyecto, que sólo al cabo de dos años puedan acogerse al nuevo régimen propuesto, pues se ha estimado, en atención a su especialidad, que requieren de un período de aprendizaje especial.  

Finalmente, puso énfasis, a vía ejemplar, en los siguientes alcances del proyecto:

- El nuevo régimen registral propuesto no significa la eliminación del actual, de modo que si los constituyentes de una sociedad prefieren acudir donde un notario y realizar los trámites subsiguientes, podrán hacerlo.

- Si una sociedad migra desde el sistema actual al nuevo, no se producirá coexistencia en ambos.

- Si una sociedad que forme parte del nuevo régimen decide abrir su capital y constituirse en sociedad anónima abierta, deberá obligatoriamente abandonarlo y migrar hacia el régimen actual.   


El Honorable Senador señor Lagos consultó cuáles son los incentivos para que una sociedad constituida conforme al régimen vigente decida pasarse al nuevo que se propone, y cuál será el rol que al Servicio de Impuestos Internos (SII) corresponderá desempeñar en relación con ellas. 


El Honorable Senador señor Novoa indicó que las modificaciones al estatuto original de una sociedad, así como las subsiguientes que se produzcan, se someten hoy en día a los mismos trámites que su constitución supone. De ahí que resulte atractivo, ahora, la gratuidad y rapidez con que esos mismos trámites podrán ser llevados a cabo.


Por otra parte, hizo ver que en su génesis, el proyecto consideraba que fuera el SII el encargado del Registro de Empresas y Sociedades que el proyecto establece. En el debate llevado a cabo en la Comisión de Economía del Senado, sin embargo, se estimó que, atendida la función de fiscalización que es más propia de dicho organismo, lo razonable es radicar dicho registro en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Por lo demás, agregó, por tratarse de una plataforma electrónica, toda la información que en él conste se encontrará a inmediata disposición del SII, que seguirá siendo la única institución facultada para entregar el rol único tributario o autorizar la emisión de factura electrónica, por ejemplo.   


El Honorable Senador señor Lagos preguntó qué ocurre con aquellas sociedades que, adoleciendo de un vicio constitutivo, migran hacia el nuevo sistema de registro.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Alejandro Arriagada, precisó que los vicios siguen en todo momento a la sociedad, y en ningún caso se sanearán por el hecho de la migración al Registro de Empresas y Sociedades.

El señor Ministro acotó que el proyecto en nada innova en lo que importa a los requisitos de constitución y modificación de sociedades. 

El señor Subsecretario añadió que la autenticación en el registro de la personería de los socios, por ejemplo, se realizará mediante el sistema de firma electrónica avanzada. Si una persona no cuenta con él, deberá acudir a un notario para que autorice su firma.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 11 y cuarto transitorio de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Economía en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las antedichas normas de competencia de la Comisión de Hacienda: 

Artículo 11

Este artículo establece, en el inciso primero, el Registro de Empresas y Sociedades, registro electrónico que deberá constar en un sitio electrónico, al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acojan al sistema que el presente proyecto propone, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.


Este Registro, añade el inciso segundo, es único, rige en todo el territorio de la República, es público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio electrónico, a objeto de asegurar la fiel y oportuna publicidad de la información en él conste, la que tendrá el valor probatorio de una escritura pública.


De acuerdo con el inciso tercero, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho cumpla en todo tiempo las normas que el presente proyecto de ley propone, así como las del Reglamento que en su momento se dicte. Para estos efectos, estará facultado el Ministerio para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas.

La Honorable Senadora señora Rincón recordó que, en alguna oportunidad, se habría legislado acerca de la obligación, para el Registro Civil, de llevar todos los registros vigentes.

El señor Arriagada expresó que para la preparación del presente proyecto de ley, el Ejecutivo tomó contacto con diversas instituciones. Una de ellas fue el Registro Civil, que dio a conocer su falta de capacidad técnica para hacerse cargo de un registro como el que se viene proponiendo. Ello, resaltó, no obsta a que aún quedando este último radicado en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, su base datos deba constar en el Registro Civil.  


La Honorable Senadora señora Rincón consultó de qué manera el procedimiento práctico para incorporarse al registro inhibirá que sea objeto de manipulaciones y quién o cómo se realizarán las actualizaciones de la información que en él conste.


El señor Subsecretario hizo ver que la labor que un notario hoy cumple, de certificar la fecha de suscripción e identidad de los contratantes, será suplida ahora por la firma electrónica avanzada. Cuando sean representantes legales los que comparezcan, deberán hacerlo vía mandato.  


El Honorable Senador señor Novoa explicó que la actualización de información no será necesaria si no existe una modificación a la sociedad. Si esta se produce, la identidad de las personas que en ella intervenga quedará debidamente registrada, a menos que se trate de una sociedad anónima cerrada, caso en el cual la junta de accionistas correspondiente actuará mediante los competentes poderes.   


Puesto en votación el artículo 11, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Lagos y Novoa.

Artículo Cuarto Transitorio


Prescribe que el mayor gasto que represente la aplicación de la ley que el presente proyecto propone durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.


La Comisión estuvo conteste en efectuar enmiendas al presente artículo, con el objeto de hacer más preciso el alcance de su redacción. 

En consecuencia, el artículo cuarto transitorio fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Lagos y Novoa.

Enseguida, la Comisión estuvo de acuerdo en realizar enmiendas formales en las siguientes disposiciones del proyecto:

- En los artículos 7° y 9°, para eliminar la referencia al sitio electrónico del Registro, habida cuenta que, de acuerdo con el artículo 11, el Registro de Empresas y Sociedades es, en sí mismo, un registro electrónico. 

 - En el artículo 18 de la iniciativa, para uniformar las referencias al Registro de Empresas y Sociedades únicamente como al “Registro”, al tenor de la definición del número 4. del artículo 3° de la iniciativa.

Tales enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores García, Lagos y Novoa.

 - - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de noviembre de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“Este proyecto de ley simplifica los trámites para la constitución formal de empresas, permitiendo bajar sustancialmente los costos de constituir una empresa individual de responsabilidad limitada o una sociedad, excluidas las sociedades anónimas abiertas y las sociedades anónimas sujetas a normas especiales, y realizar el trámite en menos de una semana, lo que significa ahorros considerables tanto en recursos monetarios como en tiempo para los nuevos emprendedores.

Con esto, no será necesario incurrir en los costos y trámites habituales relacionados con gastos notariales, publicación en Diario Oficial, inscripción en el Conservador de Bienes Raíces y servicios jurídicos, ya que existirá un servicio alternativo expedito en la página web del SII. Finalmente, el proyecto otorgará las facilidades para que las empresas cambien de personas naturales a personas jurídicas, lo que permitirá resguardar esencialmente el patrimonio de las micro y pequeñas empresas.

El proyecto de ley tiene costos para el 2011 de M$ 570.897, que se desglosa en “Gasto en Personal” M$ 234.061, “Bienes y Servicios de Consumo” M$ 81.204 y “Adquisición de Activos No Financieros” M$ 255.632, cabe señalar que se proyecta para los siguientes tres años un costo total anual de M$ 396.556.

El mayor costo fiscal que pudiera generar este proyecto, para el año 2011 se financiará con cargo a reasignaciones presupuestarias del Servicio de Impuestos Internos, y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes, éstos se incorporarán en las respectivas Leyes de Presupuestos.”.

Posteriormente, con fecha 7 de noviembre de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo Informe Financiero, que se acompañó la indicación sustitutiva formulada a la iniciativa. Su tenor literal es el que sigue:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley simplifica los procedimientos a que debe someterse una empresa durante su ciclo de vida desde que se constituye hasta que se termina o disuelve, permitiendo reducir los costos asociados. Se trata de procedimientos de carácter voluntario, pudiendo acogerse las empresas individuales de responsabilidad limitada, las sociedades de responsabilidad limitada, las sociedades anónimas cerradas, las sociedades anónimas de garantía recíproca, las sociedades colectivas comerciales, las sociedades por acciones, las sociedades en comandita simple, y las sociedades en comandita por acciones.

Es a través de la suscripción de un formulario que las personas jurídicas que se acojan a la ley, podrán ser constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso. La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento. El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario.

La fecha del acto jurídico respectivo será la de la incorporación del formulario de que se trate al Registro de Empresas y Sociedades. Los formularios deberán estar siempre a disposición de los interesados en el sitio de internet del Registro y sus campos sólo podrán ser completados electrónicamente en dicho sitio.

El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio de internet. Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es esencialmente público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio de internet, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas.

El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio de Impuestos Internos la incorporación de formularios. Toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70 del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Según datos proporcionados por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, se estima una demanda por constitución de nuevas empresas de aproximadamente 75.000 registros al año, y un universo de 1.000.000 de empresas que podrían hacer operaciones distintas de una constitución.

Respecto del Registro Electrónico, esa institución encargará a un tercero el desarrollo de software específicos y la mantención y operación serán efectuadas por el Ministerio. Dado lo anterior, los costos de estiman en un total de $431.316 miles anuales, de los cuales M$294.137 corresponden a gastos por una vez (desarrollos y hardware) y M$137.180 a gastos permanentes, asociados a personal y enlaces.

En relación a su financiamiento provendrá de reasignaciones de gasto al interior de la Partida, y en lo que faltare con suplementos desde el Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Economía en su segundo informe:

Artículo 7°


Agregar, a continuación del verbo “estar”, lo siguiente: “en el Registro,”; y suprimir las palabras “en el sitio electrónico del Registro”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

Artículo 9°

Inciso primero

Suprimir las palabras “sitio electrónico del”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

Artículo 18

Inciso cuarto


En la oración que sigue al segundo punto seguido, agregar una coma (“,”) a continuación de “electrónicamente”, y otra coma (“,”) a continuación de “hábil”; suprimir la frase “de Empresas y Sociedades que dispone el Título IV de la presente Ley”; sustituir la palabra “quien” por “el que”; remplazar  “marginalmente a” por “al margen de”; y suprimir la voz “Electrónico”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

Artículo cuarto transitorio


Sustituir las expresiones “al ítem de” por la preposición “a”, y suprimir la siguiente oración: “, para lo cual el Ministerio de Hacienda podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Las personas jurídicas enumeradas en el artículo siguiente podrán ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas o disueltas, cumpliendo solamente con las solemnidades establecidas para estos efectos en la presente ley. Sin perjuicio de lo anterior, en todo lo que no sea contrario o no se encuentre previsto por esta ley, les serán aplicables las disposiciones legales y reglamentarias que las establecen y regulan, según corresponda a su singular naturaleza jurídica.


Lo establecido en esta ley rige para todas las personas jurídicas que voluntariamente se acojan a ésta, de manera que todos los actos jurídicos indicados en el inciso anterior deberán celebrarse o ejecutarse conforme a sus disposiciones. Las personas jurídicas que no se acojan a esta ley deberán celebrar o ejecutar dichos actos de acuerdo a las normas que las establecen y regulan, y no le serán aplicables las disposiciones del presente cuerpo legal.


Artículo 2°.- Las personas jurídicas que pueden acogerse a la presente ley son las siguientes:


1. La empresa individual de responsabilidad limitada, establecidas en la Ley N° 19.857;


2. La sociedad de responsabilidad limitada, establecidas en la ley N° 3.918;


3. La sociedad anónima cerrada, establecidas en la ley N° 18.046;


4. La sociedad anónima de garantía recíproca, establecidas en la ley N° 20.179;


5. La sociedad colectiva comercial, establecida en los Párrafos 1 a 7, ambos inclusive, del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


6. La sociedad por acciones, establecidas en el Párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código de Comercio;


7. La sociedad en comandita simple, establecida en los Párrafos 9 y 10 del Título VII del Libro II del Código de Comercio; y


8. La sociedad en comandita por acciones, establecida en los Párrafos 9 y 11 del Título VII del Libro II del Código de Comercio.


Artículo 3°.- Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por:


1. Personas jurídicas: Aquellas enumeradas en el Artículo 2°;


2. Formulario: El documento electrónico que contiene el contrato social y sus modificaciones.


3. Servicio: El Servicio de Impuestos Internos.


4. Registro: El Registro de Empresas y Sociedades a que se refiere el Título IV de esta ley.


5.  Migración: Acto por el cual alguna persona jurídica mencionada en el artículo 2° transita desde el sistema registral conservatorio al sistema establecido en la presente ley, y viceversa, junto con todos aquellos datos que sean de su esencia, naturaleza o accidentales, vinculados con ella, y con todo lo que acceda a esta información, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VII, y


6. Certificado para migración: Documento electrónico o en papel emitido, según sea el caso, por el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces o por el administrador del Registro de Empresas y Sociedades regulado en esta ley, destinado a acreditar la vigencia de la persona jurídica correspondiente y cuyo objeto es permitir la migración de un sistema de registro al otro, y que desde su emisión, impide cualquier anotación, inscripción o subinscripción, o incorporación en el Registro, respectivamente, respecto de esa persona jurídica.


Artículo 4°.- Las personas jurídicas que se acojan a la presente ley, serán constituidas, modificadas, fusionadas, divididas, transformadas, terminadas o disueltas, según sea el caso, a través de la suscripción de un formulario, por el constituyente, socios o accionistas, el que deberá incorporarse en el Registro. 


En estos casos, la fecha del acto jurídico respectivo será la fecha en que firme el formulario el primero de los socios o accionistas o el constituyente según sea el caso. Sin perjuicio de lo anterior, el acto solo se entenderá incorporado al Registro cuando hubieren firmado todos los que hubieren comparecido al acto.


Artículo 5°.- El contrato social y el estatuto de las personas jurídicas que se acojan a esta ley, será aquél que conste en el formulario de constitución, y en las modificaciones introducidas en la forma establecida en la presente ley, según corresponda.


En el silencio del acto constitutivo, las personas jurídicas se regirán por las normas que le sean aplicables conforme a su especie. El formulario incorporado al Registro en conformidad a lo dispuesto por esta ley, tendrá valor probatorio de una escritura pública, y para todos los efectos legales constituirá título ejecutivo.

TÍTULO II

De los Formularios


Artículo 6°.- Los formularios deberán contener todos los campos necesarios para completar las menciones que las leyes establecen para efectos de proceder válidamente a la constitución, modificación, fusión, división, transformación, terminación o disolución de las personas jurídicas a las cuales se aplica esta ley. El o los suscriptores del formulario según corresponda, deberán completar todos los campos que contengan las menciones de requisitos que las leyes exijan para la validez del acto respectivo de la persona jurídica de que se trate. Las menciones que no sean obligatorias según las leyes que correspondan podrán ser completadas voluntariamente por el o los suscriptores del formulario. En caso que estas últimas menciones no fueren completadas, se entenderá que a su respecto rigen las normas supletorias de las leyes que regulan dichos actos. Deberá completarse necesariamente el campo correspondiente al domicilio social si la ley que rige a la respectiva persona jurídica lo exige, pero todas deberán especificar una dirección para obtener Rol Único Tributario.


Artículo 7°.- Los formularios deberán estar en el Registro, permanentemente a disposición de los interesados. 


Artículo 8°.- Sin perjuicio que se cumpla en el Formulario con la mención al capital, según la especie de persona jurídica de que se trate, cuando el entero del aporte requiera de formalidades o solemnidades especiales, deberá efectuarse conforme a aquéllas.


Mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, las estipulaciones, pactos o acuerdos que establezcan los interesados no producirán efectos frente a terceros, sin perjuicio de las demás sanciones que a este respecto dispongan las leyes que establecen y regulan a las respectivas personas jurídicas.

Título III

De la Suscripción de los Formularios


Artículo 9°.- Para efectos de la suscripción de los formularios respectivos, el constituyente, socios o accionistas, deberán completarlos previamente en el Registro, y deberán cumplirse las demás disposiciones que al efecto señale el Reglamento.


La suscripción de los formularios se realizará mediante la firma del constituyente, socios o accionistas, según sea el caso, a través de la firma electrónica avanzada de éstos, de acuerdo a lo que establezca el Reglamento.


El constituyente, socio o accionista que no cuente con firma electrónica avanzada deberá suscribir los formularios mediante la firma de éstos ante un notario. En este caso, el notario  deberá estampar su firma electrónica avanzada en el formulario de que se trate, entendiéndose de esta forma suscrito el formulario por parte del constituyente, socio o accionista para todos los efectos. Con todo, el constituyente, socios o accionistas, en su caso, podrá concurrir a la suscripción del respectivo formulario por medio de representante legal o de apoderado. En este último caso el poder deberá ser otorgado por escritura pública, dejándose constancia en el formulario de la fecha, nombre y domicilio del notario ante el cual se otorgó, y del número de repertorio de la correspondiente escritura. En estos casos, la suscripción de los formularios sólo podrá realizarse ante un notario, quien deberá verificar el cumplimiento de las normas que a este respecto disponga el Reglamento, y dejar constancia del instrumento en el que consta la personería en virtud de la cual actúa el apoderado, o del documento que acredita dicha representación, según sea el caso. Una copia digital íntegra de ésta o de aquél, según sea el caso, deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. 


En los casos antes señalados, deberá dejarse constancia en el formulario del nombre y domicilio del ministro de fe ante quien se firme, así como de la fecha del respectivo acto de suscripción. El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar en estos casos, la firma de los formularios por parte del constituyente, socios o accionistas, o su apoderado o representante legal, según sea el caso.


Los notarios sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 10.- La suscripción de los formularios por todos los socios o accionistas deberá efectuarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la firma por el primero de ellos. En caso contrario, se tendrán por no suscritos para todos los efectos. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario de que se trate, una vez que el constituyente, socios o accionistas, hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción del primero de los socios o accionistas, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el Título V de esta ley.

TÍTULO IV

Del Registro de Empresas y Sociedades


Artículo 11.- El Registro de Empresas y Sociedades es un registro electrónico que deberá constar en un sitio electrónico, y al que deberán incorporarse las personas jurídicas que se acogen a esta ley, para los efectos de ser constituidas, modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas, disueltas o migradas.


Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público, y deberá estar permanentemente actualizado a disposición de quien lo consulte en el sitio electrónico, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. La información que conste en el Registro tendrá el valor probatorio de una escritura pública.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a un ente externo, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. 


Artículo 12.- Una vez suscrito un formulario por todos quienes hubieren comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda actuación que se efectúe conforme a esta ley será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro, y con su solo mérito se entenderá informado el Servicio para todos los efectos a que haya lugar, sin perjuicio de las facultades de fiscalización que le correspondan según sus atribuciones. No obstante, en los casos a que se refiere el inciso final del Artículo 69 y el Artículo 70, ambos del Código Tributario, la incorporación de la respectiva actuación se realizará sólo una vez que el Servicio así lo autorice.


El Reglamento establecerá el procedimiento por el cual se notificará periódicamente al Servicio la incorporación de formularios.


Artículo 13.- Tratándose de la constitución de una persona jurídica, y de manera simultánea e inmediata a la incorporación en el Registro, le asignará el Servicio un Rol Único Tributario. Las personas jurídicas que migren al régimen establecido en esta ley, mantendrán el Rol Único Tributario que el Servicio les haya asignado previamente. En el mismo formulario de constitución se podrá solicitar el inicio de actividades ante el Servicio. 


Las personas jurídicas incorporadas al Registro serán numeradas según el Rol Único Tributario que se les hubiere asignado. Dicho Rol servirá para registrar e identificar en el Registro todos los antecedentes que se hubieran originado respecto de la persona jurídica de que se trate y del cual deba quedar constancia, tanto a través de los formularios a que hace referencia esta ley como a través de cualquier otro modo.


El Reglamento determinará la forma en que los formularios respectivos serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad, y los requisitos de interconexión permanente que deberá establecerse entre el Servicio y el Registro para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores.


El Reglamento establecerá asimismo, el modo por el cual, tanto el formulario de constitución, como todas las estipulaciones, pactos o acuerdos, así como toda modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución, y en general todo acto que deba ser incorporado al Registro, respecto de una persona jurídica en particular, quede registrado bajo su número de identificación.

TÍTULO V

De la Modificación, Transformación, Fusión, División, Terminación y Disolución de las Personas Jurídicas Acogidas a esta Ley


Artículo 14.- Las personas jurídicas acogidas a esta ley serán modificadas, transformadas, fusionadas, divididas, terminadas y disueltas, mediante la sola suscripción del formulario respectivo, según el acto que haya de celebrarse, y su incorporación al Registro.


La suscripción de esos formularios será realizada por el titular o, en su caso, por quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones emitidas con derecho a voto al tiempo de celebrarse dicho acto, o sus apoderados o representantes legales para estos efectos, o por quienes corresponda según sea el caso, debiendo para tales efectos sujetarse a lo señalado en el Título III de esta ley.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre las materias señaladas en el inciso primero se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Artículo 15.- En los casos de fusión de personas jurídicas acogidas a la presente ley con personas jurídicas que no lo están, cada una de ellas deberá cumplir con las solemnidades que particularmente le son aplicables para efectos de celebrar la fusión, y la persona jurídica resultante de la fusión continuará regulada por el régimen de formalidades que le es propio.


En caso de división de una persona jurídica a la cual se le aplica la presente ley, la nueva persona jurídica que se constituya al efecto deberá acogerse a las disposiciones de esta ley, sin perjuicio que posteriormente migre a otro régimen.

TÍTULO VI

Del Saneamiento de la Nulidad de las Personas Jurídicas a que se Refiere esta Ley


Artículo 16.- Para efectos del saneamiento de la nulidad derivada de vicios formales que afecten la constitución, modificación, transformación, división, fusión, terminación o disolución de las personas jurídicas acogidas a esta ley, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad al tiempo del saneamiento respectivo, o sus representantes o apoderados para estos efectos, deberán corregir el formulario en que conste el vicio y suscribirlo de conformidad a las normas sobre suscripción señaladas en el Título III de esta ley.


Si el vicio incide en una cesión de derechos sociales, además deberán concurrir a la suscripción del formulario el cedente o sus causahabientes, y quienes al tiempo del saneamiento sean los titulares de los derechos materia de la cesión.


En los casos en que para adoptar acuerdos sobre el saneamiento de la nulidad a que se refiere este artículo se requiera de la celebración de una junta, el acta que se levante, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de aquella deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


El procedimiento antes señalado sustituye a aquel establecido en la ley N° 19.499 en todo lo que sea contrario a la presente ley, respecto de las personas jurídicas regidas por ésta. 


Artículo 17.- El saneamiento del vicio de nulidad producirá efecto  retroactivo a la fecha de la incorporación del formulario corregido al Registro.

Título VII

De la Migración


Artículo 18.- Las personas jurídicas señaladas en el Artículo 2°, constituidas de conformidad a las leyes propias que las establecen y regulan, podrán regirse, en lo sucesivo, por las disposiciones de la presente ley.


Si nada señalare el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública. Una copia digital íntegra de ésta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Para estos efectos, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o la persona que designe la junta de accionistas en que se acordó la migración, o los apoderados o representantes legales de éstos o de la sociedad, deberán requerir del Registro de Comercio del Conservador respectivo la emisión de un certificado para migración. Dicho certificado deberá ser emitido por el Conservador respectivo y contendrá el extracto de los estatutos sociales y las demás materias que determine el Reglamento. Una vez emitido el certificado para migración, deberá dejar constancia de ésta al margen de la inscripción de la persona jurídica y desde ese momento no se podrán efectuar anotaciones, inscripciones ni subinscripciones en ésta.


Asimismo, en un plazo no superior a treinta días desde la fecha de emisión del certificado referido en el inciso anterior, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen simplificado” y acompañar una copia de dicho certificado. Una vez suscrito el formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y las demás materias que señale el Reglamento. Este certificado será enviado electrónicamente, dentro del día siguiente hábil, por el Registro al Conservador respectivo, el que tendrá el plazo de un día hábil para anotar al margen de la inscripción del Registro de Comercio de la Persona Jurídica migrada que ésta se encuentra inscrita en el Registro. 


Trascurridos treinta días contados desde la emisión del certificado de vigencia para migración sin que se haya comunicado la incorporación al registro electrónico de la sociedad migrada al Conservador respectivo, caducará dicho certificado y desde esa fecha podrán hacerse todas las anotaciones, inscripciones y subincripciones a que hubiere lugar el Registro del Comercio del Conservador respectivo en relación a esa persona jurídica.


La suscripción del formulario de migración a régimen simplificado se efectuará exclusivamente ante ministro de fe. La migración al régimen establecido en esta ley efectuada en conformidad al presente artículo, no será una modificación social. 


Artículo 19.- Las personas jurídicas que se hayan acogido a esta ley y que con posterioridad dejen de corresponder a algunas de las indicadas en el artículo 2 deberán migrar, dentro del plazo de 60 días contados desde que se produjo el hecho por el cual dejaron de cumplir los requisitos dispuestos por la presente ley, al sistema general establecido en la ley aplicable a la persona jurídica respectiva para efectos de su modificación, transformación, fusión, división, terminación y disolución. 


Para estos fines, el titular o, en su caso, quienes sean los titulares de los derechos sociales o acciones de la sociedad, deberán suscribir el formulario denominado “de migración al régimen general”. Dicho formulario deberá ser suscrito por todos los titulares de los derechos sociales, o sus apoderados o representantes, en su caso, o por la persona designada para estos efectos por la junta de accionistas. La suscripción de dicho formulario deberá efectuarse conforme a las normas establecidas en el Título III de esta ley. 


Si nada dijeren el contrato social o los estatutos, la migración deberá aprobarse por la totalidad de los titulares de los derechos sociales, y en el caso de sociedades cuyos acuerdos deban adoptarse por juntas, por mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto. El acta que se levante de la junta, previo cumplimiento de las formalidades que sean necesarias, deberá ser reducida a escritura pública o protocolizada, según corresponda. Una copia digital íntegra de esta deberá incorporarse al Registro bajo el número de identificación de la persona jurídica respectiva. Con todo, no se requerirá del acta reducida a escritura pública ni de su incorporación al Registro, si la totalidad de los socios o accionistas suscriben el formulario correspondiente.


Una vez suscrito dicho formulario, el Registro emitirá un certificado digital de migración que contendrá el contrato social y los estatutos de la persona jurídica, un extracto de estos y las demás materias que señale el Reglamento. El extracto antes indicado deberá inscribirse en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y, si fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, publicarse por una sola vez en el Diario Oficial, en el plazo de treinta días desde que fuere emitido. Dicho extracto contendrá las menciones que exigen las leyes que establecen y regulan a la persona jurídica de que se trate para los efectos de su constitución. Desde la fecha de la inscripción del extracto en el Registro de Comercio del Conservador respectivo y su publicación en el Diario Oficial cuando esta fuere necesaria según las leyes que establecen y regulan a esa persona jurídica, se entenderá perfeccionada la migración para todos los efectos, y será asimismo oponible a terceros. 


Artículo 20.- Una vez emitido el certificado digital de migración por el Registro, no se podrán incorporar formularios con actos jurídicos relativos a la persona jurídica respectiva. Desde el momento de su migración al régimen general, todos los actos relativos a su modificación, transformación, fusión, división, terminación o disolución deberán sujetarse a lo dispuesto en las leyes que establecen y regulan a la respectiva persona jurídica. La migración desde el Registro de esta ley al Registro de Comercio efectuada en conformidad al presente Título no será una modificación social.

TÍTULO VIII

Disposiciones Finales


Artículo 21.- Toda vez que las leyes exijan una anotación o inscripción en el Registro de Comercio o una publicación en el Diario Oficial, en relación con las actos señalados en el Artículo 1° respecto de las personas jurídicas acogidas a esta ley, esas formalidades se entenderán cumplidas y reemplazadas, en su caso, por la incorporación en el Registro del formulario que da cuenta del acto respectivo.


Artículo 22.- Los certificados de los formularios incorporados al Registro, tendrán el valor probatorio de una escritura pública.  Tales certificados serán emitidos por la entidad que administre el Registro.


Artículo 23.- El Reglamento que se dicte para desarrollar y complementar esta ley, será expedido mediante un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo Segundo Transitorio.- El Reglamento que se establece para la aplicación de esta ley, deberá dictarse en el plazo de tres meses a partir de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo Tercero Transitorio.- El Reglamento establecerá las fechas a partir de las cuales la constitución o migración de las personas jurídicas antes señaladas podrá acogerse a la presente ley. 


Las personas jurídicas a que se hace referencia en los números 7 y 8 del artículo 2° de la presente ley sólo podrán someterse a ésta una vez transcurridos dos años contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.


Artículo Cuarto Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”. 

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 2 de mayo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez. 


Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión

ón
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA INHABILIDADES PARA CONDENADOS POR DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES Y ESTABLECE REGISTRO DE DICHAS INHABILIDADES 

(6952-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que se discutió esta iniciativa asistieron el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter; el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Cristóbal Lira; el Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, señor Juan Francisco Galli, y el abogado asesor de la mencionada Secretaría de Estado, señor Juan Domingo Acosta.


Participaron, también, el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola.


Estuvo presente, además, el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.

-.-.-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe dejar constancia que el número 2 del artículo 2° de esta iniciativa es una disposición de quórum calificado y, en consecuencia, debe ser aprobada, según lo prescriben los artículos 8° y 66, inciso tercero, de la Ley Fundamental, por la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.

-.-.-





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1. 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 4, 5, 6, 7 y 8. 

4.- Indicaciones rechazadas: no hay. 

5.- Indicaciones retiradas: números 2 y 3.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 9.

-.-.-

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de aquellas disposiciones del proyecto respecto de las cuales se formularon indicaciones, los debates que a propósitos de ellas se efectuaron, consignándose, además, los acuerdos adoptados por la Comisión.

Artículo 1º 

Número 2)

Letra a)





En esta letra se introducen tres enmiendas al inciso primero del artículo 39 bis del Código Penal, precepto que determina las sanciones que se imponen a quienes son condenados a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa o habitual con personas menores de edad, prevista en el artículo 372 del mencionado Código.





En síntesis, dichas sanciones consideran (1) la privación de todos los cargos, empleos, oficios y profesiones que tenga el condenado, y (2) la incapacidad para obtener cargos, empleos, oficios y profesiones ejercidas en el ámbito educacional o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.

Letra a-1)





Esta letra agrega, a la pena de inhabilitación absoluta temporal ya establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, la sanción de inhabilitación absoluta perpetua. Su texto es el siguiente:





“a-1) Intercálase en el encabezamiento, entre las palabras “absoluta” y “temporal”, la expresión “perpetua o”





Esta letra fue objeto de la indicación número 1, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, que propone sustituirla por la siguiente:





“a-1) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “La pena” por “Las penas”, e intercálase entre las palabras “absoluta” y “temporal”, la expresión “perpetua o”.”. 





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sostuvo que el propósito de la indicación es hacer una corrección de carácter meramente gramatical al texto aprobado en general – que habla de una pena- cuando en realidad a partir de la aprobación de este precepto se van a establecer dos tipos de pena (La inhabilitación absoluta temporal y la inhabilitación absoluta perpetua). 





Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Orpis y Walker, don Patricio. 

a-2)





Esta letra modifica el número 1° del artículo 39 bis, norma que, como se indicó precedentemente, estable que la pena de inhabilitación implica la privación de todos los cargos, empleos, oficios y profesiones que tenga el condenado.





El texto aprobado en general intercala en el referido numero 1°, entre la palabra "profesiones" y la conjunción "que", las expresiones "ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad".”.





Esta letra fue objeto de la indicación número 2, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio para sustituirlo por el siguiente:





“a-2) Intercálanse en el numeral 1°, entre la palabra “profesiones” y la conjunción “que”, las expresiones “de esta naturaleza.”.”.





 El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que el propósito de la indicación es evitar repetir, en el primer número del artículo 39 bis, las expresiones que ya estaban contenidas en el encabezado de la disposición. 





El Honorable Senador señor Espina observó que aunque gramaticalmente la proposición parece adecuada, no debe perderse de vista que el legislador utiliza la técnica de la reiteración de ideas para connotar la importancia de un concepto y señalar al intérprete cuál ha sido el objeto de una disposición.





Acogiendo este planteamiento, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio retiró esta indicación. 

- - - 





A continuación, la Comisión consideró la indicación número 3, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.





Mediante ella se agrega un artículo 39 ter, nuevo. Su texto es el siguiente:





 “Artículo 39 ter.- La imposición de la inhabilitación perpetua a que se refiere el artículo precedente podrá suspenderse transcurridos diez años de inhabilitación efectiva, por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de las siguientes condiciones por parte del condenado:





a) Haber tenido intachable conducta durante el lapso de tiempo en que se hubiese verificado la inhabilitación;





 b) No haber sido condenado con anterioridad por alguno de los delitos a que se refiere el inciso tercero del artículo 372, y





 c) Acreditar fehacientemente que ha tenido avances efectivos en su proceso de reinserción social.





 Con todo, para que proceda la suspensión, el condenado deberá suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito de los contemplados en el inciso tercero del artículo 372.





 De verificarse una nueva condena en contra de la persona cuya pena se hubiese suspendido por aplicación de lo dispuesto en el presente artículo, la suspensión será inmediatamente revocada.”.





Al iniciarse el análisis de esta indicación, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó algunas dudas respecto a lo propuesto en el inciso penúltimo de esta indicación. En efecto, sostuvo que al no contemplarse ninguna consecuencia jurídica expresa para el caso en que se incumpla compromiso, la norma puede ser ineficaz. Asimismo, hizo presente que el deber que asume el condenado sólo incide en las hipótesis delictivas previstas en el inciso tercero del artículo 372 del Código Penal y no involucra otros delitos que pueden ser iguales o más graves que los considerados en dicho precepto.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, explicó que la indicación trata de subsanar las dudas de constitucionalidad que pueden generar la aprobación de un precepto que establezca una pena de inhabilitación absoluta perpetua. Al respecto, recordó que años atrás el ex diputado y profesor de derecho penal, señor Juan Bustos, le manifestó que una pena de este carácter podía considerarse inconstitucional, ya que implica una privación completa de la garantía constitucional de la libertad de trabajo.





Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que existían buenas razones para establecer inhabilidades perpetuas en este caso, porque los perfiles psiquiátricos de las personas que reiteradamente cometen delitos sexuales contra menores, muestran un tipo de pedofilia que podría denominarse “estructural”. Aseveró que es muy difícil rehabilitar a los sujetos que tienen esta inclinación conductual.





Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que debería establecerse la posibilidad de revisar el cumplimiento efectivo de una sentencia cuando ha transcurrido un plazo apropiado y se dispone de nuevos antecedentes que aconsejan morigerar la sanción. A partir de ellos, afirmó, se podría permitir, bajo ciertas condiciones que debería evaluar el pleno de la Corte Suprema, suspender la aplicación de la pena de inhabilidad absoluta perpetua.




El Honorable Senador señor Orpis y el abogado señor Juan Domingo Acosta observaron que en el ordenamiento jurídico nacional vigente hay otras penas que establecen inhabilidades perpetuas respecto de ciertos cargos, oficios o profesiones, como la que se impone en el delito de prevaricación ejecutado por miembros de tribunales de justicia colegiados o individuales (artículo 223 del Código Penal). Agregaron que esta disposición no ha sido impugnada ante el Tribunal Constitucional, y es aplicada por los tribunales de justicia. Añadieron que también debe tenerse en vista que siempre queda abierta la posibilidad de que el Presidente de la República haga uso de la facultad de indulto a favor de una persona que ha cometido este tipo de delitos.





En virtud de estas consideraciones, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio retiró esta indicación 

- - - 

Número 3)




Este número modifica, mediante dos letras, el artículo 372 del Código Penal.





Cabe recordar que el mencionado precepto establece que los condenados por violación u otros delitos sexuales en contra de un menor de edad sufrirán la pena accesoria de interdicción del derecho a ejercer guarda y de ser oídos como parientes en los casos en que la ley lo disponga. Asimismo, prescribe que ellos quedarán sujetos a la vigilancia de la autoridad por un período de diez años contados desde que se hubiere cumplido la pena principal. 





En su inciso segundo dispone que los condenados por estos delitos estarán afectos, además, a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados.

Letra a)





El texto aprobado en general contempla una letra a) que reemplaza el inciso segundo ya reseñado por el siguiente:





“El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter y 372 bis de este Código, en la persona de un menor de catorce años de edad, será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años.". 





En relación con este texto se presentó la indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, que sustituye el inciso propuesto por el siguiente: 





“El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367 inciso segundo y 372 bis de este Código, en la persona de un menor de catorce años de edad, será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años.”. 

Letra b) 





El texto aprobado en general agrega al artículo 372 un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: 





"Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 bis y 372 de este Código se cometieren en la persona de un menor de edad, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados, salvo que el delito deba sancionarse con arreglo a lo dispuesto en el inciso precedente. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años.".





En relación con esta norma se presentó la indicación número 5, también del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, que sustituye esta disposición por otra que establece que:





 “Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 365 bis, 366, y 372 bis de este Código se cometieren en la persona de un menor de edad, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados, salvo que el delito deba sancionarse con arreglo a lo dispuesto en el inciso precedente. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 363, 366 quáter, 366 quinquies y 367, y en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años.”.





Por estar ambas indicaciones directamente vinculadas, la Comisión las discutió conjuntamente.





 El abogado asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola, explicó, en primer término, que ambas indicaciones tienen por finalidad corregir un par de referencias erróneas que figuran en el texto aprobado en general, ya que se hace mención a un tipo penal derogado y a una norma que no establece una conducta típica.





 Asimismo, sostuvo que ambas proposiciones buscan establecer una distinción entre diferentes tipos de delitos sexuales, a fin de predicar respecto de los más leves, la pena de inhabilitación absoluta temporal, y respecto de los más graves la de inhabilitación absoluta perpetua. Explicó que el criterio general que se siguió en esta materia consiste en agrupar los delitos por la edad de las víctimas, distinguiendo si son mayores o menores de 14 años. Planteó que también podrían utilizarse otros parámetros para discriminar entre las penas de inhabilitación señaladas, tal sería, por ejemplo, utilizar el criterio de la gravedad del delito.





 El abogado señor Juan Domingo Acosta señaló que el texto aprobado en general tuvo en cuenta dos factores para distinguir entre la inhabilidad temporal y la perpetua. El primero de ellos es la edad, y en virtud del mismo se establecen que, por regla general, todo condenado por un delito sexual cometido en contra un menor de 14 años sufrirá la pena de inhabilitación absoluta perpetua. El segundo corresponde a la gravedad del delito, y ahí se tuvo en cuenta los bienes jurídicos involucrados y la magnitud objetiva del ilícito, independiente de la edad de la víctima.





 Puntualizó que la referencia que hace el nuevo inciso tercero al artículo 367 bis fue inicialmente correcta, pues cuando comenzó la tramitación de esta iniciativa esa disposición se encontraba vigente, pero hoy carece de sentido mencionarla ya que fue derogada por la ley Nº 20.507.





Agregó que en su momento se decidió no incluir dentro de las disposiciones mencionadas en el inciso segundo del artículo 372 la figura del proxenetismo contra menores de edad, pues en opinión de algunos autores de la dogmática penal nacional no es posible que se cometa dicho ilícito cuando la víctima es un menor de 14 años, porque tales personas se consideran indemnes sexualmente ya que la ley no permite las relaciones sexuales, incluso las consentidas, entre menores de 14 años y mayores de edad. En este caso, afirmó, el proxeneta tiene la calidad de inductor o cómplice de un delito de violación.





Seguidamente, el señor Dazarola explicó que la indicación número 4 tiene dos diferencias en relación con el texto aprobado en general. Ellas son los siguientes:





 - Se agrega el artículo 366 quinquies, ilícito relativo a la producción de material pornográfico con menores de edad;





 - Se añade el tipo penal del artículo 367, relativo al proxenetismo con menores de edad.





Puntualizó, asimismo, que en la indicación número 5 se incorpora expresamente al catálogo de delitos la figura del artículo 372 bis, relativo al delito de violación con homicidio. 





Explicó que conforme a la indicación número 4 tratándose de estos delitos se propone que exista inhabilitación perpetua sin que importe si la víctima es mayor o menor de 14 años. 





El Honorable Senador señor Espina señaló que en principio no parece aconsejable que la distinción entre penas perpetuas o temporales se establezca considerando si el delito se comete contra un mayor o un menor de 14 años. Sostuvo que dicha inhabilitación debería aplicarse a cualquiera que comete delitos sexuales contra menores de edad, porque quien comete un ilícito contra una niña o niño de 15 años debería quedar excluido para siempre de las labores educacionales. Observó que estos delincuentes tienen características psiquiátricas que son muy difíciles de corregir. 





El abogado señor Acosta explicó que al configurar estas normas se optó por el criterio de la edad, pues conceptualmente los menores de 14 años son indemnes sexualmente, o sea, no tiene capacidad de disposición voluntaria de su sexualidad. En cambio, al mayor de 14 años se le reconoce una capacidad restringida de disposición sexual, la que es plena una vez que cumple 18 años. En consideración de esa distinción, explicó, el Código Penal establece una penalidad mucho más gravosa cuando se trata de delitos sexuales cometidos contra menores de 14 años.





 El Honorable Senador señor Orpis puntualizó que quién está dispuesto a cometer un delito sexual contra un adolescente mayor de 14 y menor de 18 años de edad, con más razón podría llegar a perpetrar un ilícito de ese tipo en contra un menor de 14 años, porque se trata de una víctima que se encuentra en una condición de mayor indefensión. En razón de ello, respaldo el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Espina.





El abogado señor Acosta recordó que en la actualidad ya existe, como pena accesoria a los delitos sexuales perpetrados contra menores de edad, la de inhabilidad temporal para desarrollar actividades que tengan relación con niños, niñas o adolescentes, y en razón de ello se propone agravarla hasta el grado de perpetua cuando se trata de víctimas menores de 14 años.





 Manifestó que la regla general es que la pena debe tener una finalidad preventiva general y positiva, pero acá además se agrega un criterio de prognosis de peligro, lo que de por sí es dogmáticamente complicado, por lo que conviene hacer una aplicación muy restrictiva en esta materia. Con todo, señaló que no es lo mismo atacar sexualmente a un niño de 8 años que a uno de 15, porque en el primer caso se está en presencia de un acto más grave que merece un mayor repudio social.





Puntualizó, asimismo, que la pena de inhabilidad que se establece en este caso es de amplio espectro, y no abarca sólo a los establecimientos educacionales, sino también cualquier otro lugar donde haya niños y, por ejemplo, la persona condenada a esta pena no podría desempeñar la función de jardinero en una casa donde hay niños.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que la distinción en cuanto a la edad de las víctimas de delitos sexuales para imponer la pena de inhabilitación temporal o perpetua parece estar bien fundada, por lo que podría considerarse como un primer criterio válido en este caso. 

-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión continuó analizando el sentido y alcance la las indicaciones números 4 y 5.

El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que el primer punto a dilucidar en esta discusión es qué criterio se debería ocupar para aplicar la pena de inhabilitación absoluta temporal o perpetua. Al respecto, sugirió a la Comisión hacer la distinción según la edad de la víctima.


El abogado señor Acosta expresó que hay varios criterios posibles para hacer la referida distinción. Recordó que la primera cuestión que se puede tener en vista es la mayor o menor gravedad del hecho, porque obviamente –señaló- una pena perpetua es más severa que una pena temporal. Hizo presente que también puede considerarse en este caso la necesidad de prevención general que persigue con esta pena.


Añadió que a primera vista parece más adecuado ocupar el criterio de la edad porque la pena de inhabilitación que se plantea en este caso, se aplica esencialmente a personas que abusan de menores de edad y tiene por propósito impedir que los condenados se relacionen habitualmente con ellos.


Señaló que en virtud de lo anterior se establecen consecuencias penales más gravosas para los delitos sexuales contra menores de 14 años, por lo que ese mismo criterio serviría para distinguir entre la pena de inhabilitación absoluta temporal o absoluta perpetua.


Puntualizó que esta regla está consignada en el texto aprobado en general, el cual contempla excepciones, como es el caso del tipo penal del artículo 366 quinquies del Código Penal, que sanciona a quien participa en la producción de material pornográfico con menores de edad. Explicó que en ese caso el contacto con el menor está mucho más mediatizado, porque la actividad de producción de este material implica todo lo técnicamente necesario para ello, y porque los menores de 14 años no tienen disponibilidad sexual alguna. Afirmó que quienes participan en este tipo de filmaciones serían, en todo caso, autores o cómplices del delito de violación impropia. En razón de lo anterior, indicó que en este caso se optó por establecer siempre la inhabilidad temporal, sin hacer distinciones por la edad del menor involucrado.


Seguidamente, se refirió a las críticas que en la doctrina se han planteado en orden a introducir penas de carácter perpetuo, por el carácter infamante e inusualmente cruel que ellas pueden implicar. En atención a esta objeción, indicó, dichas penas sólo se contemplan para los delitos más graves.


El abogado asesor señor Dazarola explicó que las indicaciones Números 4 y 5 siguen esta regla, y efectúan ciertas correcciones puntuales. En efecto, puntualizó que la indicación número 5 suprime la referencia a los artículos 367 bis y 372 del Código Penal. Al explicar esta medida señaló que la primera de las disposiciones citadas se refería al delito de trata de blancas, que fue sustituido por otra norma en la ley Nº 20.507, que tipificó en detalle todas las nuevas delictivas relativas a la trata de personas y abuso de migrantes. Añadió que el segundo de esos artículos se refiere a una disposición que no contiene tipos penales, sino que sólo establece ciertos efectos civiles por la comisión de ilícitos descritos en otros artículos. 


El Honorable Senador Walker, don Patricio connotó que el criterio de la edad de la víctima parece estar justificado, pero puede acarrear algunos resultados difíciles de explicar cuando, por ejemplo, se trata de abusos deshonestos reiterados contra una menor de 18 y mayor de 14 años, en comparación con un único intento de violación de un menor de 14. Explicó que en el primer caso, en que se genera un daño permanente de mayor relevancia para la víctima, sólo se aplicaría la pena de inhabilitación temporal, y en el segundo –que puede ser fruto de una situación mucho más puntual- la inhabilidad es absoluta.


 Observó que tratándose del delito de producción de material pornográfico infantil debe tenerse también en cuenta que muchas veces esos ilícitos se transforman en archivos multimedia que se difunden a través de internet, siendo muy difícil su eliminación, por lo que el daño al menor afectado puede ser a muy largo plazo.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos, agregó que, en general, en ese tipo de actividades hay un fuerte elemento publicitario, porque muchas veces se atrae a las futuras víctimas con la promesa de fama fácil. En todo caso, señaló que le parecía razonable que al momento de establecer la pena, se distinguiera atendiendo a la edad de la víctima del delito. 

-.-.-


En una sesión posterior, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter, propuso a la Comisión aprobar la indicación número 4, eliminando de la enumeración de los delitos contemplados en ella la figura delictual prevista en el artículo 367 inciso segundo.


En consecuencia, sugirió aprobar la siguiente disposición:





“a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies y 372 bis, en contra de un menor de catorce años de edad, será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años.”.”.


Al analizarse esta redacción se hizo presente que ella introduce algunas enmiendas de forma al texto aprobado en general e incorpora al catálogo de ilícitos que considera esta norma, el delito contemplado en el artículo 366 quinquies del Código Penal, disposición que sanciona al que participa en la producción de material pornográfico.


- Sometida a votación la indicación N° 4, enmendada en los términos indicados, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.


Seguidamente, se analizó la indicación N° 5.

En relación con ella, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública propuso aprobarla en los siguientes términos:


“b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367 y 372 bis se cometiere en la persona de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años."


Al iniciarse el estudio de esta proposición se tuvo presente que la redacción propuesta recogía en gran parte el contenido de la indicación número 5 pero agregaba a su texto los delitos de estupro (artículo 363), las acciones de significación sexual (artículo 366 quáter) y la participación en la producción de material pornográfico (artículo 366 quinquies).


Asimismo, se tuvo presente que la norma propuesta difería de la aprobada en general ya que se excluía la referencia al artículo 367 bis, disposición actualmente derogada y al artículo 372, norma que no tiene sentido mencionar en esta enumeración de delitos.


Al iniciarse el estudio de la redacción propuesta, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán ofreció la palabra al abogado señor Acosta, quien explicó que en la redacción propuesta no estaban considerados dos ilícitos, a saber: el delito de sodomía consentida establecido en el artículo 365 y el delito de ofrecer dinero para obtener relaciones sexuales con menor de 18 años y mayor de 14 años, regulado en el artículo 367 ter.


Seguidamente, recordó a la Comisión que ambas figuras típicas no estaban contempladas en el texto aprobado en general y en este sentido la nueva redacción mantenía dicho criterio.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio hizo presente que cuando se comete el delito sancionado en el artículo 367 ter se castiga a adulto que paga u ofrece una dádiva por tener sexo con un menor de 18 y mayor de 14 años. Agregó que este era un ilícito muy grave que sólo desde el año 2004 está contemplado en nuestro ordenamiento penal. 


Hizo presente que los autores de este tipo de delito son los responsables de favorecer el funcionamiento de redes de prostitución juvenil que desgraciadamente operan en muchas ciudades de nuestro país. En virtud de lo anterior, manifestó que tenía dudas de no aplicar estas inhabilidades absolutas temporales a quienes incurren en esta conducta.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública puntualizó que estos delitos eran sin duda muy reprobables pero no se vinculaban directamente con la hipótesis de individuos que abusan de menores con ocasión del trabajo con éstos. Agregó que en la figura penal que describe el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sanciona a personas que acuden a prostíbulos. Sostuvo que quienes incurren en esta conducta deben ser castigados penalmente, pero ella no se encuadra en los ilícitos que justifican su incorporación en el Registro de Inhabilidades de infractores sexuales que se crea en el artículo 2° de esta ley.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio reiteró que le parecía muy grave que un adulto pague por tener sexo con un menor, especialmente aprovechándose del desamparo en que se encuentran muchas de las víctimas. Atendida esta razón, propuso incorporar en el listado de delitos que se sancionarán con la inhabilitación absoluta temporal, a los que cometen el delito establecido en el artículo 367 ter.


El Honorable Senador señor Espina concordó con la proposición precedente e indicó que las conductas descritas en el artículo 367 ter constituían delitos graves, por lo que sus autores deberían figurar en el registro de personas inhabilitadas para trabajar con menores de edad.

El Honorable Senador Larraín, don Carlos señaló que este debate debía orientarse a determinar si se debía incorporar, al registro de las conductas que van a ser sancionadas con la inhabilidad absoluta temporal, los tipos penales de sodomía consentida con un menor de 18 años y mayor de 14 años y el de ofrecer dádivas para obtener servicios sexuales de jóvenes mayores de catorce años.


Puntualizó que ambas conductas estaban sancionadas en el Código Penal y que a él le parecía especialmente grave aquella que implicaba ejercer una presión moral en contra de un menor para obtener sus servicios sexuales.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que la figura de la sodomía consentida regulada en el artículo 365, castiga una conducta que está en un límite bien complejo, toda vez que ese artículo ya criminaliza determinadas relaciones homosexuales, de manera que agregar a esa sanción la inhabilidad absoluta temporal para trabajar con menores de edad, le parecía excesivo. Asimismo, señaló que al incorporar esa conducta a las que van a figurar en el Registro de Inhabilidades, la Comisión se apartaba del objetivo de esta iniciativa de ley. Sostuvo que nuestra Sociedad no entendería que se añadieran nuevas sanciones penales a quienes tienen un comportamiento homosexual.


Seguidamente, puntualizó, en relación con el delito contemplado en el artículo 367 ter, que la conducta sancionada consiste, básicamente, en ofrece dinero por obtener servicios de prostitución. La figuras de ejercer presión moral, utilizar engaños, o abusar de una relación de dependencia para obtener servicios sexuales está cubierta por la figura del estupro ya sancionada en el artículo 363 del Código Penal, la que daría lugar a la inhabilidad absoluta temporal, pues este delito se configuraría sólo respecto de los mayores de catorce años.


Afirmó que en el mencionado registro de inhabilidades absolutas temporales no se pueden incorporar a todos los delitos que se cometen contra menores, ya que por esa vía también debería aparecer en él quienes han asesinado a un menor, lo que se aparta de la idea matriz de esta iniciativa. Sostuvo que no proponía eliminar los delitos de los artículos 365 y 367 ter, sino que no incorporarlos en el catálogo de conductas típicas que serán sancionadas con la inhabilidad absoluta temporal.


Seguidamente, el abogado señor Acosta señaló que en el futuro la figura del artículo 365 probablemente va a ser derogada ya que se trata de relaciones homosexuales libremente consentidas, como por ejemplo la que se puede dar entre un varón de 19 y otro que tiene 17 años. Señaló que no le parecía razonable impedir que ese joven de 19 años trabaje como profesor.


Agregó que cuando se presentan hipótesis de presión moral o abuso para obtener servicios sexuales, dichas conductas están recogidas en el artículo 363 del Código Penal -que sanciona el estupro-, de manera que quienes las cometan van a ser castigados con la pena de la inhabilitación absoluta temporal. 


Sostuvo que el proxeneta (aquel que ofrece beneficios a un menor por prostituirse) es una persona que está promoviendo la prostitución, figura que está sancionada en el artículo 367 del mencionado Código y que, por tanto, también va a quedar afecto a una inhabilidad absoluta temporal para trabajar con menores, según se consigna en la nueva redacción que ha sugerido el Ejecutivo. Puntualizó que el artículo 367 ter sólo sanciona al cliente de los servicios sexuales. 


Agregó que este tipo penal es muy amplio, razón por la que no le parece razonable incorporarlo al catálogo de inhabilidades absolutas temporales. Explicó que en esta figura penal incluso puede no haber abuso, como por ejemplo cuando a una persona de diecisiete años se le ofrece tener relaciones sexuales a cambio de un beneficio o prestación. En definitiva se preguntó si era razonable inhabilitar hasta por 10 años a quien incurre en esta conducta.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos preguntó si el sujeto activo del tipo penal del artículo 367 ter se le consideraba menos peligroso, dado que sólo había ofrecido dinero para tener relaciones sexuales con menores de edad.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que conceptualmente el juicio de reproche era menor y por eso la pena establecida para sancionar esta conducta no era tan alta.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sugirió aprobar la indicación número 5, enmendada en los términos propuestos por el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.


Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el Presidente sometió a votación la proposición de incorporar en la redacción antes aprobada la figura penal considerada en el artículo 365 del Código Penal.


La Comisión, por la unanimidad señalada precedentemente, rechazó esta proposición.


Seguidamente, el Presidente sometió a votación la proposición de incorporar al texto aprobado el ilícito penal contemplado en el artículo 367 ter.


Sometida a votación esta proposición fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín, don Hernán.


En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente el texto aprobado por la Comisión es el siguiente:





“b) Agrégase el siguiente inciso tercero:





“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 372 bis, se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años”.”.

Artículo 2º


El texto aprobado en general modifica, mediante dos números, el decreto ley N° 645, de 1925, sobre Registro General de Condenas.


El número 1 crea, en el Registro General de Condenas, una sección especial denominada “Inhabilitaciones para ejercer funciones en el ámbito educacional”.


El número 2 sustituye el artículo 6° bis del mencionado decreto ley.


Actualmente dicho precepto establece, en su inciso primero, que toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, podrá solicitar que se le informe, para fines particulares, si esta se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal.


En su inciso segundo agrega que la misma información podrá ser entregada a cualquier persona que cuente con una autorización expresa de aquel cuyos antecedentes se solicitan, para los fines indicados precedentemente.


El texto aprobado en general sustituye esta norma por otra que dispone, en su inciso primero, que cualquier persona natural que demuestre un interés legítimo, podrá solicitar que se le informe por la autoridad encargada de llevar el Registro (de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad), si una persona determinada se encuentra afecta a alguna de las inhabilitaciones establecidas en el artículo 39 bis del Código Penal, en la forma y condiciones que señale el reglamento.


Agrega, en su inciso segundo, que si quien hubiere accedido a la información contenida en el mencionado Registro revelare por escrito, por un medio telemático cualquiera o a través de un medio de comunicación social, el hecho de que una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilitaciones previstas en el artículo 39 bis del Código Penal, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales. Precisa, seguidamente, que por medio de comunicación social se entenderá los señalados en el artículo 2° de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.


Concluye la norma aprobada en general estableciendo, en un inciso tercero, nuevo, que se exceptúan de dicha prohibición las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación, realicen para determinar si una persona puede prestar servicios en dicho establecimiento. Asimismo, afirma que tampoco se sancionará a las personas que deban comunicar tal información a las autoridades públicas.


En relación con el inciso primero del texto aprobado en general se presentaron las indicaciones números 6 y 7. Respecto del inciso segundo se formuló la indicación número 8.

La indicación Nº 6, de Su Excelencia el Presidente de la República, sustituye el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 6° bis.- Atendido el carácter público de las sentencias ejecutoriadas, cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí mismo, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.”.


La indicación Nº 7, del Honorable Senador Walker, don Patricio, reemplaza el mencionado inciso por los siguientes:


“Artículo 6º bis.- Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá solicitar que se le informe, para fines particulares, si ésta se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal.


La misma información podrá ser entregada a cualquier persona que acredite requerir una contratación de las señaladas en el inciso precedente, para los mismos fines.


Un reglamento establecerá la forma y condiciones en que será entregada la información a que se refieren los incisos anteriores.”.


Al iniciarse el estudio de estas indicaciones, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, se refirió, en primer lugar, a la indicación número 6.


Al respecto, concordó con el criterio que las sentencias ejecutoriadas son públicas, razón por la que cualquier persona puede conocer su contenido, sin expresión de causa y sin otro requisito que identificarse. Señaló que la indicación número 7 también comparte esta idea pero impone a las instituciones públicas o privadas, que deben contratar a personas para un empleo, cargo u oficio o profesión que suponga una relación directa y habitual con menores de edad, el deber de consultar si ella está afecta a alguna de las inhabilidades establecidas en el artículo 39 bis del Código Penal.


El abogado señor Acosta manifestó que en esta materia se puede llegar a producir una colisión de dos principios. Por una parte, el legítimo derecho que tiene toda persona de acceder a información pública, y por otra la de proteger la dignidad de los condenados y evitar su estigmatización social.


Añadió que la regulación vigente establece un acceso restringido al registro de condenas, al que sólo pueden acceder las instituciones públicas o privadas que necesitan aclarar, antes de contratar a una persona, si ella está afecta a una inhabilidad para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.


Expresó que con esta norma se pretende evitar la estigmatización de quienes ya cumplieron la pena de inhabilitación o que la están cumpliendo e intentan conseguir empleo en otra actividad económica. Por ello el texto aprobado en general permite, siempre que exista un interés legítimo, acceder a información para verificar si una persona está afecta a una inhabilidad determinada. Agregó que el acceso a esta información sólo se permite a quien tiene un interés legítimo, que en este caso significa que está en la posición de futuro empleador de trabajadores que se relacionarán habitualmente con menores de edad. Añadió que esa información solo se proporciona para fines de contratación y en ningún caso para que ella se divulgue libremente. 


Añadió que es razonable consagrar el deber de las instituciones públicas o privadas que trabajan con menores de consultar el mencionado registro de inhabilidades. Sin embargo, sugirió que esta obligación debería estar contenida en una norma de carácter administrativo y no penal.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, expresó que en esta materia hay que cuidar que la legislación no traspase ciertos extremos, pero también deben eliminarse las barreras burocráticas que impiden a las instituciones educacionales acceder a la información que contiene este registro.


Puntualizó que si bien algunos puedan cuestionar su propuesta de imponer a determinadas instituciones el deber de consultar el registro, ella se justifica pues hay muchos ejemplos en que instituciones colaboradores del SENAME o colegios han contratado a personas con antecedentes criminales y estos profesionales o personal técnico ha vuelto a reincidir en atentados sexuales contra menores.


El abogado asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Juan Francisco Galli expresó que una discusión similar tuvo lugar en el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, y en razón de ello el Ejecutivo formuló la indicación número 6. Explicó que esta proposición establece una especie de “semáforo” que permite que las personas que se identifiquen debidamente y que invoquen un legítimo interés puedan averiguar –únicamente- si un sujeto en particular está o no inhabilitado para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, pero no las circunstancias de hecho o el tipo de delito por el cual fue sancionado. Subrayó que esta proposición sólo permite entregar información respecto de personas que están efectivamente inhabilitadas y no respecto de personas que ya cumplieron su pena, lo que está en concordancia con lo expresado en el artículo 21 de la Ley sobre Tratamiento de Datos Personales.


La Honorable Senadora señora Alvear observó que la parte final de la indicación Nº 6 utiliza la frase “cualquier otro fin similar”, expresión que era necesario precisar con más detalle. Al respecto preguntó si dicha frase podría considerar la labor de un periodista que realiza un reportaje sobre la pedofilia, cuyo legítimo propósito es difundir la información que obtenga como consecuencia de su investigación.


El abogado señor Acosta explicó que no es factible dar una interpretación tan amplia a la expresión antes señalada, pues el propio proyecto establece un delito que se tipifica cada vez que quien accede a la información del registro la difunde a través de un medio de comunicación social.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos expresó que la difusión pública del contenido de las condenas criminales no es sólo un derecho sino también una forma de facilitar su cumplimiento. Seguidamente, concordó con la idea de que las instituciones públicas o privadas que habitualmente contratan a personal para estar en contacto permanente con menores de edad, deban consultar el mencionado registro.


Agregó que se debe, en todo caso, tomar los resguardos necesarios para que una sanción de esta clase no impida al condenado ejercer otro tipo de actividad económica.


El Honorable Senador Espina expresó que la norma en análisis sólo afecta a una persona que ya ha sido condenada, a la cual se le han respetado todos sus derechos constitucionales al debido proceso, se le ha presumido hasta el final del juicio su inocencia, y que se le ha probado, más allá de cualquier duda razonable, su participación en hechos gravísimos con consecuencias devastadoras para personas en formación y particularmente desvalidas –como son los menores de edad-. Señaló que en general las agresiones sexuales son muy difíciles de probar ya que muchas veces no se reúnen las pruebas necesarias para acusar y sancionar a los imputados. En consecuencia, afirmó, sólo se condena a pocos sujetos, respecto de los cuales se ha logrado reunir un cúmulo evidencia que los incriminan.


Puntualizó que la Sociedad tiene derecho a saber quienes cometieron estos delitos y a resguardarse de los agresores sexuales de menores, y por ello, afirmó que el acceso al registro de condenas debe ser amplio.


Asimismo, recordó que todos los juicios criminales en nuestro país son públicos, por lo que cualquier medio periodístico podría apostar a sus periodistas en los diversos tribunales a los largo del territorio y llevar una estadística pormenorizada y periódica de los fallos dictados. Esa información se podría, insistió, publicarse perfectamente en cualquier medio nacional o extranjero, sin ninguna consecuencia posterior de ningún tipo para quien la da a conocer.


Con todo, precisó que otra es la situación de las personas que han cumplido su condena, pues en ese caso la Sociedad debe hacer un esfuerzo por reintegrar al ex reo de manera provechosa, lo que justifica que no haya acceso público a la información de sentencias extinguidas y se proceda a la eliminación de antecedentes criminales vencidos.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, secundó el criterio expresado precedentemente, y recordó que por disposición constitucional las sentencias judiciales y sus fundamentos son públicos, y el acceso a ellas sólo requiere, a lo más, identificación de la persona que accede, por lo que un tipo penal que sancione la divulgación de esta información no debiera existir.


A continuación, intervino el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Cristóbal Lira, quien agradeció la invitación cursada para participar en esta discusión e inició su presentación indicando que la Sociedad tiene derecho a saber que personas han sido condenadas, pero también que la comunidad tiene la obligación de hacer un esfuerzo por rehabilitar y reintegrar a los condenados una vez que han cumplido su pena. 


Manifestó que es extremadamente difícil lograr que una empresa privada contrate a una persona que tiene antecedentes criminales, aún en la más humilde posición productiva, y el Estado, por su parte, tampoco da un buen ejemplo, ya que para ingresar a la Administración se requieren que los candidatos acrediten intachables antecedentes penales.


Señaló que era muy importante garantizar un acceso expedito a la información relativa a las penas de inhabilitación perpetua o temporal para evitar que los condenados vuelvan a realizar actividades laborales que los pongan en contacto permanente con niños y niñas. Sin embargo, agregó, deberíamos ser cuidadosos en que el acceso a esta información no genere una inhabilitación permanente para ejercer cualquier tipo de profesión u oficio, por modesto que este sea.


Expresó que, con todo, cualquier avance que se logre en esta iniciativa, que amplíe de manera regulada el acceso al registro de condenas, tendría un gran valor disuasivo a la hora de la comisión de este tipo de ilícitos.


El abogado asesor del Senador Walker, don Patricio, señor Dazarola manifestó que hay un percepción generalizada que la norma actual que regula el acceso al mencionado registro es engorrosa y no cumple los fines que se tuvo en mente cuando fue elaborada, pues esta información sólo está disponible en las direcciones regionales del Servicio de Registro Civil, y que quien la requiere debe acreditar, cada vez que la solicita, la vigencia de la institución, el hecho de que aún mantiene como actividad principal alguna que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, y un poder que lo autorice a actuar en nombre de quien dice representar.


Contrastó esta situación con la que rige en ciertos Estados de Norteamérica en los que hay un acceso amplio, a través de páginas electrónicas, a los datos personales e incluso a la foto del condenado, lo que, sin embargo, imposibilita su reinserción social.


Señaló que una posibilidad intermedia es la que propone el Gobierno, que consiste en una aplicación web que únicamente indique, a quien se identifique previamente, si una persona determinada tiene o no una determinada inhabilidad, quedando prohibido entregar otros antecedentes sobre su proceso criminal. Indicó que si se establece un sistema como el descrito no sería muy razonable establecer una sanción para quién tenga acceso a esta información y la divulgue.


En otro orden cosas, llamó la atención del giro que ocupa el encabezado de la indicación Nº 6, esto es: “Atendido el carácter público de las sentencias ejecutoriadas”. Puntualizó que tal frase es una mera declaración que no cumple ningún propósito claro, y da pie a hacer un sinnúmero de interpretación sobre su alcance.


Finalizó manifestando que era necesario establecer expresamente que las instituciones públicas o privadas, que contratan a personas que está en contacto habitual con menores de edad, tienen el deber de consultar el registro de inhabilidades, de manera de hacerlas responsables , al menos civilmente, por los perjuicios sufridos por la víctimas.


El abogado señor Acosta expresó que esta norma tiene por finalidad que terceros puedan conocer esta inhabilidad, y quedar en condiciones de actuar en consecuencia.


Puntualizó que, en cambio, si se permite difundir ampliamente esta información, la pena impuesta pasaría a tener un carácter infamante e inhumana, e impediría, además, cualquier tipo de reinserción social del condenado.


Expresó que en vista de ello se propone un ilícito que sanciona a quien difunde la información que obtuvo del registro. Lo que se castiga, indicó, es la difusión por un medio de comunicación social y no la que se efectúa mediante llamadas telefónicas o correos electrónicos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos expresó que la pena de inhabilitación planteada tiene un campo específico -relativo únicamente al contacto directo y habitual con menores de edad-, de manera que si se permite una circulación universal de esa información, dicha inhabilidad especial se va a transformar en absoluta.


Manifestó que está profundamente convencido de que las personas pueden cambiar, y por ello la información relativa a esta inhabilidad debe quedar limitada a los ámbitos donde están en peligro los menores de edad. En razón de ello, expresó que también compartía la idea de hacer obligatoria la consulta del registro para las instituciones que habitualmente contratan a personas que estarán en contacto habitual con niños.


La Honorable Senadora señora Alvear respaldó lo expresado precedentemente y manifestó que debería establecerse un equilibrio entre el derecho a conocer antecedentes y el derecho de los condenados a rehabilitarse. Añadió que también compartía la idea de imponer, a las instituciones que habitualmente contratan a personas que estarán en contacto con niños, la obligación de consultar el mencionado registro. Afirmó que para poner en práctica esta idea era necesario hacer una simplificación en los trámites que se deben cumplir para acceder al mismo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán manifestó que parecía haber cierto consenso en la Comisión en torno a la idea de que la frase inicial de la indicación Nº 6, que dispone lo siguiente: “Atendido el carácter público de las sentencias ejecutoriadas”, es desafortunada y debe eliminarse, en razón de ello propuso votar la primera parte de la indicación, sin la frase aludida. En consecuencia, propuso considerar el siguiente texto:


“Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal”.


- Sometida a votación esta proposición (que recoge la primera parte de la indicación N°6), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán puso en votación la segunda parte de la indicación Nº 6, cuyo texto es lo siguiente:


“…con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.”.


El Honorable Senador Walker, don Patricio, manifestó que la idea detrás de esta parte de la indicación se relaciona  con la idea de que sancione a quien difunda esta información, a través de un medio de comunicación social masivo.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puntualizó que ambas cosas están directamente relacionadas. A su juicio, esta última frase no debiera contemplarse ya si ella se aprueba si se podría sancionar a quien difunde la información contenida en el Registro.


- Sometida a votación la segunda parte de la indicación Nº 6 fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.


A continuación, se puso en votación la idea de obligar a las instituciones públicas o privadas que requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, a consultar el registro de inhabilidades.


- Puesta en votación esta idea fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio.


Teniendo en cuenta este antecedente, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública propuso aprobar la indicación número 7, enmendada en los siguientes términos:


“Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.


El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol Único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.”.


En relación con esta proposición, el Honorable Senador Larraín, don Carlos solicitó precisar cuál era el alcance efectivo de la expresión “por la naturaleza de su objeto”. Agregó que, a su juicio, esos términos requerían una mayor precisión ya que hay entidades que se relacionan directa y habitualmente con niños pero su objeto social no lo señala expresamente. 


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública puntualizó que en el ánimo de aclarar este asunto se podría agregar a continuación de la expresión “objeto” la frase “las funciones que cumple” o “las materias a las que se dedica”.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos insistió que una institución puede oficialmente declarar un objeto determinado pero que en la práctica abarcar más actividades.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública acogiendo esta preocupación sugirió agregar, a continuación de la palabra “objeto”, la frase “o el ámbito específico de su actividad”, con el fin de atender no sólo a propósito oficial de una entidad sino que también a su actividad específica y real. 


Conforme con lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, puso en votación la siguiente redacción: 





“Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.


El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol Único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.”.


La indicación número 7, enmendada en los términos indicados precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio.


Al aprobarse este texto, se tuvo presente que no se estaba otorgando una nueva atribución al Servicio de Registro Civil sino que sólo precisando la forma y resguardos con los que se accederá a información que dicha institución consignará en sus registros.


A continuación, la Comisión consideró la indicación número 8, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio para reemplazar el inciso segundo del artículo 6° bis, del decreto ley N° 645.


Según se ha señalado precedentemente, dicho inciso establece, en síntesis, que la misma información podrá ser entregada a cualquier persona que cuente con una autorización expresa de aquel cuyos antecedentes se solicitan.


Cabe recordar que el texto aprobado en general reemplaza este inciso por otro que dispone que si alguien que hubiere accedido a la información contenida en el mencionado Registro revelare por escrito, por un medio telemático cualquiera o a través de un medio de comunicación social, el hecho de que una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilitaciones previstas en el artículo 39 bis del Código Penal, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales. Precisa, seguidamente, que por medio de comunicación social se entenderá los señalados en el artículo 2° de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.


Seguidamente señala, en un inciso tercero, nuevo, que se exceptúan de dicha prohibición las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación, realicen para determinar si una persona puede prestar servicios en dicho establecimiento. Indica, finalmente, que tampoco sancionará a las personas que deban comunicar tal información a las autoridades públicas.


La mencionada indicación número 8° sustituye el inciso segundo por otro que establece lo siguiente:


“Si quien hubiere accedido a la información contenida en el Registro revelare por escrito el hecho de que una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades previstas en el artículo 39 bis del Código Penal, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que el Gobierno no era partidario de sancionar a quienes difunden la información contenida en el Registro. Precisó que el contenido de los mencionados incisos segundo y tercero surgió de una propuesta acordada en la Cámara de Diputados, con la oposición del Gobierno.


Puntualizó que no debiera sancionarse la difusión de información contenida en un registro público. Afirmó que si se aprueba una norma de este tipo, sólo se logrará atemorizar a las personas e impedir que comuniquen tal antecedente a sus amigos y familiares.


El Honorable Senador señor Espina concordó con los argumentos presentados por el señor Ministro y agregó que la norma, tal como está redactada, da origen a una serie de ambigüedades, como por ejemplo, si comunico esa información de voz en voz no cometo delito en cambio si lo hago por escrito se configuraría un ilícito. Además, sostuvo, existe el resguardo que la información que se entregará sólo se referirá a que una persona se encuentra inhabilitada y no a las circunstancias delictuales que motivaron dicha inhabilidad.


Seguidamente, señaló que no resultaba lógico que se impida difundir información referida a penas que tienen el carácter de públicas. Adujo que era perfectamente posible que en el futuro una persona tuviera, a partir de los antecedentes que surgen de los procesos judiciales, un catastro de personas condenas y de los delitos que cometieron. Puntualizó, además, que no le parecía adecuado restringir el derecho que tiene la opinión pública de saber si una persona se encuentra inhabilitada para trabajar con menores de edad.


Concluyó que no se podía sancionar penalmente a quien de buena fe entregó una información pública a sus familiares, amigos o vecinos. Afirmó que era impresentable que una persona termine en la cárcel por dar a conocer este tipo de información.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos señaló que la pena de inhabilitación era una pena accesoria cuyo objeto es proteger a un segmento específico de la población que son los menores de edad y a las personas que deben contratar a quienes trabajaran con niños.


En consecuencia, afirmó que no le parecía correcto universalizar dicha información. Sostuvo que si permite una difusión amplísima de esta inhabilidad, se le da un alcance mucho más amplio de lo que se quiso lograr cuando se impuso esta pena. A mayor abundamiento, indicó, cuando una persona comete este tipo de delito se le sanciona con una pena de cárcel, y que sólo una vez cumplida, comienza a contabilizarse el plazo de la pena accesoria que le puede impedir trabajar con niños por un término de hasta 10 años. Afirmó que si esa información se difunde generalizadamente, ese individuo va a quedar, en la práctica, impedido de realizar otras labores remuneradas ya que nadie lo van a querer contratar.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio afirmó que mediante esta iniciativa se está dando un paso importante para evitar que colegios u otras instituciones públicas o privadas que atienden a menores de edad contraten a personas que están inhabilitadas penalmente para relacionarse con ellos. Agregó que está Comisión ya amplió las figuras penales al establecer las inhabilidades absolutas perpetuas en determinadas hipótesis delictivas muy graves.


Hizo presente que habiéndose alcanzado ese objetivo no era conveniente, además, consagrar penas infamantes que impidan cualquier tipo de reinserción social de los condenados. Manifestó que si como ha ocurrido en algunas zonas de Estados Unidos, se publica que una persona fue condenada por delitos sexuales, ese individuo pasa a transformarse en un paria social a quien nadie va a querer contratar.


En este sentido, instó a la Comisión a buscar una redacción que sólo castigue la difusión masiva de esta información. Sostuvo que no resultaría adecuado sancionar a alguien que envía un correo electrónico señalando que un individuo está sujeto a una inhabilidad penal.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear recordó que todas las personas que han cumplido su condena tienen derecho a reinsertarse en la Sociedad, de lo contrario, sostuvo, se estaría fomentando la mantención de los individuos en la condición de delincuentes y nunca habría posibilidad de que se rehabilitasen. Indicó que si un medio de comunicación social da a conocer que una persona, que ya cumplió su condena, cometió un delito de este tipo, ese individuo se verá absolutamente impedido de volver a integrarse socialmente y desarrollar una actividad productiva con tranquilidad.


Asimismo, señaló que si no se modificaba la norma aprobada en general se recibirán críticas de que ella afecta la libertad de expresión y al derecho de los ciudadanos a estar informados.


Además, expresó que no era adecuado tener penas infamantes y restarle a los ex condenados toda posibilidad de que vuelvan a trabajar.


Concluyó señalando el problema era el siguiente: cómo establecer un adecuado equilibrio entre la facultad para acceder a determinada información y el derecho de las personas a no sufrir penas infamantes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, hizo presente que, con su voto en contra, la Comisión ya había acordado establecer un acceso restringido a la información que consta en el registro de inhabilidades.


En consecuencia, agregó, lo razonable sería sancionar a quien difunde esa información con una pena que debiera tener sólo un carácter pecuniario.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública valoró la propuesta del Presidente de la Comisión y reiteró que él era partidario de la rehabilitación de los condenados y, por lo tanto, en la medida que una persona cumple con su castigo y sale del Registro de Inhabilidades, no debe figurar en ninguna información penal que pueda entregar el Estado. Seguidamente, sugirió a la Comisión evaluar la posibilidad sancionar solamente a quien hace un uso abusivo de la información obtenida de dicho Registro. Concluyó que, en este marco, aplicar a esa persona una multa u otra sanción pecuniaria le parecía más coherente con lo que se estaba buscando.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que los procesos penales eran públicos así como las sanciones que de ellos derivan. Agregó que por una serie de razones prácticas aún no existe un registro público de condenas. Bastaría, agregó, que un grupo de particulares disponiendo de los recursos tecnológicos y financieros adecuados recopilara esa información, para que se pudiera difundir por internet. En consecuencia, señaló, no le parecía razonable sancionar a alguien que difunde datos de carácter público.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán señaló que dado que la información sólo se entrega a determinadas personas, con el fin que ellas pueda saber si el candidato a un trabajo con menores de edad está afecto a una determinada inhabilidad, resulta necesario sancionar a quien utiliza esa información con otros fines o la difunde abiertamente. Al respecto, insistió en la necesidad de establecer, para garantizar la eficacia de la norma, algún tipo de multa o de sanción pecuniaria para quien la incumple.


En todo caso, precisó, si un medio de comunicación obtiene esta información por otra vía, por ejemplo asistiendo a las audiencias de un juicio, tiene el perfecto derecho a difundirla y no puede ser sancionado penalmente por ello.


El Honorable Senador Larraín, don Carlos recordó que la pena de cárcel que se impone a un abusador sexual es pública y de conocimiento amplio. Agregó que la pena anexa de inhabilitación está destinada a proteger a los menores de edad y, en consecuencia, quienes tienen la tutela de esas personas deben tener acceso a la información relativa a la inhabilidad que afecta a una persona. En otras palabras, insistió, se les otorga un tipo de privilegio para cumplir un determinado fin y no para difundir abiertamente dichos datos.


El Honorable Senador señor Espina explicó que ya se habían adoptado los resguardos necesarios para acotar la información que se entrega sobre una persona condenada penalmente. En efecto, señaló, lo único que se comunicará será que ella está afecta a una inhabilidad y no las circunstancias delictivas que llevaron a imponer esa pena. Sostuvo que habiéndose adoptado esas medidas no hay una justificación para sancionar a quien comunica esa información, por ejemplo, a un familiar o amigo que está interesado en contratar a una persona que está afecta a esa inhabilidad. Finalmente, afirmó que las sentencias ejecutoriadas en Chile son públicas, por lo que sancionar a quien da a conocer su contenido significaría consagrar un retroceso notable en nuestra legislación.


El abogado señor Acosta recordó a los integrantes de la Comisión que la norma que sanciona la difusión de esta información fue introducida en la Cámara de Diputados. Asimismo, hizo presente que el Registro de Condenas no es público y sólo está abierto para determinadas personas. Teniendo en cuenta ese antecedente, explicó, se trató de evitar que la información que ahora se entregará a determinadas personas para un objetivo específico -evitar la contratación en establecimientos o lugares donde hay menores de quienes tienen condenas por atentados sexuales en contra de menores- no se use en un fin distinto al que justificó la entrega de dicha información.


Manifestó que personalmente compartía el criterio adoptado por la Cámara de Diputados en esta materia y que, en consecuencia, se debería imponer una pena administrativa o una multa a quien difunde esta información. Puntualizó que, en todo caso y por una razón de prudencia, dicha sanción sólo se podría aplicar al sujeto que habiendo obtenido legítimamente dicha información del registro de inhabilidades la difunde y no a quien posteriormente se entera de su contenido y la comenta o la comunica terceros.


Finalmente, hizo presente que si se aprobaba una sanción de ese tipo era importante definir adecuadamente que se iba a entender por difusión masiva, especialmente ahora que existe Internet.


Agotado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sometió a votación la idea de sancionar a quien habiendo obtenido información del registro de inhabilidades para un objetivo delimitado, la difunde más allá del ámbito permitido.


Sometida a votación esta idea, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y los señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Se pronunció en contra el Honorable Senador señor Espina.


Al fundamentar su voto a favor, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio señaló que lo hacía en el entendido que la sanción que se iba a imponer a quien difunde dicha información era de carácter patrimonial y no privativa de la libertad. Por su parte, el Honorable Senador Larraín, don Hernán precisó que el sancionado por esta norma sólo debía ser aquel sujeto que, habiendo accedido al Registro de Inhabilidades con un propósito determinado – tener los antecedentes penales de una persona para saber si puede o no contratarla para trabajar con menores de edad-, difunde esa información con un fin distinto al que justificó la entrega de esa información.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán sometió a discusión la definición de la conducta que debería ser sancionada. Al respecto recordó que la norma aprobada en general señala que se sancionará a quien “revelare por escrito, por un medio telemático cualquiera o a través de un medio de comunicación social, el hecho de que una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades previstas en el artículo 39 bis del Código Penal”.


El abogado asesor señor Fernando Dazarola señaló que esa redacción era muy amplia y, por lo tanto, sugirió a la Comisión buscar una redacción para no castigar a quien comunica a un familiar o a un amigo dicha información por un correo electrónico. Agregó que lo que debiera reprocharse sería la difusión masiva de esa información.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública sugirió que al configurar la conducta ilícita se incorpore el elemento de que existe “ánimo de causar daño a la honra de otra persona”. En otras palabras, sólo sancionar a quien difunda dicha información con el ánimo de causar una deshonra o descrédito a un individuo, y no castigar a quien comunica, por ejemplo, por correo electrónico esta información a un pariente o amigo con el fin de advertirle que no debe contratar a una determinada persona.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que se podría buscar una redacción que sólo permitiera sancionar a quien difunde masivamente esta información, con el ánimo de causar daño o descrédito y que ella sólo tuviera un carácter patrimonial. 


En relación con este debate, el Honorable Senador señor Espina formuló una reserva de constitucionalidad, ya que a su parecer, con la aprobación de una norma de este tipo se restringe el acceso a información que tiene un carácter público.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública indicó que, a su juicio, si la Comisión acuerda establecer una sanción, el castigo debiera recaer en quien accede al Registro mintiendo sobre el verdadero propósito por el cual requiere la información. En otras palabras, si pide los antecedentes con un fin distinto al de resolver si contrata a una persona para desempeñarse con menores de edad.

-.-.-


En una sesión posterior, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública propuso a la Comisión considerar una nueva redacción para el inciso segundo del artículo 6° bis, con el fin de establecer una sanción de carácter pecuniario a quien difunde la información obtenida del mencionado Registro de Inhabilidades. Su texto es el siguiente:


“Si quien hubiere accedido a la información contenida en el Registro revelare por escrito, por un medio telemático cualquiera o a través de un medio de comunicación social, el hecho de que una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilitaciones previstas en el artículo 39 bis del Código Penal, será sancionado con una multa de dos a diez unidades tributarias, la que será impuesta por el Juez de Policía Local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, todo ello en conformidad a la ley N° 18.287. Para estos efectos se considerarán medios de comunicación social los señalados en el artículo 2° de la ley N° 19.733, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio expresó que había consenso en que, como lo propone el señor Ministro, la sanción que se aplique tenga un carácter patrimonial. Sin embargo, señaló que tenía dudas acerca de encomendar a los jueces de policía local la tarea de investigar este ilícito.


Seguidamente, intervino la Honorable Senadora señora Alvear quien compartió la inquietud planteada por el Honorable Senador Walker, don Patricio. Asimismo, expresó sus dudas acerca de la conveniencia de hacer una referencia, como lo hace la norma propuesta por el Ministro, a los medios de comunicación social.


Hizo presente que en la indicación N° 8, que presentó junto al Honorable Senador señor Walker, don Patricio, no se mencionan a los referidos medios, lo cual evitaría entrar en un debate en torno a una eventual limitación a la libertad de prensa.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública señaló que a los jueces de policía local no se les está entregando una atribución nueva, ya que actualmente están facultados legalmente para investigar una pluralidad de ilícitos y, asimismo, cuentan, en general, con una amplia experiencia para dilucidar situaciones complejas como las que se producen, por ejemplo, cuando ocurren infracciones a la Ley del Tránsito o le corresponde investigar complejos accidentes automovilísticos. Tienen, en consecuencia, facultades legales y experiencia para sancionar a quienes infrinjan esta norma.


Seguidamente, señaló que compartía el planteamiento manifestado por la Honorable Senadora señora Alvear en orden a no hacer mención en esta disposición a los medios de comunicación social, referencia que podría abrir un debate innecesario en esta materia. Además, puntualizó, el propósito esencial de este Registro de Inhabilidades es permitir a quien tiene que contratar a una persona que va a trabajar con niños, acceder a información relevante para decidir sobre este asunto.


Finalmente, insistió que sólo se debería sancionar a quien revelare masivamente la información contenida en el mencionado registro.


El Honorable Senador señor Espina compartió este planteamiento y sugirió aprobar una norma que simplemente castigue a quien hubiere accedido a la información contenida en el Registro y la revele por escrito o por cualquier medio telemático. En todo caso, afirmó, los medios de comunicación social pueden hacer las investigaciones que les perezcan convenientes sobre los hechos de carácter delictivo.


A continuación, puntualizó que sólo debería castigarse a quien obtuvo la información para un fin determinado y posteriormente la da a conocer más allá de las hipótesis previstas en esta norma.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, señaló que con esta norma no se está sancionado a un medio de comunicación sino que a quien hace un mal uso de la información obtenida y con un propósito distinto para el cual le fue entregada.


El abogado señor Acosta indicó que, sin perjuicio de que conforme a la nueva redacción del precepto se configura un ilícito que tiene una sanción pecuniaria, que no es propiamente penal, sería conveniente aclarar que el sancionado será el sujeto que habiendo obtenido la información del registro, la utiliza en un fin distinto al previsto en el inciso primero del artículo 6° bis.


El Honorable Senador señor Espina planteó que no debía sancionarse al tercero que, sin haber solicitado la información al registro, se entera que una persona está inhabilitada para trabajar con niños y lo comunica a un establecimiento educacional o a una junta de vecinos.


La Honorable Senadora señora Alvear haciéndose cargo de esta observación, recordó que ya se había aprobado una norma que obliga todos los establecimientos educacionales, públicos o privados, a consultar dicho registro antes de contratar a una persona que va a trabajar con niños. Esa misma consulta la podría hacer cualquier persona que va a contratar a otra para trabajar con niños.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, manifestó que la situación descrita por el Honorable Senador señor Espina era una realidad muy difícil de controlar y lo único que se podía hacer era establecer una sanción para quien mal utiliza una información obtenida desde el registro. Señaló que no se podía evitar totalmente que una persona comente con otras el contenido de esa información.


El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública concordó con la idea de sancionar a quien mal use la información obtenida y la difunde injustificadamente.


Puntualizó que había difusiones justificadas, como por ejemplo en las hipótesis contempladas en el inciso final del artículo 6° bis o en aquellos casos que precedentemente ha indicado el Honorable Senador señor Espina.


Ante una consulta, afirmó que la prensa y los medios de comunicación social no iban a poder acceder a la información contenida en el registro si están haciendo una investigación periodística. Podrán, agregó, obtener información consultando directamente las sentencias que dictan los tribunales.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, propuso no hacer mención a la noción de difusiones justificadas, ya que esta expresión puede crear problemas interpretativos serios al momento de aplicar la disposición.


Insistió que lo único que se puede establecer son algunos resguardos para evitar una aplicación infamante de la pena de inhabilidad a la que está sujeto un individuo y para ello se ha sugerido una sanción patrimonial como es la multa. 


En este sentido, recalcó que la sanción se aplicaría a quien hubiere accedido al registro para un fin determinado y luego mal usa esos antecedentes en fines distintos a los establecidos en esta disposición.


El Honorable Senador señor Espina insistió que lo que lo importante era sancionar a quienes utilizan la información obtenida en un fin distinto para el cual se les entregó. En consecuencia, si se facilitó esa información para evitar que un inhabilitado trabaje con niños, la persona que lo hizo está cumpliendo con el objetivo de esta ley y, en consecuencia, no  debería ser castigada.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, indicó que había que ser muy cuidadoso en la redacción de esta norma, ya que si se acepta el criterio planteado precedentemente, se podría, por ejemplo, afirmar que con el fin de evitar que a un sujeto lo contraten para trabajar con niños, estaría permitido publicar esa información en el periódico, pues de esa manera se cumpliría con el objetivo de prevenir que esa persona sea contratada en alguna de las escuelas o jardines infantiles que existen en la comuna o en una determinada localidad.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio indicó que el Presidente tenía razón, ya que se podría dar la situación de que un canal de televisión aduciendo el fin de proteger a los niños y evitar que se contrate a una persona, difundan masivamente los rostros y los domicilios de quienes fueron condenados, a pesar de que ya cumplieron la pena.


Agotado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, sometió a votación la indicación número 8, enmendada en los siguientes términos:





“Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta  por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N° 18.287.”.


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Espina; Larraín, don Hernán; Prokurica y Walker, don Patricio.


Finalmente, la Comisión consideró la indicación número 9, cuyo autor es el Honorable Senador señor Gómez. Mediante ella se propone incorporar dos artículos nuevos a esta iniciativa.


Mediante el primero se modifica artículo 1° del decreto ley Nº 409, de 1932, que establece normas jurídicas relativas a reos, con el fin de establecer que toda persona que haya sufrido cualquier clase de condena y reúna las condiciones que señala la ley, tendrá derecho después de dos años de haber cumplido su pena, si es la primera, y de cinco años, si ha sido condenado dos o más veces a que se le considere como si nunca hubiere delinquido para efectos legales y administrativos.




La enmienda consiste en señalar que lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los delitos contemplados en los párrafos 5 a 7, ambos inclusive, del Título VII, del Libro II, del Código Penal.(Delitos de Violación y otros de significación sexual).





Mediante el segundo se modifica el artículo 9° del decreto ley Nº 3.482, de 1980, que concede indulto, reduce la pena y elimina anotaciones prontuariales a las personas condenadas por los delitos que indica. 





La enmienda consiste en modificar el mecanismo de eliminación de anotaciones prontuariales previsto en esta norma, para establecer que éste no se aplicará a los delitos contemplados en los párrafos 5 a 7, ambos inclusive, del Título VII, del Libro II, del Código Penal.


El Senador señor Walker, don Patricio, indicó que, a su juicio, esta indicación se distanciaba de las ideas matrices contenidas en esta iniciativa.


El abogado señor Acosta junto con compartir la opinión del Senador señor Walker, don Patricio, indicó que le parecía contraproducente aprobar estas enmiendas ya que ellas no apuntan en el mismo sentido de lo que venido discutiendo la Comisión. La idea concordada es que mientras están vigentes las inhabilidades absolutas temporales cualquier persona que requiere contratar a alguien para trabajar con niños, pueda acceder al registro.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, atendiendo dichas razones, declaró inadmisible esta indicación por no estar vinculada con la idea matriz que inspira a este proyecto.

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1°

Número 2.-

Letra a)

a-1)





Reemplazarla por la siguiente:





“a-1) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “La pena” por “Las penas”, e intercálase entre las palabras "absoluta" y "temporal", la expresión “perpetua o”.”. Indicación N° 1. (Unanimidad. 4 x 0).

Número 3.-

Letra a)





Sustituir, en la primera oración, la expresión “y 372 bis de este Código, en la persona” por “366 quinquies y 372 bis, en contra” Indicación N° 4, con modificaciones. (Unanimidad. 4 x 0).

Letra b)





Sustituirla por la siguiente:





“b) Agrégase el siguiente inciso tercero:





“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 372 bis, se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años”. Indicación
N° 5, con modificaciones. (Unanimidad. 5 x 0, con excepción de la mención al artículo 367 ter, el que fue aprobado por mayoría de votos 3 x 2 ).

ARTÍCULO 2°

Número 2.-

Artículo 6° bis.-

Inciso primero





Reemplazarlo por los siguientes:





“Artículo 6° bis.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar. Indicación N° 6, con modificaciones. (Unanimidad 5 x 0. Mayoría de votos. 4 x 1 la parte subrayada).




Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.




El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información. Indicación N° 7, con modificaciones. (Unanimidad. 5 x 0).

Inciso segundo

Pasa a ser inciso cuarto





Sustituirlo por el siguiente:





“Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N° 18.287.” Indicación N° 8, con modificaciones. (Unanimidad. 5 x 0).
-.-.-


En virtud de las modificaciones ya señaladas, el proyecto de ley en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:





"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:





1.- En el artículo 21, intercálase en la Escala General, Penas de crímenes, entre las de "Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares" e "Inhabilitación especial perpetua para algún cargo u oficio público o profesión titular", la siguiente: 

"Inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.".





2.- En el artículo 39 bis:





a) En el inciso primero:





a-1) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “La pena” por “Las penas”, e intercálase entre las palabras "absoluta" y "temporal", la expresión “perpetua o”.”.




a-2) Intercálanse en el numeral 1°, entre la palabra "profesiones" y la conjunción "que", las expresiones "ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad".





a-3) Intercálanse en el numeral 2°, entre las palabras "mencionados" y "antes", las expresiones ", perpetuamente cuando la inhabilitación es perpetua, y si la inhabilitación es temporal, la incapacidad para obtenerlos,". 





b) En el inciso segundo, intercálase entre la palabra “inhabilitación” y la preposición “d”, la expresión “absoluta temporal”.





3.- En el artículo 372:





“a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





“El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los artículos 362, 365 bis, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies y 372 bis, en contra de un menor de catorce años de edad, será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. La misma pena se aplicará a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de catorce años.”.”.





b) Agrégase el siguiente inciso tercero:





“Si alguno de los delitos señalados en los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 372 bis, se cometiere en contra de un menor de edad pero mayor de catorce años, el culpable será condenado además a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados. La misma pena se impondrá a quien cometiere cualquiera de los delitos establecidos en los artículos 142 y 433 N° 1° de este Código, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación y fuere menor de edad pero mayor de catorce años”.




Artículo 2°.- Modifícase el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, en los siguientes términos:





1.- Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso tercero:





"Asimismo, el Registro tendrá una sección especial, accesible por vías telemáticas de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 6° bis, denominada "Inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad (artículo 39 bis del Código Penal)", en la cual se registrarán todas las inhabilitaciones establecidas en el artículo 39 bis del Código Penal y que hayan sido impuestas por sentencia ejecutoriada.".





2.- Sustitúyese el artículo 6° bis por el siguiente





“Artículo 6° bis.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a la inhabilitación establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, con el fin de contratar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.




Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.





El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades del artículo 39 bis del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el registro. Para acceder a dicha información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.





Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta  por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N° 18.287.





Se exceptúan de lo establecido en el inciso precedente las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación, realicen con el objeto de resolver si una persona puede o no prestar servicios en el mismo en razón de afectarle una inhabilitación de las previstas en el artículo 39 bis del Código Penal. Tampoco se aplicará a las informaciones que dichas personas o establecimientos deban dar a autoridades públicas.".

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de marzo, 4, 11 y 18 abril, todos de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Hernán Larraín Fernández (Presidente) (Jaime Orpis Bouchon), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña (Carlos Ignacio Kuschel Silva) (Baldo Prokuriça Prokuriça) y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, 25 de abril de 2012.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MEJORA LA FISCALIZACIÓN PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO DE ABIGEATO 

(7411-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.



A una o más sesiones en que se trató el proyecto de ley asistieron, especialmente invitados, además de sus miembros, los siguientes:

- Del Ministerio de Agricultura: el Ministro señor Luis Mayol y el Asesor Legislativo, señor Andrés Meneses. 

- Del Ministerio del Interior, los Asesores, señores Juan Eduardo Vega y Francisco Galli. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor señor Javier Acuña.

- El Abogado, señor Juan Domingo Acosta. 

- - -

CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que aprobado en general este proyecto por la Sala, se autorizó un plazo de indicaciones que venció el 12 de marzo del año en curso. Posteriormente, se dispuso abrir otro nuevo plazo con vencimiento el día 17 de abril de este mismo año, circunstancia que explica que la enumeración correlativa de las indicaciones incluya letras que las identifiquen, también correlativamente, en función de las normas del proyecto sobre las cuales recaen.


También, hacemos presente, que durante la discusión particular el Ejecutivo recogió indicaciones parlamentarias que versan sobre materias reservadas a la iniciativa exclusiva de aquél, de modo que al coincidir estas indicaciones con las proposiciones del  Ejecutivo que fueron aprobadas, aquéllas se entendieron incorporadas en éstas.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1c, 2a y  4.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1b y  3. 


4.- Indicaciones rechazadas: números 1a y 2b.


5.- Indicaciones retiradas: ninguna. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR


A continuación, se transcriben las normas y las  indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado y los acuerdos adoptados sobre las mismas.

ARTÍCULO 1°

Número 1°


El número 1) del artículo 1° del texto aprobado en general, modifica los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis del  decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda, sobre sanidad y protección animal, con el objeto de adecuar la multa existente –de 10 diez sueldos vitales anuales a 100 unidades tributarias mensuales- para quien infringiere el decreto supremo por el cual el Presidente de la República, prohíba total o parcialmente o  limite el beneficio de animales y aves de cualquier especie.


A su vez, el inciso segundo aprobado, dispone que la aplicación y cobro de multas se ajustará al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero. Cabe señalar que actualmente, estas materias, se rigen por el artículo 236 de la ley N° 16.640, de Reforma Agraria.


Para tal efecto el numeral 1° es del siguiente tenor:


“1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis por los siguientes:


"Todo aquel que infringiere las disposiciones que dicte el Presidente de la República, en virtud del presente artículo, será sancionado con una multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de la aplicación de esta multa, el Servicio Agrícola y Ganadero decomisará los productos y subproductos provenientes del beneficio realizado con infracción a dichas disposiciones.


La aplicación y cobro de multas a que se refiere el inciso anterior, se ajustarán en todo al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.".”.


Respecto de este artículo y, en el nuevo plazo autorizado por la Sala  se formuló la indicación 1a.


En efecto, la indicación número 1a, del Honorable Senador señor Tuma, tiene por objeto reemplazar el N°1 del artículo primero, por el siguiente:


“1) Elimínese los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis”.


Al respecto, el Honorable Senador señor Coloma recordó que en la Comisión originalmente se había planteado este mismo tema y quedó clara la discusión de que no podía entenderse como una ley penal en blanco. Expresó que lo que se objeta mediante la indicación es el texto vigente del artículo 12 bis, el cual no ha generado ningún requerimiento de constitucionalidad.  No obstante manifestar que entiende la buena disposición de su autor hizo hincapié en que el texto aprobado en general sólo tiene como propósito actualizar la multa de sueldo vital a unidad tributaria.


El Asesor del Ministerio de Agricultura señor Meneses indicó que la discusión de este punto se tuvo durante el primer trámite legislativo y enfatizó que la posibilidad de estar frente a una ley penal en blanco está descartada debido a que se trata de una sanción estrictamente administrativa y el procedimiento de aplicación de la misma norma está establecido en el Párrafo IV  del Título I, de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.  Además, coincidió con  lo señalado por el Honorable Senador señor Coloma en cuanto a que el propósito de esta norma es actualizar la  unidad de cuantificación de las multas y el procedimiento en base al cual se van a aplicar estas mismas sanciones.  Actualmente, recordó, la ley vigente se remite a la ley N° 16.640, de la reforma agraria y, el proyecto, sujeta el procedimiento de aplicación de estas multas al establecido en la ley orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero.


- En votación la indicación 1a, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Larraín, don Hernán.

ARTÍCULO 2°

Letra a)

El artículo 2°, letra a),  introduce, en el artículo 13 de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, un inciso segundo que, en términos generales, faculta a los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero para realizar determinadas actividades de fiscalización, y cuyo tenor es el siguiente:


“a)Agrégase, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente

"En el cumplimiento de sus labores los inspectores del Servicio, siempre que se presuma fundadamente que los objetos o elementos sujetos a fiscalización han sido utilizados para cometer infracciones o cuando éstos sean necesarios para determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación, podrán requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde éstos se encuentren; y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles.". ”.

La indicación número 1b, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, propone limitar estas  nuevas atribuciones de fiscalización requiriendo, en forma previa, autorización judicial. 

Para estos efectos,  reemplaza el literal a) por el siguiente:

“a) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:
“En el cumplimiento de sus labores los inspectores del Servicio podrán, previa autorización del juez, requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde éstos se encuentren; y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles. El juez sólo podrá otorgar dicha autorización cuando se presuma fundadamente que los objetos o elementos sujetos a fiscalización han sido utilizados para cometer infracciones a la presente ley.”.”.

Los autores de la indicación, Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, expresaron que la norma aprobada en general faculta, directamente, a los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero para  realizar las actividades que señala, es decir, requerir, examinar e incautar libros y documentos; retener, trasladar o inmovilizar elementos, insumos o productos y los vehículos donde éstos se encuentren; y proceder a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles.

Al respecto, observaron que dichas  actividades afectan garantías protegidas constitucionalmente, de manera tal que para ejercer dichas atribuciones,  se debe contar con autorización previa del  juez. Lo anterior,  argumentan, en base a los siguientes razonamientos:

a) El inciso tercero, del artículo 83 de la Constitución Política de la República,  señala que todas las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos garantizados en esta Constitución, o lo restrinjan o perturben requerirán de aprobación judicial previa.

b) El artículo 19, numeral 26° de la Carta Fundamental, establece que la ley no podrá afectar los derechos fundamentales en su esencia, ni imponer condiciones o requisitos que impidan su libre ejercicio.

Adicionalmente, la indicación número 1b, también  plantea eliminar la  facultad que tienen los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero para investigar, mediante este tipo de atribuciones, la existencia de plagas, por cuanto, a juicio de sus autores, este punto no se vincula con el objetivo del proyecto ley, cual es evitar la comisión del delito de abigeato.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en su calidad de coautor de la indicación, hizo presente que la norma aprobada en general entrega atribuciones excesivas a los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero, y que normalmente éstas se otorgan previa autorización de un juez. Acotó que de mantener el texto aprobado por la Cámara de Diputados se dejaría a las personas en una indefensión, puesto que los jueces son los únicos que pueden garantizar un debido proceso.

Por su parte, el Abogado del Ministerio de Agricultura refirió que estas nuevas facultades tienen por finalidad fortalecer el rol fiscalizador de este Servicio con respecto al movimiento animal con el objeto de evitar la comisión del delito de abigeato. La idea de esta propuesta, continuó, consiste en dotar a este Servicio de una facultad análoga a la que ya cuentan otros, como el Servicio Nacional de Aduanas y el Servicio Nacional de Pesca. En el caso  particular del primero, explicó que su ley orgánica le otorga al Director Nacional de Aduanas una facultad  similar a la que se propone entregar mediante este proyecto  a los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero. Además, acotó que esta atribución fue incorporada mediante la ley N° 19.806, que adecua el sistema legal chileno a la reforma procesal penal y que dentro de sus objetivos estaba el garantizar el debido proceso. Agregó, también, que esta norma fue revisada por el Tribunal Constitucional en el año 2002 y que no fue reparada. Luego, resaltó que el fundamento de esta disposición es aprovechar la mayor extensión territorial y la especialidad del Servicio Agrícola y Ganadero para combatir el delito de abigeato.

Por otra parte, comentó que dada la sustancia de la materia sobre la cual recaen algunas de las indicaciones presentadas, éstas podrían ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por cuanto se trata de indicaciones que afectan a las funciones que se conceden a un servicio público. Sin perjuicio de lo anterior, hizo notar que el Ejecutivo está llano a conversar con los autores de la indicación para mejorar la redacción de la norma.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó una opinión contraria al Asesor del Ministerio de Agricultura en lo que respecta a la admisibilidad de las indicaciones formuladas al presente proyecto de ley. En efecto, precisó que el exigir una autorización del juez para ejercer ciertas atribuciones, como el examinar e incautar libros y otros efectos no puede entenderse como una función de un servicio público, puesto que se trata simplemente de una norma de carácter procesal. Además, resaltó que las otras indicaciones se vinculan a temas estrictamente penales, como la presunción de la responsabilidad penal. 


A continuación, sugirió invitar para la próxima sesión al especialista en Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta, con el objeto de ilustrar a  la Comisión sobre estas materias. Asimismo, hizo presente que esta iniciativa legal, también, debería ser estudiada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, porque aborda temas netamente penales.

En una sesión posterior, el Abogado del Ministerio de Agricultura indicó que propondrán una nueva alternativa de redacción para esta norma en atención a los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.

Al respecto, reiteró que el texto aprobado por la Cámara de Diputados permite a los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero ciertas facultades de manera expresa tendientes a retener o inmovilizar determinados bienes, en aquellos casos en que se presuma fundadamente que se trata de objetos o elementos sujetos a fiscalización, que han sido utilizados para cometer infracciones o cuando sean necesarios para determinar el origen de alguna enfermedad. Acotó que estas atribuciones se insertan en el procedimiento consagrado en el Párrafo 4°, del Título I, de la ley N° 18.755, ley del Servicio Agrícola y Ganadero,  que se estructura en base a las siguientes cinco etapas: la primera,  se refiere a la labor inspectiva que desarrollan los inspectores del Servicio y Carabineros de Chile; la segunda, la denuncia de aquellas situaciones que se constaten en una inspección; la tercera, corresponde al procedimiento administrativo; la cuarta, a la aplicación de sanciones por el Director Regional o el Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero y, la quinta, los recursos o reclamaciones que se pudieren interponer en contra de dichas resoluciones.

Luego, indicó que estas nuevas facultades podrían incluirse en el artículo 14, que regula la segunda etapa del procedimiento antes descrito, o bien, agregar un nuevo artículo que permita al Servicio Agrícola y Ganadero, a través de sus funcionarios, ejercer algunas de estas facultades fiscalizadoras, en forma rápida y eficiente, sin dejar de respetar las normas del debido proceso.

En esta misma línea, refirió que el señalado artículo 14 de la ley N° 18.755 establece que los inspectores del Servicio Agrícola y Ganadero que constaten una infracción a esta ley, levantarán un acta de denuncia en la que se describirán los hechos constitutivos de la misma y la identidad de los infractores. Indicó que en dicha oportunidad se podría facultar a los inspectores del Servicio o a Carabineros a retener temporalmente los elementos, insumos, productos o vehículos o a inmovilizarlos, o a la colocación de sellos en bienes muebles e inmuebles, facultades que, por cierto, ya están reguladas en el artículo 15 de la mentada ley, pero a propósito de un procedimiento ya incoado.

En su opinión, dijo, con esta nueva propuesta se aporta un grado razonable de objetividad al momento en que la autoridad administrativa decida aplicar alguna de estas medidas. La idea, continuó, es que en los casos en que los inspectores del Servicio o Carabineros de Chile detecten alguna infracción o la proliferación de alguna plaga puedan decretar alguna de estas providencias, previa autorización fundada del Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero, la que podrá otorgarse por cualquier medio, ya sea mediante una llamada telefónica, un mensaje de texto o un correo electrónico. Destacó que con esta nueva propuesta se conjuga en forma armónica la concesión de facultades fiscalizadoras a los funcionarios del Servicio frente a posibles arbitrariedades que pudieren cometer dichos funcionarios en el ejercicio de sus funciones.

El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que con esta nueva fórmula se responsabiliza al Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la aplicación de  estas medidas, ya que él deberá justificar fundadamente su aplicación, de manera de garantizar un debido proceso y evitar un posible abuso o persecución.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, resaltó que la intención de su indicación era garantizar un debido proceso, porque el ejercicio de estas medidas administrativas puede generar una situación compleja para las personas y en ese sentido el nuevo texto propuesto le parece razonable. 

El Abogado del Ministerio de Agricultura refirió que el artículo 13 de la ley N° 18.755 faculta a los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero para ingresar en los inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que existan, cultiven, produzcan, procesen o vendan bienes o productos objeto de fiscalización y para registrar naves, aeronaves, trenes, vehículos, personas, animales, cajas o envases. A su respecto, acotó que también propondrán incluir dentro de esta norma la facultad para examinar e incautar libros y documentos. Resaltó que estas medidas son fundamentales, especialmente considerando que una de las ideas matrices de este proyecto de ley es reemplazar la guía de libre tránsito por el formulario de movimiento animal, de manera que permita a los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero revisar la documentación que se vincula al traslado de animales y evitar la comisión del delito de abigeato.

El Honorable Senador señor Coloma llamó la atención respecto a que  las nuevas propuestas corresponden a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, circunstancia que implicará solicitar un nuevo plazo a la Sala de la Corporación para que  el Ejecutivo pueda presentar las correspondientes indicaciones. 

En una sesión posterior y dentro del nuevo plazo autorizado por la Sala para presentar indicaciones, S.E. el Presidente de la República formuló la siguiente proposición signada con el número 1c:


“Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 14 bis nuevo a la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero:


“Artículo 14 bis.- Los Inspectores del Servicio que constaten infracción al artículo 2º de la presente ley, tras levantar el acta de denuncia respectiva, podrán ordenar la retención temporal o traslado de los elementos, insumos, productos o vehículos, o la inmovilización de éstos o la aposición de sellos sobre bienes muebles o inmuebles.


Dichas medidas podrán también ser adoptadas por los Inspectores del Servicio en el caso de existir presunciones graves y precisas que los bienes anteriores están siendo utilizados o son objeto de una infracción a la presente ley, o cuando a partir de presunciones igualmente graves y precisas sea necesario determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación.


Sin perjuicio de lo anterior, las medidas a las que se refiere este artículo, sólo podrán ser adoptadas cuando una demora en su aplicación afectare gravemente el debido cumplimiento de sus labores y previa autorización fundada del Director Regional del Servicio, la que podrá concederse por cualquier medio que permita acreditar su otorgamiento.”.”.
Sobre el particular, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente que la indicación viene a resolver la prevención  que se hiciera respecto a las facultades que podrían impetrar los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero.

Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín manifestó su satisfacción con el tenor de la indicación pues, a su juicio, resuelve de manera correcta la inquietud planteada.


En consideración a lo anterior, la Comisión aprobó las indicaciones 1c y1b, ésta última con modificaciones al entender su espíritu incorporado en aquella presentada por el Ejecutivo.

- En votación la indicación número 1c fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Larraín, don Hernán  y con la misma votación fue aprobada la indicación 1b con modificaciones. 

ARTÍCULO 3°

Número 1)

Letra b


El artículo 3°, modifica el Código Penal mediante seis numerales.  En efecto, el número 1) introduce dos enmiendas –a y b- al artículo 448 bis que sanciona el delito de abigeato, al prescribir que lo comete el que robe o hurte uno o más caballos o bestias de silla o carga, o especies de ganado mayor, menor o porcino,  y que será sancionado con las  penas que se establecen en los párrafos  que indica.


La modificación propuesta en la letra a), que  elimina la expresión “porcino”, no fue objeto de indicaciones.


En cambio, sí lo fue la letra b), la cual  agrega el siguiente inciso segundo al artículo 448 bis:


"Asimismo, se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:


1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.


2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.


3°. Expida certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".


En el nuevo plazo autorizado para presentar indicaciones, el Honorable Senador señor Tuma formuló la indicación signada con el número  2a, que tiene por objeto  intercalar, en el numeral  3°, de la letra b) del número 1) del artículo 3, entre las palabras “expida” y “certificados” la expresión “o porte”.


En consecuencia, la indicación propone que se considere autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado, expida o porte certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenas sin estar debidamente autorizado.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que la indicación amplía el ámbito de las conductas prohibidas por la ley y, en ese sentido, mejora la norma. No obstante, observó que se podrá portar el documento  sin conocimiento de que sea falso.



El Honorable Senador señor Coloma  agregó que efectivamente alguien puede ser sorprendido portando un documento falso sin que necesariamente lo haya expedido y, esa conducta, no estaría tipificada, por tal razón,  se manifestó partidario de la indicación ya que, a su juicio, apunta en el sentido correcto. Respecto a lo planteado por Su Señoría, en cuanto  a que el certificado  pueda ser portado por una persona sin conocimiento de que era falso, resaltó que la norma expresamente requiere adicionalmente que  el sujeto disponga del ganado sin consentimiento.


Así también, el asesor del Ministerio de Agricultura, señor Meneses precisó que es necesario dos elementos: que se trafique con el ganado y que, además, con ocasión de ese movimiento animal, se expida o se porte el certificado, por tanto, el porte por sí solo del documento no basta para acreditar el delito de abigeato, acotó.  Finalmente, manifestó la disposición del Ejecutivo  con el tenor de la indicación propuesta.


El Honorable Senador señor Coloma insistió que, para mayor claridad, la norma se debe leer en los siguientes términos: “Asimismo se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado, porten certificados falso”, por tanto, aseveró, no es sólo el hecho de portar un certificado falso sino que además debe disponer del ganado. 


- En votación la indicación número 2a, fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Larraín, don Hernán.

Número 3)

Letra a)

Reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 448 quáter del Código Penal con el objeto de, en lo substancial,  sustituir la frase “se presumirá autor de abigeato”  por “se castigará como autor de abigeato”, y cuyo tenor es el  siguiente:

“3) En el artículo 448 quáter:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:

"Art. 448 quáter. Se castigará como autor de abigeato a aquél en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos referidos en este Párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados para el faenamiento de animales por quien no diere descargo suficiente de su tenencia, se castigará de conformidad a lo establecido en el artículo 445.

Las marcas registradas, señales conocidas, dispositivos de identificación individual oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.".

La indicación número 2b, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, propone suprimir el inciso primero propuesto para el artículo 448 quáter del Código Penal.
Al iniciar la discusión de esta  indicación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que el artículo 448 quáter vigente consagra una presunción simplemente legal respecto de la autoría del delito de abigeato. En cambio, continuó, el texto aprobado por la Cámara de Diputados establece una presunción de derecho al castigar como autor del delito de abigeato a aquel en cuyo poder se encuentren los animales o partes del mismo. Alertó a Sus Señorías que en materia penal no cabe la responsabilidad objetiva y que, en caso de aprobarse esta norma, se estaría ante un conflicto de índole constitucional toda vez que  el artículo 19 numeral 3° de la Carta Fundamental establece expresamente que “la ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal”.

El Abogado del Ministerio de Agricultura, señor Meneses explicó que la razón de modificar el texto del inciso primero, del artículo 448 quáter, del Código Penal, se funda en que las presunciones simplemente legales en materia penal tienen escasa aplicación, puesto que se requiere de otros medios de prueba para acreditar la responsabilidad penal. Por lo anterior, se aprobó reemplazar el texto del inciso primero del mencionado artículo por otro que reconoce la inclusión de un delito de peligro abstracto, en el cual no exige daño respecto del bien jurídico protegido. Además, agregó, de la lectura del nuevo texto no resulta tan claro que se esté ante una presunción de derecho en materia de responsabilidad penal, porque la disposición permite al presunto responsable justificar la adquisición o legítima tenencia del animal que tiene en su poder.

En sesión posterior, invitado a exponer el Abogado señor Juan Domingo Acosta, señaló que el nuevo texto para el artículo 448 quáter del Código Penal únicamente sustituye las expresiones “Se presumirá” por “Se castigará como”, con la aparente finalidad de castigar como autor del delito de abigeato a quien no pueda justificar la adquisición o la legítima tenencia de ciertos animales o partes de ellos. En seguida, comentó que los autores de esta indicación consideran que la redacción aprobada en general podría contener un posible vicio de inconstitucionalidad, por cuanto consagra una presunción de derecho de la responsabilidad penal, contraria al artículo 19, numeral 3° de la Constitución Política de la República. En su opinión, este argumento no es tal, ya que, a su juicio, no se produce un problema de inconstitucionalidad.

A mayor abundamiento, hizo notar su preferencia por el texto aprobado en general  para el inciso primero, del artículo 448 quáter del Código Penal. Lo anterior, dijo, por cuanto bajo el sistema procesal penal vigente las presunciones constituyen cuerpos legales extraños como elementos probatorios, que normalmente generan problemas a los jueces, quienes siempre deben fallar de acuerdo al principio de convicción, consagrado en el artículo 340 del Código Procesal Penal, y en cuya virtud deben adquirir la plena convicción respecto de la responsabilidad de una persona que ha participado en un hecho punible en la calidad de autor, cómplice o encubridor, ya que no basta una mera duda razonable. Además, indicó que deben regirse por los principios de la prueba libre y el de la libre valoración de la misma, establecidos en los artículos 295 y 297, ambos del Código Procesal Penal y enfatizó que la nueva redacción propuesta para el artículo 448 quáter del Código Penal no altera ninguno de los principios antes mencionados.

Hizo presente, también,  que las presunciones en el ámbito penal normalmente se utilizan de manera impropia. A vía de ejemplo, trajo a colación la Ley de Quiebras, la cual contiene varios tipos penales, entre otros mencionó a los artículos 219 y 220, en que se presume la quiebra fraudulenta y la quiebra culpable. Al respecto, sostuvo que ambas disposiciones no son presunciones propiamente tales, sino más bien tipos penales, que probablemente están construidos en forma insatisfactoria, porque contienen una técnica jurídica errónea, puesto que consagran un contrasentido que equivale a decir que se presume que comete homicidio aquel que mate a otro.

Por otra parte, indicó que en el Código Penal existen numerosas casos en que el legislador castiga como constitutivo de un  delito  o se asigna una pena independiente a quien realiza determinados actos preparatorios o de agotamiento, que por regla general son impunes, que si bien puede criticarse la conveniencia político criminal de ellos, no  le parece razonable sostener que se trate de normas inconstitucionales.  Así mencionó el artículo 445 del Código Penal referido al hurto y robo:  “al que fabricare, expendiere o tuviere en su poder llaves falsas y que no pueda dar descargos suficientes sobre su fabricación y conservación será castigado con presidio menor en su grado mínimo”.  Corresponde a un acto preparatorio que por regla general es impune, sin perjuicio que por expresa disposición del legislador en este caso es punible.  Aclaró que cuando se usa la expresión “será castigado” no se está consagrando una presunción de derecho de la responsabilidad penal, porque el juez está siempre obligado a fallar de acuerdo a los principios de plena convicción, de prueba libre y de su libre valoración.

Lo mismo, prosiguió, ocurre con los siguientes  artículos del Código Penal: 449 inciso final, referente al robo y hurto de autos; 481, sobre incendio y estragos, 167, 196, 198, falsificación; 438, extorsión;  423, injurias y calumnias, y 283 loterías.

En consecuencia, enfatizó, en este caso no existe un problema de constitucionalidad, porque quien sea habido con un animal o partes de él siempre podrá excusarse de su responsabilidad penal justificando su adquisición o legítima tenencia. Precisó que sí podría existir un problema de técnica legislativa, ya que en términos prácticos señalar que se presumirá autor equivale a decir que se castigará como autor. De este modo, manifestó su preferencia por el texto aprobado en el primer trámite constitucional.

A mayor abundamiento, recordó que las presunciones de derecho están definidas en el artículo 47 del Código Civil y precisó que son aquellas que no admiten prueba en contrario y que se está ante una presunción de derecho sólo en aquellos casos en que la ley así expresamente lo señala. En este caso en particular, insistió, se permite que el sujeto pueda justificar su adquisición o legítima tenencia del animal o partes de él, por lo cual, en rigor, no se está ante una presunción de derecho de la responsabilidad penal.

- La indicación número 2b, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Coloma, García y Larraín, don Hernán.

Número 5)

El numeral 5) aprobado en general por el Senado agrega un artículo 448 sexies al Código Penal, del siguiente tenor:

"Art. 448 sexies. En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en este párrafo y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.

Igualmente, procederá el comiso de vehículos, herramientas e instrumentos cuando estos sean de propiedad del autor, cómplice o encubridor del delito de abigeato.".

La indicación número 3, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, propone sustituir el artículo 448 sexies propuesto, por el siguiente:
“Art. 448 sexies. El juez deberá decomisar los vehículos, herramientas e instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato como autor, cómplice o encubridor.”.

Cabe hacer presente que los autores de esta indicación, al momento de su presentación, señalaron que no corresponde la aplicación de sanciones penales, como el comiso de vehículos ante “posibles delitos”, puesto que ello implicaría presumir de derecho la responsabilidad penal, lo que está prohibido en la Constitución Política de la República en su artículo 19, numeral 3°. En todo caso, estimaron que el comiso de vehículos podría decretarse como una medida cautelar antes de la dictación de la sentencia definitiva, lo que debería quedar expresamente establecido en la ley.

Durante la discusión de la presente indicación, el Abogado, señor Juan Domingo Acosta, consideró que existen  problemas de redacción tanto del artículo 448 sexies del Código Penal, como de la indicación en estudio. En este caso en particular, hizo notar que existe una confusión entre la incautación y el comiso. Al respecto, aclaró que el comiso es una pena y como tal sólo puede imponerse mediante una sentencia condenatoria, según lo dispone el artículo 21 del Código Penal. Reiteró que en el texto aprobado por la Cámara de Diputados se vislumbra una cierta confusión entre ambos términos, más que una intención de establecer una pena sin un debido proceso y sin una condena previa.

Por su parte, explicó que la incautación no es una medida cautelar propiamente tal, sino más bien una diligencia especial de la investigación que realiza el fiscal sobre las especies que probablemente serán decomisados por el juez y que está regulada en los artículos 187, 188, 189, 217, 218, 218, 220 y 221 del Código Penal. Complementó que cuando la especie incautada está en poder del imputado o de un tercero y éste no se allana a entregarla, la incautación sólo podrá realizarse previa autorización del juez.

De este modo, refirió que se trata de dos conceptos distintos y que bajo este contexto la norma podría ser útil si los vehículos motorizados u otros vehículos tuviesen un significado relevante en la persecución penal del delito de abigeato. De esta manera, consideró que si bien no es imprescindible esta nueva norma, sí puede ser un aporte para reforzar la idea de que los vehículos  pueden caer en comiso. Por lo anterior, sugirió separar el comiso de la incautación y, en el caso particular de la incautación, hacer referencia expresa al artículo 189 del Código Procesal Penal, que permite a los terceros oponerse a esta medida, mediante la interposición de una tercería. 

Con el mérito de lo expuesto, sugirió modificar el texto en el siguiente sentido:

“Art. 448 sexies. Los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, caerán siempre en comiso.

Durante el curso del procedimiento dichos bienes serán incautados de conformidad a las reglas generales, sin perjuicio del derecho establecido en el artículo 189 del Código Procesal Penal.”.

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó su apoyo al texto recién propuesto por el Profesor Acosta. 

La Honorable Senadora señora Rincón, en relación a la propuesta del Profesor Acosta, estimó que dado que expresamente se permite a terceros oponerse frente a la incautación de los vehículos e instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, no le parece conveniente establecer que dichos bienes siempre caerán en comiso.

El Profesor Acosta comentó que estos bienes caerán en comiso en la medida en que no pertenezcan a terceros, y que justamente éste es el motivo por el cual sugiere incluir una referencia al artículo 189 del Código Procesal Penal, referido a las tercerías.

En este contexto, la Honorable Senadora señora Rincón, manifestó su preferencia por modificar la redacción de la propuesta del Profesor Acosta y suprimir la palabra “siempre”,  con el objeto de eliminar la idea de que los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato “siempre” caerán en comiso.

Por su parte, el Honorable Senador señor Coloma consideró que sería más adecuado invertir el orden de los incisos propuestos por el Profesor Acosta, de manera de tratar  primero la incautación y,  luego, el comiso. Lo anterior, para mantener una concordancia con el orden en que pueden decretarse estas medidas.

Sobre el particular, el Profesor Acosta hizo presente que el orden en que se regulen estas medidas no altera la finalidad de las mismas, en el entendido de que se establezca con claridad de que la incautación es una diligencia que puede decretar el fiscal y que el comiso es una pena que puede aplicar el juez siempre que exista una sentencia condenatoria. 

No obstante lo anterior, con posterioridad a la sesión, el señor Acosta se mostró partidario de mantener el orden propuesto en el sentido de que el inciso primero se refiera al comiso y el segundo a la incautación, ya que, explicó, lo central  es la pena y la incautación es instrumental a los fines de ésta. 

En cuanto a la observación planteada por la Honorable Senadora Rincón, consideró adecuado eliminar el vocablo “siempre”, pues permitiría establecer con mayor claridad que esta norma admite excepciones.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sin perjuicio de apoyar el planteamiento de la Honorable Senadora señora Rincón, sugirió acoger la propuesta del Profesor Acosta pues recoge el espíritu de la indicación en estudio. 

Por su parte, el Abogado del Ministerio de Agricultura, señor Meneses expresó que el Ejecutivo está conforme con la nueva redacción del artículo 448 sexies. 

De esta forma, la Comisión acordó aprobar la indicación con las modificaciones ya descritas.

- En votación la indicación número 3, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Coloma, García y Larraín, don Hernán.

En consecuencia, el nuevo texto para el artículo 448 sexies del Código Penal queda como sigue:


"Art. 448 sexies. Los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, caerán en comiso.


Durante el curso del procedimiento dichos bienes serán incautados de conformidad a las reglas generales, sin perjuicio del derecho establecido en el artículo 189 del Código Procesal Penal.".

ARTÍCULO 4°

Introduce los artículos 8° y 9°, nuevos, a la ley N° 11.564, sobre matadero clandestino,  cuyos textos son los siguientes: 

"Artículo 8.° Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.

Artículo 9.° En todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en esta ley y en que se ordene la detención o arresto de una persona, deberán ser incautados los vehículos utilizados en los hechos investigados.".

La indicación número 4, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, propone suprimir el artículo 9°, nuevo, propuesto.

El proyecto  incorpora un artículo 9°, nuevo, a la ley N° 11.564, que establece que en todos los casos en que se detecten posibles delitos sancionados en esta ley y en que se ordene la detención o arresto de una persona, se deberán incautar los vehículos utilizados en los hechos investigados. 

Sobre el particular, los autores de la indicación  Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández advirtieron, al momento de su presentación, que  no es posible aplicar este tipo de sanciones ante “posibles delitos”, puesto que ello podría implicar presumir de derecho la responsabilidad penal, lo que está expresamente prohibido en la Constitución Política de la República en su artículo 19 numeral 3°. Por lo anterior, sugieren agregar la incautación de los vehículos utilizados en los hechos investigados como una medida cautelar. Además, reparan que este artículo no indica quién debería haber detectado el posible delito para aplicar este tipo de sanción, ni quién podría aplicarla, por lo que en su opinión esta disposición podría contener una norma penal en blanco.

El Abogado del Ministerio de Agricultura comentó que el artículo 9°, nuevo, ordena la incautación de los vehículos utilizados en los hechos investigados en aquellos casos en que el juez está conociendo de causas que pudieren revestir caracteres de delito. Además, hizo presente la necesidad de distinguir entre la incautación y el comiso. La incautación, continuó, entendida como una medida cautelar, provisoria, y esencialmente revocable y, el comiso, como una pena accesoria, contenida en una sentencia condenatoria, que materializa la medida cautelar previamente decretada.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, reiteró su aprensión ante la expresión “posible delito” y enfatizó su reparo a la redacción del mentado artículo, pues permite la incautación de vehículos en los casos en que se investigan posibles delitos, lo cual  genera una gran incertidumbre que no es propia del derecho penal.

El Honorable Senador señor García pidió al Profesor Acosta que se pronuncie respecto del nuevo artículo 9°.

El Profesor Acosta señaló que, dado que el inciso segundo, del artículo 4°, de la ley N° 11.564, sobre Mataderos Clandestinos, establece que “Si el beneficio clandestino se efectuare en un vehículo de transporte éste también caerá en comiso, a menos que su dueño justifique que no estaba en conocimiento del uso que se le daba.” no sería necesario aprobar esta norma, más aún si prácticamente reproduce lo aprobado para el artículo 448 sexies del Código Penal. En este sentido, estimó preferible eliminar el artículo 9°, nuevo, propuesto y aprobar la indicación.

- En votación la indicación número 4, fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Coloma, García y Larraín, don Hernán.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Agricultura, tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 14 bis nuevo a la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero:


“Artículo 14 bis.- Los Inspectores del Servicio que constaten infracción al artículo 2º de la presente ley, tras levantar el acta de denuncia respectiva, podrán ordenar la retención temporal o traslado de los elementos, insumos, productos o vehículos, o la inmovilización de éstos o la aposición de sellos sobre bienes muebles o inmuebles.


Dichas medidas podrán también ser adoptadas por los Inspectores del Servicio en el caso de existir presunciones graves y precisas que los bienes anteriores están siendo utilizados o son objeto de una infracción a la presente ley, o cuando a partir de presunciones igualmente graves y precisas sea necesario determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación.


Sin perjuicio de lo anterior, las medidas a las que se refiere este artículo, sólo podrán ser adoptadas cuando una demora en su aplicación afectare gravemente el debido cumplimiento de sus labores y previa autorización fundada del Director Regional del Servicio, la que podrá concederse por cualquier medio que permita acreditar su otorgamiento.”.”.
(unanimidad 3x0. Indicaciones Ns°1b y 1c).

Artículo 3°

Número 1)

Letra b)

Numeral 3°.


Intercalar, entre las palabras “expida” y “certificados” los vocablos “o porte”.

(unanimidad 3x0. Indicación  2a).

Número 5)


Sustituirlo por el siguiente:


“5) Agrégase, el siguiente artículo 448 sexies:


“Art. 448 sexies. Los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, caerán en comiso.


Durante el curso del procedimiento dichos bienes serán incautados de conformidad a las reglas generales, sin perjuicio del derecho establecido en el artículo 189 del Código Procesal Penal.”.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación N°3).

ARTÍCULO  4°.-


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- Incorpórase en la ley N° 11.564, el siguiente artículo 8°:


"Artículo 8.° Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.".

(Unanimidad 4x0. Indicación N°4). 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 



En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:


“PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, del Ministerio de Hacienda, en la siguiente forma:


1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 12 bis por los siguientes:


"Todo aquel que infringiere las disposiciones que dicte el Presidente de la República, en virtud del presente artículo, será sancionado con una multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de la aplicación de esta multa, el Servicio Agrícola y Ganadero decomisará los productos y subproductos provenientes del beneficio realizado con infracción a dichas disposiciones.


La aplicación y cobro de multas a que se refiere el inciso anterior, se ajustarán en todo al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N°18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.".


2) Reemplázase en el artículo 30 bis la frase "uno a diez sueldos vitales mensuales de los empleados particulares de la industria y el comercio del Departamento de Santiago" por la expresión "hasta 100 unidades tributarias mensuales".


3) Sustitúyese el Título Tercero "De las guías de libre tránsito de animales" por el siguiente:

"TITULO TERCERO

De los documentos para el transporte de ganado


Artículo 31° Será obligación del conductor del medio de transporte o el responsable de la carga, ya sea que se realice por caminos públicos, vía férrea, vía fluvial, aérea o marítima, llevar consigo durante el transporte de los animales, el formulario de movimiento animal, que se indica en el artículo siguiente, y entregarlo al destinatario, según lo establezca el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 32° El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá por resolución, los formularios de movimiento animal, sus especificaciones técnicas según especie animal y la forma de obtenerlos. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con otros servicios públicos, establecer formularios conjuntos.  


Artículo 33° Los dueños, gerentes o empleados de ferias de ganado y mataderos no podrán recibir, rematar ni beneficiar ganado sin que, previamente, hayan recepcionado el o los formularios de movimiento animal respectivos, emitidos en el establecimiento de origen.


Los dueños, gerentes o empleados de ferias y mataderos tendrán la obligación de conservar y entregar los formularios de movimiento animal que comprueben la procedencia del ganado vendido o beneficiado, en la forma y plazo que determine el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 34° La feria o matadero que venda o beneficie animales, sin contar con el formulario de movimiento animal respectivo, será sancionado con multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales por cada animal vendido o beneficiado.


La aplicación y cobro de la multa a que se refiere el inciso anterior, se ajustará al procedimiento establecido en el Párrafo IV del Título I, de la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


Lo anterior, sin perjuicio del derecho del dueño de los animales a demandar de indemnización de perjuicios en forma breve y sumaria.


Artículo 35° Carabineros de Chile y los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, deberán controlar que el transportista o el responsable del mismo lleve consigo durante el transporte el respectivo formulario de movimiento animal, documentación que será visada en el acto para efectos de dejar constancia del control realizado.   


Artículo 36° Las normas establecidas en el presente Título serán fiscalizadas por Carabineros de Chile y por el Servicio Agrícola y Ganadero.".


Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente artículo 14 bis nuevo a la ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero:


“Artículo 14 bis.- Los Inspectores del Servicio que constaten infracción al artículo 2º de la presente ley, tras levantar el acta de denuncia respectiva, podrán ordenar la retención temporal o traslado de los elementos, insumos, productos o vehículos, o la inmovilización de éstos o la aposición de sellos sobre bienes muebles o inmuebles.


Dichas medidas podrán también ser adoptadas por los Inspectores del Servicio en el caso de existir presunciones graves y precisas que los bienes anteriores están siendo utilizados o son objeto de una infracción a la presente ley, o cuando a partir de presunciones igualmente graves y precisas sea necesario determinar el origen o presencia de alguna enfermedad, plaga o contaminación.


Sin perjuicio de lo anterior, las medidas a las que se refiere este artículo, sólo podrán ser adoptadas cuando una demora en su aplicación afectare gravemente el debido cumplimiento de sus labores y previa autorización fundada del Director Regional del Servicio, la que podrá concederse por cualquier medio que permita acreditar su otorgamiento.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) En el artículo 448 bis:


a) Reemplázase la expresión ", menor o porcino" por "o menor".


b) Agrégase, el siguiente inciso segundo: 


"Asimismo, se considerará autor del delito de abigeato al que sin el consentimiento de quienes pueden disponer del ganado:


1°. Altere o elimine marcas o señales en animales ajenos.


2°. Marque, señale, contramarque o contraseñale animales ajenos.


3°. Expida o porte certificados falsos para obtener guías o formularios o haga conducir animales ajenos sin estar debidamente autorizado.".


2) En el artículo 448 ter:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión "el juez deberá aumentarla en un grado", la frase "y aplicará, en todo caso, la pena de comiso en los términos del artículo 31 de este Código".


b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


"Cuando las especies substraídas tengan un valor que exceda las cinco unidades tributarias mensuales, se aplicará, además, la accesoria de multa de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales.".


c) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:


"Será castigado como autor de abigeato el que beneficie o destruya una especie para apropiarse de toda ella o de alguna de sus partes.".


3) En el artículo 448 quáter:


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:


"Art. 448 quáter. Se castigará como autor de abigeato a aquél en cuyo poder se encuentren animales o partes de los mismos referidos en este Párrafo, cuando no pueda justificar su adquisición o legítima tenencia y, del mismo modo, al que sea habido en predio ajeno, arreando, transportando, manteniendo cautivas, inmovilizadas o maniatadas dichas especies animales. El porte de armas, herramientas o utensilios comúnmente empleados para el faenamiento de animales por quien no diere descargo suficiente de su tenencia, se castigará de conformidad a lo establecido en el artículo 445.


Las marcas registradas, señales conocidas, dispositivos de identificación individual oficial registrados ante el Servicio Agrícola y Ganadero u otras de carácter electrónico o tecnológico puestas sobre el animal, constituyen presunción de dominio a favor del dueño de la marca o señal.".


b) Modifícase el inciso tercero, en la forma que se indica:


i) Reemplázase la expresión "de la guía de libre tránsito" por "del formulario de movimiento animal".


ii) Sustitúyese la conjunción  copulativa "y" entre las palabras "proceda" y "al" por una coma (,), reemplázase  el punto final (.)  por una coma (,) y agrégase, a continuación,  la siguiente frase: "a la autoridad sanitaria competente para que instruya sumario sanitario y al Servicio Agrícola y Ganadero para determinar la eventual existencia de infracciones a la normativa agropecuaria.".


c) Agrégase, el siguiente inciso final:


"Ante la sospecha o la comisión de los delitos a que se refiere este párrafo, el Ministerio Público podrá, en lo pertinente, autorizar la correspondiente investigación bajo la técnica de entrega vigilada o controlada, en los términos regulados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, Título II, Párrafo 1°.".


4) Agregáse, en el artículo 448 quinquies, a continuación de la palabra "cerdas" la palabra ", lanas".


5) Agrégase, el siguiente artículo 448 sexies:


"Art. 448 sexies. Los vehículos motorizados o de otra clase, las herramientas y los instrumentos utilizados en la comisión del delito de abigeato, caerán en comiso.


Durante el curso del procedimiento dichos bienes serán incautados de conformidad a las reglas generales, sin perjuicio del derecho establecido en el artículo 189 del Código Procesal Penal.".


6) Agrégase, en el artículo 456 bis A, el siguiente inciso final:


"Tratándose del delito de abigeato la multa establecida en el inciso primero será de setenta y cinco a cien unidades tributarias mensuales y el juez podrá disponer la clausura definitiva del establecimiento.".


Artículo 4°.- Incorpórase en la ley N° 11.564, el siguiente artículo 8°:


"Artículo 8.° Para los efectos del control de identidad, Carabineros de Chile estará facultado para revisar los vehículos que transiten en zonas rurales o que pasen por tenencias o retenes, debiendo exigir la boleta, factura, guía de despacho o el formulario de movimiento animal, según sea el caso.".".

-.-.-

Acordado en las sesiones celebradas los días 19 de marzo, 2 y 17 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), y de la Honorable Senadora señora Ximena Rincón González y Honorables Senadores señores José García Ruminot (Antonio Horvath Kiss), Hernán Larraín Fernández y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 25 de abril de 2012.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegman,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA CIRCUNSCRIPCIÓN SENATORIAL DE LA REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA 

(7260-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascensio, Nino Baltolu, Alberto Cardemil, Guillermo Ceroni, Aldo Cornejo, Felipe Salaberry y Orlando Vargas.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa, asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Diputados señores Nino Baltolu y Orlando Vargas 

I. OBJETIVO


Crear la 20ª Circunscripción Electoral constituida por la XV Región de Arica y Parinacota.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1°, 2° y 3° y el artículo transitorio, de aprobarse, deben serlo con el voto favorable de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad con la disposición décimotercera transitoria de la Constitución Política, que exige ese quórum para las modificaciones a la ley orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios que digan relación con el número de Senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


- Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios


- Ley N° 20.175, que creó la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá.

3.2. De Hecho


La moción con que se inició en la Honorable Cámara este proyecto de ley recuerda que el mandato constitucional que asigna a cada región, a lo menos, una circunscripción senatorial (artículo 49 de la Constitución Política) se cumple en todas las regiones con excepción de Arica y Parinacota, que entregó su representación ciudadana a los Senadores de la I Región de Tarapacá.


Agrega la moción que la Región de Arica y Parinacota ha sido perjudicada pues si en la última elección eligió conjuntamente con la I Región sus representantes al Senado, es evidente que ambas regiones tienen intereses y problemas distintos, que deben ser abordados también bajo referentes distintos, considerando especialmente la condición de ciudad fronteriza que tiene Arica, que la hace diferente al resto del territorio.


Señala enseguida que el 8 de octubre (debe entenderse del año 2010), se cumplen tres años desde que se creó la Región de Arica y Parinacota y a esta fecha se advierte un sentimiento de frustración en la ciudadanía regional, que al contrario de lo que ocurre en otras regiones, no cuenta con autoridades que la representen en sus intereses, a veces contrapuestos.


Estima la moción que esta fecha es oportuna para provocar un debate en el Parlamento que elimine esta discriminación aprobando un proyecto que satisfaga el mandato constitucional de dotar a la Región de Arica y Parinacota con dos Senadores que sean sus representantes en el Parlamento.


Recuerda la moción que durante la tramitación del proyecto que culminó en la ley N° 20.175, se planteó crear la circunscripción senatorial de la nueva región, proposición que fue rechazada en el Senado por razones políticas, lo cual objetivamente, expresa, ni desde el punto de vista territorial ni de población es óbice para su creación en una región de 16.873 kilómetros cuadrados que aloja aproximadamente a 190.000 habitantes, superior a otras regiones del país.


Hace presente, enseguida, que este proyecto propone crear una nueva circunscripción -la N° 20- que considere sólo la Región de Arica y Parinacota, restringiendo la Primera Circunscripción a la Región de Tarapacá; y que el mandato de los actuales Senadores de la Primera Circunscripción se mantenga inalterable eligiéndose los nuevos Senadores de Arica y Tarapacá conjuntamente con la renovación parcial del Senado que corresponde practicar en el año 2014. También se consignan las normas que regulan el número de electores para efectos de patrocinar candidaturas independientes, sin perjuicio de su posterior modificación con el fin de atemperar sus términos a los de la nueva institucionalidad que surja con la inscripción automática y el voto voluntario.


Concluye la moción señalando que el proyecto corrige la omisión en que se incurrió con ocasión de la reforma constitucional de la ley N° 20.390, que suprimió de la Constitución Política la referencia a la forma cómo se renueva alternadamente el Senado. Se propone, entonces, agrupar las regiones según la renovación que corresponderá a los Senadores elegidos en las dos últimas elecciones, agregando a uno de los grupos la nueva 20ª Circunscripción.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de cuatro artículos permanentes y un artículo transitorio.


En el artículo 1°, numeral 1), se proponen las adecuaciones necesarias en el artículo 181 de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios, con el objeto de incluir en él a la nueva Circunscripción N° 20, constituida por la Región de Arica y Parinacota.


El numeral 2) de este artículo agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 180 del texto legal mencionado, que declara que el Senado se renovará alternadamente cada cuatro años, renovándose conjuntamente los Senadores electos en las circunscripciones de Tarapacá, Atacama, Valparaíso, del Maule, de la Araucanía y de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. Los Senadores de las regiones de Arica y Parinacota, Antofagasta, Coquimbo, del Libertador Bernardo O’Higgins, del Biobio, de Los Lagos, de Magallanes y la Antártica Chilena y Metropolitana, se renovarán en la elección siguiente.


El artículo 2° dispone que para los efectos del artículo 10 de la ley N° 18.700, la determinación del número de inscritos en la 20ª Circunscripción se efectuará de acuerdo al resultado de la anterior elección de diputados del 1er Distrito.


(El artículo 10 de la mencionada ley se refiere a los porcentajes de ciudadanos electores necesarios para patrocinar los candidatos independientes de diputados y senadores).


El artículo 3° suprime el artículo duodécimo transitorio de la ley N° 20.175.


(Dicho precepto dispone que mientras no se modifique el actual sistema electoral -la forma cómo las regiones constituyen circunscripciones senatoriales- la Primera Circunscripción corresponderá a las Regiones de Arica y Parinacota y Tarapacá).


El artículo 4° prescribe que el mayor gasto que irrogue esta iniciativa será financiado con cargo a los recursos considerados para el Senado en la ley de presupuestos vigente.


Finalmente, el artículo transitorio declara que los senadores electos por la Primera Circunscripción en la elección de 13 de diciembre de 2009, continuarán su mandato hasta que corresponda renovar a los senadores de la Región de Tarapacá.

V. IDEA DE LEGISLAR


En sesión de 17 de abril en curso, sometida a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, ésta resultó aprobada con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Rossi. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Sabag y Zaldívar.


El voto de mayoría recordó que de acuerdo con el artículo 49 de la Constitución Política, el Senado está conformado con miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales en consideración a las regiones del país, cada una las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción. Agregó que no existe motivo para privar a la Región de Arica y Parinacota de representación política en el Senado, más aun considerando que en la actualidad este territorio cuenta con Concejales, Alcaldes y Diputados electos por la ciudadanía, salvo Senadores. Hicieron presente, además, que esta situación fue abordada y resuelta cuando se creó la nueva Región de Los Lagos, oportunidad en la que la Circunscripción N° 16 quedó constituida por el territorio de la nueva región 


Por su parte, el voto de minoría, no obstante estimar que todas las regiones deben contar con una circunscripción senatorial, estimó inoportuno legislar sobre esta materia habida consideración de que todo el sistema electoral debe ser objeto de una restructuración, incluyendo el llamado “sistema binominal”, que quedaría validado con este proyecto, aspecto que le impide dar su acuerdo aprobatorio.

- - -


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente


PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1.- Incorpórase el siguiente inciso segundo, en su artículo 180:


"El Senado se renovará alternadamente cada cuatro años. Los senadores electos en las circunscripciones correspondientes a las Regiones de Tarapacá, de Atacama, de Valparaíso, del Maule, de la Araucanía y de Aysén del General Carlos Ibáñez Del Campo, se renovarán, conjuntamente, en una misma elección; y los electos en las Regiones de Arica y Parinacota, de Antofagasta, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de Los Ríos, de Los Lagos, de Magallanes y la Antártica Chilena, y Metropolitana, en la elección siguiente.".


2.- En el inciso primero de su artículo 181:


a) Sustitúyese, en el ordinal 18ª., a continuación de la expresión “del Campo”, la coma (,) y la conjunción copulativa “y” que le sigue, por un punto y coma (;).


b) Reemplázase, en el ordinal 19a., el punto final (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


c) Agrégase el  siguiente párrafo final:


"20ª. Circunscripción, constituida por la Región XV, de Arica y Parinacota.".


Artículo 2°.- Para los efectos del artículo 10 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la determinación del número de inscritos de la 20a. Circunscripción se efectuará conforme al resultado de la anterior elección periódica de diputados del 1er. distrito.


Artículo 3°.- Suprímese el artículo duodécimo transitorio de la ley N° 20.175.


Artículo 4°.- El mayor gasto que pudiera importar esta iniciativa se financiará con cargo a los recursos considerados para el Senado en la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.


Artículo transitorio.- Declárase que los senadores electos por la 1a. Circunscripción en la última elección realizada el 13 de diciembre de 2009, durarán en su mandato hasta la fecha en que corresponda la renovación de los senadores correspondientes a la Región de Tarapacá.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar, y 17 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Sala de la Comisión, a 23 de abril de 2012.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL ESTUDIO REALIZADO POR LA COMISIÓN SOBRE EL SISTEMA CARCELARIO EN CHILE 

(S 1468-14)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informar respecto del estudio señalado en el rubro. 

A las sesiones en que se estudió esta materia, asistieron sus miembros,  Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín y Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.

Del mismo modo, asistieron a una o más sesiones los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Alejandro Navarro Brain, Jaime Quintana Leal y  Hosaín Sabag Castillo.

También, concurrieron, especialmente invitados: 

- Del Ministerio de Justicia: el Ministro de la época, señor Felipe Bulnes y el actual, señor Teodoro Ribera; la Subsecretaria, señora Patricia Pérez; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; el Jefe del Departamento de Adultos, señor Octavio Pino; los Abogados, señores Alejandro Soto y José Miguel Poblete; la Jefa de Comunicaciones, señora Karin Grollmus y el Asesor, señor Cristián Guzmán.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores señoras Francisca Navarro y Catalina Salazar y los señores José Francisco Acevedo y Víctor Mercado.

- De Gendarmería de Chile, su Director Nacional, el señor Luis Masferrer.

- Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: la Directora, señora Lorena Fries; la Abogada, señora Paula Salvo y la Asesora Legislativa, señora Elvira Oyanguren.

- De la Municipalidad de Chillán Viejo, el Alcalde, señor Felipe Aylwin; el Jefe de Gabinete, señor Rodrigo Rivas, y el Secretario Municipal, señor Francisco Fuenzalida. 

- De la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios ANFUP: el Vicepresidente, señor Oscar Benavides; el Tesorero Nacional, señor Oscar Martínez; los Dirigentes señores Andrés Segovia y José Matamala, y el Periodista, señor Felipe Alcaíno. 


- Del Consejo de Defensa del Niño (CODENI) la Jefa Técnica, señora María Teresa Sepúlveda y el Técnico, señor Emiliano Cerda.


- De la Fundación Proyecto B, el Director Ejecutivo, señor Rafael Rodríguez. 



- De Fundación Paz Ciudadana, la Directora del Área Justicia y Reinserción, señora Ana María Morales y la Jefa de Comunicaciones, señora Alejandra Quintanilla.


- Del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE), el Jefe del Departamento de Capacitación a Personas, señor Eduardo Cuevas.


- Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor de la Ministro, señor Rodrigo Sobarzo.

- - -


Hacemos presente que la totalidad de las presentaciones efectuadas durante el análisis de esta materia, se encuentran a disposición de los interesados en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, y cuyo detalle es el siguiente: presentación del ex Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes; Instituto Nacional de Derechos Humanos; Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios; Centro de Detención Preventiva de Santiago Sur; Centro de Internación Provisoria de San Joaquín; Centro de Régimen Cerrado de San Bernardo; Consejo de Defensa del Niño; Servicio Nacional de Capacitación y Empleo; Fundación Proyecto B; Fundación Paz Ciudadana y finalmente la exposición del Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera.


- - -

La tragedia del incendio del módulo 5 de la cárcel de San Miguel el pasado 8 de diciembre de 2010 se consigna como el mayor desastre carcelario de los últimos años, lo que hizo urgente la búsqueda de soluciones a un sistema que se encuentra colapsado. 

Chile, con una de las tasas de encarcelamiento más alta de Sudamérica, mantiene actualmente la población penal del orden de 53.000 a 54.000 internos, condenados o en prisión preventiva, no obstante que la capacidad carcelaria es para 34.000 a 35.000 internos, lo cual da muestra del gran déficit que se tiene.

Dada las deplorables condiciones de vida que se aprecian en los recintos penitenciarios del país; las constantes violaciones a los derechos humanos que se observan desde hace varias décadas, así como también, la ausencia de una política penitenciaria y acciones concretas de reinserción social de los internos, esta Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, presidida por el Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide, e integrada por los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán  Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel, realizó un “Estudio sobre la situación carcelaria en Chile”.

Al realizar este estudio, la Comisión invitó a distintos actores y expertos que, durante más de diez sesiones, expusieron sobre las principales falencias de la problemática carcelaria y las posibles soluciones a implementar como una forma de fortalecer y de contribuir al estándar que en estas materias se debiera  alcanzar, planteamientos que se encuentran consignados en la parte pertinente de este informe.

Del mismo modo, en el marco del programa de trabajo realizado,  la Comisión visitó los Centros de Detención Preventiva de Santiago Sur; de Internación Provisoria de San Joaquín, y de Régimen Cerrado de San Bernardo, pudiendo constatar, como las mayores dificultades del sistema, las siguientes: hacinamiento; ineficacia del proceso de reinserción y de rehabilitación de los internos; ausencia de una infraestructura enfocada a la rehabilitación en el trabajo; falta de un tratamiento adecuado para la prevención y el combate del consumo de drogas y alcohol e incrementar el número de personas beneficiadas con el sistema semi abierto, dada su menor tasa de reincidencia. 


De esta manera y con el objeto de mejorar las condiciones de vida y de rehabilitación de las personas privadas de libertad, la Comisión acordó proponer a la Sala una serie de medidas agrupadas en las siguientes áreas de interés: políticas públicas, política carcelaria, educación, reinserción social, infraestructura y Gendarmería.


Del mismo modo, se acompaña, al final de cada uno de los componentes que trata las conclusiones del informe,  la respuesta del Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, respecto a las gestiones realizadas en materia de política penitenciaria.


Asimismo, la Comisión estimó conveniente acordar una entrevista con S.E. el Presidente de la República con el objeto de darle a conocer los resultados de este estudio y de hacerle entrega del presente informe.

- - - 

Al iniciar el estudio del sistema carcelario en  nuestro país, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo presente el interés de la Comisión por conocer la situación actual del sistema penitenciario y el tratamiento que se les da a las personas privadas de libertad. Lo anterior, con el objeto de analizar cómo se abordará este tema y estudiar las medidas que permitan asegurar condiciones compatibles con su dignidad y derechos.  En particular, se pretende mejorar las condiciones de hacinamiento de los recintos penales y fortalecer la rehabilitación y reinserción social y laboral  de estas personas.

Altos, la Comisión acordó invitar a  representantes de Gobierno y entidades  vinculadas a este tema, además de realizar visitas en terreno a centros penitenciarios del país, orientadas a obtener una visión objetiva de cada centro y de sus internos.

De esta forma, el informe se dividirá en tres partes:

I) Audiencias recibidas.

II) Visitas a los Recintos.

III) Propuestas de la Comisión. 

I.- Audiencias:
I. 1. El Ministro de Justicia de la época, señor Felipe Bulnes.

En la sesión de 20 de abril del 2011, concurrió el entonces Ministro de Justicia, don Felipe Bulnes quien valoró la oportunidad que le brinda la Comisión de exponer sobre una materia que considera prioritaria en la Cartera que encabeza. Refirió que al momento de asumir, visitó las cárceles El Manzano y El Manzano II, que corresponden a las nuevas cárceles concesionadas. Al respecto hizo presente que no tenía un diagnóstico afinado sobre la realidad carcelaria, pero luego de visitar los distintos centros penales del país, se pudo percatar que existe un problema muy serio y que se está ante una crisis carcelaria de varias décadas y no de un gobierno determinado. 


Sobre el particular, informó que entre los años 2010 y 2011 la población penal era del orden de 53.000 a 54.000 internos,   condenados o en prisión preventiva. Adicionalmente hay 51.000 personas que no están cumpliendo sus condenas encarceladas porque  gozan de alguna medida alternativa, como remisión condicional de la pena, libertad vigilada o reclusión nocturna. Luego, continuó, se llega a una población penal total que bordea las 105.000 personas; no obstante que la capacidad carcelaria es de 34.000 a 35.000 internos,  lo cual da muestra del gran déficit que se tiene.


Chile, enfatizó, tiene una de las tasas de encarcelamiento más alta de Sudamérica. En efecto, somos el tercer país después de Guyana Francesa y Surinam. La cifra es: 308 personas encarceladas por cada 100.000 habitantes, es decir, el 0,3 % de nuestra población está presa. A nivel mundial, prosiguió, estamos ubicados en el número 35.


Explicó que la sobrecarga de la población penal se origina, también, por la implementación de la reforma procesal penal en el 2005 en todo el país, incluyendo a la Región Metropolitana. Desde ese año, comienza un incremento explosivo hasta el año 2010, fecha en que se produce un estancamiento en 54.000 internos, puesto que se terminan las consecuencias de aquélla y se alcanza el tope de sus efectos.


Estas cifras, resaltó, indican que se está ante un 60% de sobrepoblación penal, es decir, en un recinto capacitado para 100 se tienen instalados a 160 personas. No obstante, precisó que esta cifra es un promedio nacional que no se expresa de manera uniforme en todos los penales y que varía dependiendo del recinto carcelario. Existen algunos penales con una tasa más baja y otros con una cifra más alta. A modo de ejemplo, refirió que en ciertos penales se llega a una sobrepoblación de un 300%, como sucede en la Penitenciaría de Santiago, que alberga a unos 7.100 internos  y su capacidad declarada es para 2.100 reos. Informó que el corazón de este penal fue construido en el año 1843 lo que evidencia que se está ante un problema que se arrastra por décadas.


Por otra parte, hizo presente que en estos establecimientos existe un alto nivel de indignidad, de hacinamiento, de compromiso básico y de falta de cumplimiento del nivel más elemental de los derechos humanos.  En estos temas probablemente estamos en los lugares más bajos del mundo, acotó. A modo de ejemplo, comentó que en una galería o en una calle de la Penitenciaría de Santiago duermen 15 o 16 personas en sólo 3 metros cuadrados, situación que también se repite en el penal de Talca.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si la situación relatada es similar en hombres y en mujeres.


El ex Ministro de Justicia, señor Bulnes aclaró que la cifra de 54.000 internos es una cifra total y  si se desea precisar la población penal femenina, ésta representa cerca de un 8%, con un total de 4.000 mujeres internas, de las cuales 2.000 se concentran en la Región Metropolitana y las otras 2.000 en el resto del país. En el caso del Centro Penitenciario Femenino de Mujeres de Santiago existen 2.100 mujeres internas en un establecimiento penal que tiene una capacidad declarada para 800 personas, de manera que  también se tiene una tasa de sobrepoblación de un 300%.  En este contexto, recalcó, la agenda de derechos humanos hoy está instalada en el mundo carcelario.


Posteriormente,  hizo referencia a las medidas que se adoptarán y la proyección de internos que se pretende alcanzar. Al respecto, comentó que en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado se le consultó sobre la proyección de presos para los próximos 10 años, pregunta que, a su juicio, es imposible de responder, porque va a depender de varios factores. Sin perjuicio de lo anterior, argumentó que si efectivamente se está alcanzando  un estancamiento en orden a los 54.000 reos, ello podría implicar que se está deteniendo esta proyección infinita de sobrepoblamiento carcelario.


En seguida, mencionó algunos factores que podrían colaborar en este estancamiento de la población penal, a saber: aprobar tres proyectos de ley ya ingresados al Congreso Nacional, uno radicado en la Cámara de Diputados y dos en el Senado, que cambian la lógica para quién y cuándo se reserva la cárcel; la cantidad y la clase de delitos que se cometerá, y qué sucederá después de implementar el fortalecimiento del Ministerio Público, lo que podría aumentar la tasa de persecución penal y por ende una mayor tasa de condenados. La idea, continuó, es no dejar únicamente el tema de la población penal al destino de estos factores, sino que también contrarrestar sus efectos con otras medidas. Enfatizó la dificultad existente en la confección de un pronóstico de la población penal.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó su preocupación respecto a que quede la impresión que durante veinte años los Gobiernos anteriores no hicieron nada para enfrentar la crisis carcelaria y fue categórico en señalar que efectivamente hubo un proceso de desarrollo en materia penitenciaria. A vía de ejemplo informó que en 1990 existían 100.000 metros cuadrados construidos en cárceles y al término del Gobierno de la Concertación se alcanzó los 600.000 metros cuadrados. De esta forma, se construyeron los penales de: Punta Arenas, Arica, Valparaíso y la cárcel de Alta Seguridad de Santiago. También, mencionó  los centros penales construidos bajo el sistema concesionado, ubicados en Iquique, La Serena, Santiago 1, Rancagua, Concepción, Valdivia y Puerto Montt. De este modo, aclaró que la autoridad central pensó y planificó la explosión de personas detenidas que se produjo el año 2005. En el año 1999 y 2000, continuó, la población penal se mantenía estable y se proyectó que ésta aumentaría en unos 20.000 presos; sin embargo, observó,  los efectos de la reforma procesal penal fueron mayores. Por otra parte, se establecieron nuevos criterios para gendarmería, y se aumentó su dotación en 3.500 funcionarios en el año 2000 y, en el 2009, esta dotación también fue incrementada. Finalmente, reiteró que existió un proceso para enfrentar la crisis carcelaria.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó si se podría reutilizar la infraestructura de las antiguas cárceles que hoy  no se ocupan, como en el caso de las cárceles de Maullín y de Puerto Montt.


El ex Ministro de Justicia señor Bulnes recalcó que su exposición no busca detectar culpables de esta crisis carcelaria, porque en su opinión se trata de un problema cultural de nuestra sociedad a la cual no le agrada abordar el tema de los presos. Sostuvo que, en la actualidad, se deben concentrar los esfuerzos en implementar medidas para mejorar la deteriorada situación de nuestras cárceles. Bajo este contexto, hizo presente que se han planteado cinco ejes fundamentales para enfrentar esta crisis y comentó que contrataron la asesoría de una consultora internacional  que revisará nuestro sistema y  orientará la forma en que se debe avanzar en la superación de esta crisis.


En seguida, mencionó que el primer eje, se centra en la construcción de más y mejores cárceles. Informó que el costo promedio de una cárcel concesionada bordea las 46 UF el metro cuadrado, lo cual es muy costoso dado lo difícil que es conseguir recursos para la construcción de cárceles. Explicó que el plan de más cárceles supone la construcción de cuatro nuevas durante este Gobierno, las que se desglosan de la siguiente manera: dos de ellas con una capacidad, cada una, de 2.400 internos; una tercera cárcel para 2.000, y una cuarta para  2.000 reclusos. Esto, continuó, suman  8.400 plazas a las cuales hay que agregarle 1.000 plazas  que se generarán con la ampliación o remodelación de algunos recintos carcelarios ubicados en Arica, Rengo, Quillota y Cohaique. También se le debe agregar la cárcel de Antofagasta, aún en proceso de construcción, la que podrá albergar 1.200 plazas más. De este modo, acotó, se dispondrán de 11.000 nuevas plazas a principios del  2014, con lo cual se proyecta pasar de una capacidad de 35.000 a 46.000 plazas, lo que contrastado con la población penal que se espera  se mantenga constante, determinará una tasa de sobrepoblación desde un 60% a un 40%, es decir,  una baja en torno a un 20%. Recalcó que si bien no se resuelve el problema, sí se avanza en ello, siempre que se mantenga constante la población penal al año 2014. Estas medidas, reiteró, apuntan a incrementar en un 30% la actual capacidad, que equivale a 11.000 nuevas plazas.

Explicó que la propuesta plantea implementar mejores cárceles porque busca distinguir según el perfil criminológico de cada interno al momento de definir a qué cárcel será destinado. Precisó que las dos cárceles para 2.400 internos cada una, serán destinadas a  presos de baja peligrosidad; una tercera a reclusos de alta peligrosidad, y una cuarta  que será un gran centro de clasificación y derivación para 2.000 reclusos. Aclaró que parte del  problema carcelario es que hoy se construyen cárceles de un solo tipo, como si toda la población penal respondiera a un mismo perfil criminológico.  En la práctica, evaluaciones realizadas por Gendarmería  indican que cerca de un 30% de la población penal es de baja peligrosidad, un 50% de mediana peligrosidad y un 10% de alta peligrosidad. Bajo este contexto, recalcó, es fundamental segregar en el origen y contar con recintos carcelarios especialmente diseñados para cada tipo de condenados.

El Honorable Senador señor Gómez aclaró que no todo el sistema penitenciario está en las mismas condiciones que la Penitenciaría de Santiago, ya que existen al menos seis a diez cárceles de alta seguridad que no tienen sobrepoblación, como ocurre con el caso de las cárceles concesionadas.


El ex Ministro de Justicia, señor Bulnes explicó que en las cárceles concesionadas está cerca del 20% de la población penal, es decir, 11.000 personas aproximadamente. Coincidió en que en este tipo de cárceles no hay sobrepoblación pues existen incentivos contractuales para que no se produzca hacinamiento. Si se sobrepasa el 20% de la capacidad inicial se debe pagar una multa a la concesionaria. Reparó que las cárceles concesionadas se diseñaron bajo un mismo modelo considerando  que serviría para toda la población penal; sin embargo, no fue el más adecuado para condenados de baja peligrosidad; no obstante que sí permiten cumplir con la función de albergar a los presos de mediana peligrosidad. En conclusión, sostuvo que las cárceles concesionadas no son óptimas para los reclusos de baja y de alta peligrosidad, pero sí para los de mediana de manera que serán utilizadas para este tipo de internos.


Adicionalmente, informó que en su propuesta, las cárceles destinadas a reos de baja peligrosidad tendrán pabellones o dormitorios comunes y se tendrá especial énfasis en el trabajo, puesto que contarán con instalaciones suficientes para que el 100% de los condenados de estas cárceles pueda trabajar.

Luego, se refirió a la nueva cárcel de alta seguridad e informó que en parte se parece a los estándares de las cárceles concesionadas bajo la modalidad de celdas individuales, pero mejorada, ya que considera las características de sus internos que son personas refractarias a cualquier tipo de plan de rehabilitación y que deben estar constantemente supervisadas. Agregó que la cárcel de alta seguridad también puede servir para albergar a  personas con tendencia suicida o que padecen alguna patología mental, siempre que representen un riesgo serio para la sociedad, ya que en Chile, puntualizó, no se discrimina entre el delincuente de alta peligrosidad y el que tiene trastornos psiquiátricos.

Expresó que también habrá una cuarta cárcel como un gran centro de clasificación y derivación, lo que permitirá contar con buenas cárceles segregadas pues se requiere de un proceso de diferenciación de los condenados según su perfil.  De esta forma, dijo, todo condenado debe pasar por este centro para su estudio por un período de 30 días con duplas psicosociales, lo que no obsta a que durante el cumplimiento de su condena pueda ser reclasificado de acuerdo a su comportamiento bajo encierro, su dinámica individual e interacción con los demás, su disposición a realizar planes de rehabilitación o su interés en fugarse.

El Honorable Senador señor Navarro, recalcó que es fundamental tener presente el diseño de las cárceles nuevas y, al mismo tiempo, manifestó su preocupación por la localización de aquéllas y por la relación cárcel y trabajo, entendiendo que es primordial que estos recintos cuenten con la infraestructura adecuada. Asimismo, reparó en la tendencia carcelaria de los proyectos de ley que se tramitan en el Congreso Nacional y precisó que se encarcelan unos 3.800 presos al año, tendencia que, a su juicio,  no variará de no modificarse la política de penalización. 

Respecto a Gendarmería, hizo presente la crisis de su ordenamiento y de su institucionalidad, así como también la carrera funcionaria, el sistema de salud y  su dependencia.

Del mismo modo, destacó las dificultades que existen en las cárceles concesionadas e hizo presente el fuerte gasto y escaso rendimiento de ellas al mencionar el cobro de 130 millones de dólares de BESALCO  al Ministerio de Obras Públicas.

En seguida, se refirió al Ministerio de Seguridad Pública y su rol en materia de rehabilitación y de reinserción de los reos observando que se debe definir la institucionalidad ministerial que se hará cargo de esta área. También refirió el rol de las Iglesias Evangélicas en las cárceles y el combate a la droga. Sobre este último tema, comentó que de acuerdo a la Fundación Esperanza el 19,3% de los delitos cometidos se asocian al consumo de droga y para combatir este flagelo se requiere de una política que se coordine con otras entidades pues excede el radio de acción del Ministerio de Justicia. Asimismo, resaltó la necesidad de inculcar una política para facilitar el trabajo y reparó que en el Centro de Educación y Tecnología (CET) de Punta Parra existan sólo 30 reos; no obstante tener una capacidad para albergar a 300 internos. Por último, solicitó un informe sobre la situación de las cárceles concesionadas.

El Honorable Senador señor Gómez aclaró que él ya no ejercía el cargo de Ministro de Justicia cuando se construyeron las cárceles concesionadas, sin perjuicio de lo anterior, indicó que no comparte las observaciones del Honorable Senador señor Navarro e hizo presente que solucionar la crisis carcelaria no es fácil, ya que si bien se pueden hacer proyecciones existen otros factores que alteran los índices de la población penal y manifestó su apoyo a la propuesta presentada por el  ex Ministro de Justicia. Posteriormente, consultó por el lugar en que se construirán estas cárceles y  los antecedentes para determinar la caracterización del perfil de los reos para segregar las cárceles.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó antecedentes sobre el número de enfermos mentales y de delincuentes y de drogadictos que existen en los recintos penales. Comentó que para la medicina éste es un tema esencial y consultó cómo se ha estudiado y  los métodos utilizados.

El ex Ministro de Justicia, señor Bulnes explicó que, en la práctica,  la rehabilitación es muy difícil de aplicar, especialmente por la alta tasa de sobrepoblación penal. Afirmó que hoy no se tienen espacios  suficientes para la rehabilitación y valoró la información proporcionada por el Honorable Senador señor Navarro sobre la subutilización del CET de Punta Parra.

En cuanto a la política de penalización, señaló que el Gobierno se inclina por una política de no seguir penalizando, lo que se visualiza en el proyecto de ley que presentó el Ejecutivo a la Cámara de Diputados, que precisa las personas que cumplirán su condena en presidio.

Respecto al número de enfermos mentales, lamentablemente, expresó, no existe información sobre la materia y reconoció que es uno de los nudos ciegos del área penal, ya que estas personas son declaradas imputables por los Tribunales de Justicia y, por ende, se asume que no  padecen algún trastorno mental.

En relación a  las cárceles concesionadas, refirió que esta información estará disponible cuando se termine el diagnóstico general de los 88 recintos penales que se tienen en el país. Asimismo, comentó que dado los altos costos de las cárceles concesionadas modificarán su sistema de construcción y se volverá a la modalidad de licitación de obra pública. Agregó que al no continuar con el modelo de obra concesionada se evitará que las empresas constructoras tengan que asociarse a una empresa operadora que asuma la administración del recinto carcelario una vez terminado.

En cuanto a la localización de los nuevos penales, informó que uno se construirá en la localidad de Panguilemo, comuna de Talca, en un terreno comprado por el Gobierno anterior. Respecto a las otras cárceles, prefirió no dar información porque aún no existe claridad sobre las mismas.

Por último, hizo un llamado a los miembros de la Comisión para apoyar la iniciativa presentada, que pretende construir cuatro nuevas cárceles en el país.


I.2.- La Subsecretaria de Justicia, señora Patricia Pérez.

En sesión posterior, la  Subsecretaria de Justicia, señora Patricia Pérez señaló que sin duda la entrada en vigencia de la reforma procesal penal generó un gran impacto en el número de personas privadas de libertad. Al respecto, precisó que en la actualidad la tasa de la población recluida en nuestro país es de 308 personas privadas de libertad por cada 100.000 habitantes. A mayor abundamiento, comentó que existe una gran diferencia entre el número de la población penal recluida y la capacidad que tiene nuestro sistema carcelario, ya que la población recluida asciende a 52.388 personas, siendo que nuestro sistema carcelario tiene una capacidad para 35.910 personas. Advirtió que en estos datos no se incluye la población sujeta a reclusión nocturna, la que es objeto de apremio y tampoco la que ha sido condenada a una falta.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Gómez solicitó al Ejecutivo que remita información desagregada del total de la población penal, distinguiendo entre las personas que efectivamente están recluidas y las que cumplen condena a través de alguna medida alternativa.

Luego, la señora Subsecretaria de Justicia hizo referencia a la población juvenil atendida por Gendarmería e informó que a nivel nacional al mes de marzo de este año existían unos 270 varones y unas 7 mujeres recluidos en esta sección. Al respecto, comentó que esta cifra es bastante baja, ya que la mayoría de la población joven privada de libertad se encuentra recluida en los centros cerrados del SENAME.

En cuanto a los programas de reinserción de Gendarmería, precisó que existen tres tipos de programas, a saber: el subsistema cerrado y semi abierto; el subsistema abierto, y los sistemas postpenitenciarios. En el caso del subsistema cerrado y semiabierto, mencionó, entre otros, los siguientes programas de rehabilitación: el de educación penitenciaria, el de residencia para las madres que tienen hijos lactantes; los programas de reinserción social en Colina I y II y en el Centro Penal de Valparaíso, y el programa de visitas íntimas. En el subsistema abierto, sostuvo que existen programas de reinserción laboral en el medio libre; de salud mental y centros de tratamiento de adicciones; el programa de beneficios penitenciarios, y el programa piloto de intervención diferenciada a ofensores sexuales en libertad vigilada. Por su parte, en el sistema postpenitenciario, comentó que existe un programa dirigido por el Patronato Nacional de Reos; el programa de subsidio a la contratación; el programa Hoy es mi Tiempo y la  capacitación ocupacional.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en relación al programa piloto de intervención diferenciada a ofensores sexuales en libertad vigilada, consultó si es posible hacer una relación entre los agresores que han tenido educación sexual en alguno de los niveles educativos y la gravedad del delito cometido por el ofensor. Acotó que esto lo consulta en el contexto de retomar la iniciativa legal que plantea incluir dentro de los planes de estudio a la educación sexual.

Posteriormente, la señora Subsecretaria de Justicia retomó su exposición explicando que el nivel presupuestario del Programa de Rehabilitación desde el año 2006 a la fecha se ha ido incrementando por la creación de nuevos programas. En efecto, precisó que en el año 2006 este presupuesto ascendía MM $1.427 y  lo aprobado para el año 2011 bordea los MM $7.479.

Luego, indicó que en el sistema cerrado también existe el programa intramuros, similar al que se imparte en los establecimientos penales concesionados. En el caso del sistema semi abierto, acotó que además se imparte el Programa de Educación y Trabajo, CET que tienen 733 plazas en todo el país. Asimismo, precisó que en los sistemas cerrados y abiertos existen otros programas de beneficios intrapenitenciarios, como la salida dominical y la salida diaria. A su vez, señaló que en el sistema abierto existe un programa de reinserción social para condenados con penas alternativas con 1.919 cupos y un programa de violencia intrafamiliar creado a fines del año 2009. Adicionalmente, comentó que en el sistema postpenitenciario existen programas de subsidio a la contratación y de colocación laboral, y el programa Hoy es mi Tiempo, el cual tiene un enfoque más integral, porque entrega asesoría social, psicológica y capacitación.

En seguida, se refirió a los delegados, que son personas contratadas por Gendarmería y que tienen la función de acompañar al condenado en su proceso de rehabilitación y en especial de aquellos que han sido condenados con la medida alternativa de libertad vigilada. Acotó que en la actualidad los delegados tienen una exigente carga de trabajo, ya que en promedio a cada uno le corresponde la atención de unos sesenta condenados, lo que obviamente limita las posibilidades de realizar un trabajo de rehabilitación con buenos resultados. Por tal motivo, anunció que se potenciará la dotación de delegados con el objeto de realizar un trabajo más individual con los condenados.

Por otra parte, mencionó algunos de los programas de rehabilitación que tienen financiamiento externo y que implican una transferencia al presupuesto de Gendarmería desde otras reparticiones públicas, como el programa de residencia para niños con sus madres privadas de libertad financiado con fondos del SENAME o el plan de drogas financiado con recursos de CONACE. Además, indicó que existe un programa de reinserción y de subsidio a la contratación, financiado con fondos del Ministerio del Interior, y el programa de capacitación ocupacional con financiamiento del SENCE.

A continuación, comentó que existe un gran interés de los condenados por participar en algún programa de educación penitenciaria. Refirió que en el año 2010 la matrícula total era de 11.731 personas y que al mes de marzo del 2011, se incrementó a 13.214 condenados.

También, informó que en el programa de actividad laboral penitenciaria existen 16.639 personas inscritas en alguna actividad laboral en los recintos penitenciarios y acotó que  esta cifra se incluye tanto a los artesanos como a los que han sido contratados por alguna empresa. Además, hizo presente que  se le deben sumar las 733 plazas de los Centros de Educación y Trabajo (CET) y acotó que del total de las personas que desarrollan alguna actividad laboral 9.498 de ellas realizan una labor vinculada a la talabartería, madera, pintura o cerámica.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó sobre el destino de los trabajos que realizan los reos, si tienen venta sus productos y cuál es su valor. Además, preguntó por el monto de las remuneraciones que normalmente las empresas pagan a los trabajadores de la población penal.

La señora Subsecretaria de Justicia señaló que normalmente la población que asiste a algún Centro de Educación y Trabajo tiene mas posibilidades de realizar una capacitación de mejor calidad y continua en el tiempo una vez que egresan del recinto carcelario. Acotó que en Chile existen  veinte Centros de Educación y Trabajo ubicados en once de las quince regiones de nuestro país. Agregó que el objetivo de estos centros es preparar a las personas condenadas para que puedan desarrollar actividades laborales a su egreso en forma satisfactoria. Asimismo, informó que la selección de las personas que acceden a estos centros es bastante rigurosa, dadas las medidas de seguridad que tienen.

Luego, se refirió al Programa Laboral en el Medio Libre, el cual se originó en el año 1994 y que en el año 2010 benefició a 1.783 reos. Además, comentó que este programa se enfoca en las personas que no han terminado su enseñanza media, a fin de capacitarlas laboralmente para facilitarles su acceso al mercado laboral. 

Por otra parte, señaló que existe un Programa de Fortalecimiento de los Consejos Técnicos orientado a diagnosticar e identificar a la población condenada que tiene buena conducta con el fin de que puedan postular a beneficios intrapenitenciarios. Informó que el año 2011 este Programa tuvo una cobertura en las Regiones de Tarapacá, Valparaíso, Libertador Bernardo O´Higgins, Maule, Bío Bío, Araucanía y Región Metropolitana.

En relación al Programa de Ampliación de Cobertura, indicó que está orientado a la atención e intervención de la población privada de libertad en cualquier categoría, es decir, condenada, procesada o detenida en los establecimientos penitenciarios no concesionados. Asimismo, acotó que en el caso de los condenado se busca establecer un plan de intervención individual, similar a lo ocurre con la ley N° 20.084, de Responsabilidad Penal Adolescente, que conlleva la configuración de todas las actividades en un plan de navegación respecto de los condenados. Puntualizó que en el año 2011 este programa se ejecutó en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Maule, Magallanes y Región Metropolitana.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por los criterios en virtud de los cuales se escogieron esas regiones para aplicar dicho Plan.

La señora Subsecretaria de Justicia respondió que estos programas son de aplicación progresiva y que por lo mismo se incorporarán paulatinamente en todas las regiones. 

En el caso de los Programas Postpenitenciarios, indicó que éstos se aplican a la población penal egresada y mencionó, entre otros, a los siguientes: el Programa de Intervención Psicosocial individualizada, el Programa Hoy es mi Tiempo y el Programa de Colocación Laboral. En seguida, destacó el Programa Hoy es Mi Tiempo, que comenzó en el año 2003, que tiene un enfoque más integral, ya que incluye apoyo psicosocial, capacitación en oficios y nivelación de estudios. Del mismo modo, lamentó que estos programas no sean suficientes para cubrir a toda la población penal.

El Honorable Senador señor Gómez consultó si existe un trabajo previo con las personas que asisten a los Programas Postpenitenciarios.

El Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia respondió que sólo en los Programas Postpenitenciarios se realiza un trabajo previo con los reos. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en el Programa de Subsidio a la Contratación, financiado con fondos del Ministerio del Interior, sí se realiza un trabajo previo con el condenado durante el año anterior a su egreso. En particular, comentó que se realiza una intervención más amplia, tanto en el ámbito psicológico como en sus relaciones familiares a fin de determinar los lugares en que  podría ser contratada una vez egresada.

Posteriormente, se refirió a la población que está bajo la asistencia del SENAME por infracción a la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil. Al respecto, sostuvo que el 10% de dicha población está privada de libertad, el 4% en el sistema semi cerrado y el 86% de ella está adscrita a un programa bajo un sistema libre. Acotó que este 86% corresponde a unos 11.032 jóvenes, los que a su vez se desglosan de la siguiente manera: 42% en el programa de Libertad Asistida Especial; 21% en el Programa de Salida Alternativa; 21% en el programa de Servicio en Beneficios de la Comunidad, y 16% en el Programa de Libertad Asistida. Precisó que el total de esta población asciende a  12.865 jóvenes, cifra que debe complementarse con la sección juvenil que maneja Gendarmería y que no supera las 280 personas.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó por la calidad de los centros de SENAME.

La señora Subsecretaria de Justicia respondió que esos centros tienen limitaciones importantes, a pesar de que no existe hacinamiento, sí tienen carencias en cuanto a las condiciones para aplicar los programas de rehabilitación. En esta misma línea, observó que tienen espacios reducidos para clases y actividades extraprogramáticas.

El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación por la falta de capacitación de estos jóvenes para el medio laboral y sugirió buscar un sistema de capacitación y de empleo con alguna empresa, especialmente en los casos de los jóvenes que están en los sistemas semicerrado y libre, a fin de disminuir los altos índices de reincidencia. Posteriormente, hizo referencia a un programa para cesantes, en el que se enseñan oficios técnicos en las distintas áreas de la construcción. La idea, continuó, es reorientar este tipo de programas y aplicarlos a los jóvenes que han sido sancionados por la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil. 

El Honorable Senador señor Gómez compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Kuschel, pero advirtió que se deben realizar grandes esfuerzos con  recursos escasos. Además, refirió que  existe prejuicio en emplear a jóvenes condenados por algún delito.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recalcó la necesidad de enfocar los programas de reinserción en los jóvenes, pues considera que es más fácil recuperarlos y que tienen un mayor potencial para desarrollarse. Reconoció que en general estos programas han tenido poco éxito, porque no están los medios, las posibilidades, las capacidades y las condiciones para producir un cambio cualitativo en las personas que están privadas de libertad.

La señora Subsecretaria de Justicia informó que el 25% de estos jóvenes tienen entre 14 y 16 años, y que el 75% de ellos corresponde a adolescentes entre 16 y 18 años. Recalcó que en ese 75% se deberían focalizar los programas de reinserción laboral, ya que respecto de los menores, los esfuerzos deben centrarse en terminar su educación. Sobre este tema, expuso que están en conversaciones con MIDEPLAN, con SENCE y con otros organismos relacionados para buscar un camino común sobre la forma en que se debe abordar la reinserción, toda vez que pueden tener una mejor oportunidad si son educados y capacitados laboralmente. Además, señaló que el mayor período de vulnerabilidad es entre los dos y tres meses siguientes al egreso, por lo cual, enfatizó, se debe asegurar que el joven al salir al medio libre no esté sólo y tenga alguna actividad para evitar su reincidencia.

Luego, informó que el 19,5% de los jóvenes ha sido condenado por el delito de hurto; el 8,1% por robo con intimidación; el 6,4% por robo con sorpresa; el 6,2% por robo en lugar no habitado; el 6% por el delito de receptación; el 5,7% por robo con intimidación, y el 5,4% por robo en lugar habitado.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por el porcentaje de los delitos cometidos por jóvenes bajo la influencia de alguna droga o sustancia psicotrópica.

La señora Subsecretaria de Justicia respondió que no tienen un estudio sobre esa materia. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que existe una alta correlación entre el consumo de drogas y la comisión de algún delito. Sobre este tema, refirió que la Fundación Paz Ciudadana realizó un estudio sobre el consumo de drogas con la población adulta detenida. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Gómez pidió al Ejecutivo que remita las cifras en números de todos los delitos que cometen los menores con mayor frecuencia, desagregadas por región y comuna.

A continuación, la señora Subsecretaria de Justicia informó que SENAME cuenta con 17 centros cerrados, 17 para la internación provisoria y 16 centros semi cerrados. Luego, señaló que en el Programa de Medio Libre en libertad asistida existen 1.633 plazas, de las cuales se ocupan 1.484; en el servicio en beneficio de la comunidad existen 1.751 plazas y  se ocupan 1.762, y en la medida cautelar ambulatoria existen 1.499 plazas y se usan 1.474. Acotó que en libertad asistida especial existen 3.843 plazas para 4.017 jóvenes y que en los programas de salidas alternativas hay 1.986 plazas para 2.039 jóvenes. Al respecto, señaló que en ambos casos existe una sobrecarga del sistema, un déficit en la ejecución de la medida y una escasez de delegados.

En seguida, indicó que el régimen cerrado con programa de reinserción social e internación provisoria tiene por objetivo proporcionar una intervención integral en el marco de los Derechos del Niño, que contribuya a reducir el riesgo de reincidencia, a través de la integración familiar y socio-comunitaria de los adolescentes condenados a internación en el régimen cerrado. En la medida cautelar de internación provisoria, continuó, se considera la condición particular de vivencia del adolescente, en un contexto privativo de libertad para abordar su intervención y su control, acompañándolo en el proceso de investigación, a fin de generar una intervención temprana que facilite el posterior abordaje. Acotó que en ambos sistemas los jóvenes reciben atención del encargado, generalmente un asistente social o un psicólogo.

Con respecto a la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, sostuvo que busca proporcionar una intervención integral, que contribuya a reducir el riesgo de reincidencia con orientación en la participación del joven en el medio libre, para lo cual se activan una serie de redes en la comunidad. Complementó que toda vez que el joven se encuentre en alguna actividad determinada en su plan de intervención individual, ocupará el mayor  tiempo en la comunidad, de lo contrario deberá permanecer en el Centro del SENAME. Agregó que el delegado vigilará y supervisará al joven, acompañándole en el proceso y contactándose con los otros agentes interventores.

En cuanto a la libertad asistida y libertad asistida especial, señaló que ambas tienen por función la orientación, control y motivación del adolescente, procurando que éste ingrese a los programas y servicios necesarios para su integración social. Precisó que se diferencian en  que la libertad asistida especial posee un carácter más intensivo y con mayor frecuencia, puesto que el delegado debe atender 10 adolescentes en Libertad Asistida Especial, mientras que en Libertad Asistida deberá atender a 15. También, indicó que existen 47 programas de libertad asistida y 60 de libertad asistida especial, todos ejecutados por organismos colaboradores de SENAME.

En relación al servicio en beneficio de la comunidad y reparación del daño, comentó que busca desarrollar un proceso socioeducativo con el adolescente, a través de la supervisión y acompañamiento guiado de las acciones de reparación, ya sea con una víctima o con la comunidad. La idea, continuó, es reparar mediante la disposición de su quehacer en pro de los otros de una manera sistemática y vigilada. Refirió que en estos casos el delegado tendrá la misión de acompañar y ser un mediador entre las partes en conflicto.

Además, hizo referencia a las salidas alternativas, las que se aplican a aquellos adolescentes derivados para el cumplimiento de la Suspensión Condicional del Procedimiento cuando se establezcan condiciones que determinen algún tipo de intervención socioeducativa y para aquellos adolescentes que deban cumplir con la ejecución de un Servicio en Beneficio de la Comunidad. En la salida alternativa, prosiguió, se supervisa el cumplimiento de las condiciones decretadas y se aboca fundamentalmente al desarrollo de competencias, de soportes sociales de control y de apoyo social.

Por último, mencionó las medidas cautelares. A su respecto, sostuvo que éstas favorecen que el adolescente asuma con responsabilidad el asistir a las audiencias y a las otras actividades en que se requiera de su presencia con una adecuada supervisión y apoyo focalizado.
El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró que este tema es uno de los puntos más complejos en el ámbito del Derecho Penal, por lo cual valoró que la Comisión esté estudiando este asunto en profundidad. Acotó que se debe reflexionar sobre las medidas que se deben seguir, ya que existe un sinnúmero de dificultades y recalcó la necesidad de continuar mejorando la situación de los condenados, sin perjuicio del conjunto de medidas anunciadas por el señor Ministro de Justicia.


I.3.- La Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries.

En la sesión de 11 de mayo, la Comisión recibió a la Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, quien presentó la opinión del Instituto en torno a la situación carcelaria e informó  que actualmente llevan a cabo una investigación que se va a reflejar en el informe anual de Derechos Humanos que se entrega en diciembre del 2011.


En seguida, relevó la importancia del tema para el Instituto y agregó que la ley establece específicamente que el tema carcelario es de supervisión por parte del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Indicó, también, que hay una historia en materia de situación carcelaria que data desde el año 1991 y que ha sido diagnosticada tanto por órganos y comisiones del Parlamento y de expertos, además de universidades, en particular, la Diego Portales.


Informó que a partir de la situación ocurrida en la cárcel de San Miguel, el Instituto constituyó una comisión de trabajo con tres de sus consejeros: Luis Hermosilla, Pamela Pereira y Roberto Garretón, los cuales llevan a cabo la propuesta que el Instituto tiene de acuerdo a los estándares internacionales, labor que generalmente es la más ausente dentro del diseño de las políticas públicas. Agregó que el Instituto ha hecho dos declaraciones sobre la situación carcelaria, la primera concordando con las medidas planteadas por el Ministro de Justicia para resolver en una primera parte la situación carcelaria y, una segunda, relativa al caso específico de eventuales indultos a personas condenadas por violaciones a  los derechos humanos.


Manifestó que más que un diagnóstico hay consenso que la situación carcelaria es hoy una de las más graves violaciones a los derechos humanos en nuestro país. De esta forma, el marco regulatorio a esta violación está dado no sólo por la Constitución Política de la República, las leyes y el reglamento penitenciario, sino que también por el marco internacional en el cual el Instituto está analizando este tema.


Al respecto, señaló que existe un gran número de convenciones internacionales, en particular, mencionó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; los Convenios 169, 105 y 25 relacionados con el trabajo de las personas privadas de libertad y la Convención de los derechos de los niños, niñas y adolescentes que también se relacionan con esta materia. Enfatizó que respecto a los estándares y contenidos mínimos que se debieran alcanzar en este proceso de mejora de la situación carcelaria, cabe mencionar las reglas mínimas de tratamiento a las personas recluidas de 1955, y actualizadas en 1974 y en 1987, las cuales son más detalladas que los principios de Naciones Unidas para personas privadas de libertad que establecen estándares más generales. Hizo presente que el Instituto ha trabajado respecto de estas reglas mínimas y, en función de ello y de la jurisprudencia que existe en materia carcelaria para América Latina, particularmente, con tres casos de la Corte Interamericana, se puede sostener que lo principal, además de los estándares, es la obligación y el deber de garante que tiene el Estado en materia de situación carcelaria, lo cual, agregó, es más que una obligación jurídica contraída por el Estado  a partir de un tratado sino que significa que el Estado tiene un doble quehacer puesto que las personas privadas de libertad no pueden ejercer por si mismas todos los derechos que tienen, y por tanto dependen más que otros de las prestaciones y de la calidad de las mismas que haga el Estado en esta materia.


En seguida mencionó los ámbitos centrales que están trabajando desde el punto de vista de los estándares que representan y respecto de los cuales se verifican temas de violación a los derechos humanos, a saber:

1.- Hacinamiento.

2.- Política Criminal y política penitenciaria.

3.- Reinserción y rehabilitación.


En materia de hacinamiento, señaló que el punto central tiene que ver con la densidad y la sobrepoblación penitenciaria, temas que tiene la certeza  han sido asumidos por el Ministerio de Justicia; pero que implican en materia de estándares, un determinado metraje en las celdas; una capacidad o posibilidad de privacidad; ciertas condiciones en  espacio, luz y ventilación establecidos en el ámbito internacional; acceso a agua potable, abrigo y vestimenta,  prestaciones que estiman el Estado no está en condiciones de cumplir en este momento.


Del mismo modo, mencionó que se afectan otros derechos tales como el derecho al trabajo y a la educación. 


En seguida se refirió a la tortura, los tratos crueles, inhumanos o degradantes y expresó que no obstante que existe un reglamento, la tortura y el trato denigrante aparecen como una práctica común; la aplicación de las celdas de aislamientos por mayor cantidad de días de los establecidos en el reglamento, y un déficit en la creación del mecanismo de prevención contra la tortura al que se obligó Chile a partir de la ratificación del protocolo opcional.


Respecto a la política criminal, hizo presente que las planteadas por el Ministerio de Justicia están bien encaminadas; sin embargo no tiene certeza que logre desinternar a un número suficiente que permita mayor espacio. En tal sentido, instó por reestudiar estas medidas de manera de incorporar a las mujeres condenadas por micro tráfico, pues, a su juicio, el consumo de drogas no debiera ser tratado en términos de privación de libertad o, al menos, combinarlo con otras medidas.


En cuanto a la reinserción y rehabilitación, manifestó que Chile, históricamente, no ha trabajado estas medidas y por lo tanto es el contrapunto indicado para un uso racional de la privación de libertad.



Finalmente, hizo presente situaciones particulares dentro de los colectivos de personas privadas de libertad. En primer lugar, mencionó a las mujeres y resaltó que un 84% son madres y que más del 40% está en la cárcel en Santiago, y que no obstante que  un alto porcentaje tiene hijos menores de dos años, duermen en literas de 70 centímetros sin ningún cuidado especial.


En segundo lugar, mencionó las poblaciones indígenas y señaló que el artículo 10 del Convenio 169 de la OIT, plantea la necesidad de utilizar la cárcel como última expresión dada las características culturales. Lamentablemente, expresó, con ocasión de los ilícitos cometidos en el contexto de las demandas del pueblo mapuche, ha habido un promedio de prisión preventiva de dos años, lo cual también es una violación a este Convenio.  


En materia de niños, niñas y adolescentes propuso bajar la aplicación de medidas cautelares que dicen relación con mantener a estos menores privados de libertad.


Por último, mencionó la situación de los extranjeros en el norte del país, mayoritariamente en la ciudad de Arica y de Parinacota, que requieren de un tratamiento especial considerando la diferencia educativa que poseen versus la población nacional.


A su turno, el ex Ministro de Justicia, don Felipe Bulnes  hizo presente que la preocupación por el tema carcelaria no es monopolio de la sociedad, ni del Gobierno, sino que también pertenece al Instituto Nacional de Derechos Humanos y, en ese sentido, señaló que éste ha estado en forma permanente preocupado del tema y que, en general, como Ministerio, suscriben los planteamientos de la Directora. Coincidió plenamente con  la preocupación manifestada por la mujer e informó que en el proyecto de ley sobre indulto en estudio en el Senado, es el sector más beneficiado. Precisó que las únicas que están hoy privadas veinticuatro horas al día de libertad y que son beneficiarias de un indulto es la mujer, pues comparten que hay una serie de razones que justifican un tratamiento diferenciado, una discriminación positiva como manera de compensar el estado de permanente postergación en el cual siempre  han estado. 



Hizo presente, además, que cuando se convocó a distintos  representantes de los sectores políticos  para plantear las iniciativas legales con las cuales quieren enfrentar el problema carcelario,  se propuso que dentro del grupo de mujeres que eventualmente fueran beneficiadas por el indulto se incluyera las condenadas por micro tráfico; sin embargo, expresó, por razones muy respetables y más allá de lo que fuera la personal inclinación del Ministerio, hubo rechazo en incluirlas.  También dijo, se pone en el debate una serie de preocupaciones de connotación social como  qué ocurre con las madres de niños que han terminado adictos producto de que sus madres incurren en micro tráfico, con lo cual, recordó, que transversalmente se ha solicitado no impulsar el indulto para incluir esa categoría.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó si ese rechazo se había producido en el Senado y la situación de las madres con hijos menores de dos años.



El ex Ministro de Justicia, señor Bulnes señaló que esa disposición no fue compartida tanto por Diputados como por Senadores. Respecto a las madres de niños menores de dos años proponen, además, una regla que rebaje el  requisito de la pena cumplida. En efecto, tratándose de mujeres con hijos menores de dos años, actualmente se requiere que tengan dos tercios de la pena cumplida, y el Ministerio sugiere rebajarlo a seis meses.



La Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Fries, en relación a las reglas mínimas para el tratamiento de reclusos, señaló que precisamente todas las iniciativas que se han impulsado recogen no sólo las reglas sino también  la materialización concreta de la Convención Americana, con el objeto de hacer realidad la obligación de respetar y garantizar por parte del Estado esta materia. Hizo presente que en el tema de la segregación, en el plan de cárceles expuesto por el Ministro, en la necesidad de tener mayores espacios para dotar de condiciones de habitabilidad básica, están conectadas con las reglas 66  a 69 de las reglas mínimas, concretamente, atendiendo a la necesidad de poder segregar para entregar una atención de mejores características no sólo desde el punto de vista de los derechos sociales, económicos y culturales, sino, también, específicamente en el sector de la rehabilitación.


Finalmente, el ex Ministro de Justicia, señor Bulnes  aclaró que en la ley de indulto habían dos omisiones no voluntarias respecto a  ciertas figuras de participación, que lo planteó la Directora, que no estaban excluidas, y hoy se promovió una indicación por los Senadores para salvar el tema y considerar otras figuras de participación y no sólo autores, además,  se hizo expresa exclusión de aquellos condenados por ley antiterrorista que se entiende por esencia contra los derechos humanos.


I.4.- El Alcalde de la Municipalidad de Chillán Viejo, señor Felipe Aylwin.


A continuación expuso el Alcalde de la Municipalidad de Chillán Viejo, señor Felipe Aylwin quien al iniciar su presentación expresó que los derechos humanos implican velar no sólo por los que están internos sino que también por la población que vive alrededor de los centros penitenciarios. En ese sentido, señaló que la situación que enfrenta su comuna en la cual se pretende instalar una cárcel se puede replicar a nivel de país e instó porque los derechos humanos se fijen en la población aledaña.



Expresó que su intención es dar a conocer la preocupación y la molestia de la ciudadanía por la instalación de la cárcel en Chillán Viejo. Manifestó que trasladar la cárcel de Chillán a Chillán Viejo les causa preocupación por que el único lugar de crecimiento urbano que tiene la comuna está orientado hacia esa zona. Ese sector comprende 700 parcelas de agrado y cuando se hizo la presentación por parte del Ministerio eran 56 lotes y no un predio. 


Por otra parte, hizo presente que el terreno presenta graves falencias, tanto en su conformación como en su ubicación, y solicitó al Ejecutivo revisar esta circunstancia. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide sugirió al Ministro de Justicia visitar Chillán Viejo y entrevistarse en la zona con el Alcalde, además de manifestar su voluntad de acompañarlo para interiorizarse en terreno de este tema.

El Honorable Senador señor Quintana compartió el hecho de que se necesitan cárceles en el país y que no es un proceso fácil.  Por otra parte, preguntó al Ministro la posibilidad de instalar una escuela de Gendarmería en Traiguén, considerando que un porcentaje importante de las personas que ingresan a la Institución son tradicionalmente  de la zona sur, además que se dan todas las condiciones logísticas y se tiene una vasta experiencia, sumado al aumento que experimentará la dotación de Gendarmería el próximo año.

El ex Ministro de Justicia, señor Bulnes informó que distintas autoridades han planteado lo dicho por Su Señoría, lo cual, destacó, es una buena noticia en el sentido de querer albergar más instituciones como el caso de Gendarmes. Al respecto, expresó su  compromiso en orden a estudiar en particular la materia, sin embargo, adelantó que los primeros resultados arrojaron que no era factible técnicamente hacer una segunda escuela pero sí habría otras alternativas como cursos de verano de perfeccionamiento y de capacitación. Finalmente, reiteró que no se puede comprometer a ello pero sí lo están estudiando. 


I. 5.- La Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios ANFUP, representada por su Vicepresidente, don Oscar Benavides.


El Vicepresidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios ANFUP, don Oscar Benavides hizo entrega de un documento titulado “Visión y propuestas de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, ANFUP, sobre el incendio y muerte de 81 reclusos en la cárcel de San Miguel, como de la crisis carcelaria en general.”. 


A continuación  explicó que agrupan a ocho mil funcionarios y representan al 80% del personal de Gendarmería de Chile. Sus orígenes se remontan al año 1960 y han sido uno de los motores principales en términos de demandar mejoras al sistema carcelario y que hoy, lamentablemente, por los hechos ocurridos en la cárcel de San Miguel, se  ha generado toda  la problemática y discusión nacional en estos días.


Estos hechos, dijo, nos llevan como sociedad a reflexionar para qué como Estado se condena. Si es para castigar, para contagiar enfermedades o para vivir hacinados, prácticamente, se está cumpliendo y, desde ese punto de vista, los gendarmes se han transformado en un verdadero verdugo de esa condena social; en cambio, si la pena tiene por finalidad brindar oportunidades, se ha fallado de manera rotunda, acotó. 


Informó que más que un diagnóstico que es conocido por todos, quieren concentrarse en propuestas que son más bien prácticas a la problemática que están enfrentando y que dicen relación con la situación carcelaria.  


Llamó la atención y manifestó su queja respecto al hecho de que actualmente se están produciendo una serie de cambios importantes al sistema penitenciario y, sin embargo, a ninguno de esos propósitos han sido invitados los trabajadores. Esperan que a futuro cambie esta situación y puedan tener una comunicación fluida con el señor Ministro de Justicia y con el Director Nacional de Gendarmería que, a la fecha, no ha sido posible.  En particular, les interesa lo que dice relación con las mejoras a los recluidos y al personal de Gendarmería.


En seguida, expresó que la problemática de las cárceles se debe entender desde una mirada multidimensional, de manera que no se puede intervenir un elemento sin afectar al otro. Existen cuatro factores importantes que determinan esta problemática: la infraestructura; la normativa vigente; el crecimiento de la población penal y la dotación de funcionarios de Gendarmería para la custodia de los presos.  Al respecto indicó que se puede hacer un parámetro entre la infraestructura y la normativa, pues esta última establece una serie de normas que dicen relación con intervenciones para los reclusos pero la infraestructura no está adaptada para aquello, lo que es evidente, y lo ejemplificó con la cárcel de San Miguel en que cada reo tenía menos de un metro cuadrado para vivir en el dormitorio, afortunadamente, acotó, el incendio no fue en el primer piso, pues habrían fallecido 600 reos en forma inmediata.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó mayor información respecto a la infraestructura.


El señor Benavides explicó que los dormitorios de San Miguel tienen una dimensión de 12,5 por 8 metros cuadrados y en cada uno duermen entre 90 y 100 internos. Argumentó que luego del siniestro se mantienen las mismas condiciones de hacinamiento y que lo mismo sucede en Puente Alto y en Concepción. A esta problemática se le debe sumar el crecimiento de la población penal, es decir, 3.500 reos que por año ingresan al sistema y manifestó su inquietud de que sean efectivas las medidas que está implementando el Gobierno en orden a rebajar los índices de hacinamiento.


Hizo presente que, a su juicio, lo ocurrido en San Miguel era predecible y recordó historias similares previas a este hecho. En efecto, en el año  2000, en otro incendio, murieron 7 reos en la misma cárcel de San Miguel; en el 2001, en el módulo 5 de la cárcel de Iquique, murieron 26 reos quemados; en el 2003, dos presos resultaron muertos en un riña en la cárcel de El Manzano en Concepción y 9 presos murieron asfixiados; en el 2007, 11 menores muertos por asfixia en Alto Bonito, en Puerto Montt; y en el 2009, 10 reos asfixiados en la cárcel de Colina. 


Insistió en que todos estos hechos pudieron haberse evitado pues eran totalmente previsibles.  En este sentido, planteó que los gendarmes no tienen la capacidad de cautelar la vida de las personas recluidas ya que no pueden intervenir en todas las riñas y peleas que se instalan en las cárceles.  Precisó que  la vida en estos recintos parte cuando el gendarme cierra la reja a las 17:00 horas.  Desde esa hora hasta las 9:00 de la mañana, los reos están recluidos en sus celdas y es ahí donde comienza a desarrollarse este sub mundo de la vida de la cárcel. 


Enfatizó que uno de los principales problemas que enfrentan es el Modelo Tratamiento Penitenciario, en efecto, informó que junto al Honorable Senador señor Navarro realizaron un trabajo muy completo respecto a la modificación del actual sistema de tratamiento penitenciario. Explicó que el modelo postula que los grandes esfuerzos resocializadores deben focalizarse en poblaciones de condenados a quienes les reste poco tiempo para postular a beneficios de salida al medio libre, o bien, para cumplir su condena, lo cual supone privilegiar a unos pocos y el resto de los internos queda descuidado y sin tratamiento.  En consecuencia, el resultado que genera este modelo de tratamiento es que el 76% de los recluidos reinciden, siendo éste uno de los factores principales del hacinamiento de las cárceles.  Informó que el 80% de los recluidos en nuestro país son reincidentes.


El Honorable Senador señor Kuschel pidió mayor información respecto a la reincidencia.


El señor Benavides explicó que el 75% de los recluidos cometen delitos comunes los que a su vez también representan la mayor reincidencia.  Hizo presente, además, que el 90% de los recluidos provienen de familias de escasos recursos, lo cual refrenda los estudios que señalan que los países que tienen mayores índices de desigualdad económica o distribución de los recursos, también tienen los más altos índices de reos recluidos. Nuestro país, agregó, ocupa el tercer lugar en Latinoamérica, por cada cien mil habitantes, Chile tiene 365 reos, versus Argentina que tiene 125, y Estados Unidos 760, lo cual  nos deja en una situación desmejorada respecto al acercamiento que se espera del sistema penitenciario a los estándares de los derechos humanos, brindando oportunidades de calidad  a quienes se encuentran recluidos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó si los reincidentes lo hacen mayoritariamente en el mismo delito anterior.


El señor Benavides respondió afirmativamente y reiteró que el 75% comete delito común de la misma naturaleza: robo con intimidación, robo con fuerza y robo con violencia, además del tráfico ilícito de droga. Los menores índices de reincidencia corresponden a delitos de carácter pasional, acotó.


Expresó que para ilustrar el nuevo tratamiento penitenciario integral, progresivo y gradual, es preciso mencionar que en Gendarmería de Chile hay 3 grandes subsistemas funcionando: el cerrado, es decir, la cárcel con gendarmes en la muralla; el sistema semi abierto, que son unidades penales a las cuales los internos van a trabajar y a estudiar y, el sistema abierto en el cual los internos cuentan con medidas alternativas del cumplimiento de la condena. 
El sistema cerrado y el semi abierto, en la actualidad, cuenta con 54.000 personas recluidas. 


Subrayó que uno de los grandes problemas es que de cada 10 reos que egresan del sistema cerrado, 8 vuelven por reincidencia porque no han sido sometidos a tratamiento.  En cambio, destacó, en el sistema semi abierto, los índices de reincidencia se revierten, sólo el 16% que egresa reincide, es decir, de cada 10 que egresa de un centro de educación y trabajo con oportunidades, sólo  2 reinciden, lo cual, enfatizó, es muy decidor y una estadística que se debe potenciar.


Lo anterior, expresó, revela la necesidad de modificar el sistema de tratamiento penitenciario respecto de generar oportunidades de calidad para los recluidos.  Sobre el particular, mencionó el trabajo que hicieron junto al Honorable Senador señor Navarro en Concepción en que trasladaron la Universidad Católica la Santísima Concepción a la cárcel de Concepción, los reos postularon a la beca Millenium y, finalmente, hoy tienen 40 reos que, si bien están cumpliendo condena, se titularon y tienen acceso a una oportunidad de calidad. Hoy muchos de ellos se encuentran en libertad y trabajando.  


Por otra parte, destacó la necesidad de crear la figura legal del juez de ejecución de penas. Explicó que hoy la concesión de beneficios intrapenitenciarios como la salida de fin de semana, salidas esporádicas, libertades condicionales y otros, quedan al arbitrio de Gendarmería o de  la Corte de Apelaciones, lo cual  ha demostrado que no funciona, pues no ha sido potente para provocar cambios reales en el sistema. Instó por la figura del juez de ejecución de penas, que no sea político sino que administre la reclusión o el sistema de cumplimiento de condena de los reos sobre la base de criterios  técnicos.


Del mismo modo, hizo presente la reformulación del sistema de libertad condicional.  Ésta, expresó, se sustenta en un reglamento del año 1925 y que hasta hace unos años atrás contemplaba, entre sus sanciones el azote para aquellos recluidos que no asistían al colegio.  Observó que se trata de una norma anacrónica y que se encuentra desfasada de la realidad que hoy como sistema están enfrentando.


Destacó que uno de los grandes problemas que ha generado el actual proceso de libertad condicional, es el criterio político que interviene en la concesión de este beneficio. Más del 50% de los recluidos a nivel nacional  ha postulado más de una vez a la libertad condicional  y pese a  que la mayoría ha obtenido beneficios como salida de fin de semana, estudiar o trabajar y, por tanto, han quedado demostrado reunir las condiciones para que se les otorgue, no se les ha concedido.  Lo anterior, se debe a que el proceso de libertad condicional requiere de varias instancias: Gendarmería genera los informes que se mandan a la Corte de Apelaciones correspondiente, la cual revisa los antecedentes y aprueba un número determinado de casos. Esta nómina aprobada se envía al Seremi de Justicia, quien revisa y sobre la base de la normativa actual puede disminuirla. Por tanto, de la cifra inicial que calificaba para beneficiarse con la libertad condicional, sólo un número reducido lo obtiene. Este punto, dijo, es una de las respuestas del por qué ha aumentado el hacinamiento en las cárceles. Es la misma autoridad política la que impide brindar esta oportunidad a los recluidos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide  solicitó precisar las razones políticas que se hizo referencia.


El señor Benavides refirió que el año 2002 obtenían libertad condicional 2000 reos por año; en cambio, en el 2010 disminuyó considerablemente esa cifra a menos de 500 reos, pese a que la población penal ha crecido, acotó.  En ese año, explicó, hubo un hecho puntual que provocó la restricción total de todos los beneficios intrapenitenciarios, que fue el caso de un reo que se fugó y violó a un menor de edad. 


Previno que las  medidas que está adoptando el Gobierno que dicen relación con permutar ciertas condenas y conceder beneficios alternativos, no van a tener el impacto real que se busca, cual es, bajar los índices de hacinamiento, más aun con las actuales tasas de crecimiento, 3,5% por año.  Por tanto, su propuesta va en esa dirección, en potenciar a la libertad condicional que es una extraordinaria salida, que brinda oportunidades de calidad a los recluidos, y que suman más del 50%, es decir, 26.000 reos que se encuentran en condiciones de postular a este beneficio.


A continuación se refirió a la desmilitarización de Gendarmería de Chile y señaló que es necesario un nuevo concepto de “Gendarme”, pues ya no puede ser el mero custodio o vigilante concentrado sólo en las labores de seguridad, sino que se requiere que el Gendarme sea un agente de cambio y un promotor social, para ello, es necesario que la Escuela de  Gendarmería de Chile se incluya en la Ley de Educación, de modo que pueda ser considerada al igual que las demás escuelas matrices, como técnica o profesional, dependiendo de la cantidad de horas de los programas. Precisó que según la Ley Orgánica de Gendarmería, el Gendarme es un profesional  penitenciario; sin embargo, previno, eso no existe, la Escuela de Gendarmería no forma profesionales. 


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó en qué consiste la formación de un gendarme y si los programas de aumento del personal de gendarmería han significado que éstos egresen con mayor rapidez y con menos formación.


El señor Benavides indicó que hay dos plantas, la de Oficiales que cuenta con una malla curricular de dos años, termina con una tesis  y se egresa como Oficial de Gendarmería. Precisó que se ingresa con cuarto medio, y a contar de este año, se exige haber rendido la PSU.  La segunda planta, es la de Suboficiales, la cual él representa y tiene una duración en la Escuela de Gendarmería de nueve meses, de los cuales, dos  están orientados a la práctica profesional y, una vez terminada, se titula como Suboficial.  Hizo presente que a través de una adecuada orientación de la malla curricular, se podría cumplir con los requisitos establecidos en la ley N°19.699, sobre títulos profesionales o técnicos, de manera de permitir que los funcionarios obtengan su título profesional con la formación de la Escuela de Gendarmería de Chile, para lo cual, reiteró, es necesario que ésta sea considerada en la LOCE al igual que las demás escuelas matrices.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó por el número de oficiales y de suboficiales que egresan por promoción.


El señor Benavides señaló que depende de la cantidad de cupos disponibles.  Al respecto, hizo presente que con el proyecto de ampliación de plantas ingresaron 1.100 a la Escuela de Gendarmería de Chile, 200 mujeres y 900 hombres. No obstante lo anterior, recordó que al iniciar el proyecto de ampliación de plantas se dijo que iban a ingresar 6.100 funcionarios a Gendarmería y que con ello se iba a solucionar la problemática existente; sin embargo, previno, a la fecha de ejecución del proyecto ya habían 1.500 a contrata, por tanto, quedaban sólo 4.500 por ingresar, y si a ello se le descuenta los 1.100 que ya ingresaron, sólo restan 3.500 por formar.  Lamentó, también, que se perdiera la oportunidad de descentralizar y formar gendarmes en regiones.  Precisó  que el 66% de los alumnos de la Escuela de Gendarmería provienen de la Octava y  Novena regiones.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó cuál es la razón por la que se concentra un alto porcentaje en determinadas regiones, a lo que el señor Benavides respondió que se debe a los altos índices de cesantía y de pobreza.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Navarro agregó que  también existe una alta concentración urbana, pues en Temuco hay casi dos millones de habitantes, por lo tanto, la posibilidad que ofrece Gendarmería con una profesión de carrera y un acceso a un trabajo seguro  es muy positivo.


Continuó el señor Benavides y precisó que el proyecto de ampliación se desarrolla en 6 años,  1.000 funcionarios por año; sin embargo, enfatizó, Gendarmería ya tiene un déficit histórico y se va a multiplicar, por lo que plantearon que la Escuela de Gendarmería se instalara en la Octava región, en el Centro de Educación de Punta de Parra o en la ciudad de Traiguén en Victoria, pero, lamentablemente ninguna de estas propuestas fue acogida y solicitó a la Comisión su ayuda para estos efectos.


Finalmente, recordó que en el 2010 murieron 45 reos en nuestro país por riña y porte y tenencia de armas blancas en las cárceles,  además de los otros 81 y de los que han muerto por enfermedades. Recordó que el Honorable Senador señor Navarro en el 2008 ingresó un proyecto que penalizaba el porte, tenencia y fabricación de armas en las cárceles, iniciativa que a la fecha no ha prosperado e instó a los Senadores a reactivar el estudio de este proyecto y propiciar su aprobación.


Del mismo modo, indicó que los gendarmes también están expuestos a agresiones con este tipo de armas y mencionó que el Presidente de la República en su campaña presidencial, se comprometió a la reposición de la asignación de riesgo de los Gendarmes que se perdió en el año 1974, y que a la fecha no se ha concretado.  Solicitan a la Comisión que realice gestiones tendientes a lograr este beneficio y recordó que existe un proyecto de acuerdo presentado por distintos Senadores al Ejecutivo el cual solicita concretar esta iniciativa en un proyecto de ley; pero no se ha tenido una respuesta concreta a esta reivindicación que mejora las condiciones económicas de los funcionarios de Gendarmería de Chile.


Finalmente, agradeció la invitación efectuada por la Comisión para presentar sus propuestas pues, dijo, es la primera oportunidad que tienen de opinar en estos temas que afectan a los trabajadores y solicitó se les considere en la participación de las políticas que está implementando el Gobierno en el nuevo sistema carcelario.


El Honorable Senador señor Quintana sugirió hacer una petición formal al Ministerio de Justicia para que estudie el tema de la formación de funcionarios de Gendarmería en Punta de Parra y Traiguén, además, por cierto, de la asignación de riesgo.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que la Asociación de Gendarmería ha trabajado estos temas y tiene propuestas concretas en todos los ámbitos, particularmente, en la reinserción y rehabilitación,  tema que  también el Gobierno quiere abordar en el Ministerio de Seguridad que está en estudio, por lo que considera que se debe analizar tempranamente pues no queda claro dónde va a quedar radicada esa responsabilidad.  Solicitó oficiar al Ministerio de Justicia sobre los programas de reinserción y rehabilitación, recursos e incidencias, pues el 3% que destina Gendarmería no tiene los resultados esperados y se requiere de más recursos.



El Honorable Senador señor Kuschel hizo presente que la Comisión ha sesionado en tres oportunidades analizando estas materias y, en particular, el tema de la prevención, reincidencia y capacitación se ha tratado en detalle, por lo que sugirió avanzar en el informe.  


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide explicó que el informe recogerá las observaciones planteadas y las propuestas de los Honorables señores Senadores, el cual se hará llegar a la Sala de la Corporación.   A su vez, solicitó al señor Benavides un documento que contenga el perfil epidemiológico de los Gendarmes, en particular, le interesa conocer de qué se enferman y las cifras.


El señor Benavides informó que Gendarmería tiene el índice de suicidio más alto del país. Desde el 2009 a la fecha, se han suicidado 10 gendarmes y más de 40 intentos.  Precisó que sufren el síndrome de Bernau que ha sido registrado en hospitales y colegios y que sólo cuentan con dos sicólogos para 14.000 funcionarios de manera que es imposible instalar una política de salud mental para los gendarmes.

I.6.-  La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño (CODENI), señora María Teresa Sepúlveda.

En sesión de 14 de diciembre la Comisión invitó al Consejo de Defensa del Niño (CODENI) con el objetivo de interiorizarse de los programas de reinserción social que dirige dicha entidad.  En esa oportunidad concurrió la Jefa Técnica, señora María Teresa Sepúlveda y el Técnico, señor Emiliano Cerda, además del asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el señor Rodrigo Sobarzo.

La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño (CODENI), señora María Teresa Sepúlveda, que acompañó su presentación por escrito, informó que CODENI es una institución que trabaja directamente con SENAME, bajo su orientación técnica. En seguida, hizo presente que se referirá a los programas ambulatorios para los menores que han cometido alguna infracción a la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.

Explicó que dentro de los programas de SENAME de medio libre destinados a atender a los jóvenes infractores de ley se pueden distinguir dos líneas de acción: una, que se refiere a las medidas que se vinculan a las suspensiones condicionales de procedimiento y, otra, que tiene directa relación con las sanciones que se aplican a los menores que han sido condenados. Dentro de las primeras, mencionó a las medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento en que el tribunal solicita una acción de vigilancia para ciertos jóvenes, que involucra también el control de asistencia al juicio, en que se realiza una asesoría a los menores sobre su proceso judicial, a fin de asegurar su participación directa en el juicio y en las acciones de investigación que el juez decrete.

En el caso de las salidas alternativas y de los acuerdos reparatorios, indicó que también se produce una suerte de suspensión condicional del procedimiento que normalmente se aplica a los jóvenes primerizos, que tienen un bajo compromiso delictual y una alta motivación de no volver a reincidir. Acotó que si el menor asiste al programa que ellos imparten y mantiene una buena conducta se le podrá suspender definitivamente su procedimiento, sin un juicio posterior. En este caso, resaltó que se trabaja en un proceso socio educativo, que busca que el menor reconozca la falta cometida y que no vuelva a delinquir.

En cuanto a las sanciones, comentó que CODENI trabaja con los menores que deben prestar un servicio en beneficio de la comunidad y con los que están bajo libertad asistida simple y libertad asistida especial. Explicó que la sanción que obliga a los jóvenes a prestar un servicio en beneficio de la comunidad se aplica a aquellos que han cometido un delito de menor gravedad, que no son reincidentes y que tienen la intención de reparar el daño cometido a la víctima o a la comunidad. Acotó que para ello deben realizar previamente un trabajo de habilitación y de desarrollo de ciertas competencias, pero lamentó que no siempre se cumple con este trabajo, por el escaso número de horas de que se disponen para el que menor cumpla con esta sanción. En efecto, precisó que la norma determina que los menores no pueden destinar más de cuatro horas semanales para trabajos en beneficio de la comunidad para que así puedan estudiar y trabajar. Enseguida, consideró que el proceso previo de rehabilitación es fundamental, porque le entrega a estos jóvenes las competencias sociales mínimas para enfrentar el mundo laboral.

Con respecto a la libertad asistida, indicó que la ley distingue entre la simple y la especial, dependiendo de la gravedad del delito cometido y del nivel de compromiso delictivo del menor. En el caso de los menores que están bajo libertad asistida especial, señaló que SENAME exige a CODENI como mínimo seis sesiones mensuales, lo que permite un contacto más permanente con el menor. 

Luego, informó que durante el año 2011 han atendido alrededor de 2.343 jóvenes, en programas cuya duración puede variar desde un mes hasta tres años. Posteriormente, enunció los delitos más recurrentes de ingreso a estos programas, a saber: receptación, robo con violencia, robo en bienes nacionales de uso público, robo en lugar habitado o destinado a la habitación, robo en lugar no habitado y hurto simple. Recalcó que estos delitos representan el 50% de los delitos cometidos por los jóvenes y, además, señaló que alrededor de un 50% de estos jóvenes sólo delinquen una sola vez o máximo dos veces.

Destacó que CODENI está poniendo énfasis en la intervención, es decir, en la personalización del programa de trabajo que se desarrollará con el joven, el cual debe ser ejecutado con él, teniendo presente sus necesidades, el delito cometido y sus características personales. Además, señaló que se trabaja la responsabilización de la conducta desarrollada, con la finalidad de que el joven tome conciencia del hecho cometido y de las consecuencias que se generarían si continuara delinquiendo. Asimismo, indicó que busca potenciar la integración social del menor detectando sus principales competencias y cuáles son las que se debe fortalecer, a fin de permitirle una mejor integración en lo que se refiere a la educación, a la capacitación y a su ingreso al mundo laboral. En base a estos criterios, acotó que se diseña una forma de trabajo para cada uno de los menores. En esta misma línea, resaltó la importancia de la función del acompañamiento del menor, tarea ejercida por un delegado, la que consideró primordial dentro de esta estrategia. 

Adicionalmente, informó que trabajan con varias pruebas canadienses fundadas en una evaluación diferencial que les permite conocer el desarrollo y el estado de salud del joven, los niveles de riesgo que presenta para cometer nuevos delitos y su situación familiar, lo que les permite diseñar un plan de trabajo con el menor individual y personalizado, independientemente de los objetivos generales que fija SENAME en sus orientaciones técnicas. Posteriormente, mencionó algunas de las variables que considera esta medición: 

a) En relación a la infracción: el tipo de delito y la gravedad.

b) Con respecto de la persona: la trayectoria de su vida y su situación de vulnerabilidad. 

c) Otros factores: factores dinámicos, esencialmente modificables y factores estáticos, como pobreza dura y el no acceso a ciertos servicios básicos de educación y de salud.

Enseguida, el Honorable Senador señor Kuschel comentó que en la actualidad existe en el FOSIS y en el SENCE programas de capacitación para personas analfabetas, para especializarse en la ganadería o en la construcción. En especial, mencionó el curso de hormigón en obra gruesa. Además, comentó que estos programas no sólo capacitan, sino que también entregan herramientas para el trabajo y lamentó la falta de coordinación que existe entre las instituciones relacionadas al proceso de reinserción.

El Técnico del Consejo de Defensa del Niño sostuvo que ellos actúan como coordinadores entre el SENCE, FOSIS y SENAME, y mencionó que existen algunos acuerdos marco entre estas entidades que funcionan en todo el país. Resaltó que ellos participan en la ejecución de los programas que se desarrollan en las XIV, X y en la IX Regiones. Pero acotó que no siempre los jóvenes infractores de ley cumplen con los requisitos exigidos por dichos programas o que cumpliéndolos por su conducta más inquieta terminan siendo expulsados de los mismos, lo que les genera una nueva frustración. Indicó que por lo anterior CODENI ha creado pequeños programas, que buscan fortalecer su cobertura en regiones. Luego, reparó que las políticas públicas se diseñan en forma centralizada y que en varias ocasiones se dictan cursos que no guardan relación con las características del sector en que se imparten los programas.

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que existe una suerte de flexibilidad de los programas que se imparten, lo que en su opinión permitiría coordinar en forma más eficiente la oferta de los cursos.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez consultó por la efectividad de las evaluaciones que miden el éxito o el fracaso de las políticas públicas que se están aplicando en materia de reinserción, dado la falta de coordinación que existe entre los tres organismos públicos que se están haciendo cargo de la reinserción.

La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño hizo presente la necesidad de contar con una ley de protección integral de los menores y con un sistema especial de justicia juvenil. Acotó que un menor que ha realizado un proceso psicosocial, que puede durar entre cuatro meses a un año, requiere de un apoyo distinto para su proceso de desarrollo y de reinserción social, el que no siempre se da y esto es una de las grandes falencias del sistema de reinserción. En efecto, precisó que la mayoría de los menores después de cumplir su condena requieren de un acompañamiento, por lo cual más que un problema de falta de coordinación entre las entidades encargadas de la reinserción prevé una falta de apoyo efectivo al joven, una vez que ha cumplido su condena.

En esta misma línea, sostuvo que debe existir un sistema que integre todas las áreas involucradas, lo que se da en otros países, pero advirtió que se requiere de una política pública distinta que no se restrinja a los niños que presentan alguna dificultad, sino que se aplique a todos los niños y jóvenes del país, que abarque las distintas situaciones y que cubra todas las necesidades de los menores en las áreas de salud y de educación. Además, refirió que se debe establecer un sistema tutorial, que integre al menor al sistema educacional en forma paulatina, a fin de evitar que los otros niños lo tilden de delincuente.

El Honorable Senador señor Kuschel, a propósito de las adopciones de menores, comentó que los jueces ordenan ser informados regularmente de la situación del menor cada cierto tiempo. En este caso en particular, planteó que se podría designar a un asistente social de la municipalidad más cercana o del servicio de salud para que realice un seguimiento a estos menores. Además, sugirió encomendar a las oficinas de empleo de las municipalidades la determinación de las áreas en que se pueden capacitar a los menores sujetos a los programas de reinserción. En seguida, señaló que ha percibido una mayor flexibilidad de los servicios públicos en encargados de la reinserción, ya que ha visualizado que las instituciones se están acomodando a las necesidades personales de los demandantes, lo que se ha reflejado en que se acepte en los programas de capacitación a personas analfabetas y de edad avanzada.

El Honorable Senador señor Letelier destacó la labor de la red de instituciones que trabajan con niños y adolescentes, porque en su opinión desempeñan una gran función con escasos recursos. Asimismo, comentó que el Ejecutivo presentó un proyecto de ley sobre protección integral de la infancia, no obstante, hizo presente su interés de avanzar en la creación de un Defensor de la Infancia.

Por otra parte, resaltó la necesidad de definir la situación de SENAME en este nuevo contexto, ya que con la nueva Ley de Protección de la Infancia el Estado adquirirá la obligación de asumir el bienestar de los niños, lo que también debe entenderse como una obligación de toda la sociedad. Precisó que se requiere una visión más amplia de esta institucionalidad y que por desgracia probablemente primero se discutirá la ley sobre SENAME y luego se abordará la ley de protección integral de la infancia, lo que no consideró adecuado para realizar una verdadera reforma. Luego, informó que con el señor Ministro de Desarrollo Social han estado trabajando en una propuesta de política de protección a la infancia que en principio sería presentada en el mes de marzo del próximo año. Además, manifestó su preocupación por los jóvenes mayores de edad que tienen alguna enfermedad mental y que necesitan instancias de apoyo en forma permanente.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se enfocó en el tema de la responsabilidad penal adolescente. Al respecto, consultó qué porcentaje del total de los menores infractores de ley son atendidos por el Consejo de Defensa del Niño y cómo se está trabajando con los menores que están siendo considerados en sus programas de reinserción. Luego, preguntó por la incidencia de las drogas como causal de ingreso en el sistema carcelario en los menores y qué tipo de delitos suelen cometer los niños que tienen alguna dependencia con el alcohol o las drogas. Asimismo, pidió antecedentes sobre los resultados de éxito o de logro de estos programas en el sentido de que si efectivamente se está recuperando a estos jóvenes. En efecto, refirió que el esfuerzo debe estar centrado en la recuperación de estos niños y en su reinserción. En su opinión la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil no ha funcionado de acuerdo a las expectativas esperadas, porque no ha sido capaz de diseñar un sistema de reinserción y de acompañamiento que impida que los menores reincidan.

La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño comentó que los porcentajes de logro que ellos manejan miden que al menos se cumpla el 50% de los objetivos de trabajo pactados con el joven infractor. Informó que los menores sujetos al régimen de libertad asistida especial tienen el porcentaje más bajo de logro de resultados y advirtió que en estas cifras no está representado si estos jóvenes volvieron a delinquir, ya que este tema no lo maneja el Consejo de Defensa del Niño. Además, hizo presente que  el SENAME es la entidad encargada de realizar el seguimiento a los menores.

El Técnico del Consejo de Defensa del Niño señaló que uno de sus mayores nudos críticos es la imposibilidad que tienen para cruzar la información que entrega SENAME y Gendarmería de Chile. En efecto, lamentó que el actual sistema de justicia juvenil no cuenta con datos duros para poder determinar si se están cumpliendo los objetivos esperados y que en el caso particular de ellos sólo pueden constatar el logro de los objetivos propuestos.

En cuanto a las drogas, indicó que existen un alto porcentaje de jóvenes que cometen delitos bajo la influencia de las drogas, pero advirtió que estas cifras no son más altas que el consumo general de estas sustancias en los menores de edad. Precisó que hoy existe un dispositivo de droga vinculada a la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil que se relaciona a las sanciones accesorias que se aplican a los niños que están bajo el régimen de libertad asistida simple o de alguna medida cautelar en el medio libre. Hizo notar que en varios casos la comisión de estos delitos está asociada al consumo de drogas, porque por esta vía obtienen dinero en forma rápida para adquirirla.

Luego, trajo a colación el caso de los jóvenes que no están cubiertos por el dispositivo antidrogas que dirige SENDA, por haber cometidos delitos menores. Al respecto, lamentó que no les queda otra salida que ser incorporados a la red pública de salud, pero para ello se requiere de una voluntad acérrima para seguir el tratamiento lo que no es propio en los adolescentes. De este modo, refirió que no están generando una respuesta pública integral para la atención de los todos los menores infractores de ley, en que todas las instancias públicas se puedan hacer cargo de estos jóvenes.

Con respecto a los niños con alguna discapacidad física y mental, señaló que ellos cuentan con una residencia en Cauquenes con óptimos resultados, pero que deben egresar una vez que cumplen la mayoría de edad.

El Honorable Senador señor Kuschel señaló que las medidas se deben centrar en la prevención del delito y lamentó que los profesores no denuncien los casos de los menores que detectan en situación de vulnerabilidad y que podrían caer en la delincuencia. Por otra parte, enfatizó la necesidad de que el próximo CENSO también mida los casos de los niños huérfanos, abandonados y discapacitados.

La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño indicó que frente a esta pasividad debe implementarse un dispositivo de toda la sociedad, en que todos nos hagamos cargo de la situación de estos menores, incentivando a que en el sistema escolar se denuncie los casos de los niños vulnerados o abusados. Reiteró la necesidad de aprobar un sistema de protección integral de la infancia, aunque tenga un alto costo para el país.

La Honorable Senadora señora Pérez lamentó que todos los gobiernos han asumido como gasto dar protección integral a los menores y no como inversión social, lo que ha impedido que se reaccione frente a la importancia de este tema. Además, manifestó que el punto está en no continuar elevando los índices de encierro de los menores que delinquen, aislándolos del resto de la sociedad sino en otorgarles una atención integral. Indicó que la agenda actual de derechos humanos se vincula a este tipo de derechos, ya que no puede restringirse a la vulneración de los derechos políticos, por eso la preocupación de esta Comisión de conocer la situación de los jóvenes abandonados, o que tienen alguna enfermedad psiquiátrica o que han infringido la ley. Además, reparó que no existe una adecuada difusión de la importancia de esta materia y que no se crea conciencia.

La Jefa del Área Técnica del Consejo de Defensa del Niño, en relación al tema de los niños con problemas mentales, trajo a colación la experiencia italiana en donde se asume que el problema de la infancia es de toda la comunidad local. En particular mencionó el caso de un hogar para niños con deficiencia mental severa, en que se albergaba a unos quince jóvenes, porque se asumió que las familias no podían hacerse cargo de estos niños y como tal la sociedad tenía que hacerlo con el apoyo del Estado. 

En Chile, reparó que los niños con trastornos mentales no tienen derecho a cama en los hospitales, porque las camas psiquiátricas son sólo para los adultos. En este contexto, aclaró que en nuestro país el problema no es de SENAME, sino de todo el aparato estatal. En cuanto a SENAME, opinó que éste debe continuar existiendo, pero como un servicio especializado, que asuma en forma diferenciada las situaciones de abandono y la de los jóvenes infractores de la ley penal.

El Honorable Senador señor Letelier enfatizó en la necesidad de contar con dos servicios independientes en que se asuma en forma diferenciada los casos de los niños en situación de vulnerabilidad de la de los menores que han infringido la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.





I. 7.- El Director Ejecutivo del Proyecto B, señor Rafael Rodríguez.

En la sesión siguiente, la Comisión escuchó al señor Rafael Rodríguez, Director Ejecutivo del Proyecto B, Fundación que tiene por objeto ser una alternativa para reinsertar socialmente a jóvenes infractores de ley a través del emprendimiento  y la inserción laboral.


Al iniciar su presentación el Director Ejecutivo del Proyecto B, señor Rodríguez, informó que este proyecto radica en una fundación que se inició hace dos años y  resaltó que hay cuatro puntos claves en  la reinserción social  de jóvenes infractores de ley: uno) escaso acceso a servicios básicos; dos) el sistema educacional no está adecuado al perfil en particular; tres) el sistema de tratamiento de drogas tampoco es adecuado, y cuatro) no existen servicios de intermediación laboral para este grupo en particular de jóvenes.


En seguida, enfocó su exposición en el trabajo. Sobre el particular explicó que parte importante de los jóvenes que hoy cumplen alguna sanción (un  60%), tienen más de 18 años, lo que significa que el perfil que está acostumbrado a trabajar el Sename hoy ya no es así, más de la mitad de ellos son mayores de edad, con las diferentes necesidades que este grupo ha significado.  Indicó que estos jóvenes en general viven en ambientes de riesgo, de grupos vulnerables y nombró el fenómeno de la cultura social que representan las pandillas que está tomando fuerza y respecto del cual se está comenzando a investigar acerca de su comportamiento y que  a veces tiene factores de riegos social, consumo de drogas y la comisión de delitos, insistió en que no todo el grupo vulnerable incurre en estas conductas sino que es reducido y  es el cual se relaciona  con la Fundación que dirige.


Indicó que comienzan a cometer delitos en parte por imitación de la conducta negativa del grupo cercano y también porque la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil está orientada a la reinserción pero, al mismo tiempo, comete el error de ser muy garantista y los jóvenes están conscientes que tienen muy bajo riesgo, es decir, poco costo por cometer delito.  Lo anterior se refleja en que de los 14.000 jóvenes que hoy cumplen alguna condena, sólo 1.500 son los que están privados de libertad y 1.500 los que están en centros semi cerrados.  Los otros 11.000, es decir, la gran mayoría, está cumplimiendo condena en libertad, lo que significa un bajo costo para los jóvenes. Adicionalmente, expresó, de estos 14.000 condenados, hay un número de 50.000 jóvenes detenidos al año, por tanto, la probabilidad de recibir una condena, aunque sea en libertad, es muy baja.  Lo anterior, reflexionó, es uno de los problemas de esta ley penal juvenil.


Una vez que estos jóvenes son sancionados, se marca un evento fundamental, son ubicados dentro de una parte de la sociedad asociada a la comisión de delito con los consecuentes problemas del contagio criminológico al juntarse con otros pares. Además que comienzan a hacer su identidad asociada a valores que son antisistemas, de esta manera, el que comete más delito es el más valorado en el grupo, por tanto, hay una distorsión de la realidad en el sentido de que es bueno, para este grupo infractor de ley, cometer delito. La Fundación les ofrece que vuelvan a estudiar en un sistema educacional que no es acorde a este perfil porque la gran mayoría tiene algún tipo de trastorno del aprendizaje o bien no valoran la educación como medio para desenvolverse mejor.  También ofrecen capacitación gratuita para estos grupos vulnerables; sin embargo, no les interesa pues no logran obtener recursos en un corto tiempo.


Indicó que otra manera que tienen de trabajar con estos jóvenes es que se hagan responsables del delito, proceso que es muy difícil de lograr.


Informó que existen tres tipos de sanciones: régimen cerrado:  1.500 jóvenes, como es el caso de San Bernardo; centros semicerrados: 1.500 jóvenes distribuidos en la Región Metropolitana y  en la Quinta Región, y 11.000 que cumplen la condena libertad con distintos tipos de sanciones: servicio beneficio comunitario, libertad asistida simple y especial que es un modo de libertad vigilada con el objetivo de lograr la reinserción social de estos jóvenes y, apuntó, que el foco del Sename es  en lo socio educativo, se entiende que hay que lograrlo a través de capacitaciones, educación o ingreso de programas de tratamiento de drogas o de salud mental.  El resultado de ello es que, según estudios de la Fundación Paz Ciudadana, hay un 50% del total de jóvenes que vuelve a cometer un delito y un 70% vuelve a ser detenido, de este último porcentaje un 50% vuelve a cumplir una nueva condena. En general explicó, son condenas que cumplen como mayores de edad y de esa perspectiva ya no se les aplica la ley juvenil sino que la ley de adulto en que las condenas pasan a ser de 3 y 4 años con un costo promedio de $400.000. Lo cual es una cuantiosa suma que se destina a un tipo de condena que no está demostrando ser efectiva.  Hizo presente que no son una Fundación garantista sino que se demuestra que hay ciertos jóvenes que están mostrando un proceso de cambio y que necesitan una alternativa y como sociedad no se les brinda.  Además, señaló que la experiencia internacional y nacional  da cuenta que aumentar los castigos o las sanciones muy rígidas no tienen directa relación con la reincidencia.  Por el contrario, afirmó, si a los castigos se  suma una posibilidad reinserción adecuada al perfil está demostrado que disminuye la tasa de reincidencia y eso es lo que quieren lograr, enfatizó.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán preguntó si el  50% de  los egresados del sistema corresponde a los 11.000 que están en el medio libre o a los 3.000 del sistema cerrado y semi cerrado. 


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez precisó que el porcentaje  se refiere al total, es decir, a los 15.000 jóvenes. 


Ante esta afirmación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán manifestó que el resultado de la ley penal adolescente no es optimista pues una vez que son condenados la mitad vuelve a tener una condena dentro de los tres años, lo cual, expresó, es bastante deplorable.


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez explicó según los estudios de Paz Ciudadana ello es así. Agregó que está pronto a salir un estudio del Centro de Estudios de Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile CES, cuyo resultado es muy similar.  Agregó que lo anterior se debe asociar al presupuesto que hoy está destinado a la reinserción que  es sólo el 7% del presupuesto de Gendarmería. Informó que 

la capacitación en adultos son 500 casos de los 100.000 que hoy cumplen sanción: 60.000 en centros privados y 40.000 en centros de libertad o reclusión nocturna.


Por su parte, en Sename, sólo se destinan $160 millones para los 1.500 jóvenes que están privados de libertad, lo cual es muy escaso para una capacitación eficaz.


Insistió en que el foco de Sename es la reinserción socio educativa y que debe ser cambiado a la reinserción socio laboral, de lo contrario, dijo, se continuará con estos índices altos.  Informó que la Fundación trabaja directamente y en conjunto con Sename para crear un programa de reinserción  socio laboral,  así como también cuentan con el apoyo de la Intendencia de Santiago y participan con los Ministerios de Justicia, Interior, Educación, Trabajo, Desarrollo Social y con otras reparticiones públicas. Enfatizó que existe coincidencia, tanto en el área pública y como en la privada, en la necesidad de adecuar y crear políticas de reinserción existentes al perfil específico. A modo de ejemplo, refirió que en Sence existe el programa denominado en formación para aprendiz  en puestos de trabajo, destinado a personas sin cuarto medio, mediante el cual se les introduce en una empresa para que aprendan con un maestro  y de esta forma quedan con un oficio y pueden ser contratado.  Sin embargo, continuó, este beneficio está destinado a empresas que contraten por seis meses, lo cual es un alto costo por el riesgo que tiene asociado y  las empresas no lo toman.  Precisó que de las  460 personas que representan el total que están en este formato de puesto de aprendiz, sólo 5 empresas han optado por tomar el beneficio tributario que ofrece el Sence, que es medio sueldo mínimo por seis meses. Por tanto, reiteró que es necesario adecuar al perfil y que ya están en conversaciones con el Sence para que en el corto plazo se traduzca en una política específica.


Continuó señalando las soluciones para abordar esta problemática y que dicen relación con los siguientes temas:


-Ampliar el foco de reinserción en Sename incluyendo al trabajo como medio para lograrla;


-Limpiar los antecedentes una vez que se cumplan las condenas; 


-Modificar el estatuto administrativo que impide al Estado contratar personas con antecedentes penales;


-Subsidios o beneficios tributarios  para las empresas que contraten personas con antecedentes;


-Capacitación certificada en oficios demandados por el mercado laboral, y


Finalmente, señaló hacer un seguimiento post carcelario.


A continuación hizo una breve reseña de la Fundación Proyecto B, que él dirige. En efecto, se trata de un emprendimiento social que busca la reinserción social de jóvenes infractores de ley a través de programas de empleabilidad y de emprendimiento. Se enfocan en un grupo con altas tasas de desocupación actuando un momento decisivo en la continuidad de sus vidas. Cuentan con muchos interesados tanto del área pública como privada en lograr que este programa se traduzca en una política pública y cuya misión consiste en desarrollar metodologías efectivas y replicables que permitan ser el mejor programa de reinserción para jóvenes infractores en Chile para terminar con la reincidencia en el delito.


Explicó que el cambio se logra mediante trabajos dignos y estables como incentivo para dejar de cometer delitos, se deben sentir valorados y que les permita generar un ingreso mínimo para sustentarse él y su familia. También, mencionó el apoyo familiar de manera que sean parte en este cambio, además de generar redes sociales y un cambio de identidad.


Informó que cuentan con dos programas activos: el de empleabilidad y emprendimiento, en el cual se capacita a los jóvenes y se les presta hasta  un millón de pesos para un negocio.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán preguntó cuál es la recuperación de ese crédito, ante lo cual el Director Ejecutivo, señor Rodríguez informó que por tratarse de recursos públicos no pueden solicitar su devolución.


Enfatizó que el programa de empleabilidad es el más potente y  puntualizó que trabajan con doce empresas las cuales reciben a estos jóvenes que no tienen ningún oficio y que son desescolarizados y les entregan un tutor que les enseña cómo trabajar y los que logran mantenerse y pasan el período de dos o tres meses, hay un compromiso con la empresa de contratarlo con un sueldo adecuado al cargo que va a tener. Durante ese período la Fundación trabaja con la familia con el objeto de que acompañe e incentive al joven en este proceso de cambio de vida. Al mismo tiempo están en coordinación con las demás instituciones y centros donde cumplen las condenas, es decir, son un centro articulador de esta red. Finalmente, refirió que hacen un seguimiento para constatar la efectividad del programa, pues la única condición es que no haya una nueva sanción, es decir, el que vuelve a cometer un delito queda fuera del programa y de todos los beneficios, pues no son una Fundación garantista sino que se quiere lograr resultados y terminar la reincidencia con el delito.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán consultó por el número de jóvenes que trabaja la Fundación.


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez respondió que hoy trabajan con 45 casos y, a marzo, esperan tener 70 activos con un óptimo de 50.


Finalmente, dio a conocer los nombres de los miembros del Directorio de la Fundación, así como de su Consejo  Asesor.


El Honorable Senador señor Kuschel hizo presente que en la ciudad de Puerto Montt ha habido experiencias exitosas de capacitación y perfeccionamiento de jóvenes. Del mismo modo, destacó las capacitaciones que imparte el Fosis para personas analfabetas, particularmente los cursos de hormigonado en obra gruesa, que en su región tienen muy buen resultado y las personas son contratadas de inmediato por las empresas. 


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez manifestó estar al tanto de las capacitaciones que imparte el Fosis y el Sence; sin embargo hizo presente que, junto a la capacitación, se requiere acompañar a la persona en el proceso y para ampliar la oferta se debe adecuar al perfil en particular y hacer ajustes.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán preguntó por el presupuesto de la Fundación, ante lo cual el Director Ejecutivo informó que es de 8 millones de pesos al mes, con lo cual pueden funcionar con áreas de estudios y visitas a terreno.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó por el tiempo que lleva desarrollando la Fundación este Proyecto B, y cuáles han sido los principales éxitos y fracasos.


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez respondió que comenzaron  hace dos años y que trabajan con empresas asociadas al área de la construcción. Refirió que su mayor éxito ha sido con una empresa que contrató diez jóvenes al final del año pasado y que hoy se mantienen siete, de los tres que cayeron, dos tenían consumo adictivo de pasta base, que es un problema sin solución para la Fundación.  A este respecto, mencionó que hay tres pilares fundamentales: el factor sueldo pues si bien comienzan con el mínimo pueden, a través de su esfuerzo, optar a uno bastante mejor; el proceso de selección tiene que ser enfocado a personas que estén en algún proceso de cambio independiente de la gravedad de la historia de ellas y, el buen trato en la empresa.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó información respecto al  presupuesto de 8 millones de la Fundación.


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez respondió que cuentan con fondos públicos como el Sename y la Intendencia de Santiago, además de donaciones de empresas del ámbito privado.


Informó, a continuación, que están organizando una mesa de diálogo para el mes de abril, en la cual presentarán las iniciativas que las distintas instituciones públicas y privadas estiman necesarias para mejorar el trabajo de la reinserción. Dichas propuestas, agregó, fueron consultadas con las Honorables Senadoras señoras Lily Pérez y Ximena Rincón, a quienes les hizo sentido y esperan contar con el apoyo de todos los parlamentarios.


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó cómo se podría perfeccionar la institucionalidad que derive en una mejora en su trabajo de estas instituciones y si se podría ayudar desde esta Comisión.


El Director Ejecutivo, señor Rodríguez, indicó que los puntos clave son: poder limpiar los antecedentes de los infractores cuando terminan las condenas, beneficio que sólo tienen los jóvenes y podría hacerse extensiva como política para los adultos; que el Estado pueda contratar a personas con antecedentes para ciertos trabajos específicos, y establecer beneficios tributarios o algún subsidio para las empresas que contraten a estas personas. Enfatizó que para articular esta intervención se debe generar un presupuesto para programas de este tipo que hoy no existe.


Finalmente, el Honorable Senador señor Kuschel hizo presente la necesidad de contar con mayores recursos para abordar la prevención y rehabilitación de consumo de drogas y alcohol de los jóvenes privados de libertad y  solicitó oficiar al Ejecutivo en esos términos.



I.8.- La Directora del Área Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana, señora Ana María Morales.


La Directora del Área Justicia y Reinserción de la Fundación Paz Ciudadana,  señora Ana María Morales señaló que para la institución este tema es prioritario y que continuamente hacen propuesta de política pública de mejora en materia penitenciaria y colaboran con el Gobierno, cualquiera sea, en términos de evaluación de los programas. Informó que actualmente están ejecutando una serie de estudios en relación al sistema penitenciario con fondos del Gobierno y también con recursos externos, con el objeto de evaluar su funcionamiento y conocer las propuestas de mejoras.


Destacó que un estudio fundamental al momento del diseño de las políticas públicas en materia penitenciaria es aquel que dice relación con la reincidencia  porque permite medir cuál es el impacto de los programas en la medida que se van implementando.  Es decir, si tiene algún efecto en términos de la reinserción social.  


En ese sentido, continuó, este año desarrollaron un estudio de reincidencia destinado a determinar las fases y el comportamiento en relación a la evidencia internacional sobre la materia.  Dicho estudio consideró a los egresados de los recintos penitenciarios del  año 2007 durante tres años y, además, a los que ingresaron a cumplir una medida alternativa durante ese período.  Se observó que en el sistema carcelario cerrado uno de cada dos  personas que ingresa comete un nuevo delito. Lo anterior refleja problemas que no son abordados en los planes que se están implementando sobre la materia.


Indicó que los mayores núcleos de reincidencia se observan en relación a las penas de menor extensión. Así, de los que ingresan al sistema por una pena de 1 a 60 días,  el 51,8% vuelve a cometer un nuevo delito  y, en aquellas penas de 61 a 365 días, un 62,6% reincide.  Lo anterior, enfatizó, da una señal potente de  la necesidad de hacerse cargo de la política criminal que se diseña en esta materia.


El Honorable Senador señor Kuschel  aclaró que las cifras se refieren a la población adulta y preguntó por la de los jóvenes.


La representante de Paz Ciudadana explicó que cuentan con un estudio realizado a los jóvenes y en términos de resultados es similar al expuesto: los que ingresan al sistema  por una pena de 1 a 60 días, un 55% vuelve a cometer un nuevo delito  y, las penas que van de 61 a 365 días, un 70% reincide.


Explicó que un punto importante dice relación con  cuándo vuelven a cometer de nuevo un delito. En general, un 61% lo comete durante el primer año, lo cual indica que las políticas de enfoque  en términos de seguimiento deben estar puestas en el primer año de egreso de la condena, y en este punto, la pregunta central es cuándo los liberamos.  Explicó que las mayores cifras están concentradas en aquellas personas que cumplen una condena y no en aquellas que salen anticipadamente porque fueron objeto de un beneficio o una rebaja de condena, por tanto, ese período de seguimiento no se realiza y cometen nuevos delitos.


Así también, llamó la atención respecto a que aquellas personas que fueron liberadas mediante libertad condicional, en general, presentan tasas mucho más bajas de reincidencia que aquellas que cumplen una condena, la cifra de reincidencia es sólo de un 23% versus un 50%.  Lo mismo ocurre en el caso de rebaja de condena por buena conducta en que reinciden un 37%. 
En cambio, destacó, si cumplen una pena de manera completa, reinciden  un 57%.  Por tanto, insistió, el foco se debe poner en el cumplimiento de las penas.


Respecto al delito cometido, mencionó que las mayores reincidencias están en los no violentos, los hurtos y los robos no violentos, lo cual se explica porque el sistema penal no entrega oferta especializada para estos perfiles.  


También se refirió a la reincidencia en sistema cerrado por un nuevo contacto y señaló que el 71,2% de los egresados durante el 2007 registra un nuevo contacto con el sistema penal, ya sea formalizaciones o requerimientos solicitados por el Ministerio Público.


Por el contrario, en el sistema abierto, las cifras de reincidencia son bastante más bajas. Sólo un 27% de los sujetos que inició una medida alternativa durante el 2007, ingresó posteriormente al sistema cerrado en calidad de condenado.  Reiteró que los índices son bastante positivos y en consonancia con la evidencia internacional de manera que el foco debiera estar centrado en ello. 


Resaltó que la libertad vigilada es la medida que tiene menor reincidencia, sólo un 19,5%, y por razones obvias pues supone una intervención directa del delegado y otras actividades  versus la remisión condicional de la pena que, en general, es una firma periódica ante Gendarmería, y la reclusión nocturna.  Lo anterior, dijo, nuevamente nos entrega información respecto a  cuáles deben ser las apuestas político criminales. 


Destacó que en las medidas alternativas, los primeros doce meses son clave, pues los pocos que reinciden lo hacen dentro de ese período, de manera que este período debe observarse como una fase compleja.


En cuanto a la reincidencia en  sistema por nuevo contacto, señaló que también tiende a aumentar pero con cifras cercanas al 50%.



De esta forma, indicó los siguientes porcentajes:




1.- 
Sistema cerrado: la reincidencia es de un 50,5%.  Si se considera cualquier nuevo contacto, la cifra  asciende a 71,2%.



2.- 
Sistema abierto: la reincidencia es de un 27,7%. Un nuevo contacto, 40%. 





Al concluir su exposición la Directora de Paz Ciudadana resaltó los siguientes puntos:


- aumentar los recintos penales, que contemplen espacios necesarios para la reinserción, especialmente, recintos de mínima y mediana seguridad.


- implementar instrumentos adecuados de segmentación y evaluación de los internos.


- estructurar una oferta programática y un plan de intervención individual acorde a los riesgos y necesidades criminógenas de los sujetos, uniformando de acuerdo a dichos criterios la oferta dispersa en distintos programas.


- implementar oferta programática basada en la evidencia de los que funciona, focalizando  los grupos de más alto riesgo.


- diseñar planes de preparación del egreso, focalizados en los sujetos de alto riesgo y que abarque todo el primer año de liberación.


- reformular el otorgamiento de beneficios intrapenitenciarios, fomentando su otorgamiento, mejorando la oferta necesaria para el egreso y los mecanismos de supervisión de los mismos.


- reformular la libertad condicional y la integración de las comisiones de libertad condicional, fomentando el otorgamiento mediante el establecimiento de criterios objetivos y aumentando la supervisión de la misma y los programas de seguimiento.


Para el sistema abierto, propuso:

- ampliar el catálogo de medidas alternativas.

- aumentar los tramos penales de aplicación.

- mejorar la intervención de la libertad vigilada, mediante la utilización de instrumentos adecuados de evaluación, focalizando las intervenciones en grupos de alto riesgo.

- otorgar intervenciones especializadas basadas en la evidencia de acuerdo a las necesidades criminógenas de los sujetos.


A su vez, las propuestas para el sistema post-penitenciario dice relación con lo siguiente:


a) Establecer mecanismos diferenciados para la omisión y eliminación de antecedentes penales de acuerdo a la lesividad, operando de manera automática transcurrido un plazo.

b) Apoyar a través de subsidios de colocación laboral, vivienda y otros.

c) Focalizar las intervenciones a nivel local, involucrando a la administración local.


Destacó, como propuesta fundamental, la creación de un nuevo servicio de Reinserción, considerando que Gendarmería está enfocada en una relación unívoca con la seguridad, lo cual ha sido una tradición  en el tiempo.


En seguida, estimó que si bien las medidas anunciadas en cuanto a diseñar nuevos planes y a mejorar la capacitación de los gendarmes es un camino que se debe seguir, también cree que para profesionalizar las decisiones en esta materia, sería necesario crear un nuevo servicio de reinserción más allá de lo que actualmente aborda Gendarmería, pues hay una serie de lagunas dentro del sistema penal en términos del control.


Finalmente, sugirió, en base a la evidencia internacional, que junto con la labor que actualmente desarrolla Gendarmería, establecer una nueva institucionalidad como un servicio profesional que se encargue de establecer planes basados en la evidencia y que por tanto no tenga el peso de su foco en la seguridad y que, además,  supervise adecuadamente:


- las medidas cautelares no personales;


- la suspensión condicional del procedimiento;


-la libertad condicional y los planes de preparación para el egreso;


- apoyo pos penitenciario, y



- apoyo en el diseño de planes de intervención en el sistema cerrado y un gestor de casos presente en todo el tránsito del sujeto en el sistema penal.


I. 9.- El señor Ministro de Justicia, don Teodoro Ribera.


Posteriormente fue invitado a exponer el señor Ministro de Justicia, don Teodoro Ribera quien antes de comenzar su exposición hizo presente que su Cartera dedica la mayor parte de su tiempo  a estos asuntos, dado que existen 104.000 personas condenadas y más de 50.000 privadas de libertad. Además comentó que Gendarmería sólo cuenta con 15.000 funcionarios, lo que evidencia que existe una falencia que amerita  replantearse el futuro de la política penitenciaria.


En seguida, hizo referencia a la evolución que ha tenido  la población atendida por Gendarmería entre los años 1987 a 2001, en la cual,  a partir del funcionamiento de la reforma procesal penal en Santiago, se observa que las cifras de condenas  se incrementan sustancialmente. Hoy se tiene 105.000 personas que están bajo el cuidado de Gendarmería, de las cuales 54.000 son personas que están recluidas y 50.000 cumplen medidas alternativas.


La relación entre personas condenadas y penas alternativas en Chile, es 50%-50%; en cambio en el extranjero es 30% privadas de libertad y 70% que cumplen  condena bajo otra modalidad.


La evolución de la población recluida total es de  54.000. De los cuales, 43.000 son procesados e imputados y 10.000 condenados, por tanto, hay una relación de 80-20. Llamó la atención que antes de la reforma procesal penal las cifras anteriores eran inversas. Así el número de  personas privadas de libertad sin recibir condena era bastante mayor.   Destacó que es muy significativo el hecho de que se haya logrado revertir el proceso pues se acerca más al ideal del sistema.


Respecto a la ley N°18.216, que establece medidas alternativas, se observa que en libertad vigilada hay 11.290 personas; reclusión nocturna 5.800, -las cuales se verán favorecidas de aprobarse la ley de indulto-; 33.860 en remisión condicional de la pena, en esta materia indicó que se ha presentado un proyecto de ley que tiene por objeto excluir a los Seremis de Justicia de esta materia y entregar a una comisión técnica la resolución de la remisión condicional.


A nivel del Cono Sur, informó que Chile es el tercer país con mayor población carcelaria -308- en relación a 100 mil habitantes; y a nivel internacional, se está en el lugar 35. A su vez, Estados Unidos tiene la más alta proporción de población penitenciaria -760-, en que la pregunta es si hay o no una política adecuada hacia la reinserción o bien sólo se preocupan del encierro.


En seguida se refirió a la nueva política penitenciaria y expresó que sería un error considerar que el único desafío a futuro es construir cuatro nuevas cárceles.  El punto, enfatizó, consiste en generar una nueva política penitenciaria que racionalice el uso de la privación de libertad ya que no puede ser ésta la única respuesta del Estado, por ello, insistió, se propone modificar la ley N° 18.216 con el objeto de incorporar penas sustitutivas como el brazalete electrónico y trabajos comunitarios, entre otras.  Adicionalmente, el cumplimiento de la pena se debe reorientar hacia la reinserción social de los condenados. 


Por tanto, dijo no se trata sólo de privar a más infractores de su libertad ni de construir más cárceles, sino que el objeto es que dicha privación sea necesaria para garantizar la seguridad de los ciudadanos y que la misma, en tal caso, sirva para la reeducación y el trabajo futuro.  De esta forma, continuó, la finalidad del encierro cumple dos funciones: la protección de la sociedad y la resocialización del individuo.   En consecuencia, este punto, enfatizó, es el gran desafío que inspira la nueva política penitenciaria.


A continuación, mencionó los principales ejes de esta nueva política penitenciaria:


Uno) Modernización de Gendarmería de Chile. 


Dos) Racionalización del uso de privación de libertad. 


Tres) Mejorar las condiciones de seguridad y habitabilidad, y 


Cuatro) Concreción del mandato legal de la reinserción. 


Respecto a la modernización de Gendarmería, hizo presente que cuentan con 14.700 funcionarios, además de otros mil que se han incorporado con la ampliación de la planta. Es un servicio que está atrasado y que tiene prácticas que no se condicen con las que se requieren en la actualidad, por lo que el punto  central dice relación con  reformar la Escuela de Gendarmería con el objeto de optimizar la formación en materia de gestión y de derechos humanos, en particular los requisitos de admisión y planes de estudios.  Informó que de los 1.100 gendarmes que ingresan,  se recibieron 1081, y 19 se fueron por su voluntad. 


Así también, explicó que están acelerando la dotación, ya han incorporado mil nuevos gendarmes y este año esperan  alcanzar lo mismo; implementar su ley orgánica, facilitando los ascensos, y la estandarización de procesos y eliminación de malas prácticas para lo cual es necesario revisar el sistema de turnos, licencias médicas y test de drogas a funcionarios. Sobre el particular, hizo presente  el gran número de licencias presentadas, 1.200 diarias.


En cuanto a la racionalización del uso de privación de libertad, aclaró que la privación de la libertad no puede ser la única respuesta del Estado hacia las personas infractoras y destacó  la creación de nuevas penas sustitutivas, mejoras del control de las penas en libertad y mayor protección de las víctimas.  De esta forma, se incrementará el número de delegados para el control de las penas; un monitoreo electrónico y audiencias de seguimiento; programas de intervención focalizados y fomentar la reinserción social.


Al mismo tiempo, se perfeccionará el sistema de libertad condicional, para ello se excluye la participación de los Seremis de Justicia; así también, incorporar la pena de servicios comunitarios por no pago de multa y  para penas privativas de corta duración, y la conmutación de penas para condenados de baja peligrosidad y extrañamiento de extranjeros condenados.


En materia de mejoramiento de las condiciones de seguridad y habitabilidad, destacó la ejecución las siguientes  medidas:

-adquisición de literas, colchones y frazadas para toda la población penal;

-mejoras en la ración diaria de alimentación y retiro de cilindros de gas;

-reparación de baños, alcantarillado y luminarias en los establecimientos penales, además de las redes húmedas y secas;

· asignación de paramédicos y stock básico de medicamentos en cada unidad penal, e

- 
instalación de sistemas de inhibidores de celulares en los tres recintos penales de mayor tamaño ubicados en la Región Metropolitana: CDP Santiago su; CCP Colina I y CCP Colina II.



Continuó el señor Ministro de Justicia y señaló que están redistribuyendo en forma homogénea a la población a nivel nacional con el objeto de que tengan mejores estándares de vida, por ello, expresó, ocupan las cárceles concesionadas al 100% más un 19%, ya que si se alcanza el 20% se debe pagar una multa.  Lo anterior, permite bajar los niveles de hacinamiento en las cárceles antiguas que tiene el Estado.


Mencionó también el diseño y construcción de 4 recintos modelos para 8.550 internos que comprende un centro de recepción y clasificación que evaluará a los internos para una adecuada segregación diferenciada por perfil delictual, 2.150 plazas. Además de 3 centros de modelos de educación y trabajo para internos de baja peligrosidad, con estándares constructivos enfocados en actividades de reinserción, 6.400 plazas.


Sobre el particular, llamó la atención que la construcción de estos 4 recintos forma parte de la política de construir y de mejorar los penales pero  no es “el tema” del Ministerio, además dada su magnitud, probablemente deberá ser inaugurado por un futuro gobierno, acotó.


Por otra parte, destacó un tema relevante desde el punto de vista de la política de género e informó el traslado de mujeres imputadas desde el CPF de Santiago a la cárcel de San Miguel. En este punto, observó que  2.100 mujeres ocupaban  una cárcel habilitada para 900 y ahora tendrá una segunda cárcel para mujeres imputadas con una ocupación de mil en cada una de ellas.


En materia de reinserción, hizo presente la necesidad prioritaria de reformar el sistema de clasificación de los internos y  el sistema de beneficios intrapenitenciarios, los cuales son determinados por una comisión técnica a la que  se quiere incorporar los avances que dictan los estudios de las ciencias sociales que permiten predecir mejor el comportamiento de las personas una vez que salen en libertad. Relevó la importancia de estos beneficios pues está comprobado que aquellas personas que salen gradualmente en libertad  tienen mayores posibilidades de reinserción y menores de volver a delinquir.  


Reiteró el fortalecimiento de la reinserción laboral y de los Centros de Educación y Trabajo dado que el nivel de uso es muy menor. Argumentó que el centro de Gendarmería hoy está puesto en el tema del resguardo perimetral con un 0,06% de fuga, lo cual es muy exitoso, pero no sólo debe velar por ello sino que también debe cuidar y resguardar a los imputados y condenados, y adicionalmente, se les pide que contribuyan a su reinserción social y laboral, por tanto, hoy las exigencias son mayores que sólo preocuparse de la fuga, para lo cual se requiere reformular el sistema.


Finalmente, mencionó al Patronato Nacional de Reos el cual se debe actualizar y estar integrado por organizaciones del Estado que tengan beneficios como Sence, además de participar empresarios, iglesias, medios de comunicación  y otros, de manera de capacitarlos y conducirlos  antes de salir en libertad para reinsertarlos socialmente.



La Honorable Senadora señora Peréz destacó la importancia de los planteamientos formulados por el señor Ministro de Justicia  en su exposición y adelantó que van en la línea de lo que la Comisión espera en materia de rehabilitación y planes de la política penitenciaria.



En la sesión siguiente, el señor Ministro de Justicia, don Teodoro Ribera, reiteró sus dichos en cuanto a la racionalización del uso de la privación de libertad, reorientando el cumplimiento de las penas hacia la reinserción social de los condenados.  Destacó que la privación de libertad debe ser utilizada para garantizar la seguridad de los ciudadanos, sirviendo, además, para la reeducación y el trabajo futuro.


En seguida, enfatizó que los ejes de la nueva política penitenciaria y reiteró la Modernización Gendarmería de Chile de Chile.  Sobre el particular, destacó que es importante impulsar un cambio cultural en esta institución, fijando su misión más allá del control perimetral de los centros de reclusión, en un resguardo de la integridad física y psíquica de las personas privadas de libertad. Para este efecto, anunció la creación de una comisión interministerial que estudiará la entrega de ayuda de bonos y servicios que permitan una reinserción social exitosa (Subsecretaría de Seguridad Pública, del Trabajo y de Justicia).  Por otra parte, destacó la formación de una comisión especializada para la clasificación de la población penal, así como también, para revisar los procedimientos al interior de los penales (sugirió el modelo implementado en República Dominicana).  Además, expresó que se está trabajando en la implementación de nuevos programas para la formación del personal de Gendarmería de Chile, con el objeto de apoyar esta nueva visión que debe tener esta institución.


Finalmente y respecto a la concreción de la reinserción social, señaló que se implementarán nuevas herramientas para medir el comportamiento de la población penal, labor en la cual colaborarán equipos profesionales multidisciplinarios, misma labor que se realizará para la clasificación de la población penal.  Reiteró en este punto el Patronato de Reos, institución que, según dijo, debe ser modernizada con modelos de participación tanto del sector público como del privado, para trabajar en  el acompañamiento y en el seguimiento.


A continuación, la Honorable Senadora señora  Lily Pérez valoró el trabajo desarrollado por el Ejecutivo, particularmente, por el Ministro de Justicia, señor Ribera en el necesario mejoramiento de las condiciones en que actualmente se encuentran las personas privadas de libertad.  


Declaró que se debe propiciar una mayor conciencia legislativa respecto de las penas que impongan penas privativas de libertad, sugiriendo que debe existir un mayor estudio que permita valorar y priorizar la aplicación de las penas alternativas. Llamó también la atención respecto al consumo de drogas asociado a las personas que intentan rehabilitarse una vez cumplida su condena, el cual dificulta de manera significativa su reinserción laboral.  Finalmente, propuso que todas las medidas anunciadas por el señor Ministro de Justicia, particularmente, respecto a la reinserción social y laboral, deben ser apoyadas por una campaña comunicacional, enfatizando que se trata de una “inversión social” y no de un “gasto”. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán coincidió en que existe un camino largo por recorrer y recordó que están trabajando en conjunto con el Ministerio de Justicia el proyecto de penas sustitutivas y al respecto indicó que surgen muchas inquietudes que tienen que ver con la reinserción y  rehabilitación, temas que como país no están resueltos.  Hizo presente que es necesario un esfuerzo especial por hacer un planteamiento provocativo que ayude a generar un cambio y obtener un compromiso que se exprese en mayores recursos para lograr una política distinta a la actual.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide concordó con la Honorable Senadora Lily Pérez en la valoración del trabajo desarrollado por el Ejecutivo en esta materia, sin perjuicio de lo cual, manifestó que se debe colocar la atención en los siguientes temas:


a) Urgente implementación de mejoras en las condiciones intrapenitenciarias;


b) Realizar todos los esfuerzos que permitan disminuir la tasa de la población recluida que actualmente es de 308 por cada 100 mil habitantes. Sobre el particular, llamó la atención respecto a la influencia que tienen los medios de comunicación en esta materia.


c) Crear una Subsecretaría de Derechos Humanos.

d) Brindar protección al personal de Gendarmería así como también al personal de apoyo de esa institución, y

e) Generar un espacio en materia social y laboral previo a la salida de los internos para  lo cual se debe incrementar la asignación presupuestaria. 


El Ministro de Justicia, señor Ribera hizo presente que se ha venido implementando una política que aumenta los beneficios intrapenitenciarios y recordó que el día del incendio en la cárcel de San Miguel sólo había una persona con este beneficio; en cambio, actualmente, hay 80 o 100 personas. Lo anterior, enfatizó, debe ir acompañado de un cambio en el rol de Gendarmería y de una mejora en los procesos.


Reiteró que las personas que salen gradualmente en libertad  tienen mejores posibilidades de reinserción social  que aquellas que lo hacen al término de su condena. E insistió en la labor fundamental que desempeñan las familias en este proceso de acompañamiento.


En relación a lograr un menor número de encierro, señaló que de aprobarse las modificaciones a la ley N° 18.216, se tendrá una mejor racionalización del uso de la cárcel.   Al mismo tiempo, mencionó el proyecto sobre indulto conmutativo, que también incidirá en bajar estas cifras. 


Hizo presente que el tema central dice relación con el área educativa, para ello, se debe incorporar en los planes de estudio el respeto por el prójimo y crear conciencia desde la infancia en la importancia del ser humano y sus valores. 


En relación al tema de Gendarmería, indicó que están trabajando en su modernización, interviniendo la Escuela con una nueva visión y, al mismo tiempo, entregando cursos de capacitación a los coroneles y tenientes coroneles.  No obstante de lo cual, aseveró es un área difícil.  Recordó que Gendarmería tiene dos funciones: cuidado y resguardo  de imputados y condenados y la reinserción de los mismos.  Para lograr aquello, dijo, deben existir equipos de gestión conformados por especialidades: de control, de resguardo, civiles y un encargado de administración y finanzas.  En la actualidad trabajan con planes pilotos para en un futuro masificar los planes de reinserción 


Respecto al bono de riesgo y seguro complementario solicitado por el personal de Gendarmería, señaló que ya están en el sistema de previsión de DIPRECA y tienen remuneraciones superiores a Carabineros y otras instituciones.


Finalmente,  informó que está próximo a ser presentado ante el Congreso el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, materia que es primordial para el Ejecutivo.


En otro orden de materias, atingente al bajo  número de plazas (60)  destinadas a la intervención de jóvenes con consumo problemático de drogas, la Comisión acordó oficiar a los Ministros del Interior y  de Hacienda  con el objeto de solicitarles un aumento del presupuesto del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, que permita mejorar la atención y la calidad de los programas que se destinan para la prevención, tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas y alcohol en los jóvenes privados de libertad.
II.- VISITAS A LOS RECINTOS PENALES:


En el marco del programa de trabajo trazado y con el objeto de interiorizarse de las condiciones en que viven los internos y de conocer en la práctica  las mayores dificultades que enfrentan y los requerimientos más urgentes, la Comisión  realizó las siguientes tres visitas:

1) Centro de Detención Preventiva de Santiago Sur;

2) Centro de Internación Provisoria de San Joaquín, y

3)  Centro de Régimen Cerrado de San Bernardo. 


II.1- Centro de Detención Preventiva  Santiago Sur, ex Penitenciería:

El día 20 de junio de 2011, la Comisión, integrada por los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide, Carlos Ignacio Kuschel y Hernán Larraín, acudieron al Centro de Detención Preventiva Santiago Sur, ex Penitenciería.

La visita tuvo por misión las siguientes actividades:

a) Exposición del Jefe de Unidad y personal del Área Técnica del Establecimientos, Teniente Coronel señor Rodrigo González.

b) Visita al sector denominado “Ovalo”: Calles y Galerías.

c) Visita al sector de aislados, tránsito y a aquellos internos que se encuentran cumpliendo sanción disciplinaria por infracción al régimen interno.

d)  Visita al Hospital Penitenciario.

e) Inspección al Rancho de la Unidad Penal.

f) Visita al sector Módulos, internos recluidos por delitos de narcotráfico, sexuales y otros, y

g) Visita al gimnasio número 2.
Al iniciar la visita, el Jefe de Unidad, Teniente Coronel señor Rodrigo González reseñó el estado situacional del Centro de Detención Preventiva; las acciones emprendidas por la Institución sobre las condiciones de hacinamiento, mejoras estructurales, medidas ministeriales y del Servicio.

Sobre el particular, el Jefe de Unidad explicó que el Centro tiene más de 160 años de antigüedad, fue construida en 1843, de ladrillo con argamasa, bajo el concepto de panóptico, sistema norteamericano muy antiguo el cual ya no se utiliza, siendo este Centro el único que queda en Sudamérica. 

Refirió que la división de este sistema panóptico son las calles y las galerías, todas las cuales confluyen a una plaza denominada Óvalo, sector en que diariamente concurren 1.700 internos. Además, dijo, están las calles aledañas que no están selladas y que trabaja personal al interior de ellas, tales como las 5 y 7 que son calles de tratamiento; la 4 y 9 de la comunidad evangélica y otros que no profesan la religión; 8 sector mozos, internos que trabajan en actividades laborales para la unidad; la 10 de mediano compromiso, y la 11 y 14 actualmente se destinan al albergue de las galerías ya que estas últimas están en reparación.  



Al respecto el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán consultó por las  calles con mayor hacinamiento y el número de internos en cada una de las piezas.

El Jefe de la Unidad informó que corresponden a las calles 10 y la 4, esta última corresponde a la comunidad evangélica con 580 internos, los que pese a estar hacinados no tienen problemas de convivencia. Informó que en cada calle hay 36 piezas, de 2 metros de alto, con una superficie de 3 por 2 metros y que cada pieza  alberga entre 15 y 20 internos.  Aclaró que no se utilizan literas por cuanto facilita la construcción de armas hechizas. 



Refirió que la población penal era de 7.761, y que actualmente, como consecuencia de la medida, del 28 de mayo del 2011,  adoptada por el Ministro de Justicia, en que se ordenó que este Centro no recibiría más internos, disminuyó la población y en la actualidad cuenta con 6.558 internos; no obstante que la capacidad real es de 2.446 internos, lo cual da un 268,1% de sobrepoblación.  Precisó que en su inicio estructural el Centro tenía una capacidad de 800 internos, luego, se agregaron 4 módulos, con una capacidad de 192 plazas por módulo, con un total de 768 internos, que corresponden a internos de bajo compromiso delictual, delito de tráfico; a ex uniformados por delitos comunes, internos aislados e internos por delitos sexuales, e internos por tráfico de connotación o reincidentes. Al respecto hizo notar que también están sobrepasados  dado que sus instalaciones son mejores, por pieza hay 4 o 5 internos. Mencionó que también tienen calles especiales para internos insanos y  más longevos, entre otras.



El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán consultó por la situación de los internos insanos.



El Jefe de la Unidad expresó que los internos de la calle 15 son aquellos que, según el personal de Gendarmería, se han determinado  como pacientes psiquiátricos, pero ello no significa que no sean imputables, pues no corresponden a una resolución judicial.



Explicó que en la calle 3, existe una subdivisión en la cual hay internos primerizos legales; ancianos, y también los  aislados que no tienen dependencia al interior de la unidad.  



El número total de calles, sintetizó, son 18, las cuales están alrededor del óvalo.



En seguida, indicó, están las galerías, lugar donde confluye el compromiso delictual, que corresponde a los internos más avezados, con más de una condena o condenas violentas, los cuales se tratan en el día en el óvalo.



En el área administrativa, informó que 85 funcionarios son profesionales técnicos y administrativos y  corresponden  al 15%. A cargo del tratamiento de todos los internos en condiciones de condenados,  están los sicólogos, asistentes sociales, terapeutas ocupacionales y personal administrativo.



El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó por el número de siquiatras que trabajan en el Centro.



La Terapeuta Ocupacional, señora Jessica Espinoza informó que en hospital penal  hay un médico siquiatra a cargo del programa para internos, apoyado por un equipo de sicólogos.



El Jefe de la Unidad complementó que normalmente todas las contenciones las realizan los sicólogos y cuando se trata de un caso crítico, se deriva al siquiatra.



Indicó que también cuentan con 29 oficiales, que representan el 5%, y 437 suboficiales que representan el 80% del personal de seguridad.



A continuación, explicó que al sumar los oficiales y suboficiales y dividirlos por los 6.558 internos, da una relación de 14,1 interno por un funcionario de Gendarmería.  No obstante hizo presente que si a esta cifra  se le resta el personal que está con licencia, permiso, vacaciones o del área técnica y administrativa, la guardia interna que trabaja directamente con los reos es de 75 funcionarios, por tanto, la relación es de 87,4 internos por cada funcionario de vigilancia.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán preguntó por los estándares internacionales en esta materia y enfatizó que la proporción de 87,4  internos por funcionario refleja un vacío administrativo muy grande.



El Jefe de la Unidad respondió que internacionalmente es 6 internos por un funcionario.



El Honorable Senador señor Kuschel preguntó qué porcentaje del personal tiene licencia médica habitualmente y cuál es el diagnóstico de ellas.



El Jefe de la Unidad expresó las licencias médicas son bastantes altas, aproximadamente un 10% del personal y el promedio de ellas tiene su origen en resfríos, problemas gástricos o siquiátricas. 



El Director Nacional hizo presente que se enviará la información solicitada con el desglose correspondiente de las licencias. Asimismo, indicó que a nivel nacional diariamente faltan 1.400 personas por licencias médicas.



En otro orden de materias, el Jefe de la Unidad señaló que los principales delitos cometidos por la población penal son los siguientes:

· Robos, 
4.133,   55%.

· Droga, 
943,     14%

· Sexuales
512,      8%

· Receptación
418,      6%

· Homicidios
201,      3%

· Blancos
315,      5%

· Hurtos
165,      2%

· Fraude
2,          0%

Resaltó que la mayor parte de los delitos está representado por el robo y que, al respecto, tienen una segmentación en la cual el Óvalo es habitado esencialmente por internos de este tipo de delito y también por asaltos y, en el sector módulos,  su mayoría, está compuesto por internos por delitos de drogas.  Explicó que esta segregación no dice relación con algún tipo de privilegio, sino que se refiere, exclusivamente  a un tema de seguridad, de no mezclar robo con tráfico pues ello genera un efecto mayor.

En cuanto al compromiso delictual, informó que los internos se dividen en:

· Mediano   48%

· Bajo         17%

· Alto           35%

Precisó que la mayoría de los internos tiene un mediano compromiso delictual y refirió que éstos se encuentran las Calles que están cerradas y no confluyen al Óvalo. Aquellos con un alto compromiso representan a 1.700 internos. En cambio, los que están en un nivel bajo, representan un porcentaje muy menor.

Expresó que operan con una ficha de clasificación, la cual determina la estructura señalada.  El sistema de medición tiene un rango de 34 a 171, y es aplicada por la oficina de clasificación la cual identifica diversos antecedentes como la reincidencia, señas morfológicas, tatuajes carcelarios, cortes, entre otros. Precisó que se analiza si la persona ha estado detenida o si ha sido condenada.  Aclaró que califica como primerizo aun cuando haya pasado por el sistema penitenciario como detenido pero no ha sido condenado.  Indicó que cada factor  tiene un puntaje y un rango lo cual permite la clasificación. 

Hizo mención, también, al área técnica, que  cuenta con profesionales como asistente social, sicólogos y terapeutas ocupacionales para la atención de los internos.

Del mismo modo, mencionó, cuentan con una  Enfermería en el sector Óvalo con asistencia diaria y un Hospital Penal, que atiende a toda la población penal de la región Metropolitana. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por el personal de enfermería.

El Jefe de la Unidad informó que hay una enfermera jefe, y personal de apoyo con sistema de turnos tanto en módulos como en el óvalo.

La Guardia Interna, señaló, la integran, en la formación de la mañana, 47 a 50 funcionarios, además del personal del sector Óvalo y del Gimnasio, lo cual da un promedio de 75 personas trabajando en forma directa en materia de seguridad.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó por los turnos de día y de noche.

El Jefe de la Unidad respondió que el turno es de 10 funcionarios y en la noche se agrega uno más. La dotación se aumentó en número y en grado.  

La Guardia Armada corresponde a 71 funcionarios. Actualmente cuentan con 32 centinelas en el cordón de seguridad; 20 libres; 5 faltan; y 12 para el servicio hospital.

Del mismo modo, mencionó la Brigada de Incendios, que cuenta con extintores y equipo especializado para cortar fierro, además de otros instrumentos. El personal lo constituyen dos funcionarios por turno fuera del servicio nocturno; no obstante que adicionalmente hay más personal capacitado en este tema.  Especificó que el personal de Gendarmería cumple funciones como multipropósito y a casi todo el personal se le hace mayor capacitación para participar en estas brigadas.

El Honorable Senador señor Kuschel preguntó cuántas personas se pueden movilizar para sumarse a las dos que están de turno permanente y si cuentan con trajes modernos especializados.

El Jefe de la Unidad especificó que cuentan con 20 trajes de última generación, aproximadamente, los cuales fueron adquiridos a fines del año pasado, además de máquinas y un equipo de moto bomba más moderno y mayor capacidad.

El Honorable Senador señor Larraín consultó por la frecuencia de incendios en el Centro.

El Jefe de la Unidad señaló que el último incendio se registró en diciembre pasado, y, anteriormente, en el 2006.  Precisó que antiguamente usaban cocinillas para preparar la comida, las que se utilizaban también durante las peleas e iniciaban los incendios.

El Director Nacional complementó diciendo que se inició un proceso de eliminación de combustible, que comenzó en San Miguel, luego en Puente Alto, Colina II y paralelamente en otras unidades a nivel nacional. Al mismo tiempo, se instauraron algunas medidas de mitigación como aumentar la ración fiscal de $910 a $1.500. Del mismo modo, se modificó el horario y actualmente es a las 17:00 y, si quedan asuntos pendientes,  a las19:30 horas. Se espera que  a fines de año, se logre reubicar a los internos, toda vez que han detectado cerca de 800 plazas disponibles a nivel nacional. 

Continuó el Jefe de la Unidad, y mencionó la Oficina de Estadística en la cual trabajan 30 funcionarios en la ley de rebaja de penas, la libertad condicional, además de las tareas diarias. Unidad que realiza la  mayor cantidad de documentos, 26.000 al año.  También mencionó la Tecno Vigilancia, en el sector Óvalo y en los Módulos, que cubren perimetral e internamente con cámaras para detectar cualquier anomalía.

Refirió, que el tema de armas blancas, tanto punzantes como cortantes y otras, es lo que más problemas les provoca, particularmente, con las riñas y la nueva modalidad adoptada que se traduce en tirar una lanza, lo cual les ha llevado a reestructurar  el procedimiento.

También, indicó que tienen grandes ingresos de drogas y celulares. La primera es ingresada por las mujeres en forma habitual lo cual les trae otro problema, el registro.  

Mencionó, finalmente, el anuncio del Plan de Mejoramiento Carcelario, 11 medidas, del Presidente de la República y el Ministro de Justicia.  Al respecto, señaló que se ha dotado de más colectores y han tenido un avance sustantivo respecto a las mejoras en cuanto a colchones, frazadas y las condiciones de las mismas.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó por el régimen actual de encierro.

El Jefe de la Unidad explicó que por la condición de hacinamiento y por estructura, cerraron la dependencia de ingreso, por tanto no tienen una división interna donde puedan cerrar pieza por pieza a los internos, a excepción de los módulos que son de 1997.   La cuenta, comienza a las 8:30 horas y, luego, se da hora de patio.  La Penitenciaría tiene la excepción a la regla porque se abre a las 11:00 el Óvalo hasta las 12:00 horas, luego encierran para el almuerzo y comienza la cuenta a las 16:00 horas.  Precisó que este procedimiento se realizaba cuando el número de reos superaba los 7.000,  y señaló que la cuenta duraba más de una hora y cuarenta y cinco minutos. Actualmente, acotó, al haber bajado el número, los horarios de patio se van a ir ampliando.  

El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si no sería más beneficioso utilizar algún tipo de instrumento para la cuenta de los internos.

El Jefe de la Unidad señaló que un instrumento no les sirve pues también deben revisar lo físico.

Finalmente, en relación al mejoramiento del sistema carcelario, nombró el sistema de inspección de RX, el sistema de arcos detectores de metales y las visitas.  Destacó las mejoras en los baños y galerías, así como también la central de alimentación.

En seguida, expuso la Terapeuta Ocupacional señora Jessica Espinoza, sobre la intervención psicosocial y ocupacional del Centro de Detención Preventiva Santiago Sur. Enfatizó, respecto a las orientaciones técnicas entregadas por la superioridad,  que la intervención psicosocial debe integrar distintas áreas o ejes de acción. Debe ser una intervención dirigida a toda la población penal, integral y coordinada y con información clara y disponible, dependiendo de las necesidades de cada interno.

Indicó que están llamados a evaluar, individualmente, a  cada interno, y a ofrecerles distintas actividades que tengan que ver con los requerimientos y necesidades de cada uno.  Por tanto, dijo, nuestra tarea es ir ampliando las posibilidades de intervención y de funcionar del interno.  Lo anterior, va desde actividades muy simples o específicas hasta otras que tengan que ver con una oferta laboral.

Mencionó que el equipo de trabajo lo constituyen 42 profesionales: 13 sicólogos, 19 asistentes sociales y 8 terapeutas ocupacionales, más un profesor de educación física.

Precisó que la tarea que realizan se enfoca en cinco sectores: el Óvalo; Hospital penal; las Comunidades de Tratamiento; el sector Módulos y la comunidad educativa con el Liceo Penal.

Indicó que el actuar se dirige a tres ejes:  Educación, Cultura y Actividad Deportiva, el cual desarrolla las siguientes actividades: un Liceo Penal en la calle 13, que abarca también a internos del sector módulos, con 690 internos matriculados; Programa Contigo Aprendo, que es de alfabetización, con una matrícula de 50 internos de galerías y de calles; el Programa Chile Califica, con 70 internos en educación media y 30 en educación básica; Programa Arte Educador, con 90 internos, que tiene distintas actividades de talleres, teatro, literatura, música, danza, pintura y otros, en que también trabajan pacientes siquiátricos de la calle 15; curso de Papel Maché, 15 internos, y un Programa Deportivo con eventos, talleres y clínicas, dirigido a toda la población  penal, en el cual han participado 560 internos. 

En el segundo eje, Actividades Laborales y de Capacitación, explicó que en esta área se desarrollan, principalmente, actividades de artesanía,  mozos, microempresarios y otros oficios como el encargado de la biblioteca. Éstas se dirigen a toda la población penal, con una participación de 1.546 internos.  Así también, mencionó el proyecto laboral “Fortalecimiento a Grupos Laboral”, que consiste en abastecerlos de insumos, maquinarias o herramientas menores para fortalecer la actividad que desarrollan, con una cobertura de 280 internos.  

Del mismo modo, destacó el programa de Apresto, Capacitación y Colocación Laboral, de Fundación Paternitas, que es una nueva posibilidad para postular a internos a actividades laborales externas, en el medio libre. Actualmente tiene 35 internos en este sistema y para el 2011 hay 80 vacantes.  En el mismo sentido, mencionó que INFOCAP también les da mayores posibilidades a los internos para acceder durante el año a esta capacitación y colocación laboral. Enfatizó que gracias a la conducta de internos fuera del Centro, han podido ampliar esta oferta de trabajo.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán preguntó por el porcentaje  y la intensidad que representan estos programas.  Hizo presente que esta materia es clave para la rehabilitación, pues la sensación que se tiene es que ella es baja o nula por la escasa oportunidad de capacitación o trabajo que existe.  Observó que estos programas suman 625 personas, lo cual representa un 8% real.

La Terapeuta Ocupacional señaló que en estos programas la salida de los internos es diaria, y lo que varía son las  horas en los que los reciben en Paternitas o en Infocap. Efectivamente estos programas tienen una capacitación de más horas, 300 aproximadamente que se hacen en el medio libre; en cambio, los programas  de Becas Sence que se hacen al interior de la Unidad,  las horas son menores, sólo  80 aproximadamente.

También mencionó las Comunidades de Tratamiento de las calles 5, 7 y 13, que son instancias en que pueden acceder a ellas y  establecer rutinas ocupacionales que generen hábitos o los entrenen en actividades habituales. 

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó cuántas horas diarias promedio tiene cada interno en este tipo de actividades laborales.

La Terapeuta Ocupacional indicó que en términos de actividad laboral en las comunidades al interno se le exige un mínimo de 5 horas,  desde las 9:00  a 12:00, y de 14:00 a 16:00 horas.  

El Honorable Senador señor Kuschel preguntó cómo evalúan la pertinencia de estas capacitaciones para la vida laboral y si hay alguna diferencia en el programa a medida que se acerca la posibilidad de salir en libertad, que lo haga más pertinente para encontrar empleo.  Hizo presente que en la práctica el programa más exitoso desde el punto de vista de la empleabilidad, es el hormigonado en obra gruesa, y consultó si podría incorporarse este tipo de capacitación.

La Terapeuta Ocupacional señaló que la selección de los internos para cada actividad tiene que ver con un plan de intervención de ellos, con una evaluación sicológica, social y ocupacional y, en la medida que el interno avanza en ese plan, es la pertinencia en la actividad a la cual puede acceder.

Respecto a la intervención psicosocial, comentó que los internos tienen acceso a la atención sicológica y social a diario, para ello, el equipo de profesional está asignado a cada dependencia. Asimismo, tienen atención de familia, con un promedio de 96 atenciones semanales, del mismo modo, la intervención social grupal con 264 acciones y la intervención sicológica grupal con 385, además de la intervención grupal con 1001 acciones.

También, destacó el programa de prevención selectiva de drogas con 32 internos; el proyecto de protección y asistencia de condenados, de la comunidad evangélica con 151 internos. Precisó que tienen 135 internos con beneficio penitenciario, además de los 55 que salen a capacitación con INFOCAP, y el programa abriendo caminos que abarca 48 interno, además de otras acciones de coordinación con organismos externos y visitas interpenales y conyugales.

Finalmente, cabe señalar que en los procesos de evaluación para permisos de salida hay 450-500 postulantes mensualmente, 150-200 cumplen requisitos de postulación, y 30-40 apoyados por el consejo técnico.

En proceso de libertad condicional: 772 casos postulados, 72 aprobado por la Corte de Apelaciones y 30 egresados.

En proceso de la ley N° 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta: 3.300 internos evaluados con conducta sobresaliente.

II. 2- Centro de Internación Provisoria de San Joaquín.

El 11 de junio de 2011, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide concurrió al Centro de Internación Provisoria de San Joaquín, en Santiago y fue recibido por la Directora de la Región Metropolitana del Servicio Nacional de Menores, SENAME, señora Paula de la Cerda;  la Profesional del Departamento de Justicia Juvenil, señora Nadia  Anabalón y la Jefa de la Unidad de Justicia Juvenil, señora Carla Leal.  Del mismo modo, estuvieron presente, del Centro de Internación Provisoria de San Joaquín, el Director señor Iván Sepúlveda; la Abogado señorita Marcela Molina; la Jefa Administrativa, señora Carolina Barrera y los Jefes Técnicos señora Paulina Sepúlveda y señor Fernando Castillo, y por Gendarmería de Chile, el Mayor señor Jorge Toledo.

La Directora de la Región Metropolitana, señora Paula de la Cerda agradeció a nombre del Servicio, de la Dirección Regional y del equipo, la visita de la Comisión la cual les permite mostrar el trabajo que desarrollan y expresó que siempre tendrán las puertas abiertas pues hay mucho por hacer y aún se está muy lejos de lo que se quiere construir y por ello, mientras más personas se puedan involucrar en esta labor, son mayores las posibilidades de éxito.   Precisó que el Centro pertenece al Servicio Nacional de Menores y que tiene por finalidad dar cumplimiento a las medidas prejudiciales de internación provisoria para jóvenes entre 14 años a 17 años 11 meses, que hayan infringido la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente y un juez competente determine las medidas señaladas.

Precisó que el Centro tiene por objetivo primordial otorgar un programa socioeducativo que permita la reinserción social de estos jóvenes. Su permanencia estará siempre determinada por la internación provisoria que es la etapa en la cual un tribunal competente investiga la responsabilidad que un joven pudiera tener en un hecho tipificado como delito.  

El Honorable Senador señor Ruiz- Esquide junto con agradecer a la Directora la labor que desarrollan  hizo presente el acuerdo de la Comisión en orden a revisar el tema de los establecimientos de reclusión de distinta naturaleza a raíz del lamentable suceso de la cárcel de San Miguel y, a la vez, relacionado con las distintas iniciativas legales que se están estudiando en el Senado que dicen en estos aspectos que abarca desde la prevención del delito hasta la reclusión.   

Manifestó que el objetivo consiste en tener una visión directa para ver en la práctica la actual situación, las deficiencias, las necesidades y el buen funcionamiento, así como también recoger las experiencias que les pudieran manifestar, que servirán de elemento para trabajar el informe que se elabore al respecto.

Enfatizó que la principal preocupación es constatar el aumento en la comisión de delitos, el cual, a su juicio, está dado por muchas circunstancias externas que tiene la sociedad chilena, que privilegia la vida fácil sobre el trabajo y la austeridad que tenía en otros tiempos la sociedad. Adicionalmente, el incentivo por la adquisición de productos y la propaganda de los medios de comunicación, todo lo cual hace que el número de delito sea mayor, ante lo cual la primera preocupación es prevenir desde la infancia.

A continuación, el Director del Centro de Internación Provisoria de San Joaquín, señor Iván Sepúlveda, hizo hincapié que la Ley de Responsabilidad Penal N° 20.084, considera la edad a la fecha de la comisión del delito, por tanto, el Centro también recibe a niños de 21 o 22 años pues el delito se cometió a los 17 años. Lo mismo sucede durante la etapa de investigación en que cumplen la mayoría de edad durante ella, de esta forma el 10% de los jóvenes que están en el Centro son mayores de edad. 

Informó que se trata de un centro muy antiguo en la administración directa de jóvenes en conflicto con la justicia, con 25 años de funcionamiento y que hasta antes del 8 de junio de  2007, trabajaban bajo un marco legal de protección. Se da inicio a la Ley de Responsabilidad Penal del Adolescente y se cambia a un marco penal.  Originalmente eran dos centros, San Miguel y San Joaquín, por ello, en sus instalaciones hay dos infraestructuras absolutamente distintas la una de la otra. El Centro está divido en 8 unidades o casas, en que cada una alberga a 30 jóvenes y tiene una capacidad total de 250 jóvenes. Actualmente hay 214, de manera que no tienen una sobrepoblación sino que al límite. Ingresan todos los jóvenes en proceso de investigación de la Región Metropolitana, es decir, mientras el proceso judicial está abierto.

Destacó algunos fenómenos que le han ocurrido con la nueva Ley de Responsabilidad Penal. En efecto, dijo, el 70% son jóvenes que ingresan por primera vez al sistema judicial, con una escolaridad alta y de estrato social medio, es decir, segundo o cuarto medio, lo cual  es extraño pues antes tenían una población que si bien era menor, la gran mayoría era reincidente, además era impensable que tuvieran esos estudios.

El Honorable Senador señor Ruiz- Esquide preguntó por la explicación a estos cambios y si estadísticamente tienen una evaluación con respecto a los padres separados.  

El señor Director respondió que el hecho de tener a jóvenes principiantes obedece a un tema cultural y social, a casos aislados y circunstancias puntuales que los llevan a cometer el delito y ya no al delincuente que va en una escalada con una familia inmersa en ello. Hizo presente que no han hecho la evaluación pero podría afirmar que es un porcentaje menor y que no hay una relación directa en que el aumento del delito se deba a una desvinculación familiar, sino que tiene que ver con lo valórico, es decir, el joven no mide la consecuencia de sus actos sino que debe pertenecer a un grupo y la familia, de alguna manera, prioriza lo material, por tanto, tienen los valores trastocados.

La Directora de la Región Metropolitana, señora de la Cerda, puntualizó que a nivel regional trabajan la línea de la protección y la línea de infractores de ley, lo cual permite observar cómo un porcentaje de los que están en protección, luego pasan a infractores de ley. Al hacer un análisis regional se encuentran estos elementos: niños que han estado en sistemas de protección, es decir, víctimas de abandono, de vulneración grave de derechos, un porcentaje importante después comete algún tipo de delito o conflicto con la ley, lo cual también se asocia a estructuraciones emocionales, de cómo se van conformando, en términos de su propia personalidad, de una manera más antisocial que otros niños, no es directamente proporcional pero sí los que han vivido desde la carencia hay un indicador y una vinculación con la negligencia parental con el cometer infracciones de ley.

Del mismo modo, llamó la atención sobre el hecho de que hoy los niños comienzan a temprana edad a consumir sustancias y empiezan a tener un consumo problemático lo que determina un tema de descontrol de impulsos.  Al respecto, hay estudios que dan cuenta que la carrera delictual comienza por buscar recursos para consumir; pero, a la vez, hay otros que postulan que efectivamente entran en el mundo de la delincuencia lo que comienza a generar un vacío y una sensación de desadaptación social, y ese sentido de marginalidad hace que caiga en conductas de más alto riesgo, como el consumo de drogas, de manera que también es una variable interviniente que está muy presente.

Adicionalmente al tema de la familia está la deserción escolar que lleva a que muchos niños a los 13 años dejen de participar del sistema escolar y de la vida comunitaria, sumado a la sensación de ser parte de la sociedad desde otro ámbito también incentiva este tipo de conductas.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó por el nivel de desarrollo intelectual que tienen los jóvenes al ingresar en comparación a lo que debiera ser la norma a la edad correspondiente. Asimismo, si la población que ingresa es, en términos generales, portador de alguna enfermedad o lesión sicológica que no esté en la estadística media de la sociedad.

El Director del Centro, señor Sepúlveda explicó que el 8% aproximadamente presenta algún tipo de trastorno siquiátrico diagnosticado, esquizofrenia, paranoide, depresiones mayores y otros. En cuanto a la capacidad intelectual, expresó que por ser jóvenes escolarizados, el nivel es normal  de acuerdo a su edad y condiciones que tendría cualquier adolescente.  

Hizo presente, además que es un Centro de Internación Provisoria, por tanto los tiempos en que los chicos permanecen en él es de 4 meses que corresponde al tiempo en que se realiza la investigación. Asimismo, indicó que existe un  8% de jóvenes que padecen  trastorno o depresión que se genera por el  encierro. De esta forma, no se trata de un problema siquiátrico basal originado con anterioridad sino que se gatilla por la reclusión.

La Directora de la Región Metropolitana complementó diciendo que  se producen dos fenómenos, por una parte, aquellos jóvenes en que la privación de libertad los ahoga emocionalmente y por tanto surgen patologías de desarrollo emocional y, también el tema de la incertidumbre, que es muy fuerte, el no saber qué va a pasar con ellos. Una vez que se define la sanción que van a recibir, es alrededor de un 10% el que pasa a cumplir condena en un centro cerrado.  En los centros cerrados, agregó, esta situación indudablemente que se agrava. 

El Director del Centro, señor Sepúlveda aclaró que si bien el promedio de reclusión es de 4 meses, hay algunos jóvenes que están más de un año, porque si bien la investigación tiene un plazo de 30 días, ésta se va prorrogando, lo cual va generando angustia y ansiedad por no saber cuándo efectivamente terminará aquélla. Por otra parte, el hecho de estar mucho tiempo en un medio de internación provisoria y luego, al cabo de unos meses, enfrentar el juicio oral, es bien duro. Además, enfatizó, que en esta etapa de la adolescencia todo se magnifica aún más, y más aún, es más dramático, comprobar que de los 250 jóvenes que hay en promedio, sólo 25 son quienes van a terminar con una pena en un centro cerrado y los otros 225 regresan a sus casas.  Incluso se da la paradoja de que más del 50% de los jóvenes con internación provisoria de casi un año, son condenados a un período menor que al que cumplieron. Por tanto, la primera pregunta que uno se hace es si realmente tiene sentido esta internación provisoria tan dura para que termine con una pena sustitutiva en el medio libre.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó cuál es el porcentaje de reincidencia.

La Directora de la Región Metropolitana informó que no tiene un estudio interno, pero sí hay una información de Paz Ciudadana que se levantó una vez implementada la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, la cual, de manera general, indica que sobre el 70% de los jóvenes tendrían reincidencia en algún tipo de delito igual o menor 

No obstante, se precisó que en el Centro Provisorio de San Joaquín la reincidencia no es mayor al 20% o 30%, por cuanto el 70% son primerizos.  Por otra parte, también se observó que el joven a pesar de tener la frustración de un hogar no bien conformado, se ha visto que ha aumentado la paternidad, la cual la asumen con gran responsabilidad y priorizan al estar encerrados.

Asimismo, se informó que al interior del Centro colaboran otras instituciones como CONACE, con un programa ambulatorio intensivo para los que tienen problemas con el consumo de drogas; Tierra Esperanza, con la reescolarización para los que están muy desfasados en los estudios y la escuela Pestalozzii, particular subvencionada.  El año pasado egresaron 38 jóvenes de octavo básico y 12 de cuarto medio.

Finalmente, la Directora de la Región Metropolitana resaltó el esfuerzo que están desarrollando para que el paso que hagan los adolescentes por el centro sea el último, por eso, en esos 3 o 4 meses trabajan en generar un colchón afectivo y en hacer una reparación en términos emocionales asociados al por qué delinquieron para que efectivamente puedan reflexionar y no volver al camino equivocado.

A continuación el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide visitó las dependencias del Centro junto a las autoridades del mismo, interiorizándose del estado de las instalaciones y de las  actividades que realizan, a la vez que alternó con los adolescentes que se encontraban en el lugar.

II. 3.- Centro Régimen Cerrado de San Bernardo.

El 11 de agosto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide visitó el Centro Régimen Cerrado de San Bernardo.

En esa oportunidad estuvieron presentes por el Servicio Nacional de Menores, la Directora de la Región Metropolitana, señora Paula de la Cerda y la Coordinadora de la Unidad de Justicia Juvenil, señora Carla leal. Del Centro Régimen Cerrado de San Bernardo, el Director señor Pedro Godoy, el Jefe Administrativo señor Nelson Flores, los Jefes Técnicos señores Richard Castro y Marcelo Espejo y el Jefe del Destacamento de Gendarmería, señor Freddy Herrera. Del Ministerio de Justicia, el Secretario Regional Ministerial de la Región Metropolitana, señor José Ramón Gutiérrez, y de la Municipalidad de San Bernardo, la Directora de Desarrollo Comunitario, señora Lorena Oviedo.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide explicó que la visita se inserta dentro de la actividad que está desarrollando esta Comisión de conocer la realidad carcelaria nacional y que bajo este contexto están interesados en conocer uno de los Centro Cerrados de SENAME más estigmatizados del país. Indicó que tiene conciencia de que existe una sobrepoblación penal y señaló que les interesa conocer su realidad, las dificultades que tienen y las experiencias positivas que han tenido. Además, conocer qué sucede con los niños una vez que egresan de los centros de detención e informó que luego de visitar los tres centros se hará un informe que se presentará al Senado y al Ejecutivo con un resumen de las visitas, un diagnóstico y propuestas concretas para mejorar el sistema carcelario nacional.

Explicó que este tema es de sumo interés para la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, porque en estos centros se atiende a niños, que si bien han cometido un delito también tienen derechos y el objetivo es que su estadía en estos centros sea una ayuda para que adquieran la convicción de que no deben seguir delinquiendo. Luego, señaló que Chile tiene un alto grado de detención y reconoció que existe una alta tasa de población penal en relación a cada centro de detención. Además, comentó que desde que llegó al Senado ha tenido una especial preocupación por los niños, lo que se ha reflejado en los diversos proyectos de ley que ha presentado.

El Director del Centro Cerrado de San Bernardo, señor Pedro Godoy, señaló que este centro se construyó en el año 1994 y que ya tiene alrededor de diecisiete años de funcionamiento. Además, informó que está diseñado para atender a 164 niños, pero que en la actualidad albergan a unos 250 jóvenes que han sido condenados por la ley N° 20.084. Comentó que el año 2007 sufrieron varios ajustes, incluso a nivel de equipo directivo, por la entrada en vigencia de la referida ley. En la actualidad, sostuvo que el equipo directivo está integrado por el Jefe Administrativo, señor Nelson Flores, el Jefe Técnico, señor Richard Castro, el Jefe Técnico Subrogante, señor Marcelo Espejo, y el Jefe de Destacamento de Gendarmería, señor Freddy Herrera. Además, informó que hoy existen un total de 159 funcionarios en este Centro, dentro de los cuales están los funcionarios de trato directo o educadores que tienen un sistema de turno, lo que implica que en la práctica existen entre 35 a 40 funcionarios por turno con los jóvenes. Sobre el particular, refirió que en una casa en el día existen dos profesionales, un psicólogo y un asistente social, un coordinador de casa y dos educadores de trato directo. En las noches, continuó, están los educadores de trato directo y un coordinador nocturno. Luego, presentó un esquema con la estructura organizacional del centro, la cual está encabezada por el Director, quien trabaja con la Secretaría y con un Jefe de Prevención de Riesgos. Además, sostuvo que existe una Jefatura Administrativa que se encarga de la logística y el funcionamiento general del centro y una Jefatura Técnica que vela por los jóvenes.

La Directora de la Región Metropolitana de SENAME, señora Paula de la Cerda, explicó que este centro tiene un sistema de turno diurno y nocturno especial y diferenciado, con un personal distinto para el día y para la noche, diferente al del Centro de Internación Provisoria de San Joaquín, ya que no cuentan con un sistema de turno corrido.

El Director del Centro de Detención de San Bernardo señaló que en promedio en cada turno existen unos sesenta y cinco funcionarios.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por qué  este Centro tiene sistema de turno especial.

La Directora de la Región Metropolitana de SENAME respondió que este Centro tiene un sistema de turno especial, por la carga histórica que tiene y porque tuvo que adecuarse a los nuevos requerimientos de la ley N° 20.084. Señaló que uno de sus desafíos es establecer un sistema de turno por modalidades de atención, que sea común para todos los centros, para evitar disparidades entre los centros atendidos por SENAME. Además, consideró que un sistema de turno homogéneo podría mejorar la calidad laboral de los funcionarios de SENAME. Asimismo, reconoció que este centro tiene una tasa de sobrepoblación altísima, porque está pensado para 160 jóvenes y alberga a unos 255, lo que ha provocado que sus estándares de calidad estén muy por debajo de lo requerido. En efecto, sostuvo que por lo mismo no disponen de una buena oferta de talleres, de actividades extraprogramáticas y no tienen la posibilidad de abordar adecuadamente la realidad de todos estos jóvenes, ya que obviamente el hacinamiento va en desmedro de la calidad de la atención. También, señaló que la dinámica de este centro es distinta a la del centro de San Joaquín, especialmente porque los jóvenes tienen otras características.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó sobre la posibilidad de ampliar este Centro.
La Directora de la Región Metropolitana de SENAME precisó que en el terreno aledaño existe un edificio que se pensaba destinar a un Centro Semi Cerrado, proyecto que nunca se concretó, por lo cual han intentado ampliar este Centro, haciendo uso de dichas instalaciones, extendiendo su muro perimetral a las instalaciones vecinas. Pero, lamentó que de acuerdo al Plano Regulador de la Comuna de San Bernardo no cuentan con más metros cuadrados para construir nuevos sistemas carcelarios en la comuna. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que la Ilustre Municipalidad de San Bernardo siempre ha estado dispuesta para autorizar esta ampliación.

El Secretario Regional del Ministerio de Justicia, señor José Ramón Gutiérrez, indicó que la Secretario Regional Metropolitana del Ministerio de Vivienda o el Director del SERVIU podrían autorizar esta ampliación, ya que para ellos no sería vinculante el referido Plano Regulador.

La Directora de la Región Metropolitana de SENAME explicó que la idea de extender el muro perimetral de este centro tiene la finalidad de mejorar las condiciones de los jóvenes que alberga y no recibir más niños. Además, reiteró que la Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de San Bernardo aprueba esta ampliación, porque un alto porcentaje de los jóvenes que están en este centro residen en la zona sur de la Región Metropolitana.

El Director del Centro de Detención de San Bernardo comentó que dentro de la Jefatura Técnica está el personal encargado de los Talleres, los educadores de trato directo diurno y nocturno, quienes forman parte del equipo de intervención, son el motor del centro porque están directamente relacionados con los jóvenes y quienes deben ejecutar el plan de reinserción social. Refirió que tienen cinco casas, de las cuales cuatro de ellas se destinan a los jóvenes con régimen normal y otra más para casos de niños que requieren algún tipo de tratamiento especial de crisis. Precisó que en esta quinta casa normalmente se reciben a los jóvenes más difíciles y comentó que están intentado que esta casa cumpla un objetivo más bien de segregación, que baje la tensión de los jóvenes y una vez que se logre manejar la crisis puedan reincorporarse en un casa con sistema normal.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por el grado de alteración psicológica que tienen los jóvenes y cuántos psicólogos trabajan en este centro.

El Psicólogo del Centro respondió que  trabajan  26 psicólogos. Además, señaló que existen trastornos por la frustración generada por el encierro y una vez que comienzan a adaptarse al centro algunos experimentan ciertas complicaciones con el sistema carcelario dado la etapa de la vida en que están viviendo. En estos casos, continuó, se genera un proceso de contención emocional con intervenciones apropiadas de los profesionales con carácter multimodal con un psicólogo, un asistente social y profesores. Acotó que más del 90% del personal de trato directo son profesores que cuentan con técnicas socioeducativas para la intervención global que se realiza a los jóvenes. Señaló que durante los años 2009, 2010 y 2011 han constatado un proceso decreciente de los casos de conflictos críticos, ya que se han generado acciones para revertirlos, como el concentrar a los jóvenes con más problemas en la casa 5.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME indicó que los casos de trastornos psiquiátricos son frecuentes entre los jóvenes que se atienden en SENAME y lamentó que no cuentan con todos los medios y espacios exclusivos para su atención. Reconoció que afortunadamente tienen el apoyo de CONACE que trabajan al interior de este centro.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó por el porcentaje de jóvenes que residen en este centro que padecen algún tipo de trastorno psiquiátrico.

El Psicólogo del Centro indicó que de acuerdo a un levantamiento de información que realizaron durante el año 2010 un 10% de los jóvenes padece algún tipo de patología psiquiátrica e informó que actualmente están realizando un nuevo levantamiento en todos los centros en las Regiones V, IV y Metropolitana para poder implementar políticas de salud mental.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME destacó que ahora disponen de horas de psiquiatra directas y específicas para este centro, ya que si bien los jóvenes están recibiendo atención directa de los profesionales de CONACE esta atención es insuficiente.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide lamentó que en Chile se realice una terapia médica ex post y observó que falta una política de prevención. Sobre el particular, señaló que gracias a la resonancia magnética se ha podido determinar que entre un delincuente, los que han sido torturados y un torturador no existen mayores diferencias a nivel de lesiones cerebrales. De este modo, indicó que cabe hacerse la pregunta cuántos delincuentes han sido previamente enfermos psiquiátricos. Informó que el promedio de patología psiquiátrica, salvo la depresión, llega a un 5% y que en este centro se tiene el doble de jóvenes con trastornos mentales.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME refirió que en materia de depresión los índices son aún más altos y que pueden llegar a un 50% y lamentó que las depresiones no son abordadas, porque se han concentrado en las patologías más duras. Además, indicó que están los trastornos conductuales, los que son difíciles de diagnosticar por los serios problemas de consumo de drogas que existen, la carga familiar de estos niños y la etapa de la vida en que están. Asimismo, recalcó que sin duda la privación de libertad afecta a estos jóvenes.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide sostuvo que no se han considerado medidas para limitar la violencia en los niños. En efecto, refirió que los niños a los doce años ya han visto unos 10.000 asesinatos en la televisión, a una edad que aún no saben distinguir entre el bien y el mal.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME acotó que este centro tiene graves problemas en materia sobrepoblación y deficiencias en atención psiquiátrica e informó que a fines de este año se abrirá un nuevo Centro de Detención en la comuna de Tiltil con una capacidad máxima para 315 jóvenes, que absorberá parte de la sobrepoblación de este centro, lo que les permitirá ejecutar los procesos de intervención y de reinserción social, ya sea talleres, módulos escolares y capacitaciones laborales. Consideró a la capacitación laboral como esencial dado que el 75% de los jóvenes de este centro son mayores de edad y que requieren de capacitación para ayudarlos a generar ingresos, para evitar así que vuelvan a cometer un delito. Sobre este punto, refirió que un joven residente del centro le comentó que gracias a la delincuencia ganaba alrededor de unos 200.000 pesos diarios y que por lo mismo no le interesaba un trabajo formal. Al respecto, acotó que para evitar que vuelvan a delinquir deben lograr que estos jóvenes valoren su libertad, haciéndolos entender que la libertad es un bien preciado.

El Director del Centro de Detención de San Bernardo informó que dentro del centro existen los siguientes programas externos: una escuela que cuenta con doce profesores; un programa complementario de educación ACHNU con catorce personas y el programa ÁGORA de CONACE en el cual trabajan trece personas más. Luego, explicó que el centro se divide en cuatro cuadrantes con una plaza central. Además, indicó que los jóvenes se distribuyen por distintos criterios a saber: su edad, la complejidad de los delitos cometidos y su capacidad de adaptación. De este modo, informó que la casa 1 tiene un total de 57 jóvenes divididos en dos pabellones uno para 26 menores de edad y otro para 31 mayores de edad; la casa 2 alberga a 68 jóvenes mayores de edad, de los que 5 han quebrantado su condenada; la casa 3 tiene un total de 55 jóvenes mayores de edad, y que en la casa 4 habitan 65 menores de edad, de los cuales 2 han quebrantado su condena.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por el grado de peligrosidad de los jóvenes y por la gravedad de los delitos cometidos.

El Director del Centro de Detención de San Bernardo respondió que el delito más grave cometido por los jóvenes que residen en este centro es homicidio calificado, pero que los más comunes son el robo con violencia o intimidación en las personas, robo por sorpresa y robo en lugar habitado.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó si los jóvenes cuentan con un venusterio.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME señaló que este punto es central dado que el 75% de los jóvenes de este centro son mayores de edad y que la gran mayoría de ellos tiene familia y lamentó  no tener un espacio adecuado para encontrarse con sus parejas, ya que han adaptado un venusterio en la enfermería.

Luego, el Director del Centro de Detención de San Bernardo comentó que hoy existen unos 238 jóvenes en educación básica y media, cifra que prácticamente cubre a todos los niños del centro, lo que consideró que es un logro que se debe en parte a la flexibilidad del sistema de horario que tiene la escuela que existe en el centro. Agregó que además tienen un programa de nivelación para los jóvenes que han desertado del sistema escolar y refirió que ahora están intentando potenciar el tema de la PSU, a fin de motivarlos a continuar con estudios superiores.

Posteriormente, lamentó que sólo 60 jóvenes están siendo atendido por CONACE e hizo presente que requieren de una cobertura al menos que cubra a unos 180 jóvenes que tienen problemas con el alcohol y las drogas.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó por las horas diarias de escuela y por el sentido religioso de los niños.

El Director del Centro de Detención de San Bernardo respondió que los jóvenes tienen seis horas pedagógicas diarias. En cuanto al tema religioso, informó que existe una pastoral católica y otra evangélica que es bastante fuerte.

La Directora de la Región Metropolitana del SENAME señaló que están intentando implementar espacios comunes para incentivar la espiritualidad de los jóvenes, en el cual se les muestre las distintas formas de vivir la fe, ya que el tener fe y esperanza les podría ayudar a salir adelante. Para esto acotó que están desarrollando un proyecto regional más estructurado en lo espiritual y en el deporte. En el caso del deporte, indicó que están estudiando entregar a entidades externas el área deportiva de los centros, a fin de que conozcan otro tipo de disciplinas deportivas distintas al fútbol.


Con posterioridad a estas visitas, la Directora de la Región Metropolitana, señora Paula de la Cerda, expuso por  escrito las principales observaciones las principales dificultades presentadas a 4 años de la implementación de la Ley N° 20.084, de Responsabilidad Penal Adolescente tanto en el centro de régimen cerrado de San Bernardo como para el centro de internación provisoria de San Joaquín,  las cuales fueron recogidas en su integridad por la Comisión en las conclusiones de este informe.


Del mismo modo, la Comisión solicitó mayores antecedentes respecto a la inquietud planteada por la Directora de la Región Metropolita en cuanto a los obstáculos para comercializar y vender los productos elaborados por los adolescentes que son atendidos en los centros privativos de libertad administrados por el Sename.


Sobre el particular, la Directora Regional Metropolitana del Sename informó por escrito que es necesario tener presente por un parte que, que dentro de la finalidad de las sanciones previstas por la ley N°20.084, se establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en orden a hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social, y por otra parte, lo dispuesto en el artículo 52 del Reglamento de la Ley, aprobado por Decreto Supremo N°1.378, de 2006, del Ministerio de Justicia, cuando alude a la “Formación y capacitación”, señala que el Servicio desarrollará y ejecutará programas permanentes de formación y capacitación laboral para los adolescentes internos, de acuerdo a sus necesidades e intereses, a fin de lograr la mejor reinserción social y laboral de los mismos. 



A su vez,  el artículo 68, regula  la “Circulación de dinero”, y señala que en los centros privativos de libertad los adolescentes no podrán mantener en su poder dinero efectivo. A su turno, el artículo 69, se refiere a las “Remuneraciones de adolescentes”, e indica que las remuneraciones que los adolescentes obtengan producto de su trabajo serán custodiadas y distribuidas por la dirección del centro, quien para este efecto deberá cumplir con los requerimientos del adolescente. Dicha remuneración será destinada a un fondo individual que deberá entregársele al momento de su egreso”. En este sentido, dicho precepto sólo se refiere a las remuneraciones que obtengan los adolescentes producto de su trabajo, pero no regula la comercialización y venta de los bienes que ellos elaboren.


En este contexto, continúa la Directora Regional Metropolitana del Sename, cabe señalar la Resolución Exenta N°0340/B, de 7 de junio de 2007, que aprueba el instructivo relativo a las remuneraciones y dineros que obtengan los adolescentes producto de su trabajo y la administración de un fondo individual, en los centros privativos de libertad que administra el Servicio. En síntesis, dicha Resolución regula en detalle el procedimiento aplicable en cuanto a la forma de distribución del dinero, en principio por partes iguales, u otro acuerdo en relación con la cantidad de producción de cada joven o calidad, al que deben concurrir los jóvenes participantes del taller, junto al educador del taller o el director de convenio, según corresponda, lo que debe ser consignado en un acta de reunión; la custodia; el destino, (depósito en cuenta de ahorro del Banco del Estado correspondiente a cada adolescente que el centro debe haber abierto y obligación de recaudar, a cargo de un funcionario responsable especialmente designado al efecto); y giro al momento del egreso, de los dineros que los jóvenes obtengan producto de trabajos realizados por ellos, en los talleres de formación pre laboral y laboral que funcionen al interior de los establecimientos.


No obstante lo mencionado, es dable señalar que no existe norma legal que faculte al SENAME, para que como Servicio Público, pueda intervenir en la comercialización de materias primas y bienes manufacturados o fabricados por los jóvenes atendidos en los Centros de administración directa del SENAME, tal como acontece con Gendarmería de Chile, Servicio que está por ley facultado para ello, conforme con lo dispuesto por el artículo 19 del decreto ley N° 2.859, de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, entregando a un reglamento la regulación específica, el que en el caso en cuestión está constituido por el actual decreto supremo N°943, de 2011, del Ministerio de Justicia, que aprueba el reglamento que establece un “Estatuto laboral y de formación para el trabajo penitenciario”, creando los “Centros de Educación y Trabajo”, los que constituyen establecimientos penitenciarios o parte de ellos, destinados a contribuir al proceso de reinserción social de las personas condenadas, proporcionando o facilitándoles, trabajo regular y remunerado, capacitación o formación laboral, psicosocial y educación, que sean necesarios para tal propósito, sin perjuicio que en cumplimiento de este objetivo puedan constituir unidades económicas. 


En consecuencia, considerando por una parte que, en materia de derecho público, el Servicio debe sujetarse estrictamente al principio de legalidad, el que dispone que sólo es posible hacer aquello que expresamente permite la ley, y que el decreto supremo N°1.378, de 2006, del Ministerio de Justicia, sólo contempla el derecho de los adolescentes a percibir una remuneraciones producto de su trabajo, disponiendo que  serán custodiadas y distribuidas por la dirección del centro, el que deberá cumplir con los requerimientos del adolescente, debiendo ser destinada a un fondo individual que deberá entregársele al momento de su egreso, de ello no puede desprenderse una regulación más específica en torno al trabajo de los jóvenes al interior de los centros en cuestión, ni tampoco la facultad legal del Servicio para vender tales bienes, cuanto más si, conforme  al dictamen N° 17261, de 2010, de la Contraloría General de la República, se ha concluido que ni la ley N°20.084, ni el decreto supremo Nº1.378, de 2006, del Ministerio de Justicia, que la reglamenta, establecen la posibilidad de realizar algún tipo de actividad comercial al interior de los Centros creados en virtud de dicha normativa. 


Finalmente, señala que si bien los jóvenes podrían elaborar productos al interior de los centros en que se encuentran, en el marco de los programas permanentes de formación y capacitación laboral orientados a la reinserción social, que el Servicio debe desarrollar y ejecutar, según lo prescribe la normativa aplicable, pudiendo percibir una remuneración proveniente de la venta del producto de su trabajo; materia que como se ha señalado, está regulada por el decreto en comento; dichos  bienes no podrían ser vendidos o comercializados por el Servicio, en razón que no existe norma legal que autorice al SENAME para ello.

III. CONCLUSIONES.


A continuación, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía acordó por la unanimidad de sus miembros proponer a la Sala de la Corporación las siguientes medidas agrupadas por áreas de interés, las cuales se destacan a continuación


Del mismo modo, se acompaña, al final de cada uno de los componentes, la respuesta del Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera, respecto a las gestiones realizadas en materia de política penitenciaria:

A) POLÍTICAS PÚBLICAS:

1.- 
Crear una Subsecretaría de Derechos Humanos.

Sobre el particular, el señor Ministro de Justicia indicó que el 30 de enero pasado, el Presidente de la República firmó el Proyecto de Ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

Con ello, Chile contará por primera vez en su historia republicana, con una autoridad y una entidad pública encargada y responsable de liderar todos los esfuerzos del Estado en la promoción de los derechos humanos  y que hoy día se encuentran desperdigados en distintas reparticiones, y asumirá la responsabilidad de la elaboración de los planes, programas, decisiones y acciones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos. 

La Subsecretaría de Derechos Humanos será el órgano de colaboración del Ministro de Justicia y de Derechos Humanos, cuyo objetivo será la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción de los derechos humanos y a su defensa, de acuerdo a lo señalado en el proyecto de ley presentado al Congreso.

Finalmente, agregó que entre sus funciones, se encuentra:

· Planificar, implementar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.

· Coordinar las acciones judiciales vinculadas a la protección de los derechos de víctimas de vulneraciones a los derechos humanos.

· Coordinar la ejecución de medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos amistosos, recomendaciones y resoluciones originadas en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y en el Sistema Universal de Derechos Humanos.

· Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en derechos humanos y representar al gobierno ante los litigios o procedimientos derivados de los mismos.

· Resolver disputas en materia de derechos humanos a través de la mediación, tanto entre particulares como entre estos y organismos públicos. 

· Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en lo relativo a la adecuación normativa del derecho interno en relación al derecho internacional de los derechos humanos.

· Definir políticas de Estado que regirán la promoción de los derechos humanos.

· Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso Nacional sobre las políticas y planes del Ministerio en aquellas materias que sean competencia de la Subsecretaría.

· Requerir de las autoridades correspondientes la información necesaria para el cumplimiento de sus fines.

· Convocar y asegurar la participación de los distintos sectores del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

· Concurrir a la formulación del anteproyecto de presupuesto del Ministerio y a la evaluación del mismo.

· Proponer al Ministro el anteproyecto de presupuesto anual de la Subsecretaría.

2.-
Aumentar los recursos para el mejoramiento de las condiciones de infraestructura y de habitabilidad carcelaria, con criterios de  racionalización en el uso de los espacios, de manera de evitar el hacinamiento y de alcanzar los estándares mínimos que garanticen la integridad personal de las personas recluidas.

En relación a este tema, el señor Ministro de Justicia hizo presente que, si bien, el Ministerio explicó brevemente el plan de 11 Medidas impulsado desde 2010, conviene detallar este plan que precisamente tiene por objetivo superar los inconvenientes y dificultades que la Comisión ha relevado.

Este plan, continuó, de ejecución y monitoreo permanente, se compone específicamente en lo siguiente:

1. Primera medida: cubrir el déficit de colchones, frazadas y literas, entregando estos insumos a cada interno.

2. Segunda medida: mejoras en la alimentación de condenados e imputados, a fin de migrar del actual sistema de entrega de comida de los penales tradicionales a uno que permita servir los alimentos en porciones individuales y equivalentes.

3. Tercera medida: mejoramiento en materia sanitaria y sistema de luminarias, mediante la reparación, renovación y mejoramiento de baños e instalaciones sanitarias en todas las unidades penales del sistema tradicional y reposición de luminarias.

4. Cuarta medida: aumento en las horas de desencierro. De acuerdo a las orientaciones penales modernas, se busca aumentar las horas de desencierro y realizar actividades que colaboren con la convivencia, la rehabilitación y reinserción.

5. Quinta medida: cuidado y salud en situaciones de emergencia, asegurando la presencia de un paramédico en cada unidad penal del país y existencia de un stock básico de medicamentos, materiales e insumos para situaciones de emergencias. Asimismo, se contará con, al menos, un prevencionista de riesgo por región. Se designaron los 15 encargados regionales en prevención de riesgos -uno por cada región-, los cuales ya fueron capacitados para resolver contingencias en situaciones de catástrofe natural y emergencias. Finalmente, se está implementando un sistema de comunicaciones internas –telefonía y radial- entre los servicios de enfermería de las unidades penales del país y los hospitales, servicios de urgencia y ambulancias más cercanos, para mejorar la coordinación interna y externa, para dar respuesta y atención oportuna frente a emergencias de salud.

6. Sexta medida: mejoras en el procedimiento de registro corporal a internos, para mejorar las condiciones de registro, se introdujo un artículo 29 bis en el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, que regula esta acción en tres niveles: registro cotidiano o en situación normal, registro especial y registro en situación de emergencia.

7. Séptima medida: mejoras al sistema de visitas, mediante la instalación de un techo en las zonas de acceso y de espera, además de bancas en el sector en el que se realiza la visita. Asimismo, para una revisión efectiva, pero menos invasiva, se recurrirá a elementos modernos de seguridad electrónica que permiten detectar objetos prohibidos, disminuyendo la necesidad de efectuar exámenes físicos.

8. Octava medida: fortalecimiento de asesoría espiritual, por cuanto, esta actividad de auxilio ha aportado notoriamente a la convivencia y orden en cada unidad. 

9. Novena medida: mejorar condiciones de liberación. El primer encuentro con la libertad se produce en condiciones que pueden ser complejas, porque muchas veces abandonan los penales durante la noche, generalmente sin compañía y sin recursos para transporte. Esta medida tiende a perfeccionar el sistema de liberación de quienes han permanecido recluidos en sus unidades penales, mediante la autorización para permanecer en la unidad penal hasta que amanezca y se apoya la coordinación con familiares y la asistencia para su liberación. 

10. Décima medida: potenciamiento de Centros de Educación y Trabajo (CET). En estos espacios pueden ocupar productivamente su tiempo de reclusión, perciben un incentivo económico que les permite ayudar a sus familias, además de adquirir un oficio.

El fortalecimiento de estos centros redundará en mejorar las condiciones de vida de los internos y sus familias, y es una actividad que se potencia con el Decreto Supremo N° 943 del Ministerio de Justicia, sobre el Estatuto Laboral para las personas privadas de libertad.

11. Onceava medida: seguridad al interior de los penales, mediante la instalación de sistemas de inhibición telefónica en los tres recintos penales de mayor tamaño en el país, y test de drogas aleatorios a funcionarios de Gendarmería, ambos proyectos en actuales procesos licitatorios.

3.- 
Racionalizar el uso de la privación de libertad, reorientando el cumplimiento de las penas hacia la reinserción social de los condenados.

Respecto a este punto el señor Ministro de Justicia, señaló que la necesidad de abordar la crisis penitenciaria que enfrenta nuestro país resulta un imperativo, no sólo en razón del deber de garantía de los derechos fundamentales de las personas condenadas, sino también por motivaciones de seguridad pública, la que se ve seriamente afectada con el incremento de la peligrosidad de la persona durante su permanencia en la cárcel. Por lo anterior, se encuentran en tramitación legislativa cuatro  iniciativas legales propuestas por el Ejecutivo destinadas a racionalizar el uso de la cárcel, las cuales se refieren someramente a continuación.
a)
Modificación al sistema de Libertad Condicional (Boletín 7534-07). La iniciativa busca que la decisión del otorgamiento de la libertad condicional, quede entregada a criterios objetivos y no a la intervención política como ocurre hoy, de modo que, la decisión final ya no dependa del Seremi de Justicia sino que la adopte la Comisión de Libertad Condicional integrada por miembros del Poder Judicial, conforme a estrictos criterios técnicos. 

b)
Modificación a las sanciones por no pago de multa (Boletín  7534-07). Quienes no pagan la pena de multa, como medida de apremio, son recluidos en establecimientos penales, por lo cual, un número significativo de personas ingresa a los establecimientos penales por haber sido condenados al pago de multas cuyos montos no han podido enterar en arcas fiscales. 

La propuesta busca sustituir la reclusión como apremio, por la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, que consiste en actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.

c)
Otorgamiento de indulto conmutativo general (Boletín 7533-07). Un punto crítico para el favorecimiento de las condiciones de ejecución de condenas, lo constituye la descongestión del sistema penitenciario. La consecución de este objetivo supone naturalmente la construcción, ampliación y mejora de la infraestructura carcelaria. Pero junto con ello, también puede fomentarse mediante la aplicación racional del instituto del indulto. 

El proyecto de ley tiene por finalidad otorgar un indulto conmutativo general para cierto tipo de condenados, que hubieren cumplido una parte significativa de sus condenas y en la medida que su liberación no implique un compromiso para la seguridad pública. La iniciativa alcanzaría a las mujeres que actualmente se encuentren condenadas y privadas de libertad, aproximadamente 150 beneficiadas; a los condenados que actualmente se encuentran cumpliendo una condena bajo el beneficio carcelario de permiso de salida controlada al medio libre (aproximadamente 800 personas); a los condenados que actualmente se encuentran cumpliendo una condena mediante el beneficio de reclusión nocturna, alcanzando a 4.700 personas aproximadamente; y finalmente, podrían verse favorecidos cerca de 1000 condenados extranjeros.

d) Cumplimiento alternativo de penas inferiores a 300 días de duración (Indicación Ley Nº 18.216, Boletín 5838-07).

Actualmente cerca de 3.200 personas se encuentran privadas de libertad con penas de corta duración, que por su naturaleza, son disfuncionales al objetivo de rehabilitación y reinserción que el sistema punitivo debe considerar. La propuesta apunta a incorporar a la Ley Nº 18.216, la facultad del tribunal para sustituir la pena privativa de libertad igual o inferior a 300 días de duración, por la de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, siempre que se cumpla con los requisitos legales, y en particular, si esta pena sustitutiva permite disuadir al condenado de cometer nuevos delitos.

Procede sólo en subsidio de otra pena sustitutiva contenida en la nueva ley 18.216 y por una sola vez. 

4.-
Establecer una política nacional de diseño e instalación de cárceles.

Al respecto, el Ejecutivo respondió que si bien ya se mencionó a propósito de las intervenciones de los Ministros Bulnes y Ribera el plan de construcción de 4 nuevos recintos modelos, conviene agregar lo siguiente: 

a) A fines de 2011, entraron en operación dos nuevos recintos penales, uno en Concepción y otro en Antofagasta, a través de un sistema de concesiones, que ha aportado al sistema penitenciario 2.350 nuevas plazas.

b) Se instruyó a la Coordinación de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, organismo fiscalizador de los contratos de las cárceles concesionadas, que avance en la negociación de un aumento de capacidad de estos recintos, para llevarlos de su actual capacidad (Grupo 1 y Grupo 3) 10.085 internos, a una nueva capacidad de 14.119 plazas, lo que significaría un aumento al sistema carcelario de 4.034 plazas.

5. -
Estudiar la figura del juez de ejecución de penas que existe en Alemania, España y en otros países  de Latinoamérica. Sobre el particular, cabe señalar que  en enero del 2011, la Sala de la Corporación aprobó un proyecto de acuerdo  en el cual, entre otras materias,  solicita al Ejecutivo regular la figura de este juez.

En esta materia, el Ejecutivo hizo presente que el proyecto de ley que modifica la ley 18.216, es sin duda un avance en este punto. Esta iniciativa razona sobre la base de que las penas en libertad apelan al control en la sociedad, por lo que, demandan desafíos nuevos en materia de supervisión por la Administración de Justicia, especialmente tratándose de personas sujetas a tratamiento de drogas y alcohol. En virtud de lo anterior, se establece que los conflictos que surjan durante la ejecución de la pena sustitutiva serán resueltos por el juez de garantía del lugar en que se cumple la condena.

Por lo anterior, continuó, se está avanzando en generar una alianza con el Poder Judicial, a fin de que el juez se erija como la figura que resuelva los conflictos que se generan durante la ejecución de las penas en libertad, como asimismo, aliente y exhorte al condenado a adherir a la intervención que se disponga en su plan de intervención individual. En el caso que el plan de intervención se incumpla, el juez será la figura que le dará consistencia y credibilidad a la pena sustitutiva porque será quien adoptará una sanción clara y enérgica, cerrando los espacios de impunidad que se han observado actualmente.

Por otro lado, señaló que uno de los Ejes de la Nueva Política Penitenciaria, considera el perfeccionamiento del sistema de beneficios intrapenitenciarios, para lo cual, será necesario efectuar modificaciones al Decreto Supremo 518, que establece el reglamento de establecimientos penitenciarios, en particular, respecto de la postulación, evaluación, concesión y seguimiento, con lo que mejoraría la situación de las personas privadas de libertad.

6.- 
Instar por que se agilice el proceso de concesión de libertad condicional focalizado en criterios técnicos objetivos y no políticos. Para estos efectos, se propone revisar y adecuar la normativa legal vigente, esto es, el decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados.

Sobre esta materia, el señor Ministro de Justicia señaló que en la búsqueda de mejorar las condiciones de habitabilidad, de rehabilitación y de reinserción de la población privada de libertad, para posibilitar la generación de condiciones propicias para que cuando egresen no vuelvan a delinquir, el 15 de marzo de 2011, se presentó al Congreso una iniciativa que busca que la decisión del otorgamiento del beneficio intrapenitenciario de la libertad condicional, contenida en el decreto ley Nº 321 de 12 de marzo de 1925, quede entregado a criterios objetivos y no a la intervención política. De este modo, la decisión final ya no depende del Seremi de Justicia, sino que se adopta conforme a estrictos criterios técnicos, por la Comisión de Libertad Condicional que está integrada por miembros del Poder Judicial, lo cual, permite otorgar un mayor grado de objetividad al proceso.

La intervención unilateral de los Secretarios Ministeriales de Justicia en la concreción del beneficio de la libertad condicional, se ha traducido con el tiempo, en una reducción considerable del número de condenados que finalmente acceden a este tratamiento penal especial; arrojando desde hace largo tiempo, dudas acerca de la objetividad que guía un proceso que resulta clave para propiciar un buen comportamiento intrapenitenciario y fomentar la rehabilitación y reinserción de los condenados.

Resulta fundamental que la decisión sobre la concesión del beneficio se guíe por criterios eminentemente técnicos, vinculados con la pertinencia de un tratamiento en el extramuros para el condenado. De ahí, que resulte del todo apropiado que esa decisión quede radicada en las Comisiones de Libertad Condicional, dada su composición y criterios que las rigen, prescindiéndose de la intervención ulterior y discrecional de los Secretarios Ministeriales de Justicia.

7.- 
Estudiar una modificación legal al Estatuto Administrativo que impide al Estado contratar personas con antecedentes penales.

Sobre este punto, el Ejecutivo indicó que la reinserción de quien ha cometido un crimen o simple delito es uno de los mayores desafíos de las políticas de seguridad pública y justicia. Uno de los indicadores de reinserción más preponderantes dice relación con la inserción laboral del condenado una vez que ha cumplido su pena y ha recuperado su libertad. Así, la posibilidad de trabajar y mantener con el producto de dicho trabajo a su familia, constituye un fuerte estímulo a disminuir la posibilidad de reincidencia.

No obstante lo anterior, la existencia de antecedentes penales dificulta muchas veces su contratación por parte de privados, a la vez que limita de manera absoluta su posibilidad de contratación en la Administración del Estado. En efecto, la Ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, señala en su artículo 12 que, “Para ingresar a la Administración del Estado será necesario cumplir los siguientes requisitos: f) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado por crimen o simple delito”.

En virtud de lo expuesto, resulta aconsejable estudiar las distintas hipótesis referidas a la participación del Estado como fuente (directa o indirecta) de generación de oportunidades de trabajo. Así, la participación del Estado, como señala un estudio encargado por el Ministerio de Justicia durante el año 2011 , como fuente indirecta de generación de oportunidades de trabajo para personas que egresan del sistema penitenciario, podría enmarcarse perfectamente en el ámbito de las denominadas ‘Compras Sustentables’. La formalización de un criterio de sustentabilidad social de compras públicas basado en favorecer la contratación de personas que han salido de la cárcel, por parte de los proveedores del Estado, pasa por una Directiva de Contratación Pública emitida por la Dirección de Compras Públicas. 

Por su parte, para formalizar la participación del Estado como fuente directa de empleo, se requiere establecer una preferencia en la contratación en el Sector Público de personas egresadas del sistema penitenciario. 

Para efectos de estudiar este tema y definir las soluciones a los problemas señalados, se ha decidido convocar a una Comisión de Expertos que orienten sobre las mejores prácticas y las estrategias para abordar las modificaciones normativas que se requieran, integrado por representantes de Fundación Paz Ciudadana, el Centro de Estudios del Desarrollo, el Centro de Estudios de Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile y el Instituto de Libertad y Desarrollo, quienes han confirmado su participación para la primera reunión a realizarse a principios de abril.

8.- 
Considerar propuestas de ley que otorguen subsidios o beneficios tributarios para las empresas que contraten personas con antecedentes.

Este tema, respondió el señor Ministro de Justicia, también se ha incorporado dentro del temario a trabajar por Comisión de Expertos convocada por el Ministerio de Justicia a que se hace mención en el punto anterior.  

9.- 
Generar los mecanismos que permitan realizar un seguimiento postcarcelario.


Sobre el particular, el señor Ministro de Justicia recordó que el Patronato Nacional de Reos fue creado mediante el Decreto Supremo Nº 542, publicado el 27 de febrero de 1943. Su misión es apoyar la reinserción social y brindar apoyo postpenitenciario a la población que egresa al medio libre, mediante la implementación de programas y proyectos sociales. Sus acciones se focalizan en las personas condenadas con el beneficio de libertad condicional, que han obtenido indultos conmutativos, y aquellos que están adscritos al DL Nº 409, de eliminación de antecedentes penales. Para tal efecto, el Patronato Nacional de Reos constituye la unidad central encargada de la planificación y el control de las acciones y programas, mientras que las unidades que ejecutan los programas y otras funciones operativas, se denominan Patronatos Locales de Reos.


Sin embargo, durante este año, se concretará la sustitución de dicho Patronato por un nuevo Departamento Postpenitenciario, donde se remplazan las funciones desarrolladas por el Patronato Nacional de Reos, y se dispone la subordinación directa a la Subdirección Técnica de Gendarmería de Chile. 


Esta medida permitirá reforzar la continuidad del circuito de intervención penitenciaria, como asimismo, lograr una mayor y mejor interacción, comunicación y coordinación entre los otros dos sistemas encargados de las prestaciones (intramuro y medio libre). La nueva estructura incidirá directa y positivamente en los procesos de reinserción social, y por ende, en las políticas de seguridad pública, especializando los procesos llevados a cabo desde el nivel central, permitiendo un seguimiento más cercano, operativo y personalizado de la marcha de los programas y del control de los beneficios que se cumplen en los distintos patronatos locales de reos del país. Cabe señalar que una de las mejoras evidentes del cambio estructural será llevar la cobertura del sistema postpenitenciario a todo el país, pues actualmente el Patronato no tiene cobertura en todas las regiones. El nuevo Departamento Postpenitenciario en cambio, cubrirá todo el país a través de los mismos y nuevos programas de reinserción.

10.-
Establecer mecanismos diferenciados para la omisión y eliminación de  antecedentes penales de acuerdo al perjuicio causado, operando de manera automática transcurrido un plazo. 

Sobre el particular, el Ejecutivo manifestó que la eliminación de antecedentes penales, constituye un deber del Estado hacia las personas con condena cumplida, que se han sometido a un procedimiento de eliminación de antecedentes en forma voluntaria, y han demostrado fehacientemente su intención de reinsertarse socialmente. En este sentido, Gendarmería de Chile es la institución que tiene el mandato legal de la aplicación y control del DL. 409 a nivel nacional. Dicho control se realiza en los Centros de Reinserción Social, Unidades Penales y en los Patronatos Locales de Reos existentes en el país.

El control administrativo se realiza una vez al mes, a través de una firma en libros especialmente dispuestos para ello, ya sea a 5 o 2 años, según si el ex condenado es reincidente o no. Otras tres condicionantes la constituyen el no haber sido condenado por nuevo delito durante el proceso, poseer el nivel educacional requerido y tener todas las penas cumplidas y multas pagadas.

Este tema también se ha incorporado dentro del temario a trabajar por Comisión de Expertos convocada por el Ministerio de Justicia a que se hace mención en los puntos anteriores.  
B) POLÍTICA CARCELARIA:

1.- 
Cumplir la normativa vigente en el tratamiento que se le debe dar al  interno, con el respeto que merece su dignidad y valor inherente de ser humano; revisar horas de encierro y celdas de aislamiento, así como también estudiar el aumento de horas de desencierro, favoreciendo el trabajo y capacitación de los mismos.  Actualmente, el espacio de horas de encierro es de 15 horas diarias, situación que impide desarrollar actividades de rehabilitación. 

Al respecto, el señor Ministro de Justicia manfiestó que en el sistema penitenciario, los reclusos pasan largas horas dentro de sus celdas en situación de encierro. Este hecho, sumado a las condiciones de hacinamiento que muchas veces soportan, tiene efectos negativos en su salud física y mental. Por ello, la Cuarta de las Once medidas implementadas por Gendarmería de Chile, a partir del año 2010, se orienta a aumentar las horas de desencierro y a generar actividades que colaboren con la convivencia, la rehabilitación y reinserción. 

En virtud de lo anterior, se adoptaron las siguientes acciones específicas:

· Aumentar entre una a dos horas el periodo de desencierro de la población penal.

· Se instruyó a todos los jefes de unidades del país el cumplimiento de nueve horas efectivas de desencierro, medida vigente desde el 30 de agosto de 2010.

· Cada unidad maneja la aplicación de este periodo tomando en consideración factores geográficos, dotación de funcionarios y cantidad de reclusos.

2.- 
Segmentar y clasificar a la población penal según su perfil psicológico, laboral, familiar y delito cometido, procurando prestaciones diferenciadas según las necesidades de cada grupo, evitando al máximo el riesgo de la población penal.

Sobre esta materia, el señor Ministro de Justicia señaló que la clasificación de la población penitenciaria es realizada por las Oficinas de Clasificación y Segmentación de cada unidad penal, y buscan determinar el nivel de compromiso delictual, a partir del estudio de variables en que se considera: la Apariencia (lenguaje, cortes, tatuajes); Nivel de Preparación (escolaridad, capacitación laboral, estabilidad laboral y planificación vital); Grupos de Referencia (relaciones laborales, grupos de pares, ocupación del tiempo libre, ingestión de alcohol y drogas), e Historia Delictiva (antecedentes de conducta antisocial en la infancia, edad de iniciación delictual, reincidencia).

El objetivo de la clasificación se recoge en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos que señalan que es necesaria la separación por categorías de reclusos (Reglas 8, 67 y 68), a fin de lograr “…: a) Separar a los reclusos que, por su pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia nociva sobre los compañeros de detención; b) Repartir a los reclusos en grupos, a fin de facilitar el tratamiento encaminado a su readaptación social”. 

La relevancia de este tema para esta Cartera, ha significado que este aspecto constituya uno de los ejes en los que se centrará el accionar de la Nueva Política Penitenciaria, a fin de poder identificar grupos según compromiso delictual y homogeneizar la población con características socioculturales compatibles entre sí, evitando el contagio criminógeno. Lo anterior, contribuye a la seguridad interna, evitando conflictos al interior del recinto penal y favorece la realización de programas de intervención focalizados en las necesidades específicas del grupo.

En virtud de lo anterior, para este año, se ha decidido mejorar los instrumentos que permiten determinar el nivel de compromiso criminógeno de cada interno, a fin de que paulatinamente, reciban una clasificación y segmentación adecuada a los factores de riesgo de reincidencia que se aprecien. Junto con concluir durante el mes de marzo de 2012 un estudio encargado por el propio Ministerio de Justicia donde se analiza la realización de exámenes y evaluaciones a los privados de libertad, tanto para clasificación como para postulación a beneficios intrapenitenciarios, cabe agregar que durante este primer semestre del año 2012 se implementarán en 3 establecimientos penales de la región metropolitana y uno en la Región de La Araucanía un “nuevo Modelo de Gestión Penitenciaria”, que entre otras áreas, abarcará un nuevo procesos de clasificación y segmentación considerando las conclusiones del estudio recién señalado.

3.- 
Considerar medidas alternativas para las mujeres condenadas por micro tráfico con el objeto de no privarlas de libertad o, en su defecto, estudiar un indulto conmutativo que la sustituya  por otra.

El señor Ministro de Justicia respondió que en el caso de las mujeres condenadas por microtráfico, es importante consignar que ellas pueden acceder a las medidas alternativas que hoy consagra la ley 18.216, como asimismo, podrán acceder a las penas sustitutivas que contemplará la ley 18,216, una vez que se apruebe el proyecto en actual tramitación. Tanto unas como otras, favorecen la inserción de las mujeres y la mantención de su vínculo familiar. Además, en la nueva Ley 18.216 que actualmente se discute en el Congreso, se contempla una especial regulación de las personas condenadas por microtráfico, especialmente en lo que se refiere a sus planes individuales de intervención.

Ahora bien, en cuanto a las mujeres privadas de libertad condenadas por microtrafico, podrán acceder a la interrupción de su pena privativa y la sustitución por una pena en libertad, mediante el mecanismo de la pena mixta, que consagra el proyecto de ley destinado a modificar la ley 18.216. En todo caso, si ella fuere extranjera, podrá acceder a la pena sustitutiva de expulsión, alcanzando la anhelada libertad, con la sola prohibición de retornar al país por 10 años. Con ello, se establecen 2 mecanismos innovadores en nuestra legislación para contemplar alternativas eficientes a la privación de libertad.

En relación, al proyecto de ley de indulto conmutativo, cabe indicar que este tiene a la mujer como grupo de especial atención, dada la vulnerabilidad en que ella se encuentra y en la que queda su familia, cuando ella es encarcelada, aunque es menester señalar que este proyecto excluye de indulto a la chilena condenada por delitos contemplados en la ley 20.000 de tráfico ilícito de drogas. Sin embargo, si al momento de la publicación de esta ley, una extranjera cumpliere con los requisitos legales, sí podrá acceder al indulto conmutativo, permitiéndole obtener la libertad, pero sin que pueda retornar al país por un plazo de 10 años.

Finalmente, como toda persona que está privada de libertad, las mujeres encerradas condenadas por delito de microtrafico, pueden acceder al sistema de beneficios intrapenitenciarios, compuesto por la salida de fin de semana, dominical, diaria y libertad condicional, que les permiten alcanzar gradualmente  la libertad.

4.- 
Revisar la situación de las madres con hijos menores de 2 años con el objeto de permitir una relación más directa con el menor y mejorar las condiciones de habitabilidad con los mismos. 

Sobre el particular, el Ejecutivo indicó que el Ministerio de Justicia ha realizado diversas gestiones tendientes a reconocer la especial situación de vulnerabilidad de la mujer privada de libertad. El paso más importante, es sin duda, la presentación de un proyecto de ley destinado a indultar a ciertas mujeres que se encuentran recluidas, en actual tramitación ante el Congreso Nacional. Este indulto, permitirá que las mujeres que están condenadas en el medio cerrado, puedan cumplir su pena en libertad, sujetándose a la observación de la autoridad penitenciaria. Para acceder a este beneficio, requieren haber cumplido cierto tiempo de encierro, pero se concede un privilegio para aquellas que son madres de niños menores de 2 años. 

Para las mujeres que seguirán recluidas, en particular, en el Centro Penitenciario Femenino de Santiago, adicionalmente a los programas de reinserción social que actualmente se ejecutan, esta Secretaría de Estado ejecutará un programa de intervención para complementar la oferta actual, focalizado en los factores de riesgo de reincidencia que presenta cada una. Este programa se iniciará durante el mes de abril de 2012. 

5.-
Respetar el trato diferenciado que se debe dar a los indígenas cuando se impongan sanciones penales, según lo dispuesto en el artículo 10 del Convenio 169, en el sentido de tener en cuenta sus características económicas, sociales y culturales y de dar preferencia a tipos de sanción distintos al encarcelamiento.

6.- 
Realizar los esfuerzos necesarios para incrementar el número de personas beneficiadas con el sistema semi abierto, dada su menor tasa de reincidencia. El 75% de reincidencia de los internos corresponden al sistema cerrado versus el 16% que egresa del sistema semi abierto.

El Ejecutivo manifestó que de acuerdo a las conclusiones del estudio de la Fundación Paz Ciudadana publicado el año pasado, es posible apreciar que:

•
Las penas de encierro inferiores a un año son las que presentan las mayores tasas de reincidencia (sobre el 50%), dado su alto contagio criminógeno.

•
1 de cada 2 sujetos condenados en el medio cerrado comete un nuevo delito.

•
Las mayores reincidencias de quienes egresan de la cárcel se producen durante el año siguiente a la liberación (61%). 

•
Existe baja reincidencia en aquellos sujetos beneficiarios de la libertad condicional (23,5%) y de la ley de rebaja de condena (37,5%) frente a los casos de cumplimiento íntegro de la pena (57,4%).  

•
Las medidas alternativas a la prisión presentan porcentajes significativamente menores de reincidencia (27,7%), especialmente la libertad vigilada (19,5%).
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En concordancia con los resultados del informe, el proyecto de ley para modificar la ley 18.216, busca impedir que las personas condenadas vuelvan a cometer nuevos delitos, instando por la reinserción social de los condenados, mediante el acceso a intervención psicosocial oportuna y efectiva para aquellas personas que presenten consumo problemático de drogas y alcohol y entregando una atención especializada, para condenados por delitos de violencia intrafamiliar y sexuales, particularmente, en las penas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva. En este contexto, se busca generar procesos de intervención individualizados, que consideren las necesidades de intervención, el nivel de motivación y la receptividad a las actividades propuestas. 

Por ello, y siguiendo la experiencia validada internacionalmente, se busca entregar una intervención individualizada que permita disminuir sus factores de riesgo delictual para favorecer su integración social. En ese sentido, se está trabajando en validar para Chile, ciertos instrumentos internacionales, (test psicológicos), que tienen por finalidad medir el riesgo de reincidencia del condenado, el riesgo de cometer actos específicos de violencia doméstica y el riesgo de cometer nuevos delitos por parte de la población infractora juvenil, a partir de los modelos e instrumentos aplicados en la actualidad en países como Canadá, Inglaterra, Australia, Nueva Zelandia, Estados Unidos y España, los que han logrado una disminución de la reincidencia en un rango que fluctúan entre un 15 y un 35%.

7.- 
Estudiar una propuesta para regular y penalizar el porte, la tenencia y la fabricación de armas al interior de las cárceles.  Al respecto, cabe señalar que el Senado aprobó un proyecto de los HH. Senadores señores Navarro, Gómez, Larraín, Hernán y Espina, boletín N° 5653-07, que regula esta materia y que se encuentra en estudio en la Cámara de Diputados desde el 2008.

En relación a este aspecto, el señor Ministro de Justicia señaló que al interior de la Cartera, se encuentra en estudio una propuesta para regular y penalizar el porte, la tenencia y la fabricación de armas al interior de las cárceles. 

Mientras tanto, la medida número Once, se refiere justamente a la seguridad al interior de las unidades penales, haciéndose cargo de la percepción de que muchas veces las cárceles son auténticas escuelas del delito y, peor aún, que dentro de los recintos carcelarios se cometen y dirigen acciones criminales hacia el exterior.  Para evitarlo, se han adoptado las siguientes medidas específicas:

· Instalación de sistemas de inhibición telefónica en los tres recintos penales de mayor tamaño en el país. Se trata de una medida efectiva en el combate contra la delincuencia y fortalece el carácter disuasivo de las penas privativas de libertad, especialmente para delincuentes habituales y de mayor peligrosidad. El costo es de aproximadamente $900.000.000 para la ex Penitenciaría de Santiago, y los penales Colina I y Colina II.

· Test de drogas al azar a funcionarios de Gendarmería. Si se busca eliminar y prevenir el consumo de drogas por parte de los internos en los recintos penales, es crucial evitar cualquier riesgo de que los encargados de su vigilancia puedan convertirse eventualmente en potenciales aliados en esa actividad.

· Utilización intensiva de perros adiestrados en detección de drogas, que prestan una efectiva colaboración en prevenir el ingreso de estupefacientes a los penales. Además, su presencia tiene un importante efecto disuasivo. Por ello, se incluirán más perros en programas de entrenamiento y se capacitará a más funcionarios en su manejo. Se les utilizará en los penales en donde hay mayor tráfico de personas en los días de visita.

8.-
Habilitar recintos privados para la intimidad de las parejas.

En esta materia, el Ejecutivo hizo presente que en el diseño y construcción de los 4 recintos modelos para 8.550 internos, se ha tenido especial consideración por incorporar venusterios adecuados, que permitan la intimidad de las parejas.

El nuevo modelo de gestión de los Recintos Penitenciarios, consiste en reformar los procesos penitenciarios que gestiona el personal de Gendarmería al interior de los establecimientos penales, con la finalidad de fortalecer el desempeño de estas unidades, a través de indicadores concretos, que se traduzcan en definitiva, en una mejora sobre las condiciones de seguridad, habitabilidad y reinserción, beneficiando tanto a funcionarios como a internos.

9.- 
Generar espacios que permitan el desarrollo espiritual de los internos; facilitar la realización de misas, ritos o charlas y permitir un mayor acceso a los guías espirituales de los distintos credos.

En este punto, el Ejecutivo respondió que  el diseño y construcción de los 4 recintos modelos para 8.550 internos, se ha tenido especial consideración por incorporar espacios adecuados que faciliten la realización de ritos religiosos.

En todo caso, cabe señalar que la octava medida de las Once Medidas, releva la importancia de la labor espiritual, en materia de reinserción y rehabilitación que cumplen los distintos credos religiosos al interior de los penales. Esta actividad de auxilio ha aportado notoriamente a la convivencia y orden en cada unidad. Con el fin de facilitar esta asistencia espiritual, se definieron medidas específicas para establecer un registro de sus representantes y su participación en labores propias de la población penal. En particular:

· Se implementó un sistema de registro, acreditación y credenciales para todos los capellanes, sacerdotes y pastores de las confesiones religiosas que prestan apoyo en los penales. Para estos efectos se contrastó la información proporcionada por las capellanías y la existente en el Departamento de Personal, para confeccionar una nómina con registros de capellanes contratados y voluntarios.

· Se facilitó el ingreso de sacerdotes y pastores a las unidades penales y la asistencia espiritual a los internos, instruyendo a los directores regionales de Gendarmería sobre criterios uniformes para la aplicación de éstos.

· Se estableció un sistema para facilitar la celebración de misas, ritos, oraciones y charlas, mediante la organización de las actividades de carácter espiritual.

10.- 
Mejorar las condiciones y técnicas en la revisión corporal de las visitas y de los alimentos que ellas portan a fin de resguardar su integridad personal.

Sobre el particular, el señor Ministro de Justicia indicó que la vinculación del interno con el medio externo, mediante las visitas de sus familiares y amigos, es muy importante para su salud mental. En este proceso, las personas que ingresan a las cárceles no deben sufrir incomodidades o agravios por la condición de penados de sus familiares. Por ello, sin descuidar la seguridad y ejerciendo un efectivo control para evitar el ingreso de elementos no permitidos, se mejorarán las circunstancias en que se producen estos encuentros.

Asimismo, y como ya se señaló anteriormente, durante este primer semestre del año 2012 se implementarán en 3 establecimientos penales de la región metropolitana y uno en la Región de La Araucanía un “nuevo Modelo de Gestión Penitenciaria”, en virtud del cual una de sus áreas como nuevo procedimiento a implementar será el referido al control y registro de las visitas, conjuntamente con una nueva regulación y efectivo control de las pertenencias que cada interno puede tener al interior de estos establecimientos.

11.-
Reformular el otorgamiento de beneficios intrapenitenciarios, fomentando su otorgamiento, mejorando la oferta necesaria para el egreso y los mecanismos de supervisión de los mismos.

En este sentido, el Ejecutivo indicó que tal como muestran los gráficos que siguen, existe un incremento importante de beneficios intrapenitenciarios otorgados en el periodo 2010-2011.

Aumento de beneficios.
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Porcentaje de ingresos a beneficios intrapenitenciarios según sexo. Periodo 2004-2011
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Sin perjuicio de lo anterior, en el marco de la Nueva Política Penitenciaria, se ha contemplado evaluar y rediseñar el sistema de beneficios intrapenitenciarios, para lo cual, esta Cartera ha encargado un estudio a la Fundación Paz Ciudadana y al Centro de Estudios de Seguridad Ciudadana de la Universidad de Chile, que concluye acerca de la necesidad impostergable de efectuar profundas modificaciones en este ámbito. En virtud de lo anterior, durante este año, se abordarán las diferentes complejidades que se presentan, en particular:

· La falta de uniformidad de procedimientos, que impide evaluar y estandarizar las mejores prácticas.

· Diversidad de criterios utilizados en la interpretación de los requisitos que se exigen para el otorgamiento de un beneficio intrapenitenciario. 

· Falta de instrumentos de evaluación validados y estandarizados, que permitan pronosticar de mejor manera, los riesgos de reincidencia de los beneficiarios.

·  Fortalecimiento del sistema y órgano decisorio de calificación de la conducta.

· Fortalecimiento del sistema de seguimiento a usuarios de beneficios intrapenitenciarios.

· Fortalecimiento del uso del permiso de salida laboral.

La realización de este estudio concluye durante el presente mes (marzo de 2012) y será el principal insumo dentro del Comité de Expertos convocado por el Ministerio de Justicia.

C) SALUD:

1.- 
Realizar estudios del perfil psiquiátrico de los internos, de los gendarmes y de los funcionarios que se relacionen directamente con ellos.

2.-
Prevenir y combatir el tráfico y el consumo de drogas al interior de estos recintos, tanto para los internos como para los funcionarios.

En este aspecto, el señor Ministro de Justicia hizo presente que durante el año 2012 se realizará el proyecto científico "Salud mental en poblaciones carcelarias chilenas"  a efectuarse en cárceles de la Región Metropolitana. Se trata de un proyecto tripartito entre la Universidad Libre de Berlín, la Universidad de Londres y la Universidad de Chile, financiado por la Unión Europea (Beca Marie Curie de postdoctorado). El investigador principal es el Dr. Adrian Mundt (de Berlín), quien ha trabajado en proyectos homólogos en Alemania.

En el mismo sentido, cabe hacer presente que se construyó una unidad forense para población penitenciaria de Valparaíso para atender a internos que muestran trastornos psiquiátricos y se implementaran en Colina 1, Centro Penitenciario Femenino de Santiago y Complejo Penitenciario de Arica  y Concepción las mismas unidades sanitarias especializadas.

Asimismo, la Comisión Nacional de Psiquiatría Forense, se reimpulsa a partir del año 2012 entre el Ministerio de Salud y Justicia la Comisión Nacional de Psiquiatría Forense que revisa la situación de los inimputables penalmente por razones de trastornos psiquiátricos.  En esta comisión participan los dos ministerios, la Corte Suprema, el Ministerio Publico, la Defensoría Penal, el colegio médico y de abogados, Gendarmeria, Servicio Médico Legal.

Por último, en virtud de lo establecido en el artículo 10 del Decreto Supremo Nº 944, de 2011, del Ministerio de Justicia, que aprueba Reglamento que establece un procedimiento para la realización del control periódico de consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, para el personal de Gendarmería de Chile, se encuentra en desarrollo un proceso de licitación para adjudicar a un laboratorio el control de consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.

3.-
Aumentar, con carácter de urgente, los cupos de cobertura en los programas del Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación, Consumo de Drogas y Alcohol, SENDA, en especial, en el Programa Ambulatorio Intensivo, destinados a jóvenes con consumo problemático de drogas, considerando que la lista de espera supera el doble de las plazas disponibles.

4.- 
Requerir mayores dispositivos asociados al consumo de droga, con mayor especialización técnica en trastornos duales o co morbilidad, junto a una mayor cobertura en los dispositivos de desintoxicación. Asimismo,  en cuanto a trastornos no asociados al consumo de droga, se requieren dispositivos especializados para la población menor de edad y mayor cobertura para esta población específica.

Sobre el particular, el Ejecutivo informó que desde el año 2000, Gendarmería de Chile a través de un Convenio con SENDA, administra 12 Centros de Tratamiento de Adicciones (CTA) en Unidades Penales cerradas y 4 en medio libre, ubicados en los Centros de Reinserción Social (CRS). 

Hoy en día, producto de la modificación de la ley 18.216 que regula las Medidas Alternativas a la Reclusión, aquellos CTA insertos en el medio libre pasaran a formar parte del sistema cerrado, reforzando los procesos de rehabilitación y reinserción de las personas que presentan consumo problemático de drogas. El tratamiento asociado en aquellas personas sujetas a control de Gendarmería, por medio de las Penas Sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, será implementado por el delegado de Libertad Vigilada en conjunto con el apoyo de profesionales y Centros de Tratamientos de SENDA. 

En el medio libre, para aquellas personas que sean condenadas a la pena sustitutiva de libertad vigilada, si el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal podrá imponer, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias.

D) EDUCACIÓN:

1.- 
Promover el respeto a la ley y reflejar la seriedad del delito, de manera que los internos comprendan por qué han perdido sus derechos y tomen conciencia de la necesidad de recuperarlos.

2.- 
Fortalecer la educación de los internos con el objeto de que tengan una mejor opción al  postular a los beneficios, sobre todo si se considera que la educación es un antecedente importante al postular a los privilegios intrapenitenciarios, libertad condicional y al indulto presidencial.

3.-
Reforzar en los planes y programas de estudio, la educación sexual y la  educación cívica, así como también el respeto por el prójimo y la importancia del ser humano y sus valores. 

4.- 
Incentivar el deporte y demás actividades extraprogramáticas. Las prácticas físicas son relevantes y aportan un gran apoyo en los programas de reinserción social, además de colaborar en el  proceso de cambio en la vida de la persona que facilitan su integración en la sociedad.

5.- 
Enfocar el programa de reinserción en la población desde su ingreso al recinto, mediante la educación, el trabajo, la capacitación y el desarrollo de habilidades, con el objeto de que estos elementos le sirvan de base en su reinserción y los prepare para generar  recursos al momento del egreso.

En este ámbito, el señor Ministro de Justicia manifestó que la nueva política penitenciaria tiene como uno de sus ejes el fomento de la educación de las personas que se encuentren privadas de su libertad. 

En el país existen 75 establecimientos educacionales, los que imparten distintas modalidades: solo básica, solo media, básica y media validación de estudios, flexibilidad escolar y alfabetización.

Se estima un total de 13.080 de prestaciones en Educación Penitenciaria para el año 2012.

Por su parte, Gendarmeria en su planificación interna plantea las siguientes tareas para el año 2012:

a) Meta ante la Dirección de Presupuesto de Ministerio de Hacienda:  “porcentaje de condenados privados de libertad que concluyen el proceso educativo, respecto del total de condenados privados de libertad que accede al proceso educativo en el período”

b) Meta de incentivo colectivo:  realización de consejos educativos”

c) Compromiso:  “Manual Técnico Operativo para la Educación Penitenciaria”

En cuanto a los Programas de Mejoramiento Urbano del Ministerio de Educación, durante los años 2010,2011 y parte del 2012 se implementaran 13 proyectos de mejoramiento de infraestructura de los establecimientos educacionales del país.  

Por último, la Comisión Nacional de Educación Penitenciaria está conformada por Ministerio de Justicia y Educación, más Gendarmería de Chile, que orienta el trabajo administrativo y técnico de los establecimientos educacionales al interior del sistema penitenciario.  Durante el año 2012 se actualizara el Convenio entre ambos Ministerios, que data el año 1978.

E) REINSERCIÓN SOCIAL:

1.-
Incentivar y fortalecer la rehabilitación, fomentando el desarrollo de las capacidades que requieren los internos para incorporarse con éxito en la sociedad.  Para ello, es necesario conocer las necesidades del mercado para generar capacitaciones acordes a la demanda coordinado con otras entidades públicas como  el  SENCE y el FOSIS considerando el perfil de los jóvenes con que se trabaja, atendida sus necesidades y realidades.

Sobre el particular, el señor Ministro de Justicia hizo presente que la necesidad de abordar la crisis penitenciaria que enfrenta nuestro país resulta un imperativo, no sólo en razón del deber de garantía de los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad, sino también, por motivaciones de seguridad pública, la que se ve seriamente afectada con el incremento de la peligrosidad de la persona durante su permanencia en la cárcel. Por esta razón, se decidió impulsar una nueva política penitenciaria, destinada a racionalizar el uso de la privación de libertad y reorientar el cumplimiento de las penas hacia la reinserción social de los condenados.

Una de esas políticas es el Fomento del trabajo y de la educación de los privados de libertad.

El Ministerio de Justicia se encuentra monitoreando la implementación del nuevo estatuto laboral y de formación para el trabajo penitenciario, contenido en el Decreto Supremo N° 943, de 14 de mayo de 2011, a fin de solucionar los nudos críticos que se puedan avizorar y que obstaculicen los fines que se han buscado. 

Asimismo, se busca potenciar y generar nuevos empleos y programas de capacitación y apresto laboral, que dignifiquen al interno y hagan del encierro una oportunidad para entregarle herramientas para alcanzar la posterior inserción social. Así, en relación a las proyecciones comprometidas para el año 2012, se buscará que un total de 1700 internos reciban capacitación laboral certificada. Por otro lado, para efectos de erigir al trabajo penitenciario como un elemento esencialmente resocializador, se iniciará un proceso de acompañamiento gradual al interno que desarrolla actividades laborales.

En relación a la capacitación, a partir de diversas reuniones de trabajo con el SENCE, se ha logrado para el año 2012 un incremento del presupuestario del Programa de Trasferencia al Sector Público (TSP), respecto del año 2011, de un 62% alcanzando un monto total de $777.355.216 lo que potencia la labor de intervención y reinserción social en el ámbito laboral y de la empleabilidad, para los subsistemas Abierto, Cerrado, Pospenitenciario y las Secciones Juveniles, logrando una cobertura total de 2.750 beneficiarios. 

De este presupuesto total, un monto de $ 663.750.216, se dirigirá a la población penitenciaria adulta, para atender a una cobertura de 2.493 beneficiarios, de los subsistemas Cerro, Abierto y Pospenitenciario, colocando especial énfasis en los Centro de Estudio y Trabajo Cerrados y Semiabiertos. 

Paralelamente se destinará un monto de $ 113.605.000, a todas las Secciones Juveniles del país, para atender a un total 257 jóvenes (según promedio nacional de población en Secciones Juveniles año 2011). 

El incremento presupuestario alcanzado en el Programa para el año 2012, de un 38.9%, versus la cobertura a beneficiar 2.750, permitirá planear cursos de capacitación de mayor calidad y especialización, apuntando a aumentar las posibilidades de empleabilidad de la población penitenciaria. 

Asimismo, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE) ha coordinado con Gendarmería de Chile, un piloto presupuestario para el año 2012, a cargo del Programa de Becas Franquicia Tributaria, dirigido a potenciar la labor de capacitación de la población penitenciaria, 

Para el desarrollo de esta propuesta, se solicitó a todas las Direcciones Regionales del país, un levantamiento respecto de las necesidades regionales de capacitación de los subsistemas penitenciarios Abierto, Cerrado y Pospenitenciario, arrojando un monto total de $201.999.400 pesos, para una cobertura total de 854 beneficiarios. 

Esta nueva partida presupuestaria para potenciar la oferta programática de capacitación, se realizó priorizando la oportunidad para aportar herramientas de alta calidad y tecnificación, a fin de promover la empleabilidad de sus beneficiarios.

2.- 
Aumentar los recintos penales que contemplen espacios necesarios para la reinserción, especialmente, recintos de mínima y mediana seguridad.

3.-
Estructurar una oferta programática y un plan de intervención individual acorde a los riesgos y necesidades criminógenas de los sujetos, uniformando de acuerdo a dichos criterios la oferta dispersa en distintos programas.

Al respecto, el Ejecutivo informó que la reforma al sistema de medidas alternativas implica un nuevo modelo de intervención, que busca fortalecer el actual proceso de reinserción social, incorporando evaluaciones estandarizadas del riesgo de reincidencia de los condenados y establecer procesos de intervención enmarcados en los factores de riesgo delictual. Dicho modelo se aplicará también en el medio cerrado. Por lo anterior, durante este año se realizará la validación de los instrumentos de diagnóstico en virtud de los cuales se desarrolla el modelo basado en riesgos y necesidades criminógenas. 

El nuevo modelo de intervención pretende establecer un proceso progresivo de preparación para el egreso, desde el ingreso del sujeto a la unidad penal, que considere evaluación de riesgo de reincidencia, intervenciones en factores de riesgo delictual y la adquisición de competencias educaciones y laborales para su reinserción social una vez cumplida la condena.

4.-
Implementar la  oferta en base a la evidencia de los resultados obtenidos, focalizando  los grupos de más alto riesgo.

5.-
Diseñar planes de preparación del egreso, focalizados en los sujetos de alto riesgo y que abarque el primer año de liberación.

6.-
Estudiar las restricciones del SENCE en torno a los perfiles y edades de los beneficiarios en materia de cursos y capacitaciones, así como también mejorar y profundizar los conocimientos más allá de la sola adquisición de nociones básicas.

7.- 
Conocer el destino del producto del trabajo al interior del recinto y el monto de las remuneraciones percibidas por este concepto.  Asimismo, propiciar la venta de los productos que realizan los jóvenes en los centros, con el fin de que el dinero obtenido se deposite en cuentas de ahorro de cada uno de ellos.

8.- 
Fomentar una mayor capacitación y empleo en las empresas para los jóvenes reclusos y reorientar los programas de cesantía hacia este segmento poblacional.

9.-  
Mejorar la infraestructura para el trabajo y aumentar la construcción de los Centros de Educación y Trabajo. De cada 10 internos egresados del sistema cerrado de cárceles, 8 volverán presos, en tanto de cada 10 internos egresados de estos Centros, sólo 2 reingresan al sistema por concepto de reincidencia delictual.

10.- 
Propender una mayor rehabilitación de aquellos reclusos que están por cumplir sus condenas o que les reste poco  tiempo para postular a beneficios de salida a medio libre, con el objeto de entregarles herramientas que faciliten su reinserción laboral al momento de su egreso.

En relación al trabajo de los internos, la instalación de empresas, el mejoramiento de los Centros de Educación y Trabajo (CET) y la comercialización de productos, el Ejecutivo señaló que se capacitará al personal a cargo de los CET en temas propios de producción y comercialización, de modo de fomentar la rentabilidad de la actividad en general, con el objetivo de aumentar los montos de su propio financiamiento. En ese sentido, cabe señalar que el presupuesto de los CET se compone en parte por recursos asignados vía ley de presupuestos y en parte por los recursos obtenidos por la comercialización de los productos que se elaboran. El Ministerio de Justicia y Gendarmería se han comprometido a aumentar las plazas de los Centros de Educación y Trabajo de las 700 que actualmente existen a 1500 para el año 2014. 

Por último, durante este año se licitará por primera vez por parte de Gendarmería la instalación de Empresas productivas en establecimientos penales.
Otro de los ejes de la nueva política penitenciaria es la Modificación del sistema de Beneficios Intrapenitenciarios.

Se perfeccionará todo el sistema de beneficios intrapenitenciarios, respecto de su postulación, evaluación, concesión y seguimiento.

Durante este año 2012, se abordarán las diferentes complejidades que se presenta en este ámbito, en particular:

• 
La falta de uniformidad de procedimientos, que impide evaluar y estandarizar las mejores prácticas.

• 
Diversidad de criterios utilizados en la interpretación de los requisitos que se exigen para el otorgamiento de un beneficio intrapenitenciario. 

• 
Falta de instrumentos de evaluación validados y estandarizados, que permitan pronosticar de mejor manera, los riesgos de reincidencia de los beneficiarios.

Actualmente se está desarrollando el Programa de Control y Seguimiento al Otorgamiento de Permisos de Salida. 

Este Programa se genera en el marco del Plan de Tratamiento de Riesgos Críticos de Gendarmería. Su responsabilidad corresponde a la Subdirección Técnica, y su implementación operativa corresponde al Departamento de Readaptación, específicamente en las Áreas de Intervención Psicosocial y Laboral. 

El objetivo central de este Programa consiste en realizar un examen crítico sobre las particularidades que el Servicio ofrece a las personas privadas de libertad respecto a los permisos de salida, a través de la verificación del cumplimiento de la normativa, criterios técnicos de evaluación y gestión de otorgamiento de estos beneficios.

Si bien su cobertura es de carácter nacional, en el primer semestre de 2011 se ejecutaron experiencias en las Unidades de San Miguel, Antofagasta y Arica y en el segundo semestre además se ejecutó una experiencia similar y simultánea, en las Unidades de CCP Colina 1, CCP Colina 2, CDP Santiago Sur, CPF y CDP Puente Alto.

La implementación de este programa se enmarca en los objetivos estratégicos del área de Intervención Psicosocial, ya que será un insumo para la elaboración y actualización de propuestas metodológicas integrales para la intervención con la población penal.

Se espera para el periodo 2012, desarrollar y ejecutar el Programa de Control y Seguimiento en 14 establecimientos penitenciarios, definidos para la Meta en el Subsistema Cerrado. De esta manera, se espera reforzar la acción vinculada, correspondiente a la Meta de Incentivo Colectivo para los equipos regionales Nº5, definida, a saber: “LOGRAR QUE EL 100% DE LOS CONSEJOS TÉCNICOS DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENALES DEL SUBSISTEMA CERRADO DEFINIDOS, DESARROLLEN EFICAZMENTE SUS LABORES”.

Por último, se modificarán los instrumentos de evaluación para postular a beneficios intrapenitenciarios, en el sentido de propender a que estos sean el resultado un proceso paulatino y sistemático de intervención y de reinserción del sujeto, evaluando su riesgo de reincidencia por medio de instrumentos estandarizados y su respuesta a las intervenciones focalizadas en factores de riesgo delictual y por otra lado su potencial reinserción laboral y social.

F) INFRAESTRUCTURA:

1.- 
Considerar la reutilización de las antiguas cárceles, hoy en desuso, en particular, las de Maullín y Puerto Montt.

Sobre el particular, el Ejecutivo indicó que  se ha evaluado la reutilización de las cárceles antiguas, a pesar de que muchas de ellas fueron construidas con criterios de servicios menores a los actualmente vigentes para los imputados y condenados. Sin embargo esta evaluación se hace a la luz de la proyección de la demanda de plazas a nivel territorial, que en el caso específico de la región de Los Lagos y Los Ríos, cuenta con disponibilidad de plazas  en los recintos concesionados de Valdivia y Puerto Montt, que cuentan con estándares superiores tanto en instalaciones como oferta programática, respecto de los recintos tradicionales. 

Dentro de las nuevas líneas programáticas de Gendarmería, se contempla la gestión eficiente de las plazas disponibles en el sistema penitenciario, con el fin de equilibrar la disponibilidad de plazas de unidades penales, con el derecho a visita de todo interno, es decir, existe posibilidad de reducir la sobrepoblación de algunos recintos a raíz de la disponibilidad de plazas en otros lugares, pero suele suceder que la distancia es tal, que este eventual traslado generaría una mayor dificultad para que los familiares visiten al interno, provocando un eventual desarraigo o desconexión con entorno.  

2.- 
Mejorar el diseño de las cárceles y sus condiciones de hacinamiento, en especial, los servicios básicos, condiciones sanitarias e higiénicas, instalaciones eléctricas y provisión de útiles de aseo.

3.- 
Modificar la infraestructura que permita un proceso de reinserción social con salas de clases, espacios de recreación,  zonas de esparcimiento, espiritual y de actividad física, fomentando la utilización de los mismos.

4.- 
Estudiar estímulos que faciliten el consentimiento de la población  afectada por la construcción de un recinto carcelario.

En relación al mejoramiento del diseño de cárceles y el mejoramiento de la actual infraestructura, el Ejecutivo informó que existen tres líneas de mejoramiento y desarrollo de la infraestructura carcelaria:

2.1. 
Recintos concesionados


Se está avanzado en el mejoramiento de las instalaciones a partir de la experiencia de los últimos 7 años en términos de la operación y problemas frecuentes encontrados. Es así como se ha determinado, por condicionamiento de tipo cultural, que las utilización de celdas individuales genera situaciones de conflicto emocional que muchas veces culmina con resultados de cuadros depresivos, dada las altas horas de encierro. En consecuencia se ha avanzado en la adaptación de celdas individuales hacia celdas dobles, sin que ello perturbe la operación e intimidad de los internos.


En este sistema, por condiciones de contrato, se cuenta con una oferta programática de alto estándar para la provisión de servicios básicos, sanitario e higiene, oferta programática entre otras.

2.2. 
Centros de detención  tradicionales 


Existen planes de mejoramiento y mantenimiento que apuntan a adaptar y resolver los problemas más críticos de infraestructura relacionados principalmente con las garantías de seguridad personal que se puede entregar a los internos y funcionarios que operan en los recintos. Es así como se ha implementado una política de dotación de redes secas y húmedas en los recintos que presentan mayor concentración de personas o que por materialidad se considera de mayor probabilidad de siniestro.


Después del terremoto del 27F y en consideración de los evidente deterioros que se generaron producto de este fenómeno, se desarrolló una política de reposición, mejoramiento y refacción de recintos, orientados a resolver en forma sistémica las instalaciones sanitarias y eléctricas, además de mejorar las condiciones de operación de los recintos, tanto desde un punto de vista de segregación entre imputados y condenados, aprovechando la experiencia ganada en los años recientes, en términos de materialidad, soluciones de eficiencia energética y diseños que procuren proveer de instalaciones orientadas a la educación y reinserción de los internos (salas de clases y talleres).


Los nuevos diseños apuntan a celdas colectivas, mejorando la distribución de los espacios existentes, con servicios sanitarios en celdas y duchas colectivas fuera de ellas, evitando así exceso de humedad y foco de enfermedades, así como consumos excesivos de agua, se privilegia espacios para el desarrollo de actividades de reinserción.


En el transcurso de este año se avanza en la operación y construcción de 4 unidades psiquiátricas forense transitoria (UPFT) que operadas en coordinación con el Ministerio de Salud, tiene como objetivos la evaluación y tratamiento, fundamentalmente ambulatorio, de internos que presentan síntomas o enfermedades psiquiátricas que pudieran ponerles en riesgo en su salud física y mental. (Arica, Valparaíso, Colina I y Complejo Penitenciario Femenino de Santiago)

2.3. 
Nuevas cárceles modelo


Las nuevas cárceles modelo que se están proyectando (4) y que implican una inversión de más de 160 mil millones de pesos, se orientan a mantener estándares de servicios y prestaciones semejantes a las cárceles concesionadas, pero con un especial énfasis en que los internos cuenten con condiciones para la capacitación y plazas de trabajo dentro del recinto, con programas de intervención enfocados en la reinserción de los internos.


Adicionalmente a 3 recintos que tendrán estas características, se proyecta un recinto que tiene como finalidad la evaluación y clasificación de los internos condenados, a través de diversos criterios de peligrosidad, historial delictivo, disposición a la fuga, condena vigente, comportamiento al encierro, agresividad, entre otros, lo que permitirá resolver el tipo de penal donde deberá cumplir su pena. Esta nueva metodología facilitará tanto para el sistema carcelario, como para el propio interno una mejor condición de protección y seguimiento para eventuales privilegios carcelarios.

2.4 
La población en general no acepta la construcción de un recinto penitenciario en las cercanías de las zonas residenciales, especialmente por las eventuales perturbaciones que sufren con los visitantes, más que por los propios internos y ciertamente los diseños tradicionales, no son amables desde un punto de vista arquitectónico  con el medio ambiente, es por esta razón, que los criterios de ubicación de nuevos penales o la reposición de los existentes, se orientan a ser construidos en zonas adyacentes a las ciudades, pero de carácter rural, que minimicen los efectos en zonas residenciales. 


De igual forma, como medida de mitigación, la construcción de recintos de policías (PDI o carabineros) suelen ser bien recibidos por la comunidad adyacente, sobre todo por la evaluación negativa que se tiene de lo que ocurre en el entorno de los establecimientos penitenciarios, por lo tanto la presencia policial reduce la sensación de inseguridad.

G) GENDARMERÍA: 

1.-
Estudiar el mejoramiento de la carrera funcionaria y la formación profesional del personal de gendarmería. Al respecto, considerar incluir a la Escuela de Gendarmería en la actual Ley de Educación con el objeto de permitir su reconocimiento oficial como institución de educación superior.

En relación a este punto, el Ejecutivo recordó que  la ley 20.426, introdujo modificaciones a la ley Orgánica de Gendarmería, estableciendo que la Escuela de Gendarmería, además, de la misión de reclutar, seleccionar y formar al personal que ingrese a las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes,  debe ocuparse de desarrollar los programas de capacitación, perfeccionamiento y exámenes habilitantes necesarios para el ascenso que se establecen en el decreto con fuerza de ley N° 1.791, de 1980, del Ministerio de Justicia.

En este contexto, la Escuela de Gendarmería se encuentra en pleno proceso de modernización, para ello se han contratado asesorías que permitan diseñar el nuevo enfoque en la formación, perfeccionamiento y capacitación del personal de la Institución, desde su ingreso a la institución y en el desarrollo de su carrera profesional. Para ello se han sostenido reuniones de trabajo con la Academia de Ciencias Policiales de Carabineros de Chile, a objeto de conocer los planes y programas que esta institución tiene en estas materias y poder lograr el reconocimiento por parte del Ministerio de Educación, y constituirse en un referente educacional nacional e internacional.

Por lo anterior, se ha dispuesto la dictación de un nuevo Reglamento Orgánico de Gendarmería, que contempla la creación de un nuevo Consejo Directivo Superior, que inicia sus sesiones a contar del 19 de marzo del presente año.

Adicionalmente, dentro del fortalecimiento de la Escuela de Gendarmería, se han modificado los planes de estudio, los perfiles de los egresados, conjuntamente con la renovación de todo su cuerpo docente.

Por otro lado, considerando que hoy existe un problema en cursar ascensos del personal, por no tener cumplidos los requisitos exigidos para ascender, no obstante, existir vacantes, se están sosteniendo reuniones con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, a objeto de lograr la confección de un proyecto de ley que permita destrabar esta situación, esperándose concretar en el corto plazo esta iniciativa.

2.-
Considerar  una nueva institucionalidad como  servicio profesional que se encargue de establecer planes basados en la evidencia y que no sólo tenga  su foco en la seguridad.

3.- 
Mejorar la condición de trabajo de los gendarmes dada la severa precariedad que existe. Las cárceles fueron diseñadas para un determinado número de personal y no se condice con el número existente en la actualidad. La falta de espacio y de infraestructura administrativa impide ejercer un control y vigilancia acorde con la calidad de la función. Gendarmería tiene una alta tasa de suicidios consumados y fallidos, sólo dos sicólogos para 14.000 funcionarios.

Respecto al mejoramiento de las condiciones de trabajo de los gendarmes, el Ejecutivo hizo presente que existe una gran preocupación por mejorar las condiciones de trabajo del personal de la institución, considerando lo valioso que es el recurso humano con que cuenta la institución. Para ello se han dictado directrices que buscan perfeccionar los sistemas de turnos que cumplen los funcionarios, para ello se ha dictado la Resolución Exenta Nº 6174, de 2011, que establece turnos para el destacamento de guardia interna de los establecimientos penitenciarios del país.

Asimismo, se ha establecido durante el mes de marzo del presente año un plan para disminuir el ausentismo del personal de Gendarmería, con los siguientes ejes:

· Se  remitió a la COMPIN y a la Superintendencia de Seguridad Social para su estudio, el listado con médicos que han emitido licencias médicas extemporáneas (en algunos casos meses),  y en lugares diversos a la ciudad de residencia de los funcionarios, acompañándose copia de las licencias.  

· Implementación de la Comisión Médica Local por Gendarmería, actualmente en proceso de selección de  médicos especialistas en traumatología y Psiquiatría,  para que preparen los informes de los funcionarios que deben remitirse a la Comisión Médica Central, de acuerdo a lo acordado con el Secretario de la Comisión respectiva, lo que agilizará el proceso de llamado a retiro en los casos que corresponda.

· En cuanto a las fiscalizaciones de cumplimiento de descanso se han reforzado las instrucciones de visitas por parte de las asistentes sociales de personal, y se solicitará la participación activa de los jefes operativos de las unidades con mayor índice de ausentismo.

4.- 
Efectuar controles periódicos de drogas y de salud física y mental a los funcionarios.

Al respecto, el señor Ministro de Justicia mencionó el Decreto Supremo Nº 944, de 2011, del Ministerio de Justicia, que aprueba Reglamento que establece un procedimiento para la realización del control periódico de consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, para el personal de Gendarmería de Chile, establece en su artículo 9 que “Deberá someterse a control de consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, todo el personal de Gendarmería de Chile”.

A su vez, en virtud de lo establecido en el artículo 10 del mismo reglamento, se encuentra en desarrollo un proceso de licitación para adjudicar a un laboratorio el control de consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas. 

H) LEY N° 20.084, SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE:

1. Revisar el artículo 56 de la ley, con el objeto de permitir que el  Sename pueda sugerir, según diferentes criterios, la permanencia de adultos en sus centros o bien solicitar su traslado a secciones juveniles de Gendarmería.

Sobre el particular, el señor Ministro de Justicia señaló que los criterios definidos para los traslados de los mayores de edad a las Secciones Juveniles de Gendarmería de Chile, responden a situaciones excepcionales definidas por la propia ley y que se encuentran en concordancia con la normativa internacional y que se encuentra vigente en nuestro país, como es el caso de la Convención de los Derechos del Niño, que en sus artículos N° 37 c), 39 y 40 N° 1, establecen indicaciones precisas en  materia de privación de libertad, recuperación y reintegración social y administración de la justicia penal adolescente y debido proceso.

Sin perjuicio de lo anterior, y con la finalidad de homologar las condiciones de los Centros de Internación en Régimen Cerrado del Servicio Nacional de Menores y de las Secciones Juveniles de Gendarmería de Chile, en cuanto a condiciones de dignidad, seguridad y reinserción, el Ministerio de Justicia en conjunto con el Servicio Nacional de Menores y Gendarmería de Chile, ha trabajado en la elaboración de un plan intersectorial que permita mejorar las condiciones de la privación de libertad de los y las adolescentes, a fin de comenzar con los respectivos procesos de responsabilización y de integración social de cada uno de ellos. 

El referido plan intersectorial, se ha denominado como “11 medidas para la reinserción juvenil”, y abordará las áreas de:

- 
Alimentación

- 
Atención de Salud

- 
Baños

- 
Mejoramiento en los sistemas de Seguridad

- 
Colchones ignífugos

- 
Educación

- 
Capacitación Laboral

- 
Actividades Extraprogramáticas

- 
Intervención especializada para Secciones Juveniles de Gendarmería

- 
Especialización y capacitación  del personal

- 
Fomento a la participación y mejor convivencia.

El plan de 11 medidas para la reinserción juvenil, no solo permitirá mejorar las condiciones de los Centros de Privación de libertad administrados por el Servicio Nacional de Menores y Gendarmería de Chile (secciones juveniles), sino que da cuenta de un real compromiso de respeto a los Derechos Humanos de los jóvenes y adolescentes privados de libertad, especificados en la Convención de los Derechos del Niño, las Reglas de Beijing y otras normativas internacionales garantes en la materia. Estas medidas beneficiarán a una población de más de 1300 jóvenes que se encuentran privados de libertad en Centros cerrados y de internación provisoria del Servicio Nacional de Menores y a más de 240 jóvenes privados de libertad en las secciones juveniles de Gendarmería de Chile.

Este plan fue lanzando públicamente con fecha 16 de marzo de 2012.

2. Estudiar la aplicación y efectividad  de los Beneficios de Salida, establecidos en el reglamento, considerando su  importancia en el proceso de reinserción y de paulatina vinculación controlada del joven con el medio libre.

Sobre esta materia, el Ejecutivo informó que se encuentra en estudio del Ministerio de Justicia, una modificación al Reglamento de la Ley N° 20.084. 

En la actualidad el artículo 124 del Reglamento de la Ley N° 20.084, consagra tres tipos de salidas, señalando que ellas forman parte de la reinserción social y que son:

a)
Salida Esporádica;

b)
Salida Semanal, y

c)
Salida de Fin de Semana

El otorgamiento de estos beneficios es atribución del Director del Centro y deben contar con un informe favorable de la unidad técnica.

De acuerdo a lo que se desprende de la legislación, los beneficios de salida que establece la ley son taxativos y no existen otros, por lo que cualquier otra salida  de un adolescente de un centro cerrado en donde cumpla condena privativa de libertad, aunque tuviese respaldo en un plan de intervención con miras a las reinserción social, constituiría una medida sin sustento normativo.

Situación de los adultos y fundamento de la reforma.

En la misma materia el actual régimen penitenciario de adultos, encuentra una mayor variedad de la figura de los permisos, desde la regulación del Decreto supremo N° 518, del Ministerio de Justicia, del año 1998, denominado Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, en el que se establecen los beneficios que forman parte de las actividades de reinserción social, encontrándose dentro de éstos los siguientes:

a)
Salida Esporádica;

b)
Salida Dominical;

c)
Salida de fin de semana, y

d)
Salida Controlada al medio libre. 

El enunciado régimen, marca una notoria diferencia con el de adolescentes establecido bajo el amparo de la Ley N° 20.084, la que en opinión del Servicio Nacional de Menores,  constituye una situación desmejorada para las garantías y derechos de los adolescentes en relación a los adultos que se encuentran privados de libertad. Particularmente porque no existe legal ni reglamentariamente, la posibilidad de que éstos sean autorizados para salir por horas diarias durante la semana, con el objeto de desarrollar fuera del centro privativo de libertad actividades laborales, educacionales o de capacitación, impidiendo la reinserción social que supone necesariamente la preparación de salida al medio libre.

En la actualidad, los Centros Cerrados de Privación de Libertad del Servicio Nacional de Menores, tratan las salidas diarias con fines educativos o laborales, de distintas maneras, que se agrupan en las siguientes categorías:

a) Centros que estiman que al no existir norma expresa que permitan estas salidas diarias, determinan que éstas no proceden y por tanto no las aplican.

b) Centros que estiman que en consideración que no existe  norma expresa al respecto, realizan consulta al tribunal de control de ejecución a fin que éstos se pronuncien. 

c) Centros  que adecuan la salida diaria dentro del concepto de la salida semanal.

d)
Centros que incorporan la salida diaria dentro de los planes de intervención individuales, sometiendo su aprobación en general, a la consideración del tribunal de control de ejecución.

Propuesta de modificación de Reglamento 

En virtud de lo expuesto, y de la necesidad de contar con una institución como la salida diaria que permita el desarrollo de fines educacionales y laborales para los jóvenes privados de libertad, el Servicio Nacional de Menores propone modificar el Reglamento de la Ley N° 20.084 en su artículo 124, incorporando un permiso especial para que los jóvenes puedan asistir a establecimientos educacionales, de capacitación y/o actividades laborales durante el día y tiempos determinados.

Además propone agregar un artículo 134 bis, que detalle las características de este permiso, regulando aspectos como la exigencia del cumplimiento de requisitos específicos, como tiempo de cumplimiento de condena e informe favorable de la unidad técnica respectiva, entre otros.

3. Analizar la conveniencia de una judicatura especializada que permita conocer la historia del adolescente a fin de poder decretar una medida o sanción acorde a la situación específica y al ciclo vital en cual se encuentra el imputado.

En relación a una judicatura especializada en el control de las sanciones y medidas que se aplican, el Ejecutivo informó que  el artículo 50 de la Ley N° 20.084, establece que los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones  que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.

Desde este punto de vista, se ha establecido en los jueces de garantía este control. Sin perjuicio de ello, con el fin de lograr una adecuada especialización de los jueces y de todos los actores del sistema, de acuerdo a lo prescrito en  los artículos 29 y 30 del referido cuerpo legal, se debe avanzar en la consecución de dicho estándar.

Durante este tiempo se han desarrollado acciones destinadas por una parte, a lograr una mayor especialización de los actores, particularmente los jueces, y por otra el compartir un sistema de información único que permita contar con información certera que permita en definitiva determinar la naturaleza de la sanción a aplicar, la idoneidad de ésta para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.

Respecto de la especialización de los actores, se ha recibido el apoyo de parte del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), en proyectos de fortalecimiento de la judicatura en algunas regiones del país, lo que ha entregado a los jueces que controlan la ejecución herramientas no solo del ámbito jurídico, sino que también en otras áreas del saber que permitan comprender las características y especificidades  de la etapa adolescente.

Referente al manejo de información de los jóvenes, se trabaja por parte de esta cartera de Estado en conjunto con UNICEF, el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública, el Servicio Nacional de Menores y Gendarmería de Chile, en un proyecto de base de datos integrada en materia de justicia juvenil, para implementarse durante el segundo semestre de 2012.

 - - -

Acordado en sesiones celebradas los días 20 de abril, 4 y 11 de mayo, 20 de junio, 23 de noviembre y 14 de diciembre de 2011, y 4, 11, 18, 30 de enero y 14 de marzo de 2012, con asistencia del Honorable Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), de la Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín y de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel (Fulvio Rossi Ciocca).

Posteriormente, en sesión celebrada el 20 de marzo de 2012, con asistencia del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de la Honorable Senadora señora Lily Pérez San Martín y de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 20 de marzo de 2012.


(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann

                                                           Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR ESCALONA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LOS SERVICIOS DE ATENCIÓN AL CONSUMIDOR PRESTADOS POR AGENTES COMERCIALES TELEFÓNICOS

 (8262-03)

Fundamentos:

La necesidad de equilibrar la relación entre la comunidad y las empresas, se ha transformado en una sentida necesidad de los chilenos, producto de los abusos que muchas veces son víctimas los consumidores en su relación con las distintas empresas proveedoras de servicios básicos y otros, tales como, electricidad, agua, gas, retail, telefonía, internet, servicios financieros, cable, entre otros.

En esta materia, los avances que se han ido logrando en favor de los consumidores son importantes y reflejan a su vez, una creciente preocupación de las autoridades por terminar con la asimetría señalada entre las personas y las mencionadas empresas, dotando a la ciudadanía de mayores instrumentos de control y mejores resguardos legales.

En tal dirección, y con el propósito de continuar entregando a la ciudadanía herramientas que le permitan una relación de mayor equilibrio con las grandes empresas, me ha parecido importante examinar con particular atención la regulación de los sistemas de intermediación de estas empresas con sus clientes, específicamente en lo que se refiere a la nebulosa que se genera entre el contacto telefónico del consumidor y los teleoperadores.

Sobre el particular, tan importante como maximizar la calidad técnica de los servicios prestados (continuidad del servicio, cumplimiento de ofertas, niveles de cobertura...) es importante mejorar la relación con el cliente a través de los servicios de atención.

Los "call center" o "contact center" ya son un tema relevante en gran parte de Europa y por ello se han tomado ciertas precauciones por parte del Consejo y Parlamento Europeo con la Directiva 2006/123/CE del 12 de diciembre, relativa a los servicios en el mercado interior, y que establece la necesidad de una regulación más exhaustiva de estos servicios para hacer efectivo el derecho de los consumidores y usuarios a reclamar con eficacia.

Algunos de los problemas más frecuentes que presentan los usuarios de estos servicios, son las prolongadas esperas al teléfono a los que son sometidos por parte de las compañías cuando llaman a los servicios de atención al cliente o la respuesta de contestadores automáticos que muchas veces no resuelven el problema.

Uno de los países pioneros en este tipo de legislación es Brasil, que desde diciembre del 2008 tiene una ley propia de atención al cliente en los "call center". La ley fue estructurada en varios reglamentos y promulgadas en el Decreto N° 6.523, por el Presidente Luiz Inácio Lula da Silva, el 31 de julio del 2008. Lo propio ha hecho España con la Ley de Servicios y Atención al Cliente (SAC).

De esta manera, me ha parecido importante seguir el ejemplo de otros países y avanzar en la regulación de los servicios de atención al cliente que se prestan a través de operadores telefónicos o call center, estableciendo por ley, niveles mínimos de servicio y normas de funcionamiento en la atención telefónica de las grandes empresas con la ciudadanía. 

Por tales consideraciones y fundamentos, someto a vuestra consideración, el siguiente:

Proyecto de Ley

Incorpórese al Título III de la ley N° 19.496, el siguiente párrafo 5° nuevo:

Párrafo 5° "Disposiciones relativas al servicio de atención a los consumidores prestados a través de agentes comerciales telefónicos o call center"

Artículo 49 

a) Todo proveedor que directamente o a través de terceros cuente con sistema de gestión unitaria o centralizada de servicio telefónico de atención al consumidor, o call center, deberá cumplir con las siguientes condiciones para su operación:

b) Número de teléfono gratuito y servicio de atención telefónica personalizada para atenciones o cualquier incidencia de naturaleza contractual con los consumidores.

En ningún caso el servicio de atención telefónico al consumidor proporcionará ingresos adicionales a la empresa prestadora del servicio que deban ser financiados por los consumidores.

c) El menú electrónico de servicio telefónico de atención al consumidor, deberá contener al menos las siguientes opciones: Ingreso de número de la cédula nacional de identidad de quien efectúa la llamada, ingreso de número telefónico del consumidor en caso de interrupción de la llamada, número de atención en caso de nueva llamada y contacto directo con agente comercial o teleoperador.

d) Sistema de grabación de la llamada telefónica y conversación con agente comercial o teleoperador, lo que deberá ser comunicado al consumidor que efectúa llamada al momento del primer contacto telefónico con determinado agente comercial o teleoperador.

e) El servicio de atención telefónica, deberá contener en el primer menú electrónico la opción de contacto directo con un agente comercial o teleoperador que atienda su llamada.

f) Digitada la opción telefónica de contacto directo con agente comercial o teleoperador en el menú electrónico por parte del consumidor, no podrán transcurrir más de 60 segundos para la atención personalizada de la llamada por un agente comercial o teleoperador.

g) Interrumpida la llamada entre el consumidor y determinado agente comercial o teleoperador, el mismo agente comercial o

teleoperador deberá llamar al consumidor dentro de 60 segundos de interrumpida la llamada, al teléfono digitado por éste en el primer menú electrónico.

h) Antes de finalizar el llamado, el agente comercial o teleoperador deberá asignar al consumidor un número de atención.

Producida una nueva llamada del consumidor al número telefónico de servicio de atención al consumidor e ingresado el número de atención y digitada la opción de contacto directo en el primer menú electrónico, ésta deberá ser contestada por el mismo agente comercial dentro de 60 segundos de digitada la opción de contacto directo.

Si por cualquier causa dicho agente comercial no se encontrare disponible para recepcionar la llamada del consumidor, el agente que conteste deberá explicar las razones al consumidor.

i) El número de atención ingresado por el consumidor en el menú electrónico, debe permitir a todo el personal de atención conocer automáticamente el estado de las reclamaciones y solicitudes formuladas a través del servicio telefónico por el consumidor.

j) No podrá entregársele al consumidor información

contradictoria por otro agente comercial o teleoperador en un nuevo contacto telefónico, respecto a la entregada por otro agente comercial o teleoperador.

k) El servicio telefónico de atención a los consumidores, deberá estar en operación y disponible veinticuatro horas al día y los trescientos sesenta y cinco días al año.

l) Se prohíbe el empleo de contestadores automáticos u otros medios análogos como medio exclusivo de atención al cliente.

m) Los agentes comerciales telefónicos o teleoperadores, deberán ser debidamente capacitados para el ejercicio de esta función.

La no entrega por parte de la empresa de la debida capacitación a los agentes comerciales telefónicos o teleoperadores, dará acción al consumidor para reclamar los perjuicios provenientes de una atención telefónica deficiente.

n) Las disposiciones de este párrafo regirán para todo proveedor de servicios que posea un sistema gestión unitaria o centralizada de servicio telefónico de atención al consumidor, directamente o a través de terceros, sin perjuicio de otros mecanismos de atención al consumidor.

o) Toda empresa que provea servicios de agua potable, gas, alcantarillado, energía eléctrica y telecomunicaciones, deberá contar un sistema gestión unitaria o centralizada de servicio telefónico de atención al consumidor, sin perjuicio de otros mecanismos que disponga para la atención al consumidor.

p) Toda empresa, sea que cuente o no con un sistema de gestión unitaria o centralizada de servicio telefónico de atención al consumidor o call center, no podrá efectuar llamadas a teléfonos residenciales o móviles para efectos de publicitar ofertas o productos, sin contar con la autorización expresa y escrita del dueño de la línea telefónica.

Artículo transitorio: Las disposiciones de este párrafo, entrarán en vigencia a contar de seis meses de la publicación de esta ley.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR ESCALONA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO EL CONTRATO DE TELEOPERADORES 

(8263-13)

Fundamentos del proyecto:

En los últimos años la industria del call center ha sufrido una fuerte expansión debido a su innovadora forma de trabajo. Sin embargo, esta modalidad ha planteado problemas laborales específicos. Así lo demostró un estudio encargado por la Inspección de Trabajo Británica (HSE) a la Universidad de Sheffield, que concluyó que trabajar como teleoperador es más estresante que otros trabajos, como secretario, técnico de mantenimiento, auxiliares o trabajadores manuales.

A nivel global, los trabajadores de los call center han planteado inquietudes similares, a saber: remuneraciones, estrés, tiempos y cargas de trabajo, igualdad de oportunidades y condiciones de trabajo.

Este último aspecto ha sido objeto de las principales quejas y denuncias por los sindicatos1 y la prensa. En efecto, según un artículo de prensa reciente2, un estudio desarrollado en Alemania demuestra que el 60% del personal que trabaja en call center denuncia que su trabajo se resiente como consecuencia de los constantes cambios que se introducen a diario en sus tareas y por la rapidez con que éstos deben ser asimilados. 

Estas y otras observaciones concuerdan con las planteadas por la Organización Mundial del Trabajo (OIT) en un estudio sobre la deslocalización y las condiciones laborales en el trabajo a distancia3, el que afirma que a medida que las empresas han buscado formas de reducir los costos, han aumentado la utilización de la subcontratación v de la deslocalización por medio de las tecnologías de la información y las comunicaciones.

En Chile la industria de los call center ha tenido una gran expansión desde la década de los 1990, en razón de que las empresas nacionales han tendido a tercerizar los servicios tecnológicos4. Ello, ha requerido de complejas formas de organización de trabajo ajustadas a un servicio que funciona las 24 horas del día, todos los días de la semana y los 365 días del año5 y ha presentado desafíos para adaptar las relaciones laborales a nuevas modalidades de contratación.

En la práctica este fenómeno se ha desarrollado bajo dos modalidades de contratación:

a) Régimen de Subcontratación: Al menos 60 empresas otorgan este servicio bajo esta modalidad, las que en su mayoría se encuentran asociadas a la ACEC6. Esta asociación representa a las principales empresas de la industria del call center y contact center de Chile7 y donde se emplean más de 30.000 personas.

1.Denunciando por ejemplo "la esclavitud en la edad virtual", ver en: l (Abril, 2012).

2 "Los empleados de call center, insatisfechos con sus condiciones", ver en: http://bcn.c1/8nkf (Abril, 2012), y en http://bcn.cl/8nkj ( Abril, 2012).

3 Resumen ejecutivo, disponible en: vhttp://bcn.cl/8sc8 (Abril, 2012).

4 ¿Adiós a los call center? Disponible en http://bcn.d/8scv (Abril, 2012).

5 Atendiendo a los clientes de los clientes: la industria call center y sus condiciones laborales. Estudios de la Dirección del Trabajo, 2010. Disponible en: http://www.dt.gob.cl/documentacion/1612/articies-98924, recurso 1.pdf (Abril, 2012).

6 Disponible en: http://bcn.cl/8sf7 (Abril, 2012).

Se trata de empresas con más de 200 trabajadores, no obstante existe un grupo de pequeñas y medianas empresas dentro de la industria8.

Según la Asociación Chilena de Empresas de Call Center las cifras de facturación de esta industria crecen anualmente. Durante el año 2010 la industria "facturó US$419 millones, lo que significó un alza de 17% respecto del 2009, cuando alcanzó los US$356 millones" (...) Para el 2011 se preveía "un crecimiento similar al anterior, de 17%, facturando un total de US$466 millones"9. 

b) Teletrabajo: La otra modalidad de desarrollo de los call center ha sido mediante la forma de contratación denominada teletrabajo, figura introducida por la Ley N° 19.759, que introdujo un nuevo inciso cuarto al artículo 22 del Código del Trabajo, incorporando la figura del teletrabajador y también del teleoperador.

La preocupación de la autoridad administrativa relativa a esta industria se ha centrado, principalmente, en los tres problemas más comunes denunciados por los dirigentes sindicales de las empresas de esta industria: sistemas remuneracionales; organización del tiempo de trabajo; y condiciones laborales. Así lo destaca el estudio de la Dirección del Trabajo denominado "Atendiendo a los clientes de los clientes: La industria de Call Center", del año 2010.

A diferencia de Chile -que sólo posea una excepción a la jornada ordinaria de trabajo de los teleoperadores- otros países han optado por regular detalladamente esta actividad desde el punto de vista de los trabajadores. Dicha regulación especial se ha manifestado con diversa intensidad, en directrices específicas: Circulares de organismos gubernamentales (Reino Unido), Códigos de Buenas Prácticas (Alemania) o Fact Sheets (Estados Unidos); y textos legales, como lo pretende el proyecto de ley que se tramita en Congreso Argentino.

Tales impulsos reguladores reconocen su origen, en parte, en los propios sindicatos de trabajadores que se desempeñan en esta industria y, también, en las propias empresas, como resultado de mecanismos de desarrollo de estándares de calidad.

Por tales consideraciones y conforme a los fundamentos sostenidos precedentemente, propongo el siguiente proyecto de ley destinado a crear como un contrato especial, las relaciones laborales de los teleoperadores.

ARTÍCULO ÚNICO

Agrégase el siguiente:

Capítulo VIII en el TíÍtulo II del Libro I del Código del Trabajo

"Capítulo VIII Del contrato de los teleoperadores"

7 Definición básica de Outsourcing se puede sintetizar como "la decisión de una organización de entregar una parte de sus procesos, comúnmente en el ámbito logístico, productivo o de negocio, para que sea desarrollado por una empresa especializada, que por poseer dicho carácter, se asume que puede desempeñarlo con mayor eficiencia. Disponible en http://www.asimetcapacitacion.cl/outsourcing.htm
8 Atendiendo a los clientes de los clientes: la industria call center y sus condiciones laborales, Cit. Rig. 2.

9 Industria de Call Center prevé avanzar un 17% este año. Disponible http://bcn.d/8sfy (Abril, 2012).

Art. 152 quater.- Se regirán por las normas de este capítulo los contratos individuales de los trabajadores que presten servicios en un contact center.

Para estos efectos se entenderá por contact center el servicio que tiene por objetivo contactar o ser contactados con terceros, sea por vía telefónica, medios telemáticos, aplicación de tecnología digital o cualquier otro medio electrónico, para la prestación, entre otros, de los siguientes servicios que se enumeran a título enunciativo: atención; información y/o asesoramiento de soporte técnico; comerciales y/o administrativos; venta y/o promoción de productos y/o servicios a terceros, como también otros servicios de atención a terceros que se desarrollen a través de los entornos enumerados.

Art. 152 quater A.- Para la contratación de los teleoperadores se podrá utilizar alguna de las modalidades que contemple este Código y sus leyes complementarias.

Tratándose de contrato por obra o servicio determinado, se presumirá legalmente que el plazo del contrato es indefinido cuando el teleoperador ha prestado servicios continuos o discontinuos en diversas obras o faenas específicas para un mismo empleador durante 240 días o más en un lapso de 12 meses, contados desde la primera contratación.

Art. 152 quater B.- En las empresas con procesos productivos continuos durante las veinticuatro horas del día, la organización de los turnos deberá considerar la rotación de los mismos y ningún trabajador prestará servicios en horario nocturno más de dos semanas consecutivas.

El empleador no podrá modificar el turno sino con una antelación mínima de una semana, la que regirá en la semana o periodo siguiente.

Art. 152 quater C.-. El teleoperador gozará de un descanso de quince minutos cada dos horas trabajadas, los que se considerarán como tiempo de trabajo efectivo.

Corresponderá al empleador la distribución de los descansos establecidos en el inciso anterior, organizándolos de modo lógico y racional en función de las necesidades del servicio.

Art. 152 quater D.- Los sistemas operativos de comunicación a través de los cuales se prestan los servicios deberán respetar una pausa mínima de 15 segundos entre atenciones telefónicas.

Art. 152 quater E.- Las empresas que presten servicios de Contact Center deberán respetar las condiciones ambientales que señale el reglamento, que a lo menos regulará la iluminación, temperatura, humedad, espacio mínimo individual y ruido del lugar de trabajo. Dicho reglamento se dictará en el plazo de 6 meses desde la dictación de la ley.

Art. 152 quater F.- Las empresas de contac center deberán permitir la libre concurrencia de los teleoperadores a los servicios higiénicos y de aseo cada vez que lo requieran.

Art. 152 quater G.- Las empresas que presten servicios de Contact Center estarán obligadas a practicar, a su cargo, exámenes médicos, cada seis meses, a los teleoperadores.

Estos exámenes considerarán, a lo menos, un examen clínico completo, una audiometría, un examen de la vista, un examen neuropsiquiátrico y psicológico, un electroencefalograma, sin perjuicio de otros que el organismo contralor determine. Tendrán el carácter de obligatorios para el teleoperador, a quien abonará la empresa, si a ello hubiera lugar, los gastos de desplazamiento y la totalidad de la remuneración que por tal causa pueda dejar de percibir.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LAS OBLIGACIONES DE COLOCAR CERCOS Y PROPONER PLANES DE ESTERILIZACIÓN CON FINES DE MANEJO DE ESPECIES DE FAUNA SILVESTRE Y DE DAR RESGUARDO A LOS ECOSISTEMAS SILVESTRES PROTEGIDOS 

(8266-12)

Considerando:

1.- El que la Zona Austral tiene prácticamente el 50% de su territorio como Sistema Nacional de Áreas Silvestres por el Estado, SNASPE, con una superficie de 12.686.331 Hás.
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2.- La gran cantidad de predios particulares que se están adquiriendo para fines de conservación.

3.- Que el sector ganadero productivo del Sur y de la Patagonia chilena, fundamentalmente de ovinos, bovinos y caballares, se ha visto fuertemente afectado por el crecimiento de fauna silvestre, fundamentalmente zorros y pumas y en algunos casos guanacos que compiten por el pasto, por lo cual hay que tomar medidas como es la regulación de la población de este tipo de fauna y la construcción de cercos o artefactos que impidan su paso a los sectores productivos, y que contengan a los animales productivos para que no dañen los ecosistemas naturales, lo que debe ser solventado por los propietarios de estos terrenos, que son utilizados para fines de conservación.

Vengo en presentar la siguiente:

MOCION

REGULA Y ESTABLECE PLANES DE MANEJO

DE ESPECIES DE FAUNA SILVESTRE

ARTICULO 1°.-

Las organizaciones y personas que dediquen sus predios fundamentalmente a conservación y dentro de ellos aumente significativamente la fauna que pueda constituir depredación o competencia a predios productivos aledaños, como es el caso de zorros y pumas respecto a los bovinos, bovinos o caballares, y como se da en el caso de los guanacos respecto a la competencia por pasto con el ganado, es que sus propietarios tendrán que poner cercos que impidan el paso de este tipo de animales y proponer a la autoridad competente planes de regulación a través de procesos de esterilización u otros, para que se pueda regular esta situación sin ningún tipo de sufrimiento innecesario.

Del mismo modo se asegurarán los cercos para que los animales productivos no dañen los ecosistemas naturales protegidos. Estos cercos tendrán que ser prorrateados, según las exigencias respectivas, entre los propietarios de los predios aledaños.

ARTICULO 2°.-

Los que contravengan estas disposiciones serán sancionados con multas que van de una a veinticinco unidades tributarias mensuales

Los propietarios tendrán un plazo de 90 días para la instalación de los cercos correspondientes. En caso de no cumplirse esta disposición la multa se podrá aumentar hasta 10 veces.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss,

Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH Y LAGOS, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA OPERACIÓN DE JUEGOS DE CASINOS EN LÍNEA 

(8267-05)

I.- ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS

1.- Situación General de la Industria de Casinos en Chile.

Históricamente en Chile los juegos de azar se encuentran prohibidos. Es así como el Código Civil desde su articulado original, del año 1856, establece en su artículo 1446 que hay objeto ilícito “en las deudas contraídas en juego de azar”. Por otra parte, el artículo 277 del Código Penal castiga a “los banqueros, dueños, administradores o agentes de casas de juego de suerte, envite o azar”, sancionando a su vez el artículo 278 del mismo cuerpo legal a los “que concurrieren a jugar a las casas referidas.”
No obstante lo anterior, y a partir de un conjunto de normas de carácter excepcional y dispersa, se autorizó la operación de casinos de juegos de azar, siempre con la finalidad de concretar un beneficio de carácter local; como por ejemplo lo ocurrido con la ley que fundó la Junta de Beneficencia de Viña del Mar y del Balneario de Recreo, autorizó el Casino y el Hipódromo para que el entregaran los recursos que obtuvieran; y la ley que permitió la Zona Franca de Arica y eximió de impuestos a la provincia, instituyó la Junta de Adelanto de Arica, que se financiaba parcialmente con los ingresos del Casino de Arica.

En tal contexto un punto de inflexión lo marca la entrada en vigencias de la ley 19.995 de 7 de enero del año 2005, uno de cuyos principales objetivos es establecer una política general y uniforme en materia de casinos de juegos de azar, con objetivos claros y coherentes, vinculados por una parte con la descentralización e incentivo de las regiones del país, y por otra la regulación de dicha actividad en términos de proteger a los consumidores. De esta forma se deseaba crear las condiciones necesarias para establecer una industria sustentable que fomente el turismo y el desarrollo económico local, además de establecer límites de acceso eficaces respecto de menores de edad y demás personas a quienes, por su condición o cargo, se les desea dejar fuera de dicho ámbito.

En este punto se debe tener presente que nuestra legislación vigente reconoce al sector privado la iniciativa de crear casinos, pero bajo determinadas condiciones, acordes con los fines de la legislación sectorial: que operador pueda demostrar viabilidad técnica, comercial y de contribución al fortalecimiento del turismo existente en una localidad. Lo anterior, en términos tales de permitir que sólo los mejores operadores obtengan licencias, considerándose como tales a aquellos que cumplan con los más altos estándares de experiencia e integridad financiera en un ámbito determinado, todo ello bajo el control de la Superintendencia de Casinos de Juegos.

Es en atención a lo referido que la ley 19.995 y sus normas complementarias  imponen como requisito de funcionamiento de los casinos de juego, que sus operadores se rijan por un sistema seguro y efectivo de controles internos, estando facultada la Superintendencia del ramo a exigir la inspección de toda la información que diga relación con los ingresos provenientes del juego por parte de los agentes autorizados, sin perjuicio de los demás controles internos y externos establecidos para garantizar la transparencia en su funcionamiento.

Coherente con estos resguardos y exigentes requisitos de ingreso a un mercado altamente regulado, es que la ley 19.995 establece perentoriamente que sólo los operadores que hayan obtenido la respectiva licencia podrán desarrollar los juegos incorporados en el catálogo de juegos, el cual a su vez es establecido por resolución fundada de la autoridad fiscalizadora. Este catálogo es confeccionado por mandato legal expreso, bajo el criterio de salvaguardar del orden público y la prevención de perjuicios a terceros, garantizar la transparencia en el desarrollo de los juegos y el establecimiento de los mecanismos que permitan prevenir la ocurrencia de fraudes, resguardar la factibilidad de llevar y controlar la contabilidad de todas las operaciones realizadas, e incorporar el desarrollo tecnológico en la operación, funcionamiento y fiscalización de los juegos.

En la actualidad la industria de casinos de juego sometida a las normas de la ley 19.995 está conformada por 18 casinos de juego autorizados para operar en 10 regiones del país, de los cuales 15 están en funcionamiento en las comunas de Antofagasta, Calama, Copiapó, Rinconada, San Antonio, Santa Cruz, Mostazal, Talca, Pinto (Termas de Chillán), Talcahuano, Los Ángeles, Temuco, Valdivia, Osorno y Punta Arenas; mientras que los proyectos de Ovalle, Castro y Coyhaique, se encuentran en fase de materialización.
 

Pero para hacer viable la concreción de los objetivos establecidos en la ley 19.995, no sólo se ha limitado el número de licencias que se puedan conceder, además de establecer altas exigencias para su obtención y contemplar un régimen de fiscalización especializado y permanente, sino que además se ha limitado el número de máquinas y mesas que pueden operar. Según la información más reciente entregada por la Superintendencia de Casinos, los 15 casinos en operación al 31 de diciembre de 2010 presentaron una oferta total de 7.620 máquinas de azar, 113 mesas de ruleta, 300 mesas de cartas, 26 mesas de dados y 2.973 posiciones de bingo. 
 En tal contexto, el monto total apostado o jugado por los clientes de los casinos de juego durante 2010 superó los $ 1.984.814 millones, del cual las máquinas de azar representaron el 92,9%, las mesas de juego -ruleta, cartas y dados- registraron el segundo mayor monto apostado correspondientes a un 7% del total de las apuestas, y el monto jugado en la categoría de juego Bingo, que corresponde al importe de todos los cartones vendidos, representó sólo el 0,1% del total apostado por los clientes en los nuevos casinos de juego del país.

A partir de la información brindada por la Superintendencia, también se puede constatar un importante y sostenido aumento en la recaudación de los operadores, y la subsecuente tributación asociada a esta actividad. Es así como durante el año 2010, la nueva industria de casinos de juego generó ingresos brutos de juego o win del orden de $160.084 millones, equivalentes a US$ 317,34 millones;  ingresos que  permitieron obtener una recaudación fiscal por sobre los $ 26.740 millones, sólo por concepto de impuesto específico al juego. Lo anterior marca un aumento en relación a los años anteriores, toda vez que el 2010 se obtienen ingresos brutos por día de operación, un 25,4% mayores, respecto del año 2009, el cual se explica por un aumento de un 16,5% en las visitas diarias promedio, pasando de 869 visitas en 2009 a 960 visitas en 2010, así como a un aumento de un 13,5% del gasto promedio por visita, pasando de $29.573 en 2009 a $33.577 en 2010. 
  Todo lo señalado sin considerar lo datos relativos al año 2011, que aún la autoridad fiscalizadora no informa, pero que debería confirmar la tendencia referida. 

2.- Situación general de los juegos de casinos en línea.

La irrupción de los nuevos servicios de comunicaciones electrónicas y la utilización cada vez mayor de servicios de juego interactivos a través de Internet, han cambiado de manera sustantiva la concepción tradicional de juego. Recientemente, como consecuencia de dicha realidad sumado a la superación de los límites territoriales existentes en las relaciones comerciales tradicionales, se ha empezado a modificar la oferta de juegos de azar y con ello se abre la necesidad de adaptar las normas a un entorno que, manteniendo muchos conceptos propios de la industria del juego, cambia substancialmente el espacio y las condiciones del mercado.

La situación creada por la irrupción de las nuevas tecnologías y canales remotos, ha supuesto la aparición en el mercado del juego de nuevos operadores para los que la normativa vigente no establece elementos de regulación adecuados.

Esta creciente modalidad de oferta de juegos de azar en línea generan la necesidad de establecer elementos claros de regulación, tanto para los operadores como para los participantes en los diferentes juegos, sin olvidar la necesaria protección para los menores de edad, las personas que han solicitado voluntariamente la no participación en juegos y apuestas, y todos a quienes por razón de orden público le está vedado acceder a este servicio.

El fenómeno de la globalización en las comunicaciones aplicado al juego implica, por tanto, la necesidad de iniciar un nuevo camino en este campo, dentro del marco del territorio del Estado, con objeto de asegurar con mayor eficacia el cumplimiento de objetivos ineludibles de tutela y protección social de los menores y participantes en los juegos y apuestas, al propio tiempo que se logren otras importantes finalidades complementarias, como las relacionadas con la prevención de actividades fraudulentas y de blanqueo de capitales. Todo ello a través de una oferta dimensionada del juego, de una regulación de la práctica de aquellos juegos que puedan ser autorizados, y del control público a dicha actividad.

En definitiva, resulta de todo insoslayable la necesidad de dotar de un nuevo marco jurídico a la actividad de explotación y gestión de juegos y apuestas de ámbito estatal, que se practican a través de medios electrónicos, informáticos y telemáticos, todo lo cual hasta la fecha se desarrolla de facto, sin ningún tipo de regulación que garantice los objetivos de bien público en que se funda la normativa vigente sobre casinos de juegos. 

En este punto se debe hacer presente que el artículo 5° de la ley 19.995 establece expresamente, en la parte final de su inciso tercero, que en ningún caso el permiso de operación otorgado en conformidad a su normativa comprenderá “juegos de azar en línea”, estableciendo a su vez que son sólo los operadores que hayan obtenido la respectiva licencia en conformidad a la ley, quienes podrán explotar juegos de azar en forma presencial y que se encuentren incluidos en el respectivo catálogo de juegos. 

Cabe destacar que durante la tramitación del proyecto que concluyó con la promulgación de la ley 19.995, el Ejecutivo remitió una indicación en Segundo Trámite Constitucional ante el Senado para establecer que los juegos incluidos en el respectivo catalogo se pudiesen desarrollar tanto de manera presencia como en línea
, lo que fue rechazado por quienes en ese entonces integraban la comisión de Hacienda de la Cámara Alta, en un contexto en el cual se buscaba limitar la operación de los nuevos casinos con la finalidad de observar de que manera se implementaría la institucionalidad que se estaba creando para amparar esta nueva industria.

Sin embargo la situación actual es radicalmente diversa, toda vez que además de contar con una legislación de casinos plenamente operativa y sólida, se puede constatar en los hechos la existencia de una muy amplia y desregulada oferta de juegos vía Internet y otros medios de comunicación electrónicos, los cuales además de ser de fácil acceso, funcionan a toda hora y sin restricción de ingreso. Todo esto sumado a una publicidad intensa que se despliega principalmente en sitios web de alto tráfico  y en canales de televisión por cable, de acceso masivo, por medio de la cual se invita a indeterminadamente a jugar póker y otros juegos equivalentes, bajo condiciones poco claras y carentes de toda fiscalización. 

Así las cosas en la actualidad se da la paradoja que una persona no puede lícitamente jugar póquer, black jack, apostar en una máquina, o participar en algún juego incluido en el catalogo elaborado por la Superintendencia,  si  no es al interior de un casino licenciado; pero él mismo puede acceder libremente desde cualquier computador o smartfone a sitios web de apuestas en línea, a cualquier hora, sin pago de entrada y sin limitación de montos, donde además tiene acceso a gran parte de los juegos establecidos en el catálogo ya referido, desarrollado por un operador cuya identidad real generalmente no se conoce, y que no se encuentra sometido a tributación ni al control de autoridad alguna en su funcionamiento.

II.- REGULACIÓN QUE SE PROPONE INCORPORAR.

Por medio del presente proyecto proponemos regular la operación de los juegos de casinos en línea a partir de extender el régimen existente hoy en la ley 19.995, el cual ha demostrado funcionar de manera transparente y exitosa. De esta forma, el proyecto se divide en las siguientes partes:

1.- La incorporación de una norma que modifica la parte final del inciso tercero del actual artículo 5° de la ley 19.995, de manera tal de permitir expresamente la operación de juegos de casinos en línea.

2.- La incorporación de un nuevo título a dicho cuerpo normativo, desarrollado en tres artículos, cuales establecen la regulación general de esta modalidad de juego, bajo el entendido que la ley 19.995 es una ley marco, correspondiendo a la autoridad administrativa competente, en su caso, la dictación de las normas técnicas que hagan operativa tales disposiciones, bajo los principios fijados en la ley. 

3.- La modificación de otras 18 disposiciones contenidas en la actual ley 19.995 con la finalidad de adecuar su normativa a las exigencias propias de la autorización y operación de juegos de casinos en línea. Además se incorpora como artículo 15 bis una norma que establece la noción de juego responsable, radicando el operador la responsabilidad que en todas sus actuaciones deba respetar, además de las obligaciones específicas establecidas en la ley y en sus normas complementarias, los principios de seguridad de los usuarios, seguridad en el juego y prevención de la dependencia del juego.
4.- La incorporación de un artículo transitorio con la finalidad de hacer compatible la inviolabilidad de los derechos de los actuales operadores de licencias vigentes otorgadas en conformidad a la ley 19.995.-

En definitiva, y en atención a todas las consideraciones señaladas, es que tenemos el honor de proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

REGULA OPERACIÓN DE JUEGOS DE CASINOS EN LÍNEA

ARTÍCULO ÚNICO. Modifíquese la ley 19.995 en los siguientes términos: 

1.- En el inciso tercero de su artículo 5°, reemplácese la expresión: “En ningún caso”, por lo siguiente: “En todo caso”.

2.- En la letra b) de su artículo 3°, intercálese después de la expresión “casinos de juego” la siguiente frase “o a través de la modalidad de juego en línea”.

3.- En la letra c) de su artículo 3°, intercálese después del punto ubicado a continuación de la palabra “anexos” la siguiente oración: “En el caso del juego en línea se entenderá como casino de juego el conjunto de medios electrónicos e informáticos que posibiliten la organización, comercialización y celebración de juegos bajo dicha modalidad, abarcando todo soporte físico como virtual destinado a tal fin.”.

4.- En la letra e) de su artículo 3°, intercálese después de la expresión “un casino de juegos” lo siguiente: “y juegos de casinos en línea.”.

5.- En la letra g) de su artículo 3°, intercálese después de la expresión “un casino de juego” lo siguiente: “y juegos de casinos en línea”.

6.- En la letra h) de su artículo 3°, agréguese a continuación del punto ubicado después de la palabra “operación” la siguiente frase: “En el caso del juego en línea se entenderá como sala de juego el o los sitios electrónicos o virtuales desde los cuales el operador desarrolla el respectivo juego de azar en conformidad a lo dispuesto por la presente ley.”.

7.- En la letra i) de su artículo 3° reemplácese la expresión “casinos de juego” por “juegos de azar”.

8.- En la letra j) de su artículo 3°, agréguese a continuación de la expresión “Casinos de Juego” lo siguiente: “y a través de la modalidad de juego en línea”.

9.- Agréguese unas nuevas letras k) y g) al artículo 3° de la ley, del siguiente tenor:

“k) Juegos de Casino en línea. Son aquellos juegos de azar que, para su organización, celebración, comercialización o explotación, utilizan tecnologías y canales de comunicación como Internet, teléfono o cualquier otra clase de medios electrónicos, informáticos y telemáticos, que sirvan para facilitar la comunicación ya sea de forma interactiva o no, ya sea en tiempo real o diferido.

g) Medio Electrónico e Informático. Es cualquier mecanismo, instalación, equipo o sistema que permita producir, almacenar o transmitir documentos, datos e informaciones; incluyendo cualesquiera redes de comunicación abiertas o restringidas como Internet, telefonía fija y móvil o cualesquiera otra.”.

10.- En su artículo 9°, agréguese como letra g) en su inciso primero, el siguiente:  

“g) Las personas que voluntariamente hubieren solicitado que les sea prohibido el acceso al juego o que lo tengan prohibido por resolución judicial. Con el fin de garantizar la efectividad de esta prohibición, se creará un Registro General de Interdicciones de Acceso al Juego, en el que se inscribirán las personas a las que se les deba prohibir la participación en los juegos y apuestas, y al que tendrán acceso las personas físicas o jurídicas autorizadas para la organización, explotación y desarrollo de los juegos de azar objeto de la presente Ley.”.
11.- En su artículo 9°, intercálese como nuevo inciso segundo el siguiente:

“En el caso del juego en línea serán aplicables las prohibiciones establecidas en el inciso anterior, sin perjuicio de lo cual para ingresar a una sala de juegos virtual, siempre el operador deberá solicitar la acreditación de la identidad de jugador a través de un sistema de clave personal con registro previo, para el cual se deberá a lo menos requerir la individualización de un documento oficial de identificación correspondiente, más los datos de una tarjeta de crédito, débito, o cualquier otro instrumento vigente de pago aceptado por la autoridad competente.”.

12.- En el inciso primero de su artículo 10, intercálese a continuación de la expresión “en los casinos de juegos” lo siguiente: “o a través de la modalidad de juego en línea”.

13.- En el inciso segundo de su artículo 10, agréguese después de la palabra “establecimiento” la expresión “o por su operador.”.

14.- En su artículo 12, agréguese como nuevo inciso tercero el siguiente:

“En el caso del juego en línea, este sólo se podrá desarrollar en el sitios electrónicos o virtuales que se hayan individualizado en el respectivo permiso de operación, el cual deberá tener como único destino la explotación de los juegos autorizados en conformidad a la presente ley y normas complementarias.”

15.- Agréguese como un nuevo artículo 15 bis, el siguiente:

“Artículo 15 bis.-  Sin perjuicio de sus obligaciones legales, los operadores deberán instar en todas sus actuaciones, al juego responsable, entendiéndose como tal a aquél fundado en los principios de seguridad de los usuarios, seguridad en el juego y prevención de la dependencia del juego.  Tales medidas deberán ser comunicadas debidamente al público, e informadas a la autoridad competente.”.

16.- Incorpórese como nuevo Título IV el siguiente, pasando los actuales Título IV, V, VI y VII, a denominarse Título V, VI, VII y VIII respectivamente: 

“TITULO V”

DEL JUEGO EN LÍNEA

Artículo 34 bis.- Los operadores que hayan obtenido licencia para explotar juegos de azar bajo la presente ley y contenidos  en el catálogo de juegos, serán los únicos autorizados para desarrollarlos en línea.

Artículo 34 ter.- El sistema técnico para la organización, explotación y desarrollo de los juegos y apuestas por medios electrónicos, informáticos e interactivos, quedará conformado por la Unidad Central de Juegos de Casinos en Línea y el conjunto de sistemas e instrumentos técnicos o telemáticos que posibiliten la organización, comercialización y celebración de juegos por estos medios.

Tanto la Unidad Central de Juegos de Casinos en Línea como los servidores o aquellos otros elementos desde los que se permita el acceso a páginas  webs de juego deberán ubicarse en territorio de Chile.

El sistema técnico, que reunirá las condiciones que se establezcan por la autoridad competente deberá disponer de los mecanismos de autenticación suficientes para garantizar, entre otros:

a) La confidencialidad e integridad en las comunicaciones con los mismos.

b) La identidad de los participantes, en el supuesto de los juegos a través de medios telemáticos e interactivos.

c) La autenticidad y cómputo de las apuestas realizadas por el usuario de un juego en línea.

d) El control de su correcto funcionamiento.

e) El cumplimiento de las prohibiciones de acceso reguladas en el artículo 9 de la presente Ley.

f) El acceso a los componentes del sistema informático por parte, exclusivamente, del personal designado por la autoridad para fines de fiscalización.

Los operadores autorizados para la organización, explotación y desarrollo de los juegos de casinos en línea deberán disponer de una Unidad Central de Juegos de Casinos en Línea, de acuerdo con las especificaciones que, a dicho efecto, establezca la autoridad competente, las cuales permitan:

a) Registrar todas las actuaciones u operaciones realizadas desde los equipos y usuarios conectados a la misma.

b) Garantizar el correcto funcionamiento de la actividad de juegos de casinos en línea.

c) Comprobar en todo momento las operaciones realizadas y sus resultados, así como reconstruir de manera fiable todas las actuaciones u operaciones realizadas a través de ella.

Asimismo, los operadores autorizados para la organización, explotación y desarrollo de los juegos de casinos en línea deberán asegurar la existencia de las copias de seguridad necesarias y de que se apliquen las medidas técnicas y los planes de contingencia que permitan garantizar la recuperación de datos ante cualquier clase de incidencia. Además deberán disponer de una réplica de su Unidad Central de Juegos de casinos en línea, que permitirá el normal desarrollo de dicha actividad, con todas las garantías, en los supuestos en que la Unidad Principal se halle fuera de servicio.

Tanto la Unidad Central de Juegos de casinos en línea, como su réplica, incorporarán conexiones informáticas seguras y compatibles con los sistemas de del órgano fiscalizador, que permitan a éste realizar un control y seguimiento, en tiempo real, de la actividad llevada a cabo, de los premios otorgados, y, en su caso, de la devolución de premios que eventualmente se produzca con motivo de la anulación de juegos.

Artículo 34 quater.- Queda prohibida la publicidad, patrocinio o promoción, bajo cualquier forma, de juegos de suerte, envite o azar y la publicidad o promoción de los operadores de juegos cuando carezcan del permisos de operación correspondiente para su práctica. En relación a los operadores que sean titulares de permisos vigentes, la autoridad competente establecerá las condiciones de la actividad publicitaria y sus límites, en particular respecto al envío de comunicaciones publicitarias o promocionales por correo electrónico o por cualquier otro medio de comunicación electrónica equivalente, siempre que hayan sido previamente autorizadas por sus destinatarios.

En conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, cualquier entidad o medio de comunicación que difunda o publique a efecto la publicidad y promoción directa o indirecta de juegos de azar cuya operación deba someterse a las disposiciones de la presente ley y de sus normas complementarias, deberá requerir a quien solicite la inserción de los anuncios publicitarios, la tenencia del correspondiente permiso de operación, cuya certificación será otorgada por la autoridad competente  a requerimiento de los interesados.
17.- En la letra f) del inciso primero de su artículo 20 agréguese después de la palabra “explotar” un punto y coma (;), y a continuación la siguiente oración: “un estudio técnico y comercial relativo al funcionamiento de los juegos de casinos en línea que desarrollará el operador, especificando las características de la Unidad Central de Juegos de casinos en línea y de los sistemas técnicos que pretenda destinar para su organización y explotación.”.

18.- En el inciso segundo de su artículo 23, agréguese como número 7 el siguiente:

“7.- La factibilidad técnica de operación, control y seguridad de la Unidad Central de Juegos de casinos en línea y de los sistemas técnicos que pretenda destinar para la organización, explotación y desarrollo de estos.”.

19.- En su artículo 27, reemplácese su letra e), pasando las actuales letras e) y f) a denominarse f) y g) respectivamente: 

“e) Dominio de los sitios electrónicos que utilizará para explotar y desarrollar juegos de casinos en línea, y el lugar físico desde donde operará su Unidad Central de Juegos de casinos en línea.”

20.- En su artículo 29, intercálese en su inciso primero después de la expresión “casino de juego” lo siguiente: “y de los juegos de azar en línea”.

ARTÍCULO TRANSITORIO. Las modificaciones a la presente ley no afectarán los permisos de operación existentes a la fecha de su entrada en vigencia, y hasta el periodo de duración contemplado en aquella autorización. De esta manera, para que el permiso sea renovado por un nuevo periodo, el operador deberá cumplir con la normas de la presente ley vigente a la época en que se realice dicha solicitud.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso que el titular de un permiso de operación desee acogerse previamente a las normas contempladas en la presente ley, deberá comunicarlo formalmente a la autoridad competente en el plazo de 90 días contados desde su entrada en vigencia, debiendo presentar todos aquellos antecedentes exigidos para operar juegos de azar en línea, abriéndose un registro público de concurrentes para tal efecto.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ORPIS CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL Y DISPONE MEDIDAS PARA EL TRATAMIENTO DE JÓVENES CON PROBLEMAS DE DEPENDENCIA DE DROGAS Y ALCOHOL 

(8268-07)

Han pasado 7 años desde la entrada en vigencia de la Ley 20.084, que consagra, la responsabilidad penal de los adolescentes infractores, cuyo enfoque principal es la rehabilitación del menor y la reinserción social del mismo. Sin embargo, cuando aludimos a adolescentes infractores adictos a las drogas, estos objetivos no han sido logrados. Jueces y defensores han sostenido de manera errónea, que al aplicar la sanción accesoria de rehabilitación de drogas, asociada a la libertad asistida simple y especial, estaríamos sancionando a un adolescente dos veces por un delito, cosa que en cualquier sistema penal es inadmisible. Pero este enfoque de la sanción accesoria, está absolutamente errado.

El artículo 7° de la LRPA, señala lo siguiente: "El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6 de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol." "En España, la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores del año 2000, prefiere utilizar el término medidas y no sanciones o penas, ello lo hace el legislador con la intención de recalcar que la principal finalidad de las consecuencias jurídicas aplicables al menor que delinque es la prevención especial, y en concreto, su carácter fundamentalmente educativo..."1. Para evitar las confusiones entre jueces y defensores, parece prudente reemplazar la palabra sanción, por la palabra medida en el artículo 7° de la ley en comento, como primer paso.

El legislador ha sido claro al manifestar su preocupación por los adolescentes infractores, que poseen adicción a sustancias ilícitas o al alcohol, sin embargo, en la práctica, esta preocupación no se ha plasmado en soluciones concretas. ¿Por qué resulta relevante tratar el tema de los adolescentes infractores, drogo dependientes y su relación con la pena accesoria?. Investigaciones en materia de seguridad ciudadana, reconocen la existencia del vínculo "droga - delito". Dos estudios consecutivos de la Fundación Paz Ciudadana (I -ADAM 2005 y 2010) demuestran que más de un 70% de los delitos de mayor connotación social se producen por consumidores o por adictos, con la finalidad de financiar consumo. 

1 Véase "CRIMINALIDAD ASOCIADA AL CONSUMO DE DROGAS Y SU ABORDAJE POR LA LEY N° 20.084. NATURALEZA JURÍDICA DE LA SANCIÓN ACCESORIA DE TRATAMIENTO DE REHABILITACIÓN Y OTRAS CUESTIONES NO RESUELTAS", Alejandro Gomez Raby en http://www.jurisprudenciainfancia.udp.cl/wp/wp‑
content/uploads/2009/08/criminalidad-asociada-consumodedrogas-abordajeporley20084-naturalezajuridicadesancionaccesoria-tratamientorehabilitacion-alejandro-gomez-raby.pdf
Los resultados del I -ADAM 2005 son concluyentes. Respecto de los detenidos por hurto, un 54% dio positivo en cocaína y pasta base y un 33,2% en marihuana. Tratándose del robo con fuerza un 72% dio positivo en cocaína y pasta base y un 48,8% en marihuana. En el caso de robo con violencia un 74% dio positivo en cocaína y pasta base y un 42,9% en marihuana. Cinco años después los resultados del l-ADAM el 2010, no cambiaron substancialmente, salvo por la aparición de las metanfetaminas como nueva droga asociada al delito. Un 62,1% dio positivo en cocaína y pasta base, un 37,9 en marihuana y un 12,3% en metanfetaminas2. Un 34% de quienes fueron detenidos reconocieron ser dependientes y un 70% de este universo señaló que "les sería beneficioso recibir tratamiento". Debido a que gran parte de los delincuentes adictos, cometen delitos para obtener dinero para comprar drogas, si tuviesen acceso a rehabilitación, los niveles de reincidencia bajarían.

"Los antecedentes obtenidos en los distintos centros de su administración directa señalan que un alto porcentaje de niños, niñas y adolescentes presentan consumo de drogas; agrega que a nivel nacional, aproximadamente el 95% de los adolescentes de los Centros de Observación y Diagnóstico (COD) y Centros de Rehabilitación Conductual (CERECO) presentan consumo asociados a materias de infracción de ley”. 3

De esta manera queda clara la relación que existe entre delito y droga, por ende, la sanción accesoria que sería la rehabilitación del menor adicto, es el único camino para la reinserción social del niño.

A los adolescentes que cumplen su pena en libertad, la ley les otorga dos mecanismos: La libertad asistida simple y la libertad asistida especial consagrada en el artículo 14 de la ley. El artículo 14 de la ley señala:..." Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable...", por ende, decretar la rehabilitación coma una posibilidad, no como una obligación en caso de ser necesario, parece no ser suficiente, coma legisladores debemos propender a la rehabilitación del menor, de una manera más categórica.

2 Nota: Los porcentajes pueden superar el 100%. Lo anterior se explica porque, un mismo detenido puede estar bajo los efectos de una droga; dos o tres y por lo tanto, puede haber dado positivo en más de una.

3 Véase "CRIMINALIDAD ASOCIADA AL CONSUMO DE DROGAS Y SU ABORDAJE POR LA LEY N° 20.084. NATURALEZA JURÍDICA DE LA SANCIÓN ACCESORIA DE TRATAMIENTO DE REHABILITACIÓN Y OTRAS CUESTIONES NO RESUELTAS", Alejandro Gómez Raby en http://www,jurisprudenciainfancia.udp.cl/wp/wp​contentluploads/2009/08/criminalidad-asociada-consumodedrogas-abordajeporley20084-  naturalezajuridicadesancionaccesoria-tratamientorehabilitacion-alejandro-gomez-raby.pdf

Por otro lado, es menester señalar que lo primero que debiese realizar un delegado, cuando se ha decretado una medida accesoria de rehabilitación de drogas, es derivar al menor de manera inmediata a un centro de rehabilitación, periodos de vacancia dificultan la efectividad del tratamiento, porque generan desmotivación, es de manera posterior a la audiencia, donde existe mayor compromiso par parte del menor de adherirse a un tratamiento. Las derivaciones de adolescentes consumidores se están produciendo al año desde que es imputado (permanece ligado a institución colaboradora del SENAME). De los registros de derivación que se hicieron a la Corporación La Esperanza, un 70% fue hecho después de un año y el 30% restante, entre 3 a 6 meses después de haber ingresado a la institución colaboradora de SENAME. En la práctica, los están derivando cuando el adolescente ya está en situación de calle. 

Cuando cualquier persona está recién formalizada o condenada esta con mejor predisposición a acatar las medidas, no así cuando ha vuelto a su vida normal. Si inmediatamente dictada la pena se deriva a un tratamiento es posible intervenir con mayor éxito, cortar el vínculo delictual y esperar mejor adherencia y pronóstico de reinserción.

A su vez, la ley no ha sido clara en determinar cuándo se entiende cumplida la pena accesoria. Siguiendo la lógica del derecho, ésta debería entenderse cumplida, cuando la sanción principal lo está, con independencia de la efectividad del tratamiento. Esto parece absurdo, puesto que no se ajusta a los principios inspiradores de la legislación. La inasistencia al tratamiento de rehabilitación, no posee sanción alguna en la ley. "...el artículo 52 de la LRPA relativo al quebrantamiento de condena, precisamente no se refiere a esta hipótesis, por lo que no es posible sustituir esta sanción accesoria por otra de las contempladas en el artículo 6 de la ley. La única respuesta posible, dice relación con las facultades de imperio que tiene el juez de garantía competente para el control de la ejecución (artículo 50 de la LRPA), quien puede disponer los apremios que correspondan para el cumplimiento forzado de la sentencia, como cualquier juez de la República."4. Por otra parte, el delegado no podría cambiar dicha medida o sanción, sin embargo, en la práctica, lo que hace el delegado frente a un incumplimiento, es ofrecerle otro tipo de alternativa: deporte, colegio, etc., en circunstancias que el diagnóstico era

consumo problemático. Al no abordar el problema central -el consumo- la consecuencia es que se refuerza la conducta de infracción de ley, provocando que los adolescentes mantengan una carrera delictual en aumento. Parece razonable concluir que la medida accesoria de rehabilítación de drogas entenderá cumplida, cuando realizado un test de drogas, éste arroje un resultado negativo.

4 Véase "CRIMINALIDAD ASOCIADA AL CONSUMO DE DROGAS Y SU ABORDAJE POR LA LEY N° 20.084. NATURALEZA JURÍDICA DE LA SANCIÓN ACCESORIA DE TRATAMIENTO DE REHABILITACIÓN Y OTRAS CUESTIONES NO RESUELTAS", Alejandro Gómez Raby en http://www.jurisprudenciainfancia.udp.cl/wp/wp‑
content/uploads/2009/08/criminalidad-asociada-consumodedrogas-abordajeporley20084-  naturalezajuridicadesancionaccesoria-tratamientorehabilitacion-alejandro-gomez-raby.pdf

PROYECTO DE LEY

NUEVO ARTÍCULO 7°.- Modifíquese el artículo 7° de la ley N° 20.084, por el siguiente: Artículo 7°.- Medida  accesoria. El juez estará facultado para establecer, como medida accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol. Dicha derivación deberá realizarse de manera posterior a la audiencia o en su defecto, de manera excepcional, tan pronto fuera posible.

NUEVO ARTÍCULO 14°.-  Modifíquese el artículo 14° de la ley N2 20.084, por el siguiente: Artículo 14°.-. Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la obligación de acceder y asistir a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable, en caso que el adolescente sea drogo dependiente.

Esta medida se entenderá cumplida, cuando el centro donde asistió el menor, así lo señale al Tribunal. El centro tendrá la obligación de enviar un reporte trimestral al tribunal derivador, donde conste la conducta del adolescente. Será obligación del centro realizar un test de drogas al menor antes de finalizar el tratamiento, el resultado del mismo, será derivado al tribunal, quien en virtud de esta información decidirá.

En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado. Tratándose de un programa de rehabilitación de drogas, el diagnóstico deberá realizarse de manera inmediatamente posterior a la audiencia, por un especialista vinculado a la rehabilitación.

La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.

En caso que el adolescente no cumpla la medida accesoria, se podrá solicitar una audiencia, con la finalidad de analizar el cumplimiento por parte del adolescente de la sanción establecida. El delegado, no está facultado para sustituir la medida accesoria de rehabilitación de droga o alcohol, sin aprobación del tribunal.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, COLOMA, KUSCHEL, LETELIER Y PIZARRO, RELATIVO AL TRATAMIENTO OTORGADO A CIUDADANOS CHILENOS DETERMINADOS A SU INGRESO AL ESTADO DE ISRAEL (S 1463-12)

CONSIDERANDO:

1° Que es un principio permanente del Estado de Chile y por tanto de este Senado, el pleno respeto a las normas sobre Derecho Internacional Público, referidos a la libertad de circulación y movimiento de las personas entre los diferentes estados que integran la Comunidad de Naciones.

2° Que si bien los estados son soberanos de admitir o rechazar el ingreso de personas a su territorio, el ejercicio de esta atribución debe hacerse en el marco del pleno respeto a los derechos humanos, evitando la arbitrariedad y el abuso de poder.

3° Que el día 31 de marzo último, al Presidente de la Federación Palestina de Chile, Mauricio Abu Gosch, le fue prohibido el ingreso a territorio israelí, al cual debía acceder necesariamente para dirigirse hacia los territorios palestinos.

Asimismo, un grupo de otros 40 ciudadanos chilenos, que integraban la delegación encabezada por Abu Gosch fueron sometidos a largos procedimientos en dependencias del aeropuerto de Tel Aviv, con lo cual se vulneraron las normas y principios generales sobre protección de los derechos humanos y asimismo, se transgrede el Convenio bilateral vigente entre ambos países "Sobre Cooperación Turística" de 1987, que entre otras materias dispone la obligación de ambos estados de otorgar facilidades y hacer más expedito el intercambio de turistas entre ambos países.

4° Que el Estado de Chile no puede menos que rechazar que un Estado con el cual sostiene relaciones diplomáticas regulares y con el que se relaciona en un clima de amistad y cooperación violente los derechos de sus ciudadanos y transgreda los tratados bilaterales vigentes. Esto obliga a los órganos competentes a analizar esta situación con rigor y adoptar las medidas políticas, diplomáticas y jurídicas para evitar que este tipo de situaciones se vuelvan a repetir en el futuro.

Por tanto:

En mérito de los antecedentes expuestos, los senadores que suscribimos, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de la República acuerda:

1.- Expresar su preocupación y rechazo a la decisión del Gobierno del Estado de Israel de negar el ingreso a su territorio al Presidente de la Federación Palestina de Chile Mauricio Abu Gosch, que lesionan el clima de las relaciones de amistad y cooperación que unen al Estado de Chile e Israel.

2.- Solicitar al Ministro de Relaciones Exteriores, que se sirva disponer de todas las medidas diplomáticas a su alcance con la finalidad de asegurar el pleno respeto de los derechos de los nacionales chilenos que ingresan al Estado de Israel con la finalidad de dirigirse a terceros estados como es el caso de Palestina y el respeto estricto por parte del Estado de Israel de los convenios bilaterales entre ambas naciones que se encuentren vigentes, especialmente relativos a tránsito de personas con fines turísticos.

3.- Oficiar a La Knéset o Parlamento de Israel, con la finalidad de hacerle presente su permanente preocupación por el trato que reciben connacionales chilenos que requieren transitar por territorio Israelí con la finalidad de ingresar o salir de Palestina.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA Y CHAHUÁN, PARA INCORPORAR A LOS SECTORES DE TAXIS Y COLECTIVOS COMO BENEFICIARIOS DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA UN SUBSIDIO NACIONAL AL TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS 

(S 1464-12)

Considerando:

1° Que se ha iniciado la discusión del proyecto que establece un Subsidio Nacional al Transporte Público, hasta el año 2022, por un monto de $740 mil millones de pesos al año.

2° Que, un 50% del monto anual, será destinado subsidiar el transporte público de Santiago y, el otro 50% en regiones;

3° Que el aporte regional, también podrá ser utilizado en el transporte público no convencional, como el ferroviario, aéreo o marítimo;

4° Que, si bien es cierto, el proyecto contempla la posibilidad de aplicar el subsidio al transporte público que no se encuentre licitado, no ha incorporado expresamente al sector de taxis y colectivos;

5° Que, según estimaciones de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos -CONATACOCH-, debido a las continuas alzas en el valor de los combustibles, los pasajes en este medio de transporte registrarán un alza aproximada del 20%, situación que ya está siendo informada en las respectivas Secretarías Regionales Ministeriales de Transportes;

6° Que, aplicar el subsidio al transporte a los taxis y colectivos permitiría, por un lado, una rebaja en los valores de los pasajes y, por otro, contar con recursos destinados a mejorar la infraestructura (paraderos, instalaciones, etc.) y a renovar la flota, ello con el único objeto de mejorar el servicio que prestan a la comunidad.

En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

"Solicitar a S.E. el Presidente de la República, incorporar como beneficiarios en el proyecto de ley que crea el Subsidio Nacional al Transporte Público a los taxis y colectivos".

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y PROKURICA, SOBRE DESTINACIÓN DE RECURSOS, EN EL PROYECTO DE LEY QUE AUMENTA SUBSIDIO PARA EL SISTEMA DE TRANSPORTE PÚBLICO DEL GRAN SANTIAGO, A LOS MEDIOS DE LOCOMOCIÓN REGIONALES QUE INDICA 

(S 1465-12)

Considerando:

1°.- Que S. E., el Presidente de la República ha suscrito recientemente el proyecto de ley, mediante el cual se aumenta a setecientos cincuenta millones de dólares anuales, el subsidio para el sistema de transporte público del Gran Santiago, también conocido como "Transantiago", para su tramitación y discusión en este Congreso Nacional.

2°.- Que en este subsidio, se incorpora la suma de ciento veinte mil millones de pesos para el transporte público de las regiones, en lo que se conoce como "efecto espejo", que fueron solicitados oportunamente al Ministerio de Hacienda.

3°.- Que se hace necesario que en este subsidio que se destina al transporte público de las regiones, comprenda los medios de locomoción colectiva, conformados por los taxis, taxis colectivos, buses rurales, y los ascensores públicos, en el caso de la ciudad de Valparaíso.

4°.- Que tal inversión se justifica plenamente, si se tiene en cuenta la precariedad del transporte público antes mencionado, en las diversas regiones del país, lo que hace necesario mejorar su operatividad y atención a los usuarios.

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPUBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República, que en el subsidio que se destina al transporte público en regiones, se comprenda los medios de locomoción colectiva, conformados por los taxis, taxis colectivos, buses rurales, y los ascensores públicos, en el caso de la ciudad de Valparaíso.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y ALVEAR, Y SEÑORES GARCÍA, LARRAÍN FERNÁNDEZ Y TUMA, SOBRE CREACIÓN DE UN GRUPO BICAMERAL DE TRANSPARENCIA CUYO OBJETIVO SERÁ IMPULSAR LAS PROPUESTAS CONTENIDAS EN LA “DECLARACIÓN DE SANTIAGO SOBRE TRANSPARENCIA E INTEGRIDAD EN LOS PARLAMENTOS Y PARTIDOS POLÍTICOS” (S 1466-12)

El 18 de enero de este año, el Senado aprobó en forma unánime la "Declaración de Santiago sobre Transparencia e Integridad en los Parlamentos y Partidos Políticos", emitida al término del Seminario Internacional sobre Transparencia y Probidad en el Congreso Nacional y en el sistema de Partidos Políticos, organizado por la Comisión de Ética y Transparencia, que se efectuó en el edificio del Congreso Nacional, en Santiago, los días jueves 12 y viernes 13 del mismo mes.

Esa Declaración reafirma el compromiso de los parlamentarios, tanto chilenos como extranjeros, al que adhieren representantes académicos y de la sociedad civil, con los valores concernientes a la probidad y transparencia en el ejercicio de la función parlamentaria, se propone varios objetivos en estas materias y recomienda, como medios para conseguirlos, la instauración de una Red Parlamentaria Regional pro transparencia y probidad y la formulación de un Plan de Acción plurianual.

Nos parece conveniente avanzar, como Congreso Nacional de Chile, con una visión transversal a los distintos sectores políticos, tanto en el ámbito nacional, promoviendo iniciativas legales y políticas públicas que aseguren y profundicen la transparencia, como en el marco internacional, sentando las bases para el establecimiento de la Red Parlamentaria Regional y contribuyendo a la preparación de un proyecto de Plan de Acción que se coordine y permita recibir el aporte de una o más de las instituciones u organismos internacionales preocupados de estos temas.

Para ese efecto, resulta conveniente dar respaldo institucional expreso al Grupo Parlamentario Pro Transparencia, conformado por Senadores y Diputados de diferentes partidos políticos en marzo de 2011 y que ha permitido aunar criterios y presentar indicaciones e iniciativas de ley en materias de transparencia. La fisonomía propia de ese Grupo permitiría, asimismo, iniciar la formación del Capítulo Chileno de la Organización Mundial de Parlamentarios contra la Corrupción (GOPAC), red internacional de parlamentarios dedicados a promover las buenas prácticas de gobernabilidad.

Por tanto, se propone aprobar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Invitar a la Honorable Cámara de Diputados a establecer un Grupo Bicameral de Transparencia, que tendrá como objetivo impulsar, con una visión transversal a los distintos sectores políticos, la ejecución de las propuestas contenidas en la "Declaración de Santiago sobre Transparencia e Integridad en los Parlamentos y Partidos Políticos", de 13 de enero de 2012, así como iniciativas legales y políticas públicas que aseguren y profundicen la transparencia.

El Grupo Bicameral se conformará por igual número de integrantes; tendrá apoyo administrativo en una Comisión Permanente de una de las Corporaciones, contará con una Secretaría Técnica y regulará su propio funcionamiento interno. Asimismo, el Grupo Bicameral participará en asociaciones u organismos internacionales relacionados con sus objetivos y podrá conformar el Capítulo Chileno de la Organización Mundial de Parlamentarios contra la Corrupción (GOPAC), con una Secretaría Ejecutiva.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- José García Ruminot, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES RUIZ-ESQUIDE, PÉREZ VARELA, PIZARRO Y URIARTE, CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE OTORGUE A LOS TRIBUNALES DE CAPITAL PROVINCIAL LA CATEGORÍA DE JUZGADO DE ASIENTO DE CORTE PARA TODOS LOS EFECTOS LEGALES 

(S 1467-12)

Considerando:

1.- Que desde antaño los magistrados y funcionarios judiciales de la comuna de Coquimbo han planteado la necesidad y legítima aspiración de considerar a los Tribunales con asiento en esa ciudad como Tribunales de asiento de Corte de Apelaciones para todos los efectos legales;

2.- Que se fundan para dicho planteamiento en la conurbación existente entre las ciudades de La Serena y Coquimbo, las que, además, producto del crecimiento sostenido experimentado en las últimas décadas, representan la cuarta zona más poblada a nivel nacional;

3.- Que dicha conurbación implica que muchas materias, como el transporte público y la seguridad ciudadana, deban ser abordadas por ambas ciudades en conjunto;

4.- Que Coquimbo tiene una participación relevante e insustituible en el desarrollo de las principales actividades económicas de la Región, tales como la minería, agricultura, pesca y turismo;

5.- Que la exportación de la actividad agrícola de la tercera y cuarta Región tienen como puerto de embarque el de Coquimbo;

6.- Que, en materia turística, la comuna de Coquimbo cuenta con el mayor litoral de playas a nivel nacional, lo que la convierte en un socio turístico de la ciudad de La Serena;

7.- Que, por todo lo anterior, no habría fundamento alguno para impedir que dentro de este conglomerado urbano constituido por las comunas de La Serena y Coquimbo existan jueces de distinta categoría, en circunstancias que los requerimientos de la ciudadanía son de similar naturaleza y magnitud;

8.- Que en Coquimbo existen tres Juzgados Civiles, un Juzgado de Familia conformado por cuatro jueces y un Juzgado de Garantía con tres jueces, por lo que las materias laborales son resueltas por el Juzgado Laboral de La Serena y los Juicios Orales son celebrados ante el Tribunal Oral en lo Penal de La Serena;

9.- Que a nivel regional, Coquimbo es considerada ciudad de capital de provincia, compartiendo la misma categoría en el escalafón del Poder Judicial con las ciudades de Ovalle e Illapel, capitales de las provincias de Limarí y de Choapa respectivamente, encontrándose concentradas por tanto las expectativas de ascenso en la carrera judicial dentro de la región, solo en la ciudad de La Serena;

10.- Que la falta de expectativas de ascenso en la carrera judicial dentro de la Región ha redundado en que los cargos en los tribunales de capital de Provincia, que carecen de proyección profesional, no resultan atractivos frente a la demanda de jueces con categoría de asiento de corte, generadas por otras jurisdicciones tales como las de Santiago, Valparaíso y Concepción;

11.- Que las consecuencias de la falta de arraigo de los jueces nombrados en la Región, se han manifestado en diversos ámbitos tales como numerosos cargos vacantes durante períodos prolongados, secretarios de tribunales subrogando a jueces de tribunales, entre otras;

12.- Que lo anterior afecta la posibilidad de contar en Coquimbo con jueces que sepan comprender, asimilar y adaptarse a las necesidades particulares de su jurisdicción, lo que mejoraría la calidad del servicio brindado a la ciudadanía;

13.- Que el hecho de que Coquimbo sea considerado como ciudad asiento de Corte generaría un mayor interés no solo para permanecer en esta ciudad, sino que en otras capitales de provincia como Illapel u Ovalle, toda vez que las posibilidades de ascenso en la carrera no se reduciría sólo a los cargos de la ciudad de La Serena, sino que también incluirían a los Tribunales con asiento en Coquimbo;

14.- Que la mayor estabilidad en los cargos judiciales se traduce en un menor desembolso en asignaciones de traslado y en gastos de mudanza que en definitiva son solventados con el erario nacional;

15.- Que el control disciplinario que ejercen los Jueces Civiles de Coquimbo sobre las tres Notarías de la ciudad se radicaría directamente en manos de Ministros de Corte;

16.- Que la creación de tribunales asiento de corte cambiaría el sistema de ingresos de causas nuevas, que en la actualidad  son ingresadas en los tribunales civiles, en base a un sistema de turno semanal y a elección del usuario, a un sistema de distribución aleatoria efectuado por la Iltma. Corte de Apelaciones, lo que aseguraría una distribución equilibrada del trabajo entre los tres Juzgados Civiles de Coquimbo;

17.- Que con la creación de tribunales de asiento de corte se superaría una situación de injusticia que ha afectado durante años a Coquimbo y que se traduce en el desconocimiento de algunos derechos que se otorgan a los funcionarios públicos, precisamente en virtud de los mismos criterios que sostienen esta pretensión, como por ejemplo la no obtención de viáticos y el hecho de que las mutaciones de cargo no sean considerados traslado, entre otros;

18.- Que cualquier política que se implemente en el sentido de reconocer en el ámbito administrativo la calidad de metrópoli a la conurbación de La Serena y Coquimbo, no será integral y quedará inconclusa si en el ámbito judicial se mantiene la diferenciación entre sus Tribunales;

19.- Que el texto original del artículo 31 del Código Orgánico de Tribunales consideraba a los Juzgados con asiento en la Comuna de Coquimbo como Juzgados con Competencia Común, el que a su vez fue reemplazado por el artículo 13 N° 4 de la Ley 20.022, para ser considerados como Juzgados Civiles, y

20.- Que existe como precedente a esta solicitud el artículo 13, letras b) y f), de la Ley 19.592, publicada el año 1998, que en su oportunidad asimiló a la categoría de asiento de Corte a las ciudades de Viña del Mar y Talcahuano, conurbadas respectivamente con las ciudades de Valparaíso y Concepción;

21.- Que, sin ir más lejos, en el día de ayer el Senado aprobó un proyecto de acuerdo en que se solicita al Presidente de la República que instruya al Ministro de Justicia, para que el Ejecutivo pueda elaborar y enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que modifique la Ley 19.665 y el Código Orgánico de Tribunales, regularizando la parte relativa a la Región del Bío-Bío, en lo que atañe a la condición de juzgados asiento de Corte para todos los efectos legales, de los Juzgados de Garantía con asiento en las comunas de Talcahuano, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

Por todo lo anterior:

El Senado de la República acuerda solicitar a S.E. el Presidente de la República enviar a trámite legislativo, con la debida urgencia, un proyecto de ley que permita considerar a todos los tribunales de capitales provinciales, como por ejemplo los tribunales de la ciudad de Coquimbo, como si fueran asiento de corte, para todos los efectos legales.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.










� A mayor abundamiento, los artículos de la indicación sustitutiva fueron aprobados, salvo el artículo 17 que fue rechazado, con las siguientes votaciones: Artículo 1° (3X0 y 1 abstención); Artículo 2° (4X0 y 1 abstención); Artículo 3°, con modificaciones (5X0); Artículo 4°, con modificaciones (4X0); Artículo 5°, con modificaciones (4X0); Artículo 6°, con modificaciones (5X0); Artículo 7°, con modificaciones (5X0); Artículo 8°, con modificaciones (5X0); Artículo 9°, con modificaciones (4X0); Artículo 10 (4X0); Artículo 11 (3X0 y 1 abstención); Artículo 12, con modificaciones (4X0); Artículo 13, con modificaciones (5X0); Artículo 14 (5X0); Artículo 15 (5X0); Artículo 16 (5X0); Artículo 17, rechazado (5X0); Artículo 18 (5X0); Artículo 19, con modificaciones (3X0); Artículo 20, con modificaciones (3X0); Artículo 21, con modificaciones (3X0); Artículo 22 (4X0); Artículo 23, con modificaciones (4X0); Artículo 24 (4X0); Artículo Primero Transitorio, con modificaciones (3X0); Artículo Segundo Transitorio, con modificaciones (3X0); Artículo Tercero Transitorio, con modificaciones (3X0); Artículo Cuarto Transitorio (3X0).








� Cabe hacer presente que el artículo 3° transitorio de la ley 19.995 estableció un régimen especial excepcional y transitorio para el caso de los casinos de juego en las comunas de Arica, Iquique, Coquimbo, Viña del Mar, Pucón, Puerto Varas y Puerto Natales, disponiéndose que las leyes previas que autorizaron su instalación y funcionamiento se entenderán derogadas desde la fecha en que las concesiones amparadas por dichas leyes se extingan definitivamente por cualquier causa y, en todo caso, a partir del 1 de enero de 2016.


� Superintendencia de Casinos de Juegos. “Informe de la Nueva Industria de Casinos de Juego Año 2010.”  Pág. 11.


� Superintendencia de Casinos de Juegos. “Informe de la Nueva Industria de Casinos de Juego Año 2010.”  Pág. 15 y sgte.


� Superintendencia de Casinos de Juegos. “Informe de la Nueva Industria de Casinos de Juego Año 2010.”  Pág. 17 y sgte.





� Biblioteca del Congreso Nacional. Historia de la Ley 19.995. Segundo Trámite Constitucional. Senado.  Boletín Indicaciones. Pág. 699. 
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